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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el señor Ministro de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes, y las señoras Ministras Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso Valenzuela, y de Educación, doña Yasna Provoste Campillay.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 1ª, ordinaria, en 13 de marzo; 2ª, especial, y 3ª, ordinaria, ambas en 14 de marzo, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (boletín N° 3.953-04);



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (boletín Nº 4.030-04).



Con el tercero hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley relativo al lugar donde se erigirá el monumento en memoria de Pablo Neruda, a que se refiere la ley N° 19.871 (boletín N° 3.866-04).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el segundo informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo sobre el beneficio de litigar sin gastos y la asistencia jurídica gratuita entre los Estados Parte del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito en Florianópolis (boletín Nº 4.173-10) (Véase en los Anexos documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer acerca del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre estatuto de los delegados oficiales de Estados extranjeros u organizaciones internacionales (boletín N° 4.859-10).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, por medio de los cuales remite copia autorizada de las sentencias dictadas en los autos en que se consideraron igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulados respecto del artículo 116 del Código Tributario.



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Allamand, sobre acuerdos internacionales relacionados con áreas protegidas.



Siete del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a la contaminación del río Andalién, en la comuna de Penco.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, relativo a la reconstrucción del puente Manchuria, en la comuna de Curacautín.



Con el tercero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor García, sobre defensas fluviales en el río Toltén, sectores Llollelhue, Peñehue e isla Licán, en la comuna de Teodoro Schmidt.



Con el cuarto responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, relativo a obras públicas que serán ejecutadas durante el presente año en las comunas del sector sur de la Séptima Región.



Con el quinto contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, sobre sistema de señalización para ingresar a las rutas alternativas a las vías concesionadas.



Con el sexto da respuesta a un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Alvear, referido al diseño del proyecto Autopista Vespucio Oriente, y



Con el último contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Longueira, sobre tarifa de saturación en vías concesionadas.



De la señora Ministra de Salud, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo al plazo en que se tramitan las licencias médicas.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, a través del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, sobre utilización de Dátum Oficial fijado por el Instituto Geográfico Militar en las proyecciones y dátums cartográficos que efectúan las instituciones públicas o privadas.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido a problemas de transporte marítimo entre la isla Santa María y el puerto de Coronel.



Del señor Director del SERVIU de la Región del Biobío, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, sobre asignación de recursos concursables de capacitación y prestación de servicios.



Del señor Director del Servicio de Salud de Antofagasta, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, relativo al despido de un funcionario en la posta rural de la comuna de San Pedro de Atacama.



De la señora Directora de INDAP de la Región del Biobío, a través del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, sobre asignación de recursos a programas sociales.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.030-04) (Véase en los Anexos documento 2).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y del Ecuador, suscrito en Santiago el 23 de enero de 2006, y el Acuerdo por Cambio de Notas adoptado por las Partes, que corrige el Convenio de Seguridad Social, fechados en Santiago el 25 y 29 de mayo de 2006 (boletín N° 4.734-10) (Véase en los Anexos documento 3).


Nuevo segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.627-03) (Véase en los Anexos documento 4).


Nuevo segundo informe de la Comisión de la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.962-07) (Véase en los Anexos documento 5).


--Por acuerdo de los Comités, quedan para la tabla de la sesión de hoy.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de la Senadora señora Alvear que modifica el decreto ley N° 3.063, sobre Rentas Municipales, fijando nueva fecha para el pago del impuesto correspondiente a los permisos de circulación.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero y en el número 1º, del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, al incidir en materias vinculadas con la administración financiera del Estado y tributarias. 

Comunicaciones



De la Comisión de Economía, con la cual informa que ha elegido como su Presidente al Senador señor Jaime Orpis Bouchón.



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, mediante la cual comunica que ha elegido como su Presidente al Senador señor Jaime Naranjo Ortiz.



--Se toma conocimiento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, solicito que se otorgue un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre remuneraciones del personal que se desempeñe en unidades militares en operaciones de paz o misiones equivalentes, en el exterior, dado que tanto el Ejecutivo como nosotros nos encontramos bastante apremiados con los plazos que fijamos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Sugiere alguna fecha, Su Señoría?

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Sí. El 9 de abril próximo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como nuevo plazo para presentar indicaciones a dicha iniciativa el lunes 9 de abril, a las 12.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente,  solicito extender, al igual que en el caso anterior, el plazo para formular indicaciones al proyecto sobre regulación del lobby entre órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala,  se ampliará el plazo fijado para tal efecto hasta el lunes 9 de abril, a las 12.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL PARA NIÑOS SOCIOECONÓMICAMENTE VULNERABLES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas que sean socioeconómicamente vulnerables, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de "suma".


--Los antecedentes sobre el proyecto (4030-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 78ª, en 19 de diciembre de 2006.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 4ª, en 20 de marzo de 2007

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo fundamental del proyecto es establecer una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables  -a los que se denomina “prioritarios”- de los establecimientos subvencionados, que se encuentren cursando 1º ó 2º nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º a 4º año de educación general básica.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió esta iniciativa sólo en general y aprobó la idea de legislar  por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El texto pertinente se transcribe en el primer informe de la Comisión que Sus Señorías tienen en sus escritorios.



Cabe tener presente que el inciso segundo del artículo 27, la letra c) del número 5 del artículo 36 y el número 2 del artículo 37 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.-  Señor Presidente, informaré el proyecto en mi condición de Presidente de la Comisión de Educación.



La iniciativa  en debate entró a la Cámara de Diputados el 2 de noviembre de 2005 y llegó al Senado el 19 de diciembre de 2006. 



En lo fundamental, busca establecer una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables  -a los que denomina “alumnos prioritarios”- de los establecimientos educacionales subvencionados, que se encuentren cursando entre prekinder y 4º año básico, ampliándose gradualmente este sistema a los alumnos que cursen 5º a 8º año básico.



El proyecto representa un importante avance en el esfuerzo del país por aumentar la calidad y la equidad de la educación. 



Asimismo, debe señalarse que la iniciativa en análisis modifica el actual sistema de financiamiento educacional, que hoy entrega un monto parejo de subvención por alumno sin considerar su condición de vulnerabilidad. La normativa en estudio, en cambio, propone entregar más recursos a las escuelas que atienden a los alumnos más vulnerables. Estos aportes adicionales equivalen aproximadamente al cincuenta por ciento de los dineros entregados en la  actualidad, lo que representa un incremento de cerca de 18 mil pesos por alumno prioritario.



El proyecto busca promover la igualdad de oportunidades de los alumnos y alumnas más vulnerables del país. Para tal efecto entrega mayores recursos a las escuelas que atienden a estos niños y establece compromisos de igualdad de oportunidades y de calidad educativa con los sostenedores, ya sea con las municipalidades o con las escuelas privadas subvencionadas. 



Con el objeto de que los establecimientos educacionales puedan gozar de tales beneficios deberán suscribir un Convenio de Igualdad de Oportunidades y de Excelencia Educativa. Ha de precisarse que este sistema diferenciará a las escuelas según sus necesidades educativas e indicadores de calidad. Esta diferenciación tiene por finalidad facilitar las políticas focalizadas y reconocer y motivar un mejoramiento de los niveles de calidad en las escuelas.



En cuanto a la utilización de los recursos, el proyecto exige  rendición de cuentas por el uso de la subvención preferencial, lo que implicará que los sostenedores deberán implementar un sistema de contabilidad para esos fondos públicos.



Para promover el aprendizaje de los alumnos, las escuelas deberán generar un plan de mejoramiento educativo de aplicación anual revisado por el Ministerio de Educación, que deberá incluir dimensiones de apoyo generales para todos los alumnos y dimensiones de apoyo específicas para los alumnos prioritarios. 



Con el fin de determinar el tipo de apoyo y de supervisión que requieren las escuelas, se plantea realizar una clasificación de los establecimientos educacionales, según sus necesidades educativas, diferenciándose tres grupos de escuelas: autónomas, emergentes y en recuperación. Para hacer esta clasificación, el Ministerio de Educación considerará los resultados obtenidos en el SIMCE, las tasas de retención y de aprobación de alumnos, y el nivel de integración de los profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento.



Cabe destacar que durante el análisis de la iniciativa en la Comisión se consideraron diversos puntos sobre los cuales hubo cierta controversia que fue diferida para la discusión en particular. Ello no impidió que se aprobara por unanimidad, dado que los resultados de fondo que esperamos lograr con el proyecto que nos ocupa superan las dificultades o diferencias existentes entre nosotros. Acerca de ello se centrará la discusión en particular, la cual, por lo que he señalado, será fuerte y de fondo.



Los temas acerca de los cuales hubo cierto debate y que se analizarán en la discusión en particular, son los siguientes: la conveniencia de incrementar o no los recursos a la educación municipal, respecto de lo cual la mayoría de la Comisión consideró que era un sistema fracasado; la necesidad de armonizar la iniciativa con las reformas al sistema educacional que se presentarán en el mes de abril del presente año; diferenciar los objetivos, esto es, mejorar la calidad de la educación de los alumnos vulnerables y la rendición de cuentas de los sostenedores, en dos proyectos de ley distintos, pues hasta ahora se ha tratado en uno solamente.



¿Cuál es la suficiencia real del monto de la subvención preferencial? De acuerdo con las opciones dadas a conocer por los distintos personeros que nos acompañaron en la Comisión aquél oscila entre los 18 mil pesos que propone el Ejecutivo y los sesenta y tantos mil pesos como sugirieron algunas escuelas privadas  subvencionadas.



Asimismo, se analizaron otros temas, como la clasificación de los alumnos vulnerables; la excesiva intervención del Ministerio de Educación en la gestión de los establecimientos educacionales, aspecto que fue compartido por algunos y rechazado por otros; la rigidez de los criterios para clasificar los planteles educacionales; la entrega de subvención por alumno y no por establecimiento, y en materia de rendición de cuentas, se observó que se plantea una excesiva burocratización del sistema, al exigirse una contabilidad paralela para esta subvención.



No obstante lo anterior, debo señalar que el proyecto  fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, por cuanto todos concuerdan en la conveniencia de aumentar los recursos para mejorar la educación de los niños vulnerables.



Señor Presidente, quiero transmitir a la Sala la opinión unánime de la Comisión en orden a que la iniciativa nos parece importante en lo que busca lograr. Por ello la hemos aprobado, como ya señalé, dejando para la discusión en particular los temas antes mencionados  -que merecerán nuestra aprobación o rechazo- y la oportunidad de efectuar los cambios necesarios.



Asimismo, conforme a lo que fue el debate habido en la Comisión, deseo hacer una reflexión general para dibujar el marco en el cual queremos que se inserte el proyecto en análisis.



La Comisión estima que hemos ido avanzando notoriamente en el mejoramiento de la calidad de la educación -en grado distinto, según la observación de cada Senador- y del acceso a ella y de su equidad, a fin de que efectivamente sea la palanca de la evolución social del país.



Así ocurrió en épocas muy específicas: en 1920, con la obligatoriedad de la educación primaria; entre 1938 y 1950, con la concepción de “Gobernar es Educar”; entre 1964 y 1970, con la ampliación de la cobertura, que generó una verdadera revolución educacional, además de las modificaciones del currículum y, sobre todo, del sentido de una escuela abierta en el sector rural. 



No podemos negar que, cualquiera que sea el juicio sobre ella, la municipalización de la educación desde los años 80 hasta este momento ha significado un cambio sustancial. Algunos lo aprueban y otros lo rechazan. Pero no cabe duda de que dejó una impronta especial en la educación chilena. 



¿Cuál fue, entonces, el contexto en que pudimos aprobar este proyecto, destinado a aumentar la equidad educacional?



Todos los miembros de la Comisión de Educación -y también el Ministerio del ramo- convinimos en la necesidad de realizar un debate global, desde la perspectiva legislativa, sobre las razones que motivan la crisis educacional chilena y las fórmulas que podrían aplicarse para superarla. Fue una demanda de todos sus integrantes, y esperamos lograr el objetivo como una tarea propia de dicho organismo.



En tal virtud, solicitamos a la Sala tiempo para enunciar tres temas atinentes al proyecto y, por ende, a la educación, que, aunque no se refieren precisamente a materias de aula, nos propusimos discutir, pues versan sobre la llamada “educación informal”.



Ellos son los siguientes: 



1.- Influencia de la televisión en la educación chilena desde una perspectiva holística, particularmente dirigida y orientada a estudiar las repercusiones psicológicas y psiquiátricas en los niños por un medio de tanta repercusión nacional; 



2.- Análisis abierto y global sobre la violencia intraescolar en todos sus aspectos, especialmente con el propósito de conocer las causas interiores y exteriores que la generan, y



3.- Situación de la educación superior y de sus aranceles, que será motivo de las próximas discusiones sobre aquélla.



Obviamente, los señores Senadores podrán preguntarse para qué efectuar dicha tarea ahora si posteriormente llegarán del Ejecutivo los proyectos fruto del informe del Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación, recién recibido por la Presidenta de la República.



Creemos -y así lo planteamos a la señora Ministra- que tales iniciativas deben ingresar a la brevedad y con una secuencia muy corta, a objeto de recoger de ellas los temas centrales que habrán de dar cuerpo a la gran reforma educacional de los próximos dos años, que seguramente serán los que vengo señalando.



Nuestra intención es tener una visión desde el Parlamento. Lo que hemos realizado en tres seminarios extracurriculares -por así llamarlos- ha sido extraordinariamente positivo. Pensamos que nos ayudará a mirar de modo holístico la nueva educación que queremos para Chile, la cual es difícil de precisar, porque atañe a lo más profundo del ser nacional.



¿Qué materias van a justificar una reforma profunda y lo más amplia y seria posible?



Sólo las enunciaré:



-Papel del Estado en la educación; 



-Rol de la educación privada; 



-Orientaciones básicas de la educación para generar conductas sociales solidarias y democráticas de los alumnos (creemos que ellas trasuntan la idea central de la educación para la mayoría de los chilenos); 



-Igualdad del acceso; 



-Igualdad de la calidad; 



-Educación como ente central de la sociedad;



-Seguridad de que una reforma como la planteada no profundice las desigualdades actuales (al respecto, tuvimos en la Comisión un debate muy profundo en el sentido de si el proyecto que nos ocupa debía ser enfocado sólo al sector público o extenderse también al privado); 



-Rol del profesor y su desarrollo económico, personal y profesional (las últimas encuestas realizadas por el Ministerio del ramo entregan antecedentes bastante bizarros acerca de lo que piensa la gente sobre la educación);



-Definición sobre gestión unitaria en el país, descentralizada y eventualmente no municipalizada; 



-Papel de la familia; 



-Condiciones genéticas y vivenciales de los alumnos; 



-Trascendencia de la reforma constitucional que obliga al Estado a ofrecer educación preescolar, y



-Proyectos educativos que deben conciliar, a la luz de la modificación de la LOCE, la libertad de enseñanza y los derechos educativos a fin de lograr una buena calidad de ella. 



Excúsenme, señores Senadores, por haber planteado el marco global de la educación para analizar el contenido y contexto del proyecto que hoy día votaremos en general.



En tal virtud, señor Presidente, informo esta iniciativa, que fue aprobada por unanimidad y en cuyo análisis tuvieron una participación rica e interesante los miembros de la Comisión de Educación, otros Parlamentarios que asistieron a ella y diversas instituciones invitadas (en total, 25). 



Además, debo destacar la permanente disposición del Ministerio de Educación, encabezado por la señora Ministra, a los efectos de recoger nuestras inquietudes, que vaciaremos en la discusión particular, considerando los puntos de vista gubernativos, para tratar de conseguir un acuerdo lo más fuerte posible, por parecernos importantes los pasos que deben darse en materia educacional a fin de lograr los tres objetivos básicos antes mencionados: más calidad, mayor equidad y libre acceso, pero también más capacitación a todos los alumnos, en un mundo donde el saber es lo más relevante para el desarrollo de los países.



Sin embargo, muchos de nosotros -y creo que la Comisión en su conjunto- pensamos que la educación no es únicamente información. Por eso, todos nuestros esfuerzos se dirigen a conseguir, no sólo que los alumnos (cualquiera que sea su nivel de educación) tengan mayor cantidad de horas de clases y sepan más, sino también la participación de los padres y apoderados -ello obliga a una reforma social de otra naturaleza, pero que deberemos insertar en la educacional- y, sobre todo, que los jóvenes vivan mejor, más alegremente y con más aspiraciones, de manera que no pasen a formar parte del sector de la sociedad donde ya existen, conforme a los antecedentes recogidos, niveles de depresión y de desagrado por la vida francamente lamentables.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick. 

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en la Comisión de Educación nosotros concurrimos con nuestro voto favorable al proyecto -y lo ratificaremos aquí, en la Sala- fundamentalmente porque compartimos su objetivo esencial, cual es atender un problema que ya ha hecho crisis en nuestro sistema educacional. Porque no cabe la menor duda de que los niños que se hallan en situación de vulnerabilidad por pertenecer a las familias de más escasos ingresos del país requieren para su educación recursos estatales mayores que los destinados a aquellos cuyas familias pueden entregarles un nivel de enseñanza más elevado.



Por lo tanto, hemos planteado permanentemente en nuestras proposiciones que, en la perspectiva de mejorar la calidad de la educación, resulta indispensable establecer un sistema de subvenciones diferenciadas con el objeto de destinar mayores recursos a quienes más lo necesitan precisamente por su vulnerabilidad social. 



Junto con el logro de dicho objetivo esencial, es obvio que lo anterior debe ir acompañado de la generación de mayor igualdad de oportunidades; de la reducción al mínimo de la segmentación de nuestra enseñanza a fin de que no existan escuelas para niños pobres y escuelas para niños de condiciones económicas superiores; y del mejoramiento de la calidad de la educación y de los mecanismos utilizados para regular esa calidad y controlar el uso de los recursos.



Entonces -reitero-, por compartir los objetivos fundamentales de la iniciativa, votaremos favorablemente la idea de legislar.



Empero, no compartimos el procedimiento que el proyecto utiliza para implementar la subvención preferencial y conseguir los objetivos que dice perseguir.



Señor Presidente, antes de entrar a los aspectos más particulares del texto, haré dos consideraciones de carácter general que me parecen relevantes.



En el debate de la Comisión de Educación, todos tendimos, con distintos matices, a compartir que se echa de menos una visión más global, más clara, de mediano y largo plazos, sobre el sistema educacional que queremos para nuestro país, especialmente en lo que dice relación a la calidad de la enseñanza.



En esta iniciativa, dada la oportunidad en que estamos discutiéndola, sin duda alguna tenemos la presión de la necesidad de la subvención preferencial. Pero nos queda una sensación de vacío en términos de la falta de aquella visión global.



Porque, cuando debatíamos parte de las materias que se incorporan en su articulado, al mismo tiempo la Presidenta de la República y diversos personeros de Gobierno anunciaban que dentro de un mes se presentaría al Congreso Nacional una modificación al parecer bastante completa o sustantiva de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Y es parte del debate sobre esa visión global de la educación si el sistema municipalizado se fortalecerá, se reemplazará, se enmendará, se perfeccionará; si se cambiará su eje, en fin.



Asimismo, se planteaban cuestiones contradictorias con este propio proyecto. Por ejemplo, que los estándares de la calidad de la educación se fijarían a través de la LOCE y no por la vía de reglamentos del Ministerio de Educación como lo propone la iniciativa.



Por lo tanto, luego del debate habido en la Comisión, queda la sensación -al menos en mi caso- de que el proyecto, junto con establecer la subvención preferencial, pecaba un tanto de ambicioso al querer abarcar muchas materias e intentar imponer, a raíz de una situación de carácter particular que es necesario abordar, un sistema contradictorio con otras materias que se vienen anunciando desde la Presidencia de la República en cuanto a definiciones educacionales y, a lo menos, poco oportuno, poco coordinado, poco integrado con las proposiciones que el Gobierno -según ha dicho- enviará el próximo mes en lo concerniente a Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, superintendencia, fiscalizaciones, calidad de la educación.



En consecuencia, algo falta. Y uno no sabe si el proyecto va a encajar, si se va a coordinar, si se engranará con las definiciones que el Ejecutivo nos presentará en abril.



Una segunda consideración de carácter general -ya la expresó el señor Presidente de la Comisión de Educación y todos los integrantes de ésta la tuvimos presente en el debate- dice relación a que ninguna de las entidades consultadas señaló, planteó o reafirmó que el establecimiento de la subvención preferencial en 18 mil pesos era suficiente. Prácticamente todas nos manifestaron que ese monto no permitiría dar cumplimiento a los objetivos del proyecto ni propiciar un salto sustantivo en los logros que queremos alcanzar. Todas la consideraron insuficiente, salvo el Ministerio de Hacienda y el de Educación. 



Ése es un punto que será necesario considerar. Porque, pudiendo el país desplegar un esfuerzo mayor, si hay un aspecto en el que  debe hacerlo, es precisamente la educación de los más pobres.



Luego de esas reflexiones generales, haré algunas consideraciones sobre el  proyecto en sí mismo.



Pese a perseguir un buen objetivo, la iniciativa genera un sistema que adolece de errores importantes y que, más bien, provocará efectos que pueden terminar siendo ineficaces para su cumplimiento.



¿Dónde radica, a mi entender, el punto central que origina ese camino equivocado? En que el proyecto sigue la lógica de situar el eje de la vulnerabilidad en la escuela -no en los niños, en los jóvenes, en las familias más carentes de recursos- y coloca al Ministerio de Educación como el principal tutor o gestor del sistema de subvención preferencial.



Siento que esa lógica no conduce a los objetivos propuestos, pues a través del sistema diseñado se va abriendo un camino que termina siendo fuertemente excluyente, con una marcada y directa acción o intervención del Ministerio de Educación en la escuela o al interior de ella.



¿Por qué señalo eso? Porque el proyecto, para permitirles participar de la subvención diferenciada, obliga a los establecimientos educacionales a firmar con el Ministerio de Educación un convenio que dura cuatro años y está sujeto a una serie de condiciones y requisitos.



Entonces, cabe preguntarse: si una escuela municipalizada o una particular subvencionada no suscribe el convenio, ¿vamos a dejar al margen de la subvención preferencial a los muchos niños y jóvenes que se encuentran en situación de vulnerabilidad?



Por lo tanto, la forma como está diseñado el proyecto conduce a que un apreciable número de niños y jóvenes que, por su situación de carencia económica o social, podrían tener derecho a participar de la subvención queden excluidos de ella si el colegio al cual asisten no quiere firmar el convenio pertinente con el Ministerio de Educación.



El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa referido en la iniciativa que nos ocupa establece condiciones -y esto es lo más grave- que terminan siendo fuertemente asfixiantes para la autonomía de las escuelas y para la posibilidad de diseñar un proyecto educativo propio, creativo, enriquecedor, generador de matices y que considere cada una de las realidades geográficas o sociales existentes,  que a veces difieren mucho entre sí. Es decir, interviene fuertemente en todo lo relativo al proyecto educativo de las escuelas.



Los artículos 7º y 8º fijan las condiciones de los programas de enseñanza. Las señalaré brevemente.



El artículo 7º, que consigna la exigencia de suscribir el convenio en comento, da origen al artículo 8º, que señala cómo debe establecerse en cada escuela el Plan de Mejoramiento Educativo:



"Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos", etcétera.



El artículo 8º contiene cuatro números, mediante los cuales se exige a cada escuela la elaboración del mencionado Plan de Mejoramiento. Y la ley fija prácticamente todas las condiciones y exigencias pedagógicas que deben cumplir. De esa forma, el Ministerio de Educación interviene de modo directo en los proyectos educativos y la ley entrega a cada establecimiento un verdadero manual sobre cómo debe educar.



Asimismo, la intervención del Ministerio de Educación se ve reforzada, porque el artículo 16 consagra que "Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención serán sometidos por el Ministerio de Educación a una supervisión y apoyo permanentes de su desempeño en los aspectos pedagógicos y a un control del cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.". O sea, dicha Secretaría de Estado queda con tuición absoluta frente a cada escuela para los efectos de intervenir, controlar y fiscalizar los proyectos educativos, que sólo se pueden elaborar dentro de las condiciones y exigencias que dispone la ley. Y, además, dicho Ministerio se reserva la facultad de determinar a través de un reglamento el modo como ejercerá aquella función.



Por consiguiente, estamos en presencia de un completo y absoluto control sobre el sistema.



Sin perjuicio de creer que es un camino equivocado precisamente el dejar excluidos a niños y a jóvenes carentes de recursos económicos y sociales, por obligarse al establecimiento a la firma del convenio, y que la intervención y el restar autonomía a las escuelas va en dirección contraria a las tendencias mundiales o a lo que revelan los sistemas más exitosos en materia de calidad de enseñanza, uno se pregunta: ¿se puede hacer todo lo que la iniciativa está exigiendo a los establecimientos con una subvención que sólo aumenta en 18 mil pesos? ¿Está el Ministerio de Educación que conocemos, existiendo problemas para ejercer las fiscalizaciones dispuestas por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, en condiciones y con capacidad de asumir todas las responsabilidades de control y determinación de los proyectos educativos de todos los planteles que pueden incorporarse al sistema de subvención preferencial?



Da la impresión de que es muy poco lo que se puede hacer con 18 mil pesos adicionales, y menos aún en el caso de la cantidad de exigencias que está imponiendo la normativa. Ignoro cómo el Ministerio puede hallarse habilitado para cumplir lo que él mismo está señalando.



Además de los procedimientos y controles de carácter pedagógico, se consideran sistemas para verificar el uso de los recursos. Todos queremos que los fondos públicos y los que se destinan a la subvención educacional, en especial, se utilicen adecuada y correctamente, y que contribuyan a mejorar la calidad de la enseñanza; pero pienso que los mecanismos contemplados por la iniciativa resultan ilógicos e involucran, al mismo tiempo, una burocracia realmente excesiva.



¿Por qué son ilógicos? Porque si algo constituye una unidad es precisamente un proyecto educativo, que se refleja a través de un programa, de un curso, de una generación educacional, lo que se va desarrollando en el tiempo. Sin embargo, el texto que nos ocupa plantea sistemas de control de recursos que separan administrativamente lo que por definición constituye la unidad. Y existe uno para los niños que se hallan en un mismo curso, pero sujetos a la subvención base, y otro distinto para los afectos a la subvención preferencial o diferenciada. ¿Cómo se puede hacer eso, en la práctica, cuando el programa es el mismo, el curso es el mismo, la escuela es la misma y el proyecto educativo es el mismo? 



Entonces, el mecanismo de control tiene algo que resulta ilógico, al pretenderse dividir administrativamente lo que, pedagógicamente, debe ser siempre uno, de modo que surge una imposibilidad en la práctica.



Además, se observa un elemento burocrático -para ser justo, ésta fue una indicación incorporada en la Cámara de Diputados-, al extremo de exigirse a cada escuela llevar un libro diario -¡diario!- de ingresos y gastos de la subvención diferenciada, lo que resulta completamente excesivo.



A nuestro juicio, lo más importante, lo más grave…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador.

La señora MATTHEI.- ¡El Honorable señor Chadwick lo está haciendo tan bien, señor Presidente! Permítale extenderse algo más.

El señor CHADWICK.- ¿No eran veinte minutos?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Quince, Su Señoría. Y se registran, a lo menos, diez oradores inscritos.

El señor CHADWICK.- Pensé que el lapso de que disponía era mayor, señor Presidente.



Concluyo observando que lo más grave, cuando se diseña mal un sistema -y se puede usar un lenguaje bastante actual: cuando el diseño es equivocado-, es que alguien paga los efectos. En el caso de que se trata serán, precisamente, los niños más pobres. 



Todos los gestores educacionales que concurrieron a la Comisión con sus organizaciones y representantes, tanto del sector municipalizado como del particular subvencionado, señalaron, sin excepción, que una subvención preferencial en las condiciones que establecía el proyecto no les interesaba y que no estaban dispuestos a incorporarse a un sistema que involucraba tal nivel de intromisión del Ministerio de Educación, por una parte, y una cantidad tan baja, por otra. Los del primer sector arguyeron que, con la subvención y las exigencias que se imponían, únicamente se agravaría aún más el déficit educacional en su ámbito. Y los del segundo expusieron que, con tal grado de intromisión en los proyectos educativos, los buenos colegios particulares subvencionados no se interesaban en participar.



Por lo tanto, ello va a traer consigo la mayor de las segmentaciones, que es, precisamente, la que se intenta evitar: los niños más pobres van a ir a las escuelas más pobres, a las más malas, porque las mejores no están disponibles para ingresar a un sistema con tales exigencias y grado de intromisión. La conclusión -y es lo que a nosotros más nos preocupa- es que se terminará excluyendo de una mejor educación precisamente a quienes queremos dársela.



Por nuestra parte, señor Presidente, votaremos a favor de la idea de legislar, porque consideramos indispensable establecer una subvención diferenciada o preferencial. Pero -como ya lo hicimos en la Comisión, adelantándonos incluso a la discusión general en la Sala-, presentamos un proyecto alternativo, por la vía de una indicación sustitutiva, en el cual se pone como eje a los niños más pobres, no al Ministerio de Educación, y se permite que todo el sistema, en forma integrada y no excluyente, les entregue mejor educación. Y las familias de más escasos recursos optarán a mejores escuelas que aquellas que el proyecto, por efecto de su mal diseño, puede ofrecerles.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, es un hecho conocido que la bancada radical, en general, y el Senador que habla, en particular, somos contrarios al actual régimen municipalizado de educación. Sin embargo, en este caso preciso, yo, al menos, concurriré a aprobar la idea de legislar. Porque, si bien es cierto que la administración continúa, hasta el momento, fundamentalmente en el sistema municipalizado o el particular subvencionado, tenemos la esperanza de que se le introduzcan algunas modificaciones que realmente lo mejoren y de que los gestores de la educación, los que tienen el futuro del país en sus manos, sean otros que posean la capacidad efectiva de colocar a nuestros niños en el siglo XXI, de modo que no sigan en la situación en que se encuentran.



Considerando lo anterior, por lo tanto, y el que la enseñanza carente de recursos debe recibir ayuda -y, en definitiva, cualquiera que sea el sistema, ése es el criterio que debe imperar-, anuncio mi voto favorable.



La nueva subvención se entregará a las escuelas para que demuestren resultados positivos en el mejoramiento del aprendizaje. Además, no podrán discriminar a ninguna niña o niño, ni tampoco exigir a sus alumnos vulnerables forma alguna de financiamiento compartido.



Adicionalmente, la subvención preferencial introducirá un cambio decisivo en la relación entre el Estado y los establecimientos educacionales. Hoy se entregan recursos sin importar qué se haga con ellos ni los resultados obtenidos. Con el nuevo sistema, no sólo se desea dar más a los alumnos que más lo necesitan, sino también asegurar que los recursos públicos sean aplicados con efectividad al aprendizaje y condicionarlos a resultados educacionales objetivos, basados en estándares nacionales.



Por ello, la incorporación al sistema de subvención preferencial la realizarán los sostenedores de establecimientos educacionales subvencionados que suscriban y cumplan un convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa con el Ministerio, en el que asumirán compromisos en materia de no discriminación e igualdad de oportunidades, así como en el logro de resultados de calidad y sostenibles en el tiempo.



Se sabe que la actual subvención, por sí sola, no eleva la calidad y que los programas de mejoramiento ya ensayados no poseen la suficiente fuerza para producir el cambio. 



La nueva subvención preferencial se hace cargo de las insuficiencias en nuestro sistema de financiamiento y apoyo a las escuelas, al consagrar montos diferenciados; al reconocer los diferentes capitales culturales de las familias de los alumnos; al establecer la condicionalidad de la entrega y sujetarla a resultados educativos, y al fortalecer los sistemas de supervisión y apoyo técnico-pedagógico.



En el nivel del método de asignación, se mejora la definición y la identificación de los alumnos prioritarios. Básicamente, se trataría de los niños y niñas que integran familias adscritas al Programa Chile Solidario; de aquellos que, de acuerdo con el instrumento en vigencia -llámese ficha CAS o ficha de protección social-, estén en la categoría de indigentes; de aquellos que provengan de familias cuya estratificación, para efectos de la salud previsional, corresponda al Grupo A de FONASA, y de aquellos que, según la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, tengan prioridad, dados los niveles de escolaridad de sus padres.



Por otra parte, se intenta mejorar y reforzar los requisitos que deberán cumplir los sostenedores que voluntariamente quieran incorporarse al sistema de subvención preferencial, a través de varias normas referidas al convenio.



Tal vez el aspecto más significativo es la prohibición de seleccionar alumnos que postulen a los niveles de prekínder a cuarto año básico. Pero cuando sean más que las vacantes ello sólo se podrá hacer por la vía de tomar en cuenta si tienen más hermanos en el mismo establecimiento o si son hijos de algún docente o codocente de éste. En su defecto, deberán ser seleccionados por sorteo.



Además, se extiende gradualmente la entrega de la subvención preferencial a todos los estudiantes de enseñanza básica. Así, a partir del segundo año de vigencia de la ley en proyecto, los alumnos prioritarios que pasen a quinto año básico mantendrán el beneficio hasta llegar a octavo año. En régimen, los 400 mil niños vulnerables que inicialmente serán beneficiarios de la subvención preferencial aumentarán a 730 mil.



Se elimina, por otro lado, la gradiente de pago. Se entregará a todas las escuelas el mismo monto de subvención por alumno prioritario, independientemente de su clasificación. Pero los establecimientos autónomos podrán administrar discrecionalmente el ciento por ciento de los recursos; los emergentes, sólo el 50 por ciento, debiendo aplicar la mitad restante a un plan de mejoramiento del aprendizaje, y aquellos que estén en la categoría “en recuperación” recibirán la misma cantidad, mas en calidad de aporte para desarrollar un plan, a través de un convenio, que explicite cada una de las acciones que el establecimiento y toda la comunidad escolar deberán llevar adelante para mejorar el aprendizaje de sus alumnos.



Por último, se mejora también el sistema de clasificación de las escuelas en dos aspectos. 
Primero, se incorporan indicadores de calidad complementarios al SIMCE, como las tasas de retención y repitencia, la inclusión de los padres y las condiciones de trabajo de los docentes, todo ello aprovechando la experiencia recogida por medio del Sistema Nacional de Evaluación Docente.



Y segundo, se incluye un dispositivo de doble seguridad para los establecimientos clasificados “en recuperación”, que podrán apelar de dicha calificación ante un panel constituido por expertos del Ministerio de Educación, del sostenedor y de una agencia acreditada, el cual emitirá un juicio técnico sobre la situación que será altamente considerado por la autoridad para excluir a la escuela, eventualmente, de esa categoría.



Señor Presidente, me parece que los parámetros generales y las direcciones que asumen los vectores del proyecto, sin lugar a dudas, constituyen un esfuerzo relevante para manejar de mejor manera la calidad de la educación.



Lo que aquí realmente importa es que nuestros niños, en especial los del primer quintil, tengan la posibilidad de educarse debidamente; que la educación no sea un nuevo elemento de diferenciación social, económica y cultural, y no mantenga las mismas capas, niveles y estados de situación social, con disparidades tan grandes como las que hoy existen.



Por eso, concordando en que es necesario, incluso, inyectar más recursos a proyectos como éste, anuncio que lo votaré a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor Cantero.- Señor Presidente, formularé algunas reflexiones previas al estudio de la iniciativa específica que nos ocupa.



En reiteradas ocasiones he expresado, en el ámbito de la Comisión de Educación, que hasta ahora pareciera que el rumbo del proceso educacional no dispone de una carta de navegación clara, conforme a la cual el Ministerio pueda efectivamente interactuar, tener interlocución con las fuerzas políticas en el Parlamento y con los actores de dicho proceso.



Como ya se viene haciendo habitual, da la impresión de que la educación avanza por impulsos espasmódicos, con un alto grado de improvisación. Pienso que ello explica la calidad que actualmente se observa en ella, que, por cierto, deja mucho que desear.



En seguida, considero que los diagnósticos no son precisos y, por cierto, tampoco compartidos. Creo que la autoridad pública no decodifica adecuadamente lo que está ocurriendo en el ámbito de que se trata.



La educación municipalizada es criticada por gente de la propia Concertación. Sin embargo, es un hecho que se le ha transferido una cantidad de responsabilidades -como ocurre en casi todas las iniciativas de que son objeto los municipios-, sin los financiamientos adecuados.



El diagnóstico pareciera ser equívoco. Y, en consecuencia, los remedios no son siempre funcionales al logro de buenos resultados. Sin ir más lejos, se anuncia, con gran efervescencia, que se aumenta en 50 por ciento la subvención educacional por la vía de una subvención preferencial. Pero, por cierto, no se dicen cosas muy importantes. Voy a consignar, no opiniones, sino lo que se señaló al interior de la Comisión. Prácticamente no se registró ningún pronunciamiento que no coincidiera en que educar a un niño cuesta del orden de 60 mil a 70 mil pesos. Ése es el valor real. Y la subvención asciende a 30 mil o 32 mil pesos. Entonces, ello revela que, en realidad, el aumento espectacular de 50 por ciento se aplica sobre una base sumamente reducida. En consecuencia, el impacto es muy menor.



Sin embargo, no se consideran dos cuestiones más. Primero, no existe ningún estudio que fundamente los 18 mil pesos adicionales. Hasta ahora, no lo he conocido. Y lo segundo es que, en realidad, los 18 mil pesos no son para toda la educación, sino para un segmento muy acotado de ella: prekínder, kínder y de 1º a 4º básico. Eso es lo concreto.



Asimismo, un asunto no menor es que sólo podrán gozar de la subvención los establecimientos que estén dispuestos a firmar un convenio con el Ministerio de Educación. El contenido de ese texto, en términos generales, ha sido calificado como “draconiano” e intervencionista, mención que hizo el señor Presidente de la Comisión e informante del proyecto.



Por lo tanto, existen aspectos muy relevantes.



Otro elemento que me llama la atención y en el cual quiero reparar es que se ha hecho un hábito el ingreso al Parlamento de proyectos con una declaración de objetivos extremadamente generosos, ambiciosos, irreales, incumplibles -como es el caso de la normativa en estudio- con las herramientas que se contemplan.



La iniciativa pretende igualar las oportunidades de acceso a la educación, pero ello choca con lo que acabo de describir. Si el valor real de educar a un niño es de 60 mil a 70 mil pesos, ¿cómo podemos pensar en hacerlo con 48 mil pesos? Y esta última cifra llega a una proporción minoritaria, muy reducida, de personas. Ni siquiera alcanza a los más pobres, sino sólo a quienes tienen la suerte de acceder a un colegio que firme convenio con el Ministerio.



Tengo la impresión de que esta declaración de objetivos es extremadamente ambiciosa, pero, al mismo tiempo,  extremadamente irreal, sin fundamento sólido.



Se menciona como segundo objetivo del proyecto el aseguramiento de la calidad de la educación: otra cuestión absolutamente irreal, ya que, según se nos ha informado, ese aseguramiento debiera venir por la vía de un proyecto integral, que se ha encargado al Banco Mundial y del cual espero que tengamos noticias a la brevedad.



Entonces, ¿con una sola herramienta se pretende lograr la igualdad de oportunidades y el mejoramiento de la calidad? 



Pero el proyecto no se queda ahí. Tiene un tercer objetivo: la integración. Es decir, evitar o tratar de remediar la segregación, la segmentación socioeconómica que existe en el ámbito de la educación. Y yo quiero declarar que, en mi opinión, los instrumentos que contempla contribuyen a aumentar la segregación. 



Coincido con el planteamiento del Senador señor Chadwick en el sentido de que las escuelas pobres seguirán concentrando mayor cantidad de alumnos de esa condición. Pero sólo parte de ellas, no todas. Porque algunos establecimientos particulares subvencionados que se encuentran dedicados exclusivamente, casi como en un apostolado, a atender los casos sociales más deprimidos, han señalado que, con el texto actual de la iniciativa, no están dispuestos a firmar convenio alguno para mejorar la calidad de la educación.



En consecuencia, tampoco se alcanza la integración.



Yo me pregunto: ¿alguien podrá no estar de acuerdo con esos tres objetivos? Por cierto, todos los compartimos. El problema es que la herramienta que incorpora el proyecto es disfuncional al logro de aquéllos. Es más, tengo la impresión de que no atiende ni siquiera a los fines más básicos, más fundamentales.



Hay una serie de observaciones que quisiera dejar planteadas también.



En primer término, es evidente que no se respeta el derecho preferente de los padres a elegir la educación de sus hijos, porque de alguna manera se restringe a los más vulnerables el acceso a los beneficios. 



Asimismo, se lesiona la libertad de enseñanza, porque la cantidad de requisitos es tan grande que se termina doblegando la voluntad y el proceso educativos del establecimiento y sometiéndolo a los criterios del Ministerio de Educación. Y eso no me parece adecuado.



Además, se consignan diversas exigencias que considero disfuncionales, que no tienen que ver con el aprendizaje sino con la supervisión pedagógica y la rendición diaria de cuentas, ya mencionadas aquí.



La obligatoriedad de los directivos de participar en actividades académicas constituye un error de enfoque.



El llevar un libro diario de ingresos y gastos es realmente una cuestión que no tiene sentido, pues no asegura el logro de los objetivos que se persiguen. Por el contrario, aumenta la burocracia y el intervencionismo.



Como digo, exigir a los miembros del equipo directivo (director, subdirector, inspector general, jefe de unidad técnico-pedagógica y otros) que impartan a lo menos cuatro horas semanales de clases de aula no conduce a ningún destino loable, no permite alcanzar objetivo alguno.



Ahora, la clasificación de las escuelas en “autónomas”, “emergentes” y  “en recuperación” también encarna procesos restrictivos. 



Aquellas que sean clasificadas como “autónomas”, por mostrar buenos resultados educativos, podrán disponer libremente de los 18 mil pesos por alumno que establece el convenio, con un plan de mejoramiento que deberá ser considerado. Las “emergentes”, que no presentan la característica indicada, sólo dispondrán de 9 mil pesos por alumno y estarán sometidas a una serie de otras limitaciones. Y aquellas “en recuperación”, simplemente, quedarán bajo la tuición del Ministerio, el que manejará a su criterio los 18 mil pesos pertinentes.



Aquí también hay elementos que, a mi juicio, no son funcionales al adecuado logro de los objetivos.



Sin embargo, los Senadores de Renovación Nacional deseamos dar una clara señal de que somos partidarios de mejorar la calidad de la educación, de asegurar más equidad, de proporcionar igualdad de oportunidades, de una mayor integración de la educación chilena a fin de que los niños de menores recursos puedan compartir ámbitos educativos que les permitan superarse. 



Por ello, vamos a votar a favor de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, no obstante merecernos innumerables reparos. Y en el curso de su estudio en particular presentaremos una serie de indicaciones destinadas a perfeccionarlo.



Sin ir más lejos, debo señalar que con el Honorable señor Chadwick hemos formulado una indicación sustitutiva, que apunta a una cosa de toda racionalidad. Si queremos igualdad de oportunidades, apoyemos, en este paso, una cuestión directamente vinculada a ese propósito: el aumento de la subvención en 18 mil pesos adicionales. 



Ojalá que dicho incremento comprenda un ámbito mucho mayor y que haya, también, un sentido de equidad en la distribución. Porque hoy, tal como se encuentra redactado el proyecto, muchos sectores se están quedando sin ese beneficio.



Y respecto del aseguramiento de la calidad de la educación, el Gobierno ha anunciado un tremendo paquete de iniciativas. Pensamos que ése será el momento de analizar, en su contexto holístico, sistémico, integral el problema de la educación. Hasta ahora se ha actuado en función de parches, con “legislaciones parche”, las que, por lo demás, no han logrado los objetivos propuestos. Y no estamos dispuestos a seguir siendo solidarios en la responsabilidad de prometerle a la gente cuestiones que finalmente no se cumplen.



Por tanto, invitamos a la Concertación a que evalúe el mérito de nuestra indicación, que busca sustituir la mayor parte de las normas contempladas en el proyecto y apuntar sólo a un objetivo. 



En la gestión de políticas públicas existe una norma básica de coherencia: los objetivos deben plantearse con herramientas adecuadas a cada uno. En este caso, hay tres objetivos y una sola herramienta, la que, en realidad, no es funcional al logro de ninguno de ellos.



Ojalá que se pondere el mérito de nuestra indicación y se corrija el texto.



Reitero que votaremos a favor de la idea de legislar -con los reparos y observaciones que señalamos- y anunciamos nuestra mayor disposición y voluntad para perfeccionar la iniciativa en el transcurso de su discusión particular, con el propósito de dar a la ciudadanía la oportunidad de contar efectivamente con una educación de mejor calidad.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el proyecto que tratamos esta tarde en el Senado es, sin duda, de gran importancia, porque pone sobre la mesa un tema respecto del cual debemos hacer una profunda reflexión y, al mismo tiempo, nos brinda la oportunidad de avanzar en los distintos ámbitos requeridos para abordar de manera integral la educación en nuestro país, y especialmente su calidad.



Quiero partir destacando que el Gobierno de la Presidenta Bachelet ha desarrollado un punto que, a mi juicio, es esencial en la generación de igualdad de oportunidades: la creación de salas cunas y jardines infantiles. Todos sabemos muy bien que ellos conforman el espacio donde en verdad se comienza a forjar la igualdad de oportunidades entre nuestros niños y niñas. 



El fortalecimiento de la educación preescolar constituye un objetivo que, si bien es de largo plazo, resulta fundamental asumir desde ya. Porque un niño o una niña de 6 años que ingresa a primero básico y que ha asistido a un jardín infantil, tiene una brecha positiva, grande a su favor, en comparación con menores de su misma edad que no lo hicieron.



Por ende, señor Presidente, el proyecto en debate es relevante en la creación de igualdad de oportunidades. Pero también existen otras medidas e iniciativas que -estoy segura- se propondrán al Parlamento, a fin de mejorar la calidad de la educación y complementar lo que ya hemos hecho para satisfacer las necesidades en esa área. 



Espero que con tales medidas e iniciativas se logre superar las desigualdades existentes en la enseñanza, que son reflejo de la inequidad social que nuestros obispos han denunciado con tanta fuerza.



Y esas desigualdades son muy profundas. 



Represento a una circunscripción que reúne comunas muy diversas. Por ejemplo, el resultado promedio del SIMCE en Providencia es 50 puntos mayor que el de La Pintana. Y los 30 mil pesos que se gastan por estudiante en el sector público distan bastante de los más de 120 mil que se invierten en muchos colegios particulares de mi zona.



Por eso, creo que esta iniciativa constituye un paso importante -no el único- en la materialización del compromiso que el Gobierno contrajo de generar equidad desde la más tierna infancia, y avanza en la línea correcta, pues busca garantizar protección de manera justa, focalizando los recursos en las personas más vulnerables. 



Este proyecto no puede ser el único. La señora Presidenta ha señalado que el próximo mes de abril enviará al Congreso un conjunto de otras normativas legales tendientes a mejorar la calidad de la educación.



Repito: el texto en debate es un paso importante, por cuanto establece la entrega de un pago adicional por aquellos alumnos de condición socioeconómica baja, en el supuesto de que la educación de esos niños es más costosa. Es decir, aborda una realidad que hasta ahora no había sido asumida por nuestra sociedad.



Con ello, el financiamiento que los respectivos establecimientos recibirán por esos alumnos a lo largo del ciclo de educación básica será alrededor de 30 por ciento más alto que el monto que perciben actualmente. Esta cifra representará un alivio para muchos municipios, porque todos hemos conversado con sus alcaldes y sabemos el drama que les significa el costo del sistema educacional. Hay meses en que tienen dificultades, incluso, para el pago de los profesores.



Señor Presidente, el segundo componente de la iniciativa que deseo destacar es la evaluación de las escuelas, sobre la base de los resultados educativos, para establecer distintos regímenes de administración. En efecto, se instituyen tres categorías, en un intento por entregar incentivos apropiados para motivar y apoyar la gestión educacional en pro de mejores resultados.



En mis visitas -han sido muchas- a distintos establecimientos educacionales, me he percatado de que un buen resultado depende demasiado de la voluntad del director o directora; de la mística que se genere en los profesores. Y, por cierto, aquí notamos un elemento relevante: que quienes realizan acciones positivas para elevar la calidad de la enseñanza deben ser estimulados. No puede dar lo mismo esforzarse por hacerlo bien, que no hacer nada.



Y, en ese sentido, el proyecto avanza en la dirección correcta.



En esta materia, nuestro deber será monitorear periódicamente el avance de las “Escuelas en Recuperación”, o sea, de los establecimientos que obtienen resultados educacionales deficientes. Van a recibir el mismo monto de la subvención preferencial, pero en la forma de aportes amarrados a la implementación de un plan de mejoramiento educativo, que implica la intervención de la escuela por parte de una entidad externa.



Tenemos que monitorear el verdadero avance de esos colegios y la efectividad y resultados de la intervención externa. Para ello, contamos con los resultados del SIMCE, los que por cierto son parciales y limitados. Pero es el instrumento de que disponemos para saber si en realidad tales intervenciones surtieron el virtuoso efecto que todos esperamos.



Por último, creo que extender la subvención regular a los alumnos del primer nivel de transición parvularia también apunta en la dirección correcta: hacer accesible universalmente la educación prebásica, la cual en todos los estudios se señala como clave -ya lo dijimos- para el desempeño posterior de los niños y su desarrollo intelectual.



Desde ya, señor Presidente, manifiesto mi voto favorable a la iniciativa. La considero un avance en la línea de lograr una mejor calidad de la educación. Constituye un paso, pero estamos conscientes de que no es el único que hemos de dar. Y cuando se avanza un paso, no deberíamos aguardar para concretar el segundo, el tercero y el cuarto. En abril habrá otras iniciativas en ese sentido.



Estimo que el proyecto avanza en la línea apropiada.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, esta iniciativa es tremendamente necesaria y va en la dirección correcta en cuanto a destinar mayores recursos donde hay más necesidad. Resulta insuficiente, por supuesto, porque quisiéramos que muchos más niños fueran atendidos con el aumento de la subvención; pero, en definitiva, se encuentra bien orientada.



Quiero llamar la atención sobre quiénes serán los menores favorecidos.



En primer término, los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.



En segundo lugar, los alumnos de familias no comprendidas en el caso anterior serán considerados prioritarios, para efectos de la ley en proyecto, cuando hayan sido calificados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar que esté vigente en ese momento.



En tercer término, los alumnos de familias no incluidas en el Chile Solidario y que tampoco se encuentren caracterizadas como indigentes, tendrán carácter de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.



Por último, los alumnos de familias que no se hallen en las situaciones descritas serán prioritarios tomando en cuenta, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes vivan, en la forma que establezca el reglamento.



Ésos son, de acuerdo con el proyecto, los cuatro tipos de alumnos, provenientes de los hogares señalados, que quedarán calificados para optar a la subvención diferenciada.



Y llamo la atención en cuanto a que se deja al margen a niños que también necesitan todo nuestro apoyo. Por ejemplo, los alumnos provenientes de un hogar en que el padre o la madre sufre de una enfermedad terminal. Todos conocemos -porque lo escuchamos permanentemente en nuestras oficinas- el drama que significa una madre o un padre con cáncer terminal, por ejemplo, pues todos los ingresos se hacen pocos para cubrir tan solo los requerimientos de medicamentos y tratamiento.



Sin embargo, muchas veces esos niños no están en el programa Chile Solidario, no son indigentes, no se encuentran en el tramo A del Fondo Nacional de Salud ni provienen -porque no está considerado así- de hogares con ingresos familiares bajos.



Creo que es una materia que debiéramos tener en cuenta y agregar en este proyecto.



Lo mismo ocurre con alumnos pertenecientes a hogares destruidos.



Cada vez que escuchamos los testimonios de mujeres agredidas; cada vez que escuchamos los testimonios de menores maltratados; cada vez que escuchamos a la señora Ministra del SERNAM referirse al drama de la violencia intrafamiliar y la repercusión que ésta tiene en ellos, quedamos todos impactados, impresionados, de que niños pequeños tengan que vivir una realidad tan dura, que los marcará para el resto de sus días.



Pienso que los educandos provenientes de esos hogares igualmente debieran ser considerados para esta subvención. Porque ¿qué duda cabe de que esos niños sí necesitan tratamiento psicológico especial; sí necesitan profesores que se dediquen a entregarles cariño, afecto; sí necesitan a alguien que les muestre lo que es un hogar de verdad? Y al no incluirlos y sólo tener como medición la pobreza para otorgar el beneficio los estamos dejando a un lado, cuando tienen todo un campo, un mundo por delante que salir a conquistar.



Probablemente, ni siquiera tengo iniciativa para presentar indicaciones al respecto, por el mayor gasto que pueda significar. Pero deseo que el caso de los niños de hogares en que los papás o mamás sufren de alguna enfermedad terminal y el de los de familias en que esté presente, lamentablemente, la violencia intrafamiliar sean considerados en esta subvención escolar especial.



Finalmente, quiero llamar la atención sobre una norma muy sencilla pero que también me parece poco conveniente. Me refiero al artículo 32 del proyecto, incluido en el Párrafo 6º del TÍTULO I, que trata de las “Responsabilidades de la dirección de los establecimientos”. Allí figura lo relativo al libro diario de ingresos y gastos, a lo que se refería el Senador señor Chadwick.



Dicho artículo dispone: “Los miembros del equipo directivo del establecimiento (director, subdirector, inspector general, jefe de unidad técnico-pedagógica y otros, si los hubiere), deberán impartir a lo menos cuatro horas semanales de clases de aula.”.



Entiendo que esto está hecho con la mejor intención, a fin de que los directivos superiores del establecimiento tengan el más estrecho contacto con la realidad de los alumnos más pobres, más carenciados, más necesitados.



Sería bueno revisar tal norma, señor Presidente. Porque, si se trata de un establecimiento grande (de mil 500 ó 2 mil alumnos), el director, subdirector o inspector general -seamos claros- no tendrá tiempo para hacer clases y, finalmente, terminará delegando en otra persona -a lo mejor en un inspector- para que cuide al curso. Entonces, en lugar de fortalecer la formación educativa, concluiremos haciendo un flaco favor a esos directivos, ya que no lograrán cumplir las horas de clases que aquí se establecen.



Señor Presidente, a mi juicio, hay que pensar muy bien si, por ley, obligaremos a los directivos superiores de los establecimientos educacionales a que hagan a lo menos cuatro horas semanales de clases.



Parece lógico, pero la práctica nos indica que finalmente esas horas de clases no se hacen y que, en definitiva, terminaremos perjudicando precisamente a los niños que más queremos beneficiar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el proyecto de ley que establece una subvención escolar preferencial para alumnos económicamente vulnerables, sin duda, constituye una oportunidad, no sólo para debatir sobre cómo llevamos a cabo la necesaria y urgente medida de implementar una mayor subvención, sino también para revisar el propio sistema.



En verdad, tengo dudas profundas acerca de si efectivamente el aumento de la subvención y, en particular, el proyecto que nos ocupa generarán los beneficios que la propia iniciativa enuncia y que todos deseamos.



Difícil es votar en contra de un proyecto que busca aumentar recursos para los niños más pobres. Pero es una presentación que debe ser revisada. Porque lo que no queremos discutir -y se evade del debate- es que el procedimiento de financiamiento y el sistema municipalizado que alberga a la mayoría de los niños pobres están colapsados y han fracasado. ¡Claramente han fracasado! Y una de las dudas esenciales no dice relación al aumento de los recursos, sino a que los que se incrementen sean eficientemente manejados por los colegios y dirigidos a los beneficiarios, esto es, a los niños.



Por ejemplo, no queda claro lo referente a la persona que decidirá quién ingresa o no voluntariamente al sistema. ¿Lo hará el sostenedor, que es el dueño, un financista, un negociante, o la unidad técnico-pedagógica, compuesta por los profesores? ¿Quién resuelve la voluntariedad del ingreso al sistema? Porque éste tiene restricciones, consecuencias, elementos que en mi opinión no sólo debieran alcanzar a parte de la subvención, sino a su totalidad.



Entonces, lo que debe dilucidarse es por qué decimos que va a ser bueno establecer un sistema de consecuencias para estos 18 mil pesos y que ello no es necesario para evaluar y regular el resto de la subvención.



El proyecto, sin lugar a dudas, es una buena idea. Ingresó el 2005 y constituye una de las 36 medidas planteadas por la Presidenta de la República para los primeros 100 días de Gobierno.



Hay 400 mil alumnos y alumnas en situación de mayor vulnerabilidad que participan en el sistema de prekínder a cuarto básico. Vamos a identificar a los indigentes; a los que provienen del programa Chile Solidario; a quienes son beneficiarios del tramo A del FONASA; a la escolaridad de los padres, y a dividir las escuelas en autónomas, en emergentes y en las que están en recuperación.



Al respecto, quiero señalar que las autónomas seleccionaron a los alumnos y ya tienen resultados. Hicieron un proceso de selección, de descreme, y se quedaron con los mejores alumnos. Por lo tanto, han obtenido buenos resultados educativos en las pruebas SIMCE, pues llevaron a cabo un sistema selectivo para la subvención pública. Y no es admisible sostener -el proyecto lo cumple, y por eso lo apoyamos- que con platas públicas se permita discriminar a los sostenedores públicos.



Pero esos sostenedores públicos ya discriminaron. En consecuencia, las escuelas autónomas tendrán hoy día mayor rendimiento, pues realizan un proceso básico: eligen entre buenos y -comillas- malos alumnos, alumnos deprivados, que tienen problemas en sus casas, que carecen de rendimiento, pues no superan el test de admisión. Entonces, hay un criterio particular respecto de la definición. Y ello me preocupa.



Lo segundo que quiero plantear se refiere a la asignación de 18 mil pesos.



Hemos dicho que será necesario evitar el fenómeno de la “marraqueta”, porque apenas el sostenedor descubra que tener niños provistos de ella es rentable -porque aumenta el ingreso- van a ser sacados de algunas escuelas y concentrados en otras. Puede transformarse también en un proceso selectivo, de exigencias. De modo que se debe evitar la migración y generar condiciones para que los recursos que se entreguen tengan cierto grado de sistematicidad.



Hace unos días Álvaro Marchesi, Secretario General de la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura, señaló: “El punto crítico de la educación chilena es la desigualdad”. Y sugirió ciertos factores para enfrentarla, como defender la escuela pública, donde se educan los sectores más desprotegidos, pero también reflexionar sobre el financiamiento.



Quiero aprovechar esta oportunidad para hacer algunas consideraciones sobre materias del proyecto, que requieren mayor definición.



Lo hago a propósito de lo que respondió  el señor Marchesi cuando una periodista le preguntó cómo percibieron en España y en el resto del mundo las manifestaciones de los “pingüinos” chilenos. Él dijo: “El ejemplo de los estudiantes es paradigmático. En España, en los años ochenta, tuvimos el mismo conflicto. El problema es que nos equivocamos en la respuesta, que fue de corto plazo. Pensamos que resolvíamos el problema y dos años después tuvimos conflictos aún mayores, porque no vimos que había que modificar el sistema.” ¡No vimos que había que modificar el sistema! “Luego de eso, pusimos en marcha una reforma de 15 años y los resultados recién se ven ahora.” ¡Quince años y los resultados recién se ven ahora! “Para mejorar, el poder público tiene que estar dispuesto a asumir cambios de largo plazo.”.



Voy a apoyar el proyecto, porque es un pequeño paso hacia una reforma más profunda del sistema. En definitiva, hay un agotamiento total de la estructura pública educativa. Por eso, en particular, introduciremos las indicaciones necesarias para garantizar que los recursos que estamos poniendo vayan a los niños más pobres y no a los sostenedores. ¡Para que vayan a los niños más pobres y no a resolver la deuda de los municipios! ¡Para que vayan a los niños más pobres y no se destinen a situaciones ajenas a ese objetivo!



Soy partidario de incorporar, como mecanismo de selección, el pertenecer a áreas indígenas rurales, porque los niños de dicho sector están dentro de los más vulnerables.



Estoy porque efectivamente abramos debate sobre el concepto de financiamiento. El proyecto establece que va a ser la asistencia media la que determine un múltiplo para asignar los recursos de subvención. Si bien en materia de financiamiento los parlamentarios no tenemos iniciativa, quiero señalar que la subvención entregada por asistencia es el mecanismo que golpea más duramente a los más pobres. Porque, ¿quiénes, en los meses de invierno, tienen mayor inasistencia a clases? Los alumnos más pobres; los que carecen de posibilidades, en definitiva, son los que tienen grandes dificultades de acceso a muchas cosas. Por ejemplo, sus padres no pueden llevarlos en automóvil al colegio desde la puerta de su casa. Deben hacerlo por sí mismos, caminando largas jornadas. 



Por lo tanto, la asistencia es un parámetro perverso para la asignación de recursos a los alumnos más pobres. En general, dicho factor ha generado un sistema de financiamiento que, sin duda, tiene que ser revisado. No me parece adecuado en este proyecto emplear, una vez más, la asistencia media como criterio para distribuir los fondos.



 Además, se señala -y esto es tema de reflexión mayor- que el Ministerio de Educación firmará un convenio con los sostenedores para generar una educación de calidad. Esto, como se ha dicho, es voluntario. Ante ello, uno podría pensar: “¡Qué bien, un convenio para garantizar equidad!”. Pero resulta que no será dicha Cartera la que cautele que las escuelas autónomas, las emergentes y las con más problemas saquen adelante su plan educativo, pues se contratará a administradoras y consultoras privadas. 



Al respecto, no puedo soslayar el tema. Recientemente, a propósito de la grave crisis que vive el país, hemos depositado la confianza en el mito o norma -algunos quieren que ello sea, sin duda, parte de la historia- de que si viene del mundo privado, se resuelve el problema. Mis preguntas -y se las he hecho a la Ministra- son: ¿Cuántas entidades particulares, pagadas por el Estado, van a ir en ayuda de los colegios de privados? ¿Cuántas están en condiciones de garantizar un apoyo integral masivo? ¿Cuántas llegarán a San Fabián de Alico -allá arriba, en la cordillera-, a Punitaqui, a Puerto Natales, para brindar esa atención? Porque aquí no es el Estado el que asume la función de garantizar una mejor calidad. Se cancela a una consultora particular, sea universitaria o privada, para que, mediante pago, otorgue condiciones y apoye la gestión de la escuela.



O sea, aquí no estamos depositando la confianza en el rol del Estado -por cierto, éste financia-, sino en el sector privado, que debiera tener experiencia. Sin embargo, no hay instituciones suficientes, en tales condiciones, para cubrir el déficit que afecta a 400 mil alumnos, situación que debería enfrentarse para medir la calidad y el destino de lo que se va a pagar. 



Además, debemos tener claro si la cantidad que se entregará por consultorías es mayor o menor que el monto de la subvención, claramente no estamos hablando de los 18 mil pesos por alumno que irán directamente al colegio, sino de lo que va a gastar el Ministerio para velar por que este programa se cumpla. Lo cierto es que la cantidad no puede ser superior a la subvención que se entregue. Ése es un tema que debe ser explicitado en los números.



Por otra parte, se señala que, para dar cumplimiento a lo dispuesto en la norma, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo considerando diversas áreas. Cabe pensar en la de gestión de currículum, fortalecimiento del proyecto educativo, contar con profesores ayudantes, realizar giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento del objetivo educativo, entre otras. En la de liderazgo escolar, llevar a cabo acciones de fortalecimiento del consejo de profesores. En la de convivencia, brindar apoyo sicológico y asistencia social a la familia y a los alumnos, y en la de gestión de recursos, disponer de biblioteca, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopias, material educativo, etcétera. 



En verdad, las 18 "lucas” por alumno no van a dar para todo eso.



Uno entiende que el conjunto de elementos del plan educativo es complementario de los recursos ya existentes. Ello nos convoca a un debate -que la Oposición ha planteado como tema central, aunque yo no creo que lo sea- relativo al monto de la subvención.



Tengo la convicción de que con 18 mil pesos por alumno no se va a garantizar  calidad en la educación para los niños más pobres ni para los menos pobres -la clase media-, que también tienen problemas.



En consecuencia -reitero-, si bien el proyecto apunta a una solución, utiliza mecanismos que contienen regulaciones que queremos cambiar. Si efectivamente estamos convencidos de que el sistema de financiamiento educativo, particularmente el atinente a los sostenedores, es deficitario, cabe preguntar: ¿Por qué no hacerlo extensible a toda la subvención? Me dirán que esto se abordará  en una iniciativa legal futura. Correcto. Entonces, lo debatiremos en el próximo proyecto sobre la LOCE, cuando se analice el tema de fondo.



Sin perjuicio de ello, resulta obvio que, al aplicar un mecanismo de regulación de una parte de la subvención y dejar completamente libre la otra, lo que estamos haciendo es reconocer, implícitamente, que el sistema es malo. En efecto, cautelamos una parte y en la otra, por carecer de facultades, no podemos hacer lo mismo. 



Pero debemos decirlo. Claramente, el Ministerio no tiene atribuciones para intervenir la acción de los sostenedores, a fin de garantizar que se cumplan los objetivos para los cuales se entrega la subvención pública.



En otro ámbito, se ha planteado que el SIMCE será uno de los indicadores básicos para establecer la nominación de diversas categorías de escuela, respecto de las cuales se asignarán los recursos. Se habla de otros indicadores. Yo quiero conocerlos, porque el sistema de medición SIMCE, aunque importante, no es el único. En particular, tengo la percepción de que muchas escuelas se preparan todo el año para rendir esa prueba, pues saben que serán ponderadas por ésta. Por ello, no sé si tenemos un reflejo exacto de la realidad educativa de una escuela, en cuanto a su rendimiento. En definitiva, ese instrumento se ha convertido en una norma que da prestigio, y en ese sentido se ha orientado la educación. Por consiguiente, debe haber parámetros adicionales, que establezcan otros medidores que crucen el SIMCE, para verificar si éste efectivamente se cumple.



Señor Presidente, creo que el proyecto genera condiciones para abordar un problema grave, pero igual resulta absolutamente insuficiente. 



Constituye una buena oportunidad para debatir la estructura de financiamiento. En este sentido, soy partidario de que al menos el 50 por ciento de la subvención especial preferencial -los 18 mil pesos por alumno- no se asigne en razón del número de alumnos inscritos. Debe incorporarse al menos un factor diferencial, y no seguir distribuyéndose fondos basados en la matrícula, porque con ello se han generado graves problemas.



Además, considero que las asesorías externas deben estar garantizadas. Hay que tener un gran debate sobre quiénes van a hacerlas. Hoy resulta muy difícil para el Estado eludir la responsabilidad en proyectos entregados a entidades privadas. Por eso, quiero saber cuáles serán aquellas instituciones, quién las va a fiscalizar y si hay suficientes para realizar la asesoría externa.



Del mismo modo, tengo la absoluta certeza de que se requiere un programa de fortalecimiento o robustecimiento técnico ministerial en los ámbitos regionales y provinciales. Hay un modelo de diseño ministerial que es extremadamente centralizado. Por lo tanto, a la hora de aplicar el proceso que el Ministerio propone para garantizar la ejecución adecuada de la subvención, tenemos líos a nivel provincial y regional, porque la capacidad técnica se concentra en Santiago, en el Ministerio de Educación, no así en las regiones. Y eso obligará a que en las provincias se aumente la capacitación de los directores y de los seremis, a fin de garantizar que las regiones estén dotadas técnicamente para poder fiscalizar la ejecución de los recursos que generará el proyecto en debate.



Por último, señor Presidente, quiero señalar que lo relativo a cuánto cuesta la educación pública, o cuánto cuesta la educación de calidad, es un debate que queda abierto y debemos llevarlo a cabo. 



Los miembros de la Comisión de Educación del Senado escuchamos a los municipios, a la Sociedad de Instrucción Primaria, a las escuelas católicas; en definitiva, a todos los sectores. Y hay una coincidencia muy clara en que la subvención actual y el monto del aumento son insuficientes. Además, existe igual criterio -y lo digo muy responsablemente- en cuanto a que elementos relacionados con el funcionamiento de las escuelas, como el Estatuto Docente, deben ser enfrentados. 



Es bastante impopular señalarlo, pero dicho cuerpo normativo, a la luz de la modernización y la eficiencia del sistema educativo, tendrá que ser revisado, dándole la protección debida a los profesores. Todos coinciden en que él se ha constituido en una barrera adversa para el cumplimiento de objetivos en la calidad de la educación.



Señor Presidente, termino expresando que votaremos a favor del proyecto y que vamos a presentar un conjunto de indicaciones. Creo que éste posibilita un debate esencial sobre los problemas estructurales de la enseñanza. Si no lo hacemos, habremos incumplido el propósito y la oportunidad que en ese sentido nos genera esta importante iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que invertir en capital humano es el camino que permite compatibilizar equidad y crecimiento. Esto último produce un gran consenso en la sociedad y lo refleja claramente la iniciativa legal en estudio.



Por eso, el Presupuesto de la Nación para el año 2007 contempla un crecimiento de 10,6 por ciento con relación al del 2006. De este incremento, un importante número de recursos adicionales está destinado a la educación preescolar, lo que es coherente con el compromiso de nuestra Presidenta de aumentar la igualdad de oportunidades desde la cuna, reconociendo la incidencia que tiene dicha enseñanza en los resultados de los aprendizajes futuros. En estos presupuestos se contempla un crecimiento sustantivo en subvenciones para estudiantes que asisten a los establecimientos municipales y particulares subvencionados. 



Durante los Gobiernos de la Concertación se ha avanzado enormemente en temas vinculados a la educación, ya sea en programas de mejoramiento educativo como en el apoyo financiero a los alumnos. Con todo, hay muchas carencias en materia de calidad de la educación y, en especial, en el caso de los estudiantes más vulnerables. En este aspecto incide el presente proyecto, que busca otorgar nuevas oportunidades educativas para los niños provenientes de familias más vulnerables. 



Con el objeto de resolver tal situación, la iniciativa plantea crear una nueva subvención que, mejorando la educación, permita compensar la desigualdad social generada por la gran desventaja que ellas experimentan a causa de su condición económica y social. 



Dicha subvención escolar preferencial se entregará a las escuelas en la medida en que se comprometan a asegurar resultados educativos objetivos, sobre la base de estándares nacionales de aprendizaje, premiándose a aquellas que desarrollen en forma adecuada los talentos de sus alumnos y alumnas.



La subvención escolar preferencial cambia de un modo fundamental la relación entre el Estado y las escuelas, dado que beneficia a los más necesitados y, además, toma resguardos que aseguren que los recursos públicos sean aplicados efectivamente al aprendizaje.



Este nuevo régimen de subvención obligará a los sostenedores de los establecimientos educacionales a suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por un plazo mínimo de seis años. En él se exime de todo pago a los alumnos prioritarios; se eliminan los procesos de selección, sin afectar la libertad de gestión de los establecimientos con proyecto educativo propio; se compromete la retención de los alumnos prioritarios; se consagra la obligación de mejorar los resultados académicos de estos alumnos, y se establece el compromiso de mantener informados a los padres y apoderados.



El proyecto está destinado a beneficiar a los estudiantes socioeconómicamente vulnerables, a los cuales se les denomina “alumnos prioritarios”, de los establecimientos educacionales subvencionados que se encuentren cursando el primero o segundo nivel de transición de la educación parvularia y primero a cuarto año de educación general básica. 



La calidad de alumno prioritario será determinada por el Ministerio de Educación. Para tal efecto se considerarán criterios de nivel de escolaridad de la madre, el padre o el apoderado y la condición urbana o rural de su hogar. También será una facultad especial de esa Secretaría de Estado ejercer un proceso permanente de seguimiento y evaluación a todos los establecimientos del sistema educacional, junto con una supervisión de carácter técnico-pedagógica. 



Uno de los aspectos más importantes se refiere al estricto control sobre la aplicación de las subvenciones, las que en esta área nunca han sido objeto de un buen seguimiento ni tampoco de la evaluación de sus resultados, a lo largo de 25 años que se aplican estos mecanismos.



Los recursos involucrados en el proyecto en análisis alcanzan a 164 mil 896 millones de pesos, que se desglosan de la siguiente forma:



 -Extensión de la subvención regular a los alumnos de prekínder: 31 mil 599 millones.



-Recursos por alumnos prioritarios desde el primer nivel de transición parvularia hasta el cuarto año de educación general básica: 95 mil 421 millones.



-Recursos por alumnos prioritarios desde quinto hasta octavo año de educación general básica: 37 mil 876 millones.



Ello representa una importante cantidad de dinero. Esperamos que sea muy bien ocupada.



El monto de la subvención preferencial se obtuvo teniendo presente que se trata de una cifra compensatoria de las diferencias entre un estudiante promedio y un alumno pobre de una escuela subvencionada. Los factores que se tomaron en cuenta son los ingresos, el número de matrículas de los establecimientos y el nivel socioeconómico de la familia. El aporte alcanza a 18 mil pesos por alumno y beneficiará a 70 por ciento de los estudiantes del sector municipalizado.



En Chile existen alrededor de 10 mil 434 establecimientos educacionales que reciben aporte estatal. La enseñanza municipalizada es administrada por 345 entidades edilicias, las que, a su turno, se encargan de 6 mil 160 planteles educacionales. Alrededor de 50 por ciento de los sostenedores corresponde a municipalidades. La educación particular subvencionada es administrada por 3 mil 278 sostenedores, que dirigen a 4 mil 274 establecimientos. 



Es importante destacar que la matrícula de los planteles educacionales pertenecientes al sector municipal concentra a los estudiantes de los deciles de ingresos más bajos.



El factor de vulnerabilidad será estudiado a la luz de la nueva Ficha de Protección Social, de reciente aplicación y que considera aspectos relacionados con el nivel de escolaridad de los integrantes del grupo familiar, el tipo de trabajo que desempeñan, los antecedentes familiares de cada uno de ellos y el número de dependientes que lo conforman.



Manifiesto mi alta valoración al presente proyecto ya que enfoca la necesidad de otorgar una subvención preferencial a los alumnos prioritarios. Además, pone el acento en los resultados educativos de los colegios y de los alumnos prioritarios. 



Teniendo en consideración los enormes recursos que otorga el Estado, se hace imprescindible exigir una rendición de cuentas a los sostenedores sobre la base de los resultados obtenidos. También es de la mayor importancia informar, en especial a los apoderados, del desempeño de los colegios. 



En mi opinión, una mayor intervención del Ministerio de Educación en la gestión educativa es una necesidad, y el mejor instrumento para mejorar la calidad de la enseñanza es la subvención estatal.



Votaré favorablemente el proyecto en general.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, desde los puntos de vista del crecimiento del país y de la justicia social, prácticamente no hay asunto más importante a lo cual podamos dedicar dinero, tiempo y esfuerzo que no sea el de la educación. Y por eso me da tanta ira cuando veo un proyecto tan mal hecho y tan mal diseñado como éste. Resulta absolutamente inaceptable que cuando el Gobierno está dispuesto a poner más dinero para mejorar la educación, se haga justamente lo contrario.



Señor Presidente, acá se dice que el Gobierno quiere más integración, algo que todos deseamos. Yo creo que ninguno de los presentes en esta Sala ambiciona en Chile una sociedad de castas, a la cual estamos llegando. En nuestro país existen ciudades donde en algunas partes viven los pobres; en otras, la clase media, y en otras, los ricos. Tenemos colegios malos a los que asisten los niños de familias con dificultades socioeconómicas; -“socioeconómicas"; porque no son sólo económicas-; otros colegios a los que acuden niños de clase media, y otros a los que van niños de padres ricos.



¿Es ésa la sociedad que queremos? ¡Ésa es la sociedad que yo no quiero! Y estoy segura de que la Presidenta Bachelet tampoco. Conocí a su padre y, por lo tanto, sé cómo piensa esa familia. ¡Y esto no es lo que quiere!



El proyecto está tan mal hecho, tan mal diseñado, que a pesar de que dice que su objetivo es integrar, va a desintegrar y segregar aún más. Y todo ello, gastando plata del Estado en algo que tiene muy buenas intenciones, pero que se encuentra tan mal diseñado que logrará justamente lo contrario.



Pregunto a los señores Senadores si piensan que un colegio subvencionado que obtiene buenos resultados va a permitir que el Ministerio prácticamente lo intervenga. Aquí está la señora Subsecretaria de Hacienda. ¿De verdad cree que un colegio que lo está haciendo bien, que consigue buenos resultados, va a permitir que el Ministerio prácticamente lo intervenga y a estar dispuesto a cumplir con la enorme cantidad de cosas que se exigen en el proyecto? ¡Por supuesto que no!



Los colegios a los cuales les está yendo bien no van a firmar esto. No lo van a hacer. Entonces, esos colegios buenos, que perfectamente pueden ser gratuitos -porque hay colegios gratuitos muy buenos-, carecerán de todo incentivo para atraer niños vulnerables, niños “prioritarios", como se les ha llamado. ¡Ninguno!



¿Dónde se van a concentrar, por lo tanto, esos niños vulnerables, esos niños prioritarios? En aquellos establecimientos que sí firmarán esta verdadera intervención con tal de obtener 18 mil pesos más. ¡Y ésos son los colegios malos, señor Presidente! En consecuencia, los niños vulnerables van a ir a colegios malos.



Alguien me podrá decir: “Aquí va a haber una intervención del Gobierno, que va a llevar a esos colegios de la mano y los va a mejorar". ¡Los va a mejorar tanto como ha mejorado el Transantiago...! 



La Senadora señora Alvear dijo que en su Región ha observado tremendas inequidades -todos las hemos visto y a todos nos molestan- y señaló que le complicaba el hecho de que la calidad de la educación dependiera tan fuertemente de la calidad del director. Pero así es: por desgracia, la mayoría de los estudios internacionales liga muy claramente la calidad de la educación y la calidad de un colegio con la calidad del director. Él es quien infunde la mística, el que infunde el trabajo, el que exige a sus profesores, el que, en el fondo, logra que alumnos y maestros mejoren. Nadie ha sostenido alguna vez que una intervención como la que ahora plantea el Gobierno consiga mejorar realmente la educación. ¡Nadie!



¿Y qué ocurre en la actualidad, señor Presidente?



Hoy en día los cargos de director se llenan por concurso. Pero yo les voy a contar cómo se realizan en mi Región los famosos concursos para elegir director. ¡Están todos arreglados! Se sabe de antemano quién va a ganar incluso antes de que se haga el llamado. Tan así es que en un colegio de La Serena presentaron a la futura directora antes de que se publicara el aviso. Y cuando el concurso es ganado por un profesor que no da garantías de ser de la Concertación, se las amañan para declararlo desierto, como ha sucedido en Illapel, como está ocurriendo en Salamanca, en Los Vilos. En esta última ciudad en realidad ni siquiera se llama a concurso.



En el caso de La Serena, donde se sabía quién iba a ser la directora de un colegio de La Antena antes de que se hiciera el llamado, efectivamente la escogida ganó el certamen. ¿Por qué? Porque primero se preocupan de saber qué curso raro ha realizado la persona que quieren que gane y después lo ponen como prerrequisito para que sólo ella lo pueda cumplir. ¡Así se arreglan los concursos! 



Y por eso tenemos directores de pésima calidad, pero que son muy afines al alcalde de turno. ¡Ésa es la verdad! Y esto no lo ha podido controlar el Gobierno. Entonces, ¿Sus Señorías creen que ahora podrá intervenir los colegios de la manera que se plantea y lograr un cambio? 



Les voy a contar el desastre que fueron los programas Montegrande. ¡Un desastre! Se gastaron miles de millones de pesos. Cuando fui a Monte Patria a ofrecer mi ayuda para que el dinero que se iba a recibir por el proyecto Montegrande realmente sirviera para sacar adelante al colegio, me encontré con un director que de lo único que estaba preocupado era de cuándo iba a jubilar. Nada más. Era lo único que le interesaba.



Entonces, señor Presidente, la calidad del alumno depende, fundamentalmente, de la calidad del director, no de la intervención del Ministerio. Por lo tanto, los colegios malos que van a firmar los convenios no mejorarán. Y todos los niños vulnerables van a quedar, como en un gueto, en los peores establecimientos. Porque los colegios buenos no van a firmar, no van a permitir que el Gobierno los intervenga.



Lo único que logrará esta iniciativa es más segregación y más injusticia en nuestra sociedad. ¡Cómo no se es capaz de procurar que todos los niños asistan a establecimientos de la misma categoría! A lo mejor se puede agregar lo dicho por los Senadores señores Navarro y García. Tal vez hay niños vulnerables no incluidos. Pero, ¡cómo sus padres no van a poder elegir un colegio decente para mandar a sus hijos! ¡Cómo no van a poder llevarse la marraqueta debajo del brazo! ¿Por qué no les van a permitir ir a un buen establecimiento? ¿Por qué se va a dar una subvención adicional a colegios malos que seguirán siendo malos?



Señor Presidente, voy a aprobar la iniciativa porque estoy a favor de cualquier esfuerzo que signifique dinero para educación. En su minuto me la jugué por subir el IVA teniendo en vista ese objetivo. Pero quiero advertir que este proyecto es un desastre: está mal hecho, está mal diseñado y logrará exactamente lo contrario de lo que está buscando. 



Yo no critico aquí lo que se persigue con él, en lo cual concuerdo plenamente. Pero está tan mal hecho, que no lo va a conseguir. En consecuencia, de nuevo se inyectará dinero al sector para alcanzar resultado cero. Probablemente, los resultados serán negativos, peores que los actuales, pues los malos colegios van a firmar los convenios y después van a salir a buscar niños vulnerables para obtener la plata, pero les van a seguir dando la misma pésima educación que les entregan hoy.



Así que, señor Presidente, esto es la crónica de una muerte anunciada. Dijimos que el Transantiago iba a ser un desastre. Nadie escuchó. Ahora yo escucho a los Senadores oficialistas. Están todos felices porque, efectivamente, habrá más dinero. Yo también estoy contenta por eso. Pero, ¿por qué algún día no nos preocupamos de presentar un proyecto que logre realmente lo que se desea obtener? ¡Si aquí lo que queremos es que un niño de muy escasos recursos pueda mezclarse con la clase media, y que un niño de clase media tenga la posibilidad de conseguir una beca para estudiar en un colegio pagado.



Yo asistí a uno de los colegios más caros de Chile, que mis padres no podían pagar. Mi papá era, en esa época, teniente, capitán, y no nos alcanzaba. Éramos cinco hermanos. Yo fui becada al colegio, y a mucha honra. También, en clases de piano. Toda la educación espectacular que tuve la recibí gracias a becas. Y estoy segura de que hoy día no estaría sentada aquí si no hubiese tenido acceso a ese tipo de enseñanza.



¿Por qué, entonces, vamos a condenar a los niños vulnerables a ir a colegios malos con un proyecto mal hecho?



Voy a votar a favor, señor Presidente, porque uno no puede negarse a que haya más dinero, pero yo, realmente, espero que al proyecto se le introduzcan cambios de fondo, porque ya estoy aburrida -¡aburrida!-, de que nos hablen de querer integrar la sociedad, pero se la desintegra por todas partes. Nos dicen que quieren tener ciudades integradas, pero suben tanto las contribuciones que cada día la gente de escasos recursos debe ir a vivir más lejos, y después, sufrir con el Transantiago para llegar a su pega. Porque una persona de esa condición que vive en Ñuñoa no puede pagar el impuesto territorial correspondiente a una propiedad ubicada en dicha comuna.



¡Hasta cuándo dicen que quieren una cosa y hacen exactamente lo contrario! ¿Acaso no existe capacidad técnica para analizar estos proyectos?



Señor Presidente, muy a mi pesar, votaré favorablemente la idea de legislar. Sin embargo, espero que se pueda cambiar de manera radical la iniciativa en la discusión particular.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, debo reconocer que la colega que me antecedió en el uso de la palabra tiene una visión distinta de la mía en cuanto al alcance del proyecto, en primer término, y en segundo lugar, sobre cómo enfrentar una materia que no corresponde a la iniciativa en debate pero que sin duda resulta fundamental y, por tanto, deberá ser abordada cuando discutamos el rol del sistema educacional en lo que es la integración societal. 



Tengo la convicción de que el actual modelo educativo, dentro del cual se encuentran los colegios particulares subvencionados, es el motor de la disgregación y segregación social en nuestro país.



Antes los establecimientos públicos eran los que permitían que diferentes segmentos de la comunidad estudiaran en un mismo lugar. Había dos espacios: los colegios privados y los públicos. Y, hace 30, 40 ó 50 años, era natural que el hijo de un médico, el de un aviador y el de un obrero, por ejemplo, estudiaran en el mismo liceo.



Ese fenómeno se acabó. Y me asiste la convicción de que una de las principales causas de ello es el modelo educacional existente en Chile, donde los colegios particulares subvencionados, a mi juicio -y disculpen que lo diga así-, son parte de las manzanas podridas que atentan contra la integración social.



Hoy día tenemos establecimientos subvencionados que cobran 5 mil, 10 mil, 15 mil, 25 mil, 30 mil, 35 mil pesos, segregando a la sociedad una y otra vez.



Éste es un tema que hay que discutir. Y, en mi opinión, se trata de un debate país. 



Por cierto, entiendo que otros puedan tener una opinión distinta. Pero, por lo mismo, debo manifestar que no comparto la visión tan apocalíptica de la Senadora señora Matthei. Me parece de un pesimismo -por decir lo menos- brutal.



No cabe duda de que en nuestro país, producto de las diferencias sociales, económicas y de oportunidades, hay segmentos que presentan mayor vulnerabilidad que otros.



Este proyecto no apunta a reformar el modelo de la educación en Chile. El debate sobre ese cambio lo vamos a tener a partir del segundo semestre de este año, a propósito del proyecto modificatorio de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Y espero que en esa oportunidad logremos abrir una discusión generosa, con amplitud de criterios, tanto más cuanto que el sistema educacional no sólo debe apuntar a la calidad. Porque entiendo que no es de buena calidad la existencia de un papagayo que repite fechas y reproduce contenidos. Uno quiere formar personas con capacidad para aprender a enfrentar desafíos y a desarrollar habilidades que les permitan desempeñarse adecuadamente en diferentes funciones dentro de la sociedad.



Esta iniciativa, en todo caso, tiene un alcance bastante más limitado. Y me quiero atener a él.



Aquí se establece un criterio que apunta en la dirección correcta: subvención diferenciada y mayores recursos donde hay más necesidades, evitando que ellos vayan a lugares en que se lucra con la educación. 



Porque no cabe duda de que en nuestro modelo existen sostenedores -ésta es la segunda parte del debate- que están honestamente en el propósito educativo. Y lo hacen de manera correcta en colegios particulares subvencionados.



Aquellos que tienen verdadera vocación se encuentran en colegios sin fines de lucro. Pero dentro de los establecimientos particulares subvencionados también hay sostenedores que sólo persiguen el lucro. Recordemos los colegios Britania y el escándalo que hubo allí.



¡Por favor! ¡Para qué nos vamos a engañar! Existen muchos casos que no son lo que algunos buscamos.



Entiendo, señor Presidente, que éste es un proyecto de subvención diferenciada para apoyar a los alumnos vulnerables o a las familias con vulnerabilidad.



Comparto con el Senador señor García que quizá puedan revisarse los parámetros. Tengo dudas acerca del concepto que Su Señoría propone: el de la violencia intrafamiliar. Creo que ésta es de las cosas más democráticas en nuestra comunidad, por desgracia: ocurre en todos los niveles sociales con la misma brutalidad.



Por tanto, más que tratar de vincular la violencia intrafamiliar con la subvención preferencial, quizá necesitamos sacar adelante lo que venimos planteando algunos desde hace mucho tiempo: la existencia, en todos los colegios, de psicólogos con atención real para situaciones conflictivas, difíciles. Porque las cifras sobre violencia en la sociedad chilena son muy altas.



Sin embargo, estoy abierto a buscar otros parámetros de vulnerabilidad. Entiendo que ése es el espíritu de lo que plantea el Honorable señor García. Y me hago cargo de ello por completo. Creo que debemos preocuparnos del punto.



Ahora bien, señor Presidente, en cuanto a la iniciativa en debate, tengo una inquietud relacionada con los administradores.



Personalmente, no quiero que se entreguen recursos adicionales a ningún establecimiento particular subvencionado que persiga fines de lucro. Pienso que hay que frenar aquello de una vez por todas.



Y creo que al respecto puede ocurrir la siguiente paradoja. Pensemos en el caso de un niño perteneciente a una familia vulnerable. Por cierto, tendremos que definir la naturaleza de la vulnerabilidad: si es más económica, más social, en fin. Porque resulta curioso pensar que la familia de un menor vulnerable esté pagando 15 mil pesos de matrícula y de mensualidad -eso es lo que cobran muchos de los colegios particulares subvencionados- en circunstancias de que recibe un ingreso mínimo. Entonces -insisto-, habrá que determinar qué es una familia vulnerable. Me preocupa la definición del parámetro. Pero puede ocurrir -retomo la idea- que un establecimiento particular subvencionado al que asiste un niño considerado, entre comillas, vulnerable -tendremos que ver (reitero) cuáles son las categorías- finalmente reciba, en vez de 15 mil pesos, 18 mil. Así, sin mecanismos de control, terminaríamos poniendo más dinero en el bolsillo de algunos inescrupulosos que administran la educación como sostenedores. Y eso me inquieta.



Por ello, considero un elemento mínimo que haya un convenio entre el sostenedor y el Ministerio. No lo veo como intervencionismo, sino como una garantía de buen uso de los recursos públicos, de todos los chilenos.



Algunos le tienen pánico al rol del Estado. Creen que éste sólo debe entregar el dinero, pero no garantizar su buen uso.



En tal sentido, quizás habría que revisar algunos de los parámetros de los convenios que se están planteando.



En la Cámara Baja voté contra el financiamiento compartido (fuimos cinco los Diputados que en su momento rechazamos dicho sistema). Ello, porque soy firme defensor de la educación pública, democrática, laica, integradora. Y siento que el financiamiento compartido ha contribuido a otros fenómenos societales que no son los deseados.



Quiero, señor Presidente, terminar diciendo lo siguiente.



Entiendo que este proyecto es limitado en su alcance. Establece el criterio de poner más recursos donde se encuentra el 30 a 40 por ciento de la población escolar más vulnerable.



Creo que hay parámetros que es indispensable precisar. Para mí, la ruralidad no significa necesariamente vulnerabilidad; pero es un tema que hay que contemplar. En muchos colegios rurales existen familias muy esforzadas; sin embargo, ello no implica que tengan la vulnerabilidad de grupos similares situados en zonas urbanas. Me preocupa cómo integraremos el concepto.



Esta iniciativa apunta en la dirección, por cierto, correcta. Los convenios que asustan a algunos están en el fondo de la discusión en cuanto a si el Estado debe o no regular la entrega de recursos.



En lo personal, creo que esto tiene que ver con el debate sobre el modelo de educación, que se llevará a cabo a propósito del proyecto que reforma la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Siento que aquí necesitamos ingeniería mayor. Me habría gustado que el proyecto se hubiese destinado ciento por ciento a los colegios municipales y no a los establecimientos particulares subvencionados, con excepción de aquellos que no persiguen fines de lucro.



Espero que ése sea un aspecto que podamos recoger en una discusión posterior. Presentaremos indicaciones en tal sentido a fin de fijar el criterio de vulnerabilidad de las familias con carencias económicas, que es el punto desde el cual debería partir el debate.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha terminado el Orden del Día.



Hay tres inscritos, más la intervención de la señora Ministra de Educación.



Por tanto, sugiero a la Sala continuar la discusión mañana.

El señor NARANJO.- Fijemos un plazo a los oradores que restan, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Sigamos mañana.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- El debate ha sido extraordinariamente interesante. Pero en otras oportunidades, cuando restan dos o tres intervenciones, hemos resuelto -no me gusta el sistema, pero creo que ayuda- abrir la votación e iniciarla con los oradores pendientes.



En verdad, no veo razón para dilatar nuestro pronunciamiento.

El señor COLOMA.- Me opongo, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay acuerdo.



Entonces, seguiremos mañana.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.

)----------------------------(

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, ¿me permite?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VÁSQUEZ.- En la Comisión de Economía hemos estado analizando el proyecto que permite el cabotaje aéreo de las líneas extranjeras.



La Sala nos fijó como plazo para evacuar el informe pertinente el próximo martes.



Dadas las características de los antecedentes que nos entregó hoy  el Director de la Junta de Aeronáutica Civil, la unanimidad de aquel órgano técnico acordó solicitar a la Sala que amplíe dicho plazo por un mes, a partir de hoy.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece al Senado, se ampliará el plazo en los términos expuestos.



--Así se acuerda.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SOLICITUD DE AUMENTO DE FONDO DE GARANTÍA 

PARA PEQUEÑOS EMPRESARIOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo, suscrito por los Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que incremente a 100 millones de dólares el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 946-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 3ª, en 14 de marzo de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.

)---------(

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, le ruego que pida autorización a los efectos de que se reabra el plazo para formular indicaciones a la iniciativa relacionada con el FOGAPE -volvió a la Comisión de Hacienda-, respecto de la cual el Ejecutivo tiene la intención de presentar una indicación que recoge el proyecto de acuerdo que acabamos de aprobar. El nuevo plazo sería hasta el 2 de abril, a las 12. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en los términos indicados.



--Así se acuerda.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ÁVILA:



A la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitándole información sobre GASTO TOTAL EN VIAJES Y VIÁTICOS DE ALCALDES Y CONCEJALES EN ÚLTIMOS TRES AÑOS.



Del señor CHADWICK:



Al señor Intendente de la Sexta Región, requiriéndole información acerca de MONTOS ASIGNADOS EN EL PRESUPUESTO REGIONAL DE 2007 A SALUD, EDUCACIÓN, BENEFICIOS ASISTENCIALES Y FOMENTO DEL EMPLEO.



Del señor COLOMA:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole información e investigación sobre LEGALIDAD DE LICITACIÓN DE RECORRIDOS DE MICROS ESPINALILLO-HUALAÑÉ; a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, requiriéndole información acerca de EFECTOS AMBIENTALES, SOCIALES Y ECONÓMICOS DE CONSTRUCCIÓN DE CENTRAL HIDROELÉCTRICA EN SAN FABIÁN DE ALICO; y al señor Tesorero General de la República, solicitándole INFORME REGIONALIZADO SOBRE PAGO DE CONTRIBUCIONES DESDE 2004 A FEBRERO DE 2007. 



Del señor ESPINA:



A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, solicitándole información en cuanto a PROCEDIMIENTO APLICABLE ANTE DAÑOS DE ARTEFACTOS ELÉCTRICOS POR CORTES DE LUZ EN COMUNA DE ANGOL Y CERCANÍAS DE PROVINCIA DE MALLECO; y a la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles y a los señores Gerente General de la Compañía General de Electricidad y Jefe Zonal de FRONTEL, requiriéndoles información con respecto a CORTES DE LUZ EN COMUNA DE ANGOL Y CERCANÍAS DE PROVINCIA DE MALLECO (REGIÓN DE LA ARAUCANÍA).



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior y de Relaciones Exteriores; a la señora Ministra de Defensa Nacional; al señor Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, y a los señores Presidente de la Agencia Chilena del Espacio y Director del Centro de Estudios Espaciales de la Universidad de Chile, pidiéndoles la adopción de medidas para el INGRESO DE CHILE COMO MIEMBRO INTEGRANTE DE LA CARTA SOBRE COOPERACIÓN PARA EL LOGRO DEL USO COORDINADO DE INSTALACIONES ESPACIALES EN CATÁSTROFES NATURALES O TECNOLÓGICAS. Y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitándole información sobre PROCEDIMIENTOS Y CUMPLIMIENTO DE NORMAS PARA ENAJENACIÓN DE TERRENOS FISCALES.



Del señor NARANJO:



A la señora Contralora General de la República subrogante, reiterándole oficio referente a INVESTIGACIÓN DE IRREGULARIDADES EN MUNICIPALIDAD DE COLBÚN (SÉPTIMA REGIÓN).



Del señor VÁSQUEZ:



A la señora Directora Nacional de la CONAMA, pidiéndole información acerca de DENUNCIAS DE VECINOS POR PUESTA EN FUNCIONAMIENTO DE PISCICULTURA EN HUINCACHARA SUR (COMUNA DE VILLARRICA, NOVENA REGIÓN).

)-------------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Unión Demócrata Independiente.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

IRREGULARIDADES EN CAMPING MUNICIPAL DE

CHANCHOQUÍ (CUARTA REGIÓN). OFICIOS

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en la comuna de Paihuano existe un sector denominado “Chanchoquí”, donde funciona un camping municipal. La concesión original era para este fin. Pero la verdad es que durante la temporada alta no sólo funciona un camping con baños, sino también un restaurante, un lugar para picnic y una discoteca. Ello significa que los baños, que estaban destinados únicamente al camping, colapsen y que las aguas servidas corran por el pueblo.



Entonces -reitero: estamos hablando de un camping municipal-, para evitar ver el espectáculo de las aguas servidas deslizándose por las calles, no encontraron nada mejor que conectarlas directamente, a través de una manguera, al río, desde donde, 50 metros más abajo, sacan agua potable los habitantes de Chanchoquí.



Repito: estamos hablando de un camping municipal.



Después hallaron que no había nada mejor que hacer, en la mitad del camino público, un pozo negro, el que al parecer no cuenta con ningún tipo de plano autorizado por las autoridades sanitarias. Además, como está a 50 metros del río, a dos metros del pozo se encuentran las napas, de donde toda la población saca agua para beber. Algunos la obtienen de pozos; otros, del río.



Por consiguiente, ya no sólo contaminan el río, sino también las napas.



¿Y qué han hecho? Pusieron a un señor que se halla contratado por la Municipalidad de Paihuano, pero que supuestamente trabaja para el sector Salud.



Curiosamente, ese señor, quien trabaja para Salud pero está contratado por dicho Municipio y es pagado por él -es decir, éste tiene que controlarse a sí mismo, porque (recordemos) se trata de un camping municipal dado en concesión-, pertenece a una familia de larga tradición en esa Corporación Edilicia, donde, aparte de él, también laboran su padre, su tía y su primo.



¡Así se dan las cosas en Paihuano, señor Presidente!



Por lo expuesto, en primer lugar, solicito que se oficie al Ministerio de Salud, a la SEREMI de Salud, para que se realice a la brevedad una fiscalización completa sobre la materia.



En segundo término, pido que se oficie a la Contraloría General de la República para que fiscalice e informe si el camping en comento cuenta o no con permisos para la venta de alcoholes. Porque, al parecer, no los tiene y el señor Alcalde se los da como si se tratase de aquellos permisos que se conceden por un día a organizaciones sociales.



En tercer lugar, parece que también funciona, desde hace dos años y sin ningún tipo de autorización, una discoteca. El Alcalde dice que es un lugar de encuentro familiar. Pero, curiosamente, en la propia radio municipal se hacía propaganda para que la gente concurriese a ella.




Entonces, ¡una irregularidad tras otra!



Por lo tanto, pido que se transcriba mi intervención a la SEREMI de Salud, al Ministerio de Salud y a la Contraloría General de la República; a ésta, a fin de que fiscalice y determine si el camping tiene permisos para la venta de alcoholes y si se cuenta con autorización para el funcionamiento de la discoteca.



En mi Región son tantas las irregularidades que se registran en la mayoría de las comunas que, de quince alcaldes, ya han caído tres. Y hay un cuarto a punto de caer.



Existen irregularidades con respecto a los llamados a concursos tanto para directores de escuelas como para profesores. Las anomalías se presentan todos los días.



Muchos alcaldes se portan como si fueran reyezuelos, como si fueran dueños de la comuna, de todos los trabajadores de la municipalidad y de todos los habitantes.



Por consiguiente, quiero protestar, porque no se puede aceptar que personas modestas que viven en el sector de Chanchoquí tengan que beber aguas con fecas, ya sea que las saquen del río o de las napas subterráneas. El alcalde ha sido varias veces advertido de esta situación, y sencillamente no ha hecho nada.



A mayor abundamiento, debo consignar que la gente del sector ha reclamado por el tremendo ruido que la discoteca en comento hace todas las noches, hasta las 5 de la mañana. Ello provocó que durante el último verano los habitantes de Pisco Elqui prácticamente no pudieran dormir. 
Y cuando llamaron a Carabineros se les dijo que, por desgracia, no se disponía de la máquina para medir decibeles, por lo que no era posible cursar la multa. Porque en el fondo, ante un alcalde tan autoritario como el de Paihuano, la policía uniformada no se atreve a actuar.



¡No hay derecho, señor Presidente!



Pido que se extiendan los partes correspondientes, porque no puede funcionar una discoteca en mitad del pueblo y sin consideración al derecho de todos a descansar.



Gracias, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.


INAPLICABILIDAD DE ARTÍCULO 116 DE CÓDIGO TRIBUTARIO. OFICIOS

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el entonces Director del Servicio de Impuestos Internos señor Javier Etcheberry hizo uso de una facultad establecida en el artículo 116 del Código Tributario al dictar una resolución tendiente a autorizar a los directores regionales para delegar sus funciones jurisdiccionales en el territorio respectivo. Así, se creó una institucionalidad nueva: la de los "jueces tributarios", quienes conocían de las reclamaciones y las resolvían. O sea, actuaban como tales por delegación del Director Regional.



Ello, sin duda, es un hecho anómalo, por lo que fue objeto de numerosos recursos de protección e informes en Derecho, en la medida en que se estaban creando tribunales en forma inconstitucional y se permitía una delegación que resultaba absurda, sobre la base -de más está decirlo- de que la labor del juez es indelegable.



Desde 2003 en adelante, la Corte Suprema resolvió de oficio la inaplicabilidad en procesos tributarios en los cuales observaba que en primera instancia habían sido conocidos por los llamados "jueces tributarios". A partir de ese momento, y hasta ahora, se ha pronunciado favorablemente respecto de cerca de ochenta recursos iguales, anulando todo lo obrado en autos.



Lo mismo ha hecho el Tribunal Constitucional, que, hasta la fecha, y durante el lapso de un año, ha acogido más de una docena de recursos de inaplicabilidad del artículo 116 del Código Tributario.



Ello se informó, en términos públicos, académicos y jurídicos, al señor Juan Toro, entonces Director del Servicio de Impuestos Internos. Y a todos los abogados del organismo se les sugirió no continuar con tan grave anomalía. Pero nadie quiso escuchar.



Además, casi todas las Cortes de Apelaciones del país, procediendo de oficio e infringiendo el precepto constitucional de que la inaplicabilidad sólo le correspondía declararla a la Corte Suprema -hoy, al Tribunal Constitucional-, han acogido miles de casos. El incidente de nulidad de derecho público de todo lo obrado se ha interpuesto en relación con reclamos tributarios desde Arica a Magallanes.



Las Cortes de Apelaciones han actuado a petición de parte o de oficio y no han tenido ningún escrúpulo en dejar todo sin efecto y en volver las cosas al estado de proveer la reclamación del contribuyente por el juez verdadero: el Director Regional.



El nuevo Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar, revocó las delegaciones en octubre del año pasado. Desde esa fecha sólo actuó como juez el Director Regional, medida que nos parece absolutamente pertinente.



Todas estas actuaciones erráticas, inconsultas y sin previo estudio le han significado al Servicio perder doce o trece años de tramitación de miles de reclamos tributarios -creo que son más de cien mil-, de una cuantía impresionante e incalculable.



Conozco el ejemplo de un solo juzgado en la Novena Región en el cual, en un caso con cinco liquidaciones, se llega a un total de 50 mil millones de pesos. Allí se ordenó dejar nulo el juicio y, por lo tanto, se coartó la posibilidad real de continuar y lograr el pago tributario.



Pienso que le resultará muy difícil o casi imposible a Impuestos Internos recuperar la cuarta parte, quizás, de lo adeudado, por cuanto casi todos los contribuyentes han hecho transferencia de sus bienes, o han terminado, simplemente, sus actividades, o esgrimirán otro tipo de situaciones.



Por último, es indudable el costo de trabajo para el Servicio: miles de funcionarios gastando energías pagadas por el Estado, para obtener un rendimiento nulo.



Por otra parte, no escapará al criterio del Senado que reanudar los procesos y tramitarlos de nuevo es muy difícil, y plantea otras posibilidades jurídicas, tales como alegar la prescripción y solicitar la condonación de intereses penales.



En razón de mis planteamientos, resulta conveniente oficiar al señor Ministro de Hacienda y al Servicio de Impuestos Internos para que entreguen al Senado una evaluación precisa de los casos descritos que han llegado a los tribunales, ya sea a la Corte Suprema, al Tribunal Constitucional, e incluso, a las Cortes de Apelaciones. Es necesario saber de cuántas reclamaciones tributarias se trata, a fin de poder determinar la magnitud de lo que, sin duda, constituye un craso error y ha significado la pérdida de considerables recursos al erario, a todos los chilenos, sobre todo en momentos en que se habla mucho -a veces, por personas vinculadas al Gobierno- de la necesidad de subir la carga tributaria.



Hago referencia a doce o trece años perdidos, durante los cuales se cometió un error -repito- del cual nadie se ha hecho responsable.



Por lo tanto, sería muy bueno para esta Corporación, ante futuras discusiones tributarias, tener claridad respecto de cuántos casos se hallan involucrados y de cuántos recursos el Estado va a dejar de cobrar en virtud de lo expuesto.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Restan 10 minutos al Comité Unión Demócrata Independiente.



Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.


COLAPSO DE VERTEDEROS EN QUINTA REGIÓN. OFICIO

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, durante el último tiempo, los distintos medios de comunicación han concentrado parte importante de su cobertura periodística en los problemas generados por la implementación del nuevo sistema de transporte público de la Región Metropolitana denominado "Transantiago". Ello ha generado la natural reacción de Senadores representantes de otras Regiones, quienes ven postergadas las expectativas de desarrollo o la solución de necesidades apremiantes de sus respectivas circunscripciones, para las cuales no hay recursos ni respuestas efectivas, en tanto que al citado Plan es posible asignarle quince mil millones de pesos, de la noche a la mañana, sin más trámite que la satisfacción de una necesidad real pero que viene a reforzar nuestra visión respecto de la rapidez con que el centralismo agobiante del país atiende los asuntos de la Capital.



En esta oportunidad deseo exponer en la Sala un tema “sucio”, que guarda relación con el negocio de la basura.



Se trata de una situación de la máxima gravedad, que afecta a la Región que represento y que no ha tenido una respuesta efectiva y eficaz por parte de las autoridades respectivas, lo que ha llevado a que los actuales vertederos se encuentren prácticamente colapsados o en vías de estarlo, sin que se haya implementado aún la alternativa de reemplazo.



Para ilustrar lo anterior, puedo informar a Sus Señorías el siguiente cuadro de situación que ellos presentan. El municipal de Quintero, el de Villa Alemana, el de Casablanca, el de Limache, el de Chincolco (en Petorca), el de Cabildo y el de Cartagena tienen como fecha de cierre el año 2005; el de San Pedro, el año 2006, y los de Isla de Pascua y Juan Fernández, el año 2004.



Esos antecedentes emanan del cuadro resumen contenido en un documento confeccionado por “La Secretaría Ejecutiva Regional”, “CONAMA Región de Valparaíso”, que, como forma de resaltar sus propósitos, destaca la frase "Por un Chile limpio y sustentable". Lamentablemente, de los quince vertederos listados, diez están cerrados o debieran estarlo.



En virtud de ello, y con el afán de expresar mi preocupación y ofrecer mi colaboración en todo lo que fuese necesario, me entrevisté con el Intendente de Valparaíso, señor Iván de la Maza, quien me expresó estar consciente de la situación, la que sería tratada con la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo en una reunión a la que me invitó a adherir, para aunar esfuerzos. Lamentablemente, la fecha prevista fue modificada por él sin previo aviso, lo que impidió el aporte que se pretendía hacer y que ha sido reconocido como una forma de hacer política, con un sello distinto, en la gestión del Senador que habla.



En concordancia con lo anterior, nos enteramos por medio de "El Mercurio" de Valparaíso de la materialización de la reunión, en relación con la cual el Intendente informó a los medios que había presentado a la Subsecretaria una propuesta relacionada con la creación de cuatro o cinco rellenos sanitarios de buena calidad, los cuales deberán solucionar la situación en un plazo máximo de quince meses.



Para reforzar lo expuesto, aclaró que el problema relativo a qué vamos a hacer con los residuos domiciliarios se halla planteado, que existe acuerdo sobre el particular y que se van a finiquitar los planes, y que en los próximos treinta días tendremos listo el proyecto completo para toda la Región, el cual apunta a resolver las cuestiones inmediatas y las dificultades de fondo.



Para reforzar más aún lo anterior, la autoridad habría explicado que se estaba definiendo la posible compra de terrenos, si así se requería; que se deberían desarrollar los estudios de impacto ambiental y que posteriormente se construirían los rellenos sanitarios.



Como se suele criticar a la Oposición por quedarse en la etapa de denuncia y no entrar en las proposiciones, deseo expresar públicamente mi desacuerdo con los plazos fijados y la forma de solucionar la dificultad. Lo anterior, porque en el asunto de la basura se mueve mucha plata y, por lo tanto, la necesidad de seguir procedimientos que pasen las pruebas de transparencia más exigentes se transforma en un tema fundamental. Y, en seguida, porque resolver un problema de esta complejidad, que afecta a una zona particularmente extensa y de distribución demográfica irregular, requiere estudios de carácter técnico especializado de no fácil materialización.



Estimo de toda conveniencia que el procedimiento por seguir contemple:



1.- Un estudio de factibilidad de carácter regional o de soluciones provinciales que considere, al menos, cuántos rellenos sanitarios se necesitan, dónde se instalarían, qué costos de operación demandarían, los parámetros de cobro a los distintos municipios y las soluciones medioambientales que resguardarían el patrimonio territorial y el sanitario.



2.- Un llamado a licitación pública para las empresas que se interesen en la solución sobre la base de los parámetros esenciales del estudio de factibilidad.



3.- La recepción de los proyectos de solución presentados por las empresas participantes en la licitación.



4.- El correspondiente informe de impacto ambiental de la CONAMA regional sobre los proyectos presentados.



5.- La aceptación final de la autoridad competente, la firma de contratos y el cambio de uso del suelo, en caso de ser necesario.



El que el gobierno regional esté planteando que la solución pasa por crear cuatro o cinco rellenos sanitarios habla de la imprecisión para aproximarse al tema, producto de la falta de estudios de factibilidad técnica y de la improvisación con que se enfrenta un problema mayor, aspectos que las experiencias recientes debieran descartar de plano de la actividad pública.



¿El hecho de que la autoridad informe que por el momento se está definiendo la posible compra de terrenos implica que el gasto se va a enfrentar con recursos públicos? Y, en el caso de una respuesta afirmativa, ¿se piensa construir los rellenos sanitarios con fondos de la misma índole? ¿La administración de los rellenos sería efectuada por entes públicos? Porque, de no ser así, de entregarla a privados luego del desarrollo de los proyectos por parte del Estado, sería un negocio fantástico, con demanda y clientela aseguradas, y, de nuevo, con infinitas posibilidades de abrir un foco de corrupción, a lo que, por desgracia, estamos acostumbrándonos.



Finalmente, y por las consideraciones expuestas, considero impracticable que el o los proyectos completos se encuentren listos en 30 días, como afirma la autoridad regional -esto es, el 13 de abril próximo-, y mucho menos que la implementación de la solución respectiva esté terminada en 15 meses, fechas que, en todo caso, y dado el estado actual de los vertederos, expresan con elocuencia la dejación de las autoridades ante un problema que está haciendo crisis.



Por todo lo anterior, solicito remitir el texto de esta intervención a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y pedirle que dé respuesta a las interrogantes planteadas, así como que exponga su visión de la solución del problema.



Muchas gracias.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Arancibia, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Comité Renovación Nacional no hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Naranjo.


CUARTO ANIVERSARIO DE INICIO DE


SEGUNDA GUERRA CONTRA IRAQ

El señor NARANJO.- Señor Presidente, hace exactamente cuatro años, los chilenos asistimos, a través de los medios de comunicación, al inicio de la guerra de los Estados Unidos en contra de Iraq y, muy especialmente, del Presidente Saddam Hussein, su antiguo aliado.



Nuestro país se opuso a ella, ya que la considerábamos sin razón, como lo señalamos en más de una oportunidad en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, del cual formábamos parte en esa época.



Dicho conflicto -hay que decirlo claramente- no contó con un mandato expreso del propio Consejo, situación que permitió que numerosos expertos en Derecho Internacional lo hayan calificado de “invasión ilegal”, lo cual fue ratificado por el entonces Secretario General de las Naciones Unidas, Kofi Annan.



Algunos estimamos que era una guerra inútil, errónea, injusta y desproporcionada, cuyos objetivos declarados (terminar con las armas de destrucción masiva o químicas, luchar contra el terrorismo y traer la democracia al pueblo iraquí) eran, a lo menos, dudosos, y que lo que verdaderamente se buscaba -cosa que, con el tiempo, ha quedado meridianamente clara- era apoderarse del petróleo, ya que Iraq posee la segunda mayor reserva mundial, después de Arabia Saudita.



Señor Presidente, ha quedado demostrado que las supuestas armas químicas de destrucción masiva nunca existieron y que, para engañar al mundo y tratar de justificar lo injustificable, Bush, Blair, Aznar y otros no dudaron en adulterar o falsificar estudios e informes.



Ha quedado demostrado que no había ninguna conexión entre Saddam Hussein y el atentado a las Torres Gemelas, en Nueva York, el 11 de septiembre de 2001, como tampoco entre él y Osama Bin Laden.



Ha quedado demostrado que esta guerra ha sido un fructífero negocio para las grandes corporaciones transnacionales, que no solamente se han apoderado del petróleo, sino también de los programas de reconstrucción. Inclusive se ha privatizado uno de los servicios de apoyo y seguridad que antes era de las propias Fuerzas Armadas iraquíes.



Por tanto, al conmemorarse cuatro años del inicio de la segunda guerra contra Iraq, puedo expresar, sin temor a equivocarme, que lo que ayer era una opinión es hoy una verdad irrefutable.


El conflicto terminó oficialmente el 1º de mayo de 2003, día en el que finalizaron los combates abiertos, dándose paso a un nuevo período, que los Estados Unidos y sus aliados denominaron “de ocupación y reconstrucción”, tarea para la cual se creó la Oficina para la Reconstrucción y la Asistencia Humanitaria, encabezada, primero, por un administrador militar, y posteriormente, por uno civil. Asimismo, se estableció un gobierno civil, con un poder muy limitado.



Sin embargo, en los hechos, la guerra continúa de manera mucho más virulenta y la reconstrucción es virtualmente inexistente. En la actualidad tiene lugar un doble conflicto: uno interno, entre diversos pueblos y facciones religiosas, y otro contra el ocupante.



De igual forma, no ha sido posible implementar la tan consabida democracia al estilo occidental: los iraquíes aún no pueden ejercer la soberanía popular ni elegir libremente a sus representantes.



Tampoco se respetan los derechos humanos: el asesinato, la tortura, el secuestro, la negación del debido proceso -como ocurrió con el propio Saddam Hussein- son parte de la vida diaria en Iraq.



Las mujeres -que antes gozaban de una libertad sin precedente en los países árabes- hoy no pueden salir a las calles sin la compañía de un hombre, ni trabajar, debido a la influencia de grupos integristas.



Las frías estadísticas demuestran que, a 4 años de iniciada la supuesta liberación de Iraq, 650 mil iraquíes han fallecido; alrededor de 2 millones de personas han debido exiliarse o viven como refugiadas, y más de 3 mil 500 soldados de la coalición, mayoritariamente estadounidenses, han muerto. Es decir, este conflicto sólo ha traído muerte y dolor. De hecho, en la guerra de Iraq han muerto más soldados estadounidenses que el total de víctimas provocadas por la caída de las Torres Gemelas.



Sin embargo, señor Presidente, lo más grave es que no se vislumbra una salida real a esa situación, menos aún si ella se basa en la continuación de la ocupación militar por parte de Estados Unidos.



En efecto, recientes encuestas realizadas por importantes y respetables medios de comunicación mundiales, dadas a conocer ayer, señalan que el 78 por ciento de los iraquíes se opone a la presencia de las fuerzas aliadas y sólo un 13 por ciento tiene confianza en ellas. Además, el 51 por ciento afirma que es aceptable la violencia de las milicias contra las fuerzas estadounidenses y otras que ocupan su territorio.



Señor Presidente, ante esa situación, que afecta diariamente a millones de hombres, mujeres y niños de Iraq, nuestro Gobierno no puede permanecer impasible. Debe alzar la voz, con fuerza y decisión, tal como lo hizo cuando en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y en otras instancias internacionales nos opusimos a una intervención. Es cierto que no fuimos escuchados y que finalmente Estados Unidos fue a la guerra en forma unilateral. Pero es justamente nuestra postura anterior la que nos da autoridad moral para exigir el fin de la ocupación en Iraq y la construcción de un nuevo camino, liderado por las Naciones Unidas, que lleve la paz a su sufrido pueblo.



Ése es el gran desafío que tenemos los países que realmente creemos en la democracia y que no aceptaremos nunca la relativización, por motivos políticos o de otra índole, de los derechos humanos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a diversas materias.

IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS PARA INCORPORACIÓN DE DISCAPACITADOS AL MUNDO LABORAL. OFICIOS



Señor Presidente, al igual que muchos parlamentarios, a diario recibo decenas de e-mails. En esta ocasión, creo oportuno y necesario dar a conocer uno de María Catalina Drago, ingresado el 25 de enero de este año, en el que expresa lo que a continuación se indica.



“A través de la presente, Yo María Catalina, tengo 35 años de edad, me dirijo a Ud. para exponer lo siguiente:



“Debido a mi discapacidad física, paraplejia, he agotado todas las instancias para encontrar un trabajo como Secretaria Ejecutiva Bilingüe en funciones administrativas y percibir un sueldo acercado a la realidad de subsistencia”. Puedo subir en “edificios con ascensor; me desplazo perfectamente dentro de ellos.



“He mandado muchos currículum vitae a supermercados conocidos, hospitales, institutos profesionales, FONADIS, y nunca hubo respuesta favorable.



“Me gustaría saber a qué persona me podría acercar que esté interesada en contratar a una mujer chilena, soltera, parapléjica, en Concepción.



“En el currículum vitae que incluyo, podrán encontrar todo lo referente a mis datos personales y antecedentes.



“Se despide atentamente de usted,



“M. Catalina.”.



Señor Presidente, tengo en mi poder otro correo electrónico, de Ricardo Fernández, que expresa: 



“Es raro estar en esta situación, ya que hace unos 5 años yo era una persona físicamente igual a todas, con capacidades muy notorias de los recuerdos que aún tengo de aquellos donde usted aparece cuando éramos niños y jugábamos en las calles de mi querida población Las Granjas de la comuna de Hualqui, y jugábamos fútbol con tarros o lo que fuera. Pasaba usted y al día siguiente nos traía balones de fútbol”. Y cuando veo a mi club de población y compruebo que no puedo jugar como ellos, la verdad es que me quedo mejor con mis recuerdos.



“El año 2001 sufrí un derrame cerebral que redujo casi todas mis expectativas de vida a cero. Luego de mucha lucha por sobrevivir y recuperar la mayor parte de mí, lo logré y por eso me siento feliz.



“Pero en estos momentos me siento defraudado de este país y mi comuna que tanto amo, porque a raíz de mi derrame cerebral quedé con una discapacidad física y esa discapacidad me ha hecho casi imposible salir adelante e igual me las he ingeniado y con la ayuda de mi familia se me ha facilitado un poco la tarea.



“Este año 2007 me he matriculado en un instituto profesional, ya que confío en mis capacidades, pero he tenido varios problemas para seguir adelante”, sobre todo por mi discapacidad y mi situación económica. Como “quiero independizarme, no depender toda la vida de otras personas, le pido encarecidamente a usted si me puede ayudar a buscar un trabajo y poder realizar la mayoría de mis sueños, ya que poseo muchas ganas de trabajar. Me atreví a escribirle porque conozco el tipo de persona que es usted. Me gustaría que moviera sus influencias” a ver si en la comuna de Hualqui o en Concepción alguien me pudiera ayudar.



“He recurrido a tantas personas que sólo me dan calmantes que ya no sé que hacer.”.



“Ricardo Fernández Hormazábal.”.



Señor Presidente, conozco tanto a María Catalina como a Ricardo Fernández. Y, respecto de su situación, debo manifestar que tenemos un grave problema.





Es indudable que las empresas reciben gente con discapacidad. Y se les otorgan incentivos, a través del SENCE, para capacitarla. Sin embargo, es necesario hacer nuevos esfuerzos. Hoy día, son cientos los hombres y mujeres discapacitados que en algún momento fueron sanos,  vivían alegremente, pero luego quedaron con impedimentos físicos que no les permiten insertarse en el medio laboral. De modo que debemos apelar a las empresas para que les brinden la oportunidad de trabajar. 



En la Cámara de Diputados, por ejemplo, una de las personas que responde los llamados telefónicos es no vidente. Y lo hace con extraordinaria eficiencia. 



Ambas ramas del Congreso han dado señales en cuanto a ese tipo de integración, pero es preciso que las empresas -pequeñas, medianas y grandes- también lo hagan.



Por eso, solicito oficiar al Ministerio del Trabajo y a la Sociedad de Fomento Fabril para que nos informen acerca del esfuerzo que efectúan por una parte, el sector privado, en general, y por otra, el Estado, a fin de proporcionar ocupación a personas con discapacidad.



Es posible que Ricardo Fernández y María Catalina tengan que aprender otra profesión porque en el ámbito del secretariado bilingüe de inglés o en el de la carrera que estudia Ricardo no exista campo laboral. Pero está claro que en ese aspecto se registra una debilidad.





Se está elaborando un proyecto de ley para crear un Servicio Nacional para la Discapacidad y cambiar el FONADIS. Tal vez ahí exista una gran oportunidad para los discapacitados. Mientras tanto, estimo que si el Estado concede a las empresas recursos para capacitación y subsidios, hay un compromiso que debe cumplirse.



Pido que en los oficios aludidos se consulte también cuáles son las políticas públicas que se están implementando para generar mejores condiciones y fuentes de trabajo para los discapacitados.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PARO DE TRABAJADORES FORESTALES EN DEMANDA

 DE MEJORES TRATOS Y CONDICIONES LABORALES. OFICIO 



Señor Presidente, todos los trabajadores forestales de la provincia de Arauco -más de 3 mil- paralizaron sus actividades y se reunieron en las afueras de Celulosa Arauco, en demanda de mejores tratos de los subcontratistas y de las condiciones laborales.



La tarea de mediación de la SEREMI del Trabajo de la Octava Región, señora Paula Urzúa, fue extraordinaria y ayudó a resolver un conflicto que pudo haber derivado en una grave situación. Sin embargo, los problemas subsisten. Hay reclamos permanentes al respecto.



Los trabajadores expresan: “No tenemos vacaciones, trabajamos los domingos, 12 hrs. y más, se persigue a los sindicalizados, no se nos devuelven los séptimos días trabajados; no tenemos voz. Para los accidentes no se paran los procesos y se sigue trabajando siempre y la única acción es evitar ser sancionado.



“La nueva ley de subcontratación no cambió nada y los trabajadores tercerizados están aún peor que los de planta.”.



La verdad es que se requiere mayor fiscalización.



Solicito remitir oficio al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de que informe de cuántos fiscalizadores dispone en la Dirección del Trabajo de la Región del Biobío, en general, y en las provincias de Concepción y Arauco, en particular; qué controles se realizan en las industrias forestales, incluyendo Celulosa Arauco. Ello, con el propósito de saber si las empresas, no sólo del rubro de la celulosa, sino también del transporte de la materia prima y de su cosecha; es decir, en la explotación forestal, respetan las leyes laborales. 



Pido, pues, que se nos proporcionen antecedentes respecto de esa fiscalización.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

COSTO PARA EL ESTADO DE LICENCIAS DE SOFTWARE. OFICIO



Señor Presidente, con motivo de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos para 2007, se suscribió un Protocolo de Acuerdo  -el Senador señor Ominami lo debe de saber muy bien, porque presidía la Comisión de Hacienda-, en el que se puso por escrito un conjunto de compromisos de la autoridad, particularmente del Ministro señor Andrés Velasco, respecto de diversas indicaciones que los parlamentarios accedimos a retirar. Entre ellas figuraba la consistente en iniciar una investigación para reducir los costos en que incurre el Estado por el pago de licencias de software, en especial a Microsoft. Y en esa oportunidad se comprometió un estudio que iba a brindar la posibilidad de saber a cuánto asciende el gasto fiscal en esa materia, a través de una evaluación general en cada Ministerio. 



Según el cálculo preliminar de que disponemos, durante el año en curso el Estado deberá cancelar más de 7 mil 200 millones de pesos por concepto de licencias sólo en cinco Ministerios. Es decir, una cantidad superior a la que resultaría si sumáramos el presupuesto de 200 municipalidades del país. ¡Más de 7 mil millones de pesos! 



Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministerio de Hacienda, a los efectos de que nos informe respecto del modo como se va a licitar la elaboración del estudio mencionado; en qué momento se iniciará y, en especial, cuándo estará a disposición de la Comisión de Hacienda y de los parlamentarios que lo solicitamos.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de Su Señoría, conforme al Reglamento.

MENSAJES DE ADVERTENCIA EN BEBIDAS

ALCOHÓLICAS. OFICIOS



Por último, señor Presidente, diversos Senadores presentamos un proyecto de ley que busca etiquetar con mensajes de advertencia las bebidas alcohólicas. En los años 2004, 2005 y 2006, mil 98 personas (conductores, pasajeros y peatones) murieron en Chile producto de la ingesta de alcohol.

Se ha suscitado un gran debate respecto de si esa iniciativa va a dañar a la industria vitivinícola nacional y a los exportadores de licores. Pero lo concreto es que la situación es dramática: la principal causa de muerte en los jóvenes de 18 a 23 años son los accidentes automovilísticos, y más de 43 por ciento de ellos están ligados directamente a ingesta alcohólica moderada. 



Por eso, el consumo de alcohol se ha transformado en un problema grave, sobre todo en relación con los accidentes de tránsito.



En consecuencia, señor Presidente, solicito oficiar  a Carabineros de Chile, y particularmente a la Sección de Investigación de Accidentes en el Tránsito, para que nos proporcione la estadística, pormenorizada por Región, de los accidentes que han tenido lugar durante 2007 y, en lo posible, con una visión etaria. 



Queremos tener la posibilidad de demostrar que el alcohol está jugando un papel extraordinariamente serio en las muertes de jóvenes. 



Un millón 250 mil chilenos beben por lo menos una vez a la semana; 135 mil, a diario (son bebedores problema), y más de 2 millones y medio, una vez al mes. Todos son considerados por la Organización Mundial de la Salud con problemas de alcohol. Esto puede parecer exagerado, pero ésas son las cifras y las definiciones que entrega dicho organismo.



Pido que se envíe oficio también al Ministerio de Salud, solicitándole que nos remita las estadísticas de que dispone y, en especial, los programas de prevención y combate del alcoholismo. 



Deseamos saber qué está haciendo el Estado a nivel de los Servicios de Salud, a través de proyectos nacionales y regionales, para luchar contra ese flagelo; cuánto se invierte en ello y qué tipo de acciones se están emprendiendo para atacarlo, pues en los programas del CONACE  muchas veces no se señala como un elemento importante a la hora de definir la realidad de la adicción en Chile, pero cada día representa más un severo problema de salud pública.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el turno del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

DEFENSA GRATUITA EN JUICIOS LABORALES POR CORPORACIONES DE ASISTENCIA JUDICIAL. OFICIO

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, gracias a su iniciativa, en el día de hoy tuvimos la oportunidad de compartir con los Ministros de la Corte Suprema y conocer, así, las diferentes preocupaciones en común que asisten a ambos Poderes del Estado. Una de ellas es la apropiada implementación de los tribunales laborales, cuya entrada en vigencia fue postergada por el Congreso.



Todos conocemos los avances que ha experimentado el sistema de administración de justicia y sabemos muy bien, además, que los tribunales laborales han sido largamente esperados, porque harán posible tener juicios públicos, orales, transparentes, que entreguen con adecuada celeridad las respuestas que se requieren.



Ésa es nuestra gran preocupación. Y resulta indispensable, antes de que entren en vigencia dichos tribunales, que exista asistencia jurídica para los trabajadores, a fin de que este sistema pueda funcionar en debida forma. Me inquieta que eso aún no se haya traducido en una iniciativa legal.



En agosto del año pasado presenté un proyecto de ley que adecua las Corporaciones de Asistencia Judicial, para prestar servicios de defensa gratuita en el juicio laboral. 



La propuesta planteada recoge elementos del modelo de la Defensoría Penal Pública -participación de privados, asignación de recursos a través de procesos de licitación competitivos- y, al mismo tiempo, mantiene la unidad e integración del sistema de asistencia jurídica. Por otra parte, aprovecha la infraestructura que existe en esas Corporaciones a lo largo de todo el país.



Asimismo, el proyecto propone iniciar el proceso de reingeniería de las Corporaciones de Asistencia Judicial, a fin de avanzar en la profesionalización del sistema.



También establece que la defensa de los trabajadores ha de hacerse por abogados, no por egresados de Derecho. Éstos pueden acompañar al profesional en su labor, de modo que en el futuro seguramente vamos a tener muchos abogados especialistas en temas laborales.



La moción permite recoger la experiencia acumulada, mantener la regionalización del Servicio e introducir los cambios pertinentes en la asistencia jurídica gratuita.



Por otro lado, se crea un Consejo de Licitaciones para Servicios de Defensa Laboral Gratuita, destinado a dar garantía de transparencia y objetividad al proceso de licitaciones, el que tendrá características y funciones similares a aquellas con que cuenta actualmente el de la Defensoría Penal Pública.



Se consigna también la creación, funcionamiento y regulación de un plan de contingencia para el primer año, que permite a las Corporaciones de Asistencia Judicial prestar directamente el servicio de defensa gratuita en los juicios del trabajo y coordinar el primer proceso de licitaciones de causas laborales.



Señor Presidente, como dicha moción aborda materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, fue declarada inadmisible por Su Señoría. 



Por tal razón, solicito que se oficie a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia con el fin de que el Ejecutivo otorgue el necesario patrocinio a ese proyecto y le ponga urgencia a su tramitación, permitiendo, de esa forma, una adecuada defensoría laboral antes de la entrada en vigencia del nuevo procedimiento. 



Estamos a 20 de marzo. El nuevo proceso laboral se inicia el 1º de junio. Faltan pocas semanas y urge la existencia de una defensa para los trabajadores. Ésa fue una de las razones por las cuales aquél se postergó.



Por ello, señor Presidente, existiendo una iniciativa que hemos estudiado con mucha profundidad, insisto en que se pida al Gobierno que la patrocine, de manera que pueda discutirse prontamente en el Congreso.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Según me informa la Secretaría, el oficio correspondiente se mandó al Ejecutivo la semana pasada, señora Senadora. 

La señora ALVEAR.- Gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el turno del Comité Mixto, tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

INSTALACIÓN DE PISCICULTURA EN HUINCACARA, COMUNA DE VILLARRICA. OFICIO

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, a raíz de reiteradas denuncias de familias que viven cerca del sector de Huincacara Sur, en la comuna de Villarrica, me he informado de la puesta en marcha de una futura piscicultura en el lugar. El problema radica en que otras pisciculturas que se encuentran en los sectores cordilleranos de la Novena Región en forma sistemática han venido perjudicando el medio ambiente al generar contaminación acuícola, lo que repercute tanto en los ríos como en las napas subterráneas.



En consecuencia, a partir de ese hecho -e independientemente de que con posterioridad voy a solicitar el envío de otro oficio para que se hagan las investigaciones correspondientes por organismos como COREMA o CONAMA-, pido que se oficie  a la Directora de la Comisión Nacional del Medio Ambiente a los efectos de que informe qué estudio o declaración de impacto ambiental se hizo respecto de dicha piscicultura autorizada, con el fin de tener claro cuáles son las responsabilidades de los sectores públicos y, fundamentalmente, saber si se cumplen las disposiciones legales para evitar la contaminación de las aguas, que en el caso de la Región de La Araucanía es en extremo grave.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:16.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS Y LA ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA ENTRE ESTADOS PARTE DEL MERCOSUR, LAS REPÚBLICAS DE BOLIVIA Y CHILE

(4173-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo sobre el Beneficio de Litigar sin Gastos y la Asistencia Jurídica Gratuita entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile". suscrito en Florianópolis, República Federativa del Brasil, el 15 de diciembre de 2000.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UNA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL PARA NIÑOS Y NIÑAS SOCIO-ECONÓMICAMENTE VULNERABLES

(4030-04)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

.


Se deja constancia que, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la Comisión discutió el proyecto en general.


A las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador Juan Pablo Letelier y el Honorable Diputado, señor Carlos Montes.


En representación del Ejecutivo, concurrieron, del Ministerio de Educación: La Ministra, señora Yasna Provoste; la Subsecretaria, señora Pilar Romaguera; el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo González; la asesora jurídica, señora Misleya Vergara; los asesores de la Subsecretaría, señores Rafael Carrasco y Rodrigo Díaz; el Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación, señor Pedro Montt, y la Jefa de la Educación General, señora Mónica Luna.


Del Ministerio de Planificación y Desarrollo: la Ministra, señor Clarisa Hardy; la Jefa del Comité de asesores, señora Patricia Roa; la Jefa de Comunicaciones, señora Karin Sánchez, y la asesora jurídica, señora Andrea Soto.


De la Junta Nacional de Auxilio y Becas (JUNAEB): la Directora Nacional Subrogante, señora Amalia Cornejo.


Del Ministerio de Hacienda, asistió el Jefe del Sector Educación, Dirección de Presupuestos, don José Espinoza y la asesora de la Subsecretaría de Hacienda, señora Tania Hernández.


Del Colegio de Profesores de Chile A.G.: el Presidente, señor Jorge Pavez y su Asesora, señora Jenny Assael.


De la Asociación Chilena de Municipalidades: el Presidente de la Comisión de Educación, el señor Pablo Zalaquett; y el Secretario Técnico de la Comisión de Educación, señor Raciel Medina.


De la Universidad Alberto Hurtado, el Director del Departamento de Educación, señor Juan Eduardo García Huidobro.


De la Corporación Nacional de Colegios Particulares (CONACEP), su Presidente, señor Rodrigo Bosh; su Vicepresidente, señor Alejandro Hasbún, y su Secretario General, señor Leonardo Giavio. 


De la Universidad de Chile: los Investigadores del Departamento de Economía , señora Claudia Peirano y señor Osvaldo Larrañaga, y el Investigador del Departamento de Ingeniería Industrial, señor Pablo González.


De la red de Colegios de la Sociedad de Instrucción Primaria (SIP), su Presidenta, señora Patricia Matte y la Gerente General, señora Andrea Fuchslocher.


Del Instituto Libertad y Desarrollo, la señora Paula Pinedo.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

En lo fundamental, establecer una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables, a los que se denomina “prioritarios”, de los establecimientos educacionales subvencionados, que se encuentren cursando 1° o 2° nivel de transición de la educación parvularia y desde 1° a 4° año de educación general básica. 


Se entiende por alumnos “prioritarios”, aquellos para quienes la situación económica de sus hogares dificulta sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo, y cuya calidad será determinada por el Ministerio de Educación, o el organismo que éste determine, mediante un instrumento de caracterización socioeconómica del hogar definido por el Ministerio de Planificación.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Se hace presente que los artículos 27, inciso segundo; 36, Nº 5, letra c); 37, Nº 2, inciso final, y artículo 37 N° 3, letra c), son normas de rango orgánico constitucional, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, porque estos artículos establecen la posibilidad de aplicar como sanción a los establecimientos educacionales la revocación del reconocimiento oficial, materia que tiene directa relación con lo preceptuado en el párrafo quinto del artículo 19, N° 11, de la Constitución Política de la República, el cual encarga a una ley orgánica constitucional establecer los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel y porque incorporan al artículo 72 del Estatuto Docente una nueva atribución a los concejos municipales, que en virtud del artículo 119 de la Carta Fundamental es materia propia de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

- - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y de libertad de enseñanza;


b) El decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales y otros cuerpos legales;


c) El decreto con fuerza de ley N°1, de 1997, del Ministerio de Educación que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 sobre el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican;


d) La ley N° 19.410, que modifica a la ley N° 19.070, sobre Estatuto de Profesionales de la Educación y el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otorga beneficios que indica, y


e) La Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, Nº 18.962, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO



Con fecha 28 de octubre de 2005 ingresó a la Honorable Cámara de Diputados el Mensaje N° 362-353 de S. E. el Presidente de la República, el cual señala que un eje central del Ejecutivo ha sido dar sentido social al crecimiento, para que éste se transforme efectivamente en mayor bienestar para todos los chilenos, a fin de reducir la pobreza y la desigualdad. 


Comenta, enseguida, que el progreso personal y familiar está indisolublemente ligado a otorgar mayores oportunidades en la educación. Agrega que esta iniciativa de ley busca otorgar nuevas oportunidades educativas para los niños que provienen de familias más vulnerables. 


Luego, informa que este proyecto de ley plantea crear una nueva subvención, dirigida a mejorar la calidad de la educación, destinando mayores recursos para compensar la desigualdad social. Argumenta que se concentrará el esfuerzo inicial en los alumnos de prekinder a cuarto año básico para, de este modo, igualar las oportunidades de aprender de los alumnos y alumnas para quienes la situación económica y social de sus hogares genera una desventaja.


Asimismo, expresa que esta subvención escolar preferencial se entregará a las escuelas en la medida que se comprometan a asegurar resultados educativos objetivos, basados en estándares nacionales de aprendizaje, premiándose a las escuelas que desarrollen adecuadamente los talentos de sus alumnas y alumnos.

A continuación, señala que gozarán de esta subvención escolar preferencial los sostenedores de los establecimientos educacionales subvencionados que suscriban y cumplan con un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con el Ministerio de Educación, en el que asumirán compromisos en materia de no discriminación e igualdad de oportunidades, y se comprometerán a lograr resultados educativos de calidad, sostenibles en el tiempo. 


Al mismo tiempo, observa que la actual subvención por sí sola no funciona para mejorar calidad y que los programas de mejoramiento implementados no poseen la suficiente fuerza para producir el cambio requerido en el sistema educacional.



El presente proyecto de ley, continúa, está destinado a beneficiar a los alumnos socio-económicamente vulnerables, a los cuales se les denomina como alumnos prioritarios, de los establecimientos educacionales subvencionados que se encuentren cursando 1° o 2° nivel de transición de la educación parvularia y 1° a 4° año de educación general básica. 


Agrega que la calidad de alumno prioritario será determinada por el Ministerio de Educación mediante un instrumento que definirá el Ministerio de Planificación (MIDEPLAN), considerando entre otros criterios el nivel de escolaridad de la madre o, en su defecto, el del padre o apoderado y la condición urbana o rural de su hogar. Prosigue, indicando que las niñas y niños hacia los cuales se quieren focalizar estos recursos públicos necesitan que los servicios educacionales que reciben mejoren significativamente, a fin de hacer efectiva la igualdad de oportunidades.

Enseguida, sostiene que este proyecto de ley consagra que todos los sostenedores de los establecimientos educacionales municipales y particulares subvencionados podrán postular libremente a este nuevo sistema de subvención, para que sus alumnos calificados como prioritarios, se beneficien con esta nueva subvención. Precisa que la permanencia en este sistema tiene un límite mínimo de seis años, al final de los cuales los sostenedores tendrán la libertad de renovar o de finiquitar su convenio.

La Subvención Escolar Preferencial introduce un cambio decisivo en la relación entre el Estado y las escuelas, ya que no sólo se beneficiará a los que más lo necesitan, sino que también se asegurará que los recursos públicos sean aplicados con efectividad al aprendizaje, condicionándolos a resultados educativos objetivos, basados en estándares nacionales de aprendizaje, y premiando a las escuelas que desarrollen adecuadamente los talentos de sus alumnos.


Para incorporarse al nuevo régimen de subvención preferencial los sostenedores de los establecimientos educacionales deberán suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por un plazo mínimo de seis años. Acota que este convenio deberá contener un conjunto de cláusulas esenciales que consagren las siguiente prerrogativas: la eximición de todo cobro a los alumnos prioritarios; la eliminación de los procesos de selección, sin afectar la libertad de gestión de los establecimientos con proyecto educativo propio; la retención de los alumnos prioritarios; la obligación de mejorar los resultados académicos de estos alumnos, y el compromiso de mantener informados a sus padres y apoderados.

Asimismo, informa que durante el primer año de entrada en vigencia de esta nueva subvención los establecimientos educacionales serán clasificados en las categorías de autónomos o de emergentes. Acto seguido, explica que serán calificados como establecimientos educacionales autónomos, aquellos cuyos alumnos hayan obtenido buenos resultados educativos en las pruebas SIMCE, de acuerdo a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos. Los demás, continúa, serán clasificados como establecimientos educacionales emergentes y quedarán sujetos a la obligación de elaborar y aplicar una estrategia de mejoramiento educativo. 


Esta clasificación servirá para determinar el monto de subvención que efectivamente recibirá cada establecimiento educacional por cada alumno prioritario que atienda. Precisa que para los establecimientos educacionales autónomos el valor de esta subvención ascenderá a 1,4 Unidad de Subvención Educacional (USE) y para los establecimientos educacionales 0,7 USE.


Luego, expone que las escuelas emergentes tendrán que definir e implementar una estrategia de intervención orientada a alcanzar los resultados que las habiliten para optar al tramo más alto de esta subvención en un plazo de 4 años. Acota que para la realización de su estrategia de mejoramiento, deberán adoptar todas las medidas que sean necesarias para lograr los estándares nacionales de aprendizaje, para lo cual deberán coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales para detectar, derivar y tratar los problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios. Además, indica que deberán implementar actividades docentes complementarias a los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos prioritarios, para mejorar su rendimiento escolar. Agrega que las escuelas emergentes con más de un 15% de alumnos calificados como prioritarios, recibirán recursos adicionales para desarrollar su estrategia de mejoramiento educativo.


A su vez, sostiene que los establecimientos educacionales emergentes que en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y de Excelencia Educativa, no cuenten con una Estrategia de Mejoramiento Educativo aprobada o aquéllos que teniéndola no la apliquen, serán declarados por el Ministerio de Educación como establecimientos educacionales en recuperación. Arguye que en la misma categoría serán clasificados aquellos establecimientos educacionales autónomos o emergentes que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos en las pruebas nacionales de medición de la calidad, de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para los establecimientos educacionales emergentes. Con ello, continúa, dejarán de recibir la subvención escolar preferencial, percibiendo en su reemplazo un aporte económico extraordinario de carácter transitorio, y deberán comenzar un proceso regulado de reestructuración que durará tres años, conforme al plan que acuerde un equipo tripartito conformado por: un representante del Ministerio de Educación; el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una entidad externa con capacidad técnica sobre la materia. 

Acota que si en el plazo de tres años, dicho establecimiento mejora sus rendimientos conforme a lo exigido, será calificado como emergente o autónomo, según corresponda; pero si no logra este objetivo, quedará fuera del sistema y dejará de percibir esta subvención, pudiendo el Ministerio de Educación revocar el reconocimiento oficial de dicho establecimiento. 


Enseguida, señala que este proyecto de ley faculta al Ministerio de Educación para ejercer un proceso permanente de seguimiento y de evaluación a todos los establecimientos del sistema educacional, junto con una supervisión técnica pedagógica para la ejecución de las Estrategias de Mejoramiento Educativo y de los Planes de Reestructuración para los establecimientos calificados como emergentes o en recuperación. Agrega que dicho proceso se realizará en forma directa por el Ministerio de Educación o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función. 


El logro de resultados, prosigue, se evaluará considerando el rendimiento educativo, la no discriminación y la retención de estos alumnos por el establecimiento educacional respectivo. Aclara que la verificación de estos logros será realizada a través del uso de los resultados obtenidos en el Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE). Al menos cada cinco años, continúa, el Ministerio de Educación actualizará los estándares nacionales de resultados, los que serán usados para comprobar los avances de calidad de los establecimientos educacionales.


Luego, informa que este proyecto de ley con el objeto de permitir la clasificación de aquellos establecimientos cuya matrícula de 4° básico sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, el Ministerio de Educación adecuará el mecanismo de evaluación para las características de estos establecimientos. En estos casos, señala que el Convenio de Igualdad de Oportunidades y de Excelencia Educativa deberá incluir, en aquellos casos en que sea posible, su funcionamiento como un conjunto sistémico y articulado, o en red con otros establecimientos de características similares. Aclara que mientras no se efectúe tal medición, todos los establecimientos en esa condición serán considerados como “emergentes”.


Por otra parte, indica que esta iniciativa de ley entrega un conjunto de facultades y responsabilidades al Ministerio de Educación, con el objeto de que pueda administrar y coordinar adecuadamente este sistema de subvención preferencial.

Enseguida, expone que el presente proyecto de ley consagra un conjunto de faltas y sanciones por el incumplimiento del Convenio de Igualdad y de Excelencia Educativa y del Plan de Reestructuración, en el caso de los establecimientos sujetos al sistema que se encuentren en la categoría en recuperación.


Asimismo, comenta que, con el fin de mantener una información permanente y actualizada, el Ministerio de Educación deberá implementar una base de datos actualizada por comuna de los establecimientos educacionales que reciban esta subvención estatal. Adicionalmente, informa que esta base de datos registrará los montos y tipos de aportes destinados a cada establecimiento, con los resultados obtenidos por sus alumnos en las mediciones de la calidad de la educación y las evaluaciones asociadas a la subvención especial establecida en esta ley. Precisa que el reglamento de esta ley establecerá la forma en que deberá llevarse esta base de datos.

También, refiere que el Ministerio de Educación deberá elaborar una ficha por cada establecimiento educacional del país que reciba esta subvención escolar, debiendo informar a las familias sobre el contenido de esta ficha. 


El proyecto, continúa, consagra un sistema de calificación para todos los establecimientos educacionales subvencionados que participen o no en el sistema de subvención preferencial. Agrega que las escuelas subvencionadas que sean calificadas como establecimientos en recuperación, se denominarán escuelas con “Necesidad de Medidas Especiales”. 


Enseguida, informa que este proyecto de ley establece una subvención universal para el primer nivel de transición de la Educación Parvularia (pre-kinder) a partir del año escolar 2007 y que en el articulado transitorio se establecen las normas para el inicio del funcionamiento de este nuevo sistema, a contar del primer mes del año escolar 2007. 


El proyecto se compone de dos títulos. 

En el primero se crea y regula un nuevo régimen de subvención escolar para la atención de niños socio-económicamente vulnerables, denominada subvención preferencial. El segundo introduce modificaciones a la actual Ley de Subvenciones Estatales para Establecimientos Educacionales, decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación. 


Mediante el Titulo Primero se crea y regula una subvención destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los alumnos prioritarios que estén cursando entre 1º nivel de transición y 4º año de enseñanza general básica, para lo cual define como alumnos prioritarios a aquellos niños y niñas para quienes la situación económica de sus hogares dificulta sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo, y cuya calidad será determinada por el Ministerio de Educación, o el organismo que éste determine, mediante un instrumento de caracterización socioeconómica del hogar definido por el Ministerio de Planificación.


Tendrán derecho a adscribirse a este régimen de subvención los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que atiendan niños prioritarios.


El proyecto fija el procedimiento de postulación, el sistema de clasificación a que estarán afectos los establecimientos que postulen y las categorías que les corresponda. Asimismo, regula el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que deberán suscribir para incorporarse a dicho régimen de subvención.


Por otra parte, el proyecto establece las atribuciones del Ministerio de Educación para la supervisión permanente del desempeño pedagógico y de control del cumplimiento de las obligaciones establecidas por la ley. Adicionalmente, señala  las infracciones y sanciones.


En materia de obligaciones y régimen jurídico aplicable a los establecimientos que se adscriban a esta subvención, el proyecto distingue según se trate de establecimientos clasificados como autónomos, emergentes y en recuperación, diferenciando el monto de la subvención preferencial que se otorga por cada alumno asistente, el aporte adicional o extraordinario, según el caso, que reciban los establecimientos en relación con las Estrategias de Mejoramiento Educativo o Planes de Reestructuración que deban abordar.


Concordante con lo anterior, se define el valor unitario mensual de subvención por alumno prioritario según la categoría de establecimiento educacional. 


En materia de administración de este régimen de subvención preferencial, el proyecto de ley entrega dicha responsabilidad al Ministerio de Educación 


También se crea un registro público de entidades técnico pedagógicas, las que prestarán apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución de las estrategias de mejoramiento educativo y los planes de reestructuración.


En el Titulo segundo se introducen diversas modificaciones al DFL Nº2 de 1998, del Ministerio de Educación, que contiene la Ley de Subvención del Estado a establecimientos educacionales. Estas son las siguientes.


En primer lugar, se incorpora al régimen de la subvención al primer nivel de transición de la Educación Parvularia.


En segundo lugar, se modifica el artículo 50 de la referida Ley de Subvenciones, agregando nuevas infracciones, tales como el incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65 de la Ley de Subvenciones que se agregan mediante esta ley.


En tercer lugar, se modifica el artículo 52 de la Ley de Subvenciones relativo a las sanciones, fijando limites a la sanción de multa, eliminando la sanción de suspensión del pago de la subvención, y estableciendo la medida precautoria de retención inmediata de la misma en los procesos que se instruyan por estas infracciones, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.


En cuarto lugar, se establece que el Ministerio de Educación mantendrá una base pública de datos con información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados, con el fin de que Consejos Escolares, padres y apoderados y la comunidad escolar puedan formarse una apreciación respecto del aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos. Asimismo, se contempla que esta información deberá ser entregada a la comunidad escolar mediante una ficha escolar que elaborará el Ministerio.


Por último, se dispone que el Ministerio de Educación deberá clasificar a los establecimientos subvencionados del país, en función de los estándares que se establezcan en virtud del artículo 8° de la Ley de Subvención Preferencial, debiendo incluir dentro de esta clasificación a la categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales para aquéllos que obtengan rendimientos deficientes en forma sistemática, los cuales deberán adoptar las medidas que se establecen en la Ley de Subvención Preferencial para los establecimientos en recuperación 


Finalmente, el proyecto de ley contempla diversas disposiciones transitorias que regulan la entrada en vigencia del régimen de subvención preferencial y, en especial, el mecanismo para determinar la clasificación de los establecimientos educacionales que manifiesten su intención de incorporarse a este régimen en tanto no se establezcan los estándares nacionales del articulo 8° del proyecto de ley.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


Al iniciarse la discusión del referido proyecto de ley, la señora Ministra de Educación señaló que éste representa un importante avance en el esfuerzo del país por aumentar la calidad y la equidad de nuestra educación. Señaló que esta iniciativa reconoce y aborda el sistema de financiamiento de nuestro sistema educativo y las condiciones de funcionamiento de las escuelas.

Comentó que el sistema actual entrega un monto parejo por alumno sin considerar la vulnerabilidad de los estudiantes, lo que pone en desventaja a los alumnos más vulnerables del país. Por otra parte, arguyó que el Estado entrega recursos y financia la educación de la gran mayoría de los alumnos del país sin exigir condiciones mínimas de calidad educativa, ni de funcionamiento a los establecimientos educacionales.

Bajo este contexto, sostuvo que este proyecto de ley busca resolver estos problemas, entregando recursos adicionales a aquellas escuelas que atiendan a los alumnos más vulnerables y suscribiendo compromisos de funcionamiento y de calidad educativa con los establecimientos educacionales financiados por esta subvención estatal.

Destacó que esta iniciativa plantea enormes desafíos para todos los agentes educativos, especialmente para el Ministerio de Educación, porque implica una mayor definición de sus funciones y de sus procesos vinculados al desarrollo de programas de mejoramiento educativo, a la focalización de la política educativa, a los modelos de supervisión, apoyo, evaluación y fiscalización, y a los sistemas de información y cuenta pública. Agregó que este proyecto de ley abre una oportunidad de colaboración entre los sostenedores, las escuelas, el Ministerio de Educación y otras instituciones para avanzar en conjunto hacia una mejor educación.

Luego, señaló que este proyecto de ley busca promover la igualdad de oportunidades de los alumnos y alumnas más vulnerables de nuestro país, entregando mayores recursos a las escuelas que atienden a estos niños y estableciendo compromisos de igualdad de oportunidades y de calidad educativa con los sostenedores, ya sean  Municipalidades o escuelas privadas subvencionadas. 

A continuación, expuso que se establecen las bases para entregar aportes estatales bajo condiciones de calidad y equidad educativa a las escuelas que aseguren y se comprometan a cumplir estas condiciones básicas. Expresó que se benefician a las escuelas que resguarden el buen uso de los recursos, que se preocupen por la calidad del aprendizaje, que no discriminen a los alumnos, que estén dispuestas a rendir cuentas por los recursos recibidos y que resguarden el funcionamiento de las instancias que establece la ley.

Precisó, enseguida que los esfuerzos de este proyecto de ley apuntan a mejorar la calidad y equidad de la educación, fomentando el compromiso responsable y la colaboración entre las familias, las escuelas, los sostenedores, el Ministerio de Educación y otras instituciones del ámbito educacional.


Explicó que se pretende aplicar esta norma a los alumnos prioritarios de nuestro país. En una primera etapa, continuó, se favorecerá a las niñas y niños más vulnerables del sistema escolar subvencionado entre Pre-kinder a 4° año básico, ampliándose gradualmente este sistema a los alumnos que cursen 5° a 8° año básico. Precisó que en la primera etapa inicial se está ante un universo aproximado de 400 mil niños, para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulta sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo. Acotó que dichos alumnos serán identificados por la JUNAEB, mediante la utilización de criterios de vulnerabilidad, como la participación en el Programa de Chile Solidario, la calificación de sus familias según la ficha de protección social, sus ingresos familiares y el nivel de escolaridad de sus padres.

Se refirió, enseguida a la forma en que se promoverá la calidad y la equidad en la educación e indicó que se aumentarán los recursos para las escuelas que atiendan alumnos prioritarios,  que suscriban el Convenio de Igualdad de Oportunidades y de Excelencia Educativa. Informó que por cada uno de estos alumnos, entre pre-kinder a 4° año básico, se entregarán aportes adicionales equivalentes a más del 50% de los recursos entregados actualmente vía subvención, lo que representa un incremento de cerca de $18.000 por alumno prioritario. Agregó que este incremento será gradualmente menor para el caso del segundo ciclo básico, en que los aportes serán de $12.000 para los alumnos de 5° y 6° año básico, y de $6.000 para los alumnos de 7° y 8° año básico. Recalcó que la idea es entregar más recursos a los niños más necesitados durante sus primeros años de formación escolar.

Por otra, expuso que las escuelas que reciban esta subvención preferencial, no podrán seleccionar a sus alumnos en el ingreso al respectivo establecimiento educacional. Lo anterior, precisó sólo se aplicará a los alumnos entre pre-kinder a 4° año básico. En particular, enfatizó que las escuelas no podrán seleccionar a sus alumnos por su situación socioeconómica o el nivel de aprendizaje previo y, sólo en caso de sobre demanda, podrán utilizar un proceso de selección público y transparente en que las vacantes se asignarán por sorteo o prioridad familiar. 

Precisó, enseguida, que este sistema diferenciará a las escuelas según sus necesidades educativas e indicadores de calidad. La diferenciación, prosiguió, tiene por objeto facilitar las políticas focalizadas y reconocer y motivar un mejoramiento de los niveles de calidad de las escuelas. Esta diferenciación, continuó, afectará el nivel de autonomía de las escuelas en el uso de los recursos, en el nivel de apoyo entregado, en el grado de supervisión y en el nivel de los compromisos adquiridos.

Asimismo, destacó que se dispondrá de un sistema de información para toda la comunidad, especialmente para los padres y apoderados acerca del nivel de las escuelas en que se educan sus hijos. Para tales efectos, explicó que el Ministerio de Educación elaborará una ficha escolar que se entregará a cada establecimiento, para que éstos las distribuyan entre los padres y apoderados de sus alumnos y de sus posibles postulantes.

Luego, señaló que los sostenedores para recibir esta subvención preferencial deberán firmar un “Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa”, el cual se trata de un convenio voluntario, en el que los sostenedores se obligan: a no exigir cobro alguno a los alumnos prioritarios; a procurar la retención de los alumnos prioritarios con bajo rendimiento, y a aceptar a todos los alumnos entre pre-kinder y 4° año básico. Asimismo, mencionó que los sostenedores deberán presentar un Plan de Mejoramiento Educativo que contemple acciones desde pre-kinder hasta 8° año básico, en las que se deberán invertir estos recursos adicionales entregados por la subvención preferencial. Estas acciones, precisó, podrán considerar las áreas de: gestión curricular, liderazgo escolar, convivencia escolar y gestión de los recursos.

Por otra parte, se refirió al uso de los recursos y señaló que este convenio exigirá la rendición de cuentas por el uso de esta subvención preferencial, lo que implicará que los sostenedores deberán implementar un sistema de contabilidad de todos sus recursos. En el caso de los sostenedores municipales, precisó que deberán señalar en el convenio el aporte promedio que han realizado a las escuelas e indicar el aporte mínimo que entregarán anualmente a cada una de las escuelas que reciban la subvención preferencial.

A nivel de condiciones técnico-pedagógicas, indicó que se deberá acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento y asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas. Además, precisó que se deberá contar en su malla curricular con actividades artísticas,  culturales y deportivas para la formación integral de los alumnos.

A fin de involucrar a la comunidad escolar en este proceso, sostuvo que se deberá acreditar el funcionamiento efectivo de las instancias de participación escolar, como los Consejos Escolares, los Centros de Apoderados y los Consejos de Profesores. También, señaló que se deberá mantener informado a los padres y apoderados sobre la existencia de este convenio y de las metas fijadas en materia de rendimiento académico.

Para promover el aprendizaje de los alumnos, señaló que las escuelas deberán generar un Plan de Mejoramiento Educativo de aplicación anual revisado por el Ministerio de Educación, que deberá incluir dimensiones de apoyo generales para todos los alumnos y dimensiones de apoyo específicas para los alumnos prioritarios. Enseguida, indicó que estos planes podrán abarcar las siguientes áreas: gestión del currículum, que incluye fortalecimiento del proyecto educativo, apoyo a los alumnos con necesidades especiales, mejoramiento del sistema de evaluación de los alumnos; liderazgo escolar y fortalecimiento del Consejo de Profesores; convivencia escolar, para mejorar el clima escolar, fortalecer el vínculo educativo y afectivo de los apoderados con los alumnos y la escuela, y gestión de recursos, para definir una política de perfeccionamiento docente, de evaluación de los docentes y de fortalecimiento de la infraestructura escolar.


Con el fin de asegurar una adecuada aplicación del Plan de Mejoramiento Educativo, prosiguió, el Ministerio de Educación entregará apoyo para elaborarlo y perfeccionarlo. Asimismo, sostuvo que entregará orientaciones para su ejecución y realizará un seguimiento y evaluación anual, por sí o a través de entidades externas acreditadas, tales como universidades u otros organismos no gubernamentales.


Para determinar el tipo de apoyo y de supervisión que requieren las escuelas, informó que se realizará una clasificación de los establecimientos educacionales, según sus necesidades educativas, diferenciándose tres grupos de escuelas: autónomas, emergentes y en recuperación. Precisó que para establecer sus necesidades educativas, se utilizará principalmente los resultados de aprendizaje, medidos por el SIMCE, en conjunto con otros indicadores complementarios de calidad, mencionando entre otros: a las tasas de retención y aprobación de alumnos; al nivel de integración de los profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento; a la iniciativa en la capacidad para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico; al mejoramiento de las condiciones de trabajo y al adecuado funcionamiento del establecimiento, y a la evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.

Agregó que para identificar a los establecimientos autónomos, se tomará en consideración a las condiciones de pobreza o adversidad de los alumnos que atiende cada establecimiento educacional. De esta manera, acotó que las escuelas autónomas serían aquellas que se destacan en su calidad educativa tomando en cuenta la vulnerabilidad de sus estudiantes.

En cuanto a la supervisión y apoyo que recibirán las distintas escuelas, señaló que cada escuela recibirá el monto total de los recursos asociados a la subvención preferencial y todas serán supervisadas conforme a las condiciones establecidas en el convenio.

Comentó, enseguida que las escuelas con mayores necesidades de apoyo, denominadas "en recuperación", recibirán adicionalmente una asesoría de instituciones externas, previo diagnóstico de sus principales necesidades. Al final de cada período, precisó que se evaluarán sus logros y la posibilidad de tomar medidas más estructurales.

Con respecto a las escuelas emergentes, señaló que éstas serán apoyadas por el Ministerio de Educación, a través de diversas opciones que cada escuela deberá escoger en función de sus propias necesidades y contextos. Finalmente, en relación a las escuelas autónomas, señaló que éstas serán las que presentan menores necesidades educativas y que se destacan por lograr sostenidamente los mayores niveles de calidad en consideración del contexto socioeconómico de sus alumnos.

Por otra parte, sostuvo que la información referida a la clasificación de las escuelas será entregada públicamente. Adicionalmente, señaló que el Ministerio de Educación velará por generar y poner a disposición información complementaria sobre la calidad educativa de los establecimientos educacionales del país, para apoyar la participación de todos los actores involucrados en el proceso educativo de nuestros niños y niñas. 

En el evento que un sostenedor no cumpla con las exigencias de la ley y del convenio, precisó que serán sancionados conforme lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Subvenciones, mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley. Estas sanciones, continuó, pueden consistir en multas; privación de la subvención, total o parcial, definitiva o temporal; revocación del reconocimiento oficial, o inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados. Si no se cumple con los estándares de clasificación de los establecimientos educacionales, explicó que las escuelas deberán bajar de categoría, según corresponda. Por el contrario, si una escuela alcanza los estándares de la categoría siguiente, podrá subir de categoría. Acotó que en el caso de las escuelas en recuperación, el Ministerio de Educación podrá revocar el reconocimiento de las escuelas que no logren los objetivos establecidos en el Plan de Mejoramiento.
En el caso en que una escuela emergente no entregue o no se le apruebe su Plan de Mejoramiento durante el primer año, prosiguió, se le retendrá un tercio de los aportes asociados a esta subvención. Adicionalmente, explicó que el Ministerio de Educación podrá suspender el aporte que entrega para la elaboración del Plan de Mejoramiento a aquellos establecimientos emergentes que no cumplan con las acciones establecidas en dicho plan, a contar del segundo año de vigencia del respectivo convenio.

Luego, se refirió al presupuesto involucrado en este proyecto de ley y precisó que éste requerirá aproximadamente de $164.896 millones para financiar los aumentos de subvención requeridos, los que se desglosan de la siguiente manera:
a) Extensión de la subvención regular a los alumnos del primer nivel de transición parvularia (pre-kinder): $31.599 millones;

b) Recursos por alumnos prioritarios desde el primer nivel de transición parvularia al 4° año de educación general básica: $95.421 millones, y

c) Recursos por alumnos prioritarios desde 5° a 8° año de educación general básica: $37.876 millones.

Con respecto a las modificaciones que ha experimentado esta iniciativa de ley desde su versión original, señaló que en el proyecto original se asignaba la mitad de los recursos a las escuelas en recuperación y establecía que el monto para las escuelas emergentes podía ser inferior a $18.000 por alumno, si la evaluación del proyecto así lo aconsejaba. Precisó, enseguida, que durante el primer trámite constitucional se agregó que las escuelas recibirán el mismo monto por concepto de subvención preferencial, independientemente de la clasificación que tenga el respectivo establecimiento educacional. De este modo, acotó que la clasificación de las escuelas sólo afectará la autonomía en el uso de los recursos.

Asimismo, indicó que se ampliaron los beneficiarios de esta subvención preferencial, incorporándose gradualmente a los alumnos de 5° a 8° año básico. Explicó que a partir del segundo año de vigencia de esta norma, se incorporarán los alumnos de 5° básico, al año siguiente los alumnos de 6° básico, luego los de 7° básico y finalmente los de 8° año básico.

Luego, agregó que el texto actual de este proyecto de ley aumenta los compromisos y exigencias de los sostenedores. Destacó, entre otros, que todas las escuelas deberán: presentar un Plan de Mejoramiento Educativo; acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento; asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas; rendir cuenta anual de los recursos recibidos por la subvención preferencial; llevar contabilidad general de todos los recursos, y estimular el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, del Consejo de Profesores y del Centro General de Padres y Apoderados.

A continuación, señaló que la nueva versión de este proyecto de ley fortalece el sistema de clasificación de las escuelas, incluye otros indicadores de calidad en los artículos transitorios y crea un Panel de Expertos para la evaluación de la clasificación de los establecimientos en recuperación en caso de apelación.

Finalmente, sostuvo que las escuelas rurales tendrán una tratamiento especial, calificándose a las escuelas pequeñas en la categoría de escuelas emergentes. Agregó que este proyecto de ley reconoce que las escuelas uni, bi o tri docentes, multigrado o en condiciones de aislamiento, enfrentan condiciones distintas que requieren de una estrategia ministerial diversa. El Ministerio de Educación, continuó, orientará el Plan de Mejoramiento de estos establecimientos y brindará apoyo y supervisión especial de acuerdo con las necesidades que enfrenten. En caso de que sea posible, arguyó que estas escuelas deberán funcionar como un conjunto sistémico y articulado, o en red, con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica.


El Presidente de la Corporación Nacional de los Colegios Particulares (CONASEP), señor Rodrigo Bosch, explicó que esta organización fue fundada en el año 1977 y hoy representa a más de 800 establecimientos particulares subvencionados y particulares pagados a lo largo de todo el país. Agregó que educan a unos 380.000 alumnos y que entre el personal docente y no docente tienen contratadas a unas 15.000 personas. Asimismo, indicó que representan a los sostenedores particulares, de los cuales el 70% son profesores y el 30% restante son profesionales de diversas áreas.


Enseguida, señaló que los objetivos centrales de este proyecto de ley son ampliamente compartidos por los sostenedores de los colegios subvencionados y que valoran el que exista igualdad de oportunidades, financiando a alumnos de escasos recursos permitiendo así movilidad de éstos hacia mejores colegios. Reconoció que existe una necesidad real de otorgar mayores recursos para la atención de estudiantes provenientes de familias de escasos recursos, a fin de fomentar mejores resultados en el aprendizaje. Precisó que este aumento de recursos ha sido una solicitud frecuente por parte de los sostenedores, debido a los requerimientos específicos y mayores costos asociados al proceso de educar a alumnos con estas características. 


De la misma forma, arguyó que apoya el objetivo de fomentar un mejor desempeño de los establecimientos educacionales, de otorgarles mayor autonomía a aquellos que demuestren una buena gestión y de aumentar los recursos que aporta el Estado en esta materia.


Sin embargo, comentó que le preocupaba la duplicidad de fines implicados en el proyecto, ya que al mezclar el objetivo de igualar oportunidades con la rendición de cuentas del desempeño del establecimiento educacional se puede restar eficacia a la política pública. Agregó que el esquema que se propone, si bien otorga mayores recursos a los alumnos que requieren mayor atención, no lo hace en relación al nivel de necesidad que ellos enfrentan, sino que según el tipo de escuela a la que éstos asisten. A la vez, reparó que este sistema no permite suficiente movilidad a los alumnos entre los establecimientos educativos, ya que define una serie de requisitos específicos para los colegios, que en algunos casos podrían constituirse en desincentivos para los sostenedores para participar en este sistema.


Asimismo, señaló que el monto de los recursos adicionales es insuficiente para educar niños en condición de vulnerabilidad y consultó cómo se llegó a determinar que con la cifra de $18.000 adicionales de subvención, se puede generar más calidad y equidad.


Luego, observó que este proyecto de ley refleja una fuerte desconfianza en la gestión de todos los sostenedores, ya que establece intervenciones directas por parte del Ministerio de Educación en las distintas etapas del proceso educativo, como en la definición de las estrategias de mejoramiento y en la revisión del uso de los recursos. Apoyó la iniciativa de implementar una adecuada y detallada rendición de cuentas de los resultados educativos de cada escuela. No obstante, objetó la intención del Ministerio de Educación de participar en la contabilidad de los establecimientos educacionales, en circunstancias que ésta corresponde a los sostenedores y a sus equipos, quienes son los únicos responsables de su gestión administrativa. 


Señaló que la excesiva ingerencia del Ministerio de Educación en la gestión propia de cada establecimiento no garantiza mejores resultados.


Manifestó que el incentivo que supone un aumento de recursos para la escuela puede resultar insuficiente frente al costo que representan un excesivo control, mayor burocracia y pérdida de autonomía, costo que puede traducirse en la automarginación de operadores  con experiencia y buenos resultados.


Considera que el proyecto debiera enfocarse más a los resultados del aprendizaje y no tanto al control del proceso, ya que este último aumenta los costos y genera orientación a responder más a la fiscalización que al enfoque de la enseñanza.


Hizo presente la necesidad de asociar efectivamente los recursos a los alumnos prioritarios para hacer más eficiente y equitativo el gasto público, evitando una mayor segmentación. Añadió que tal como está el proyecto, el subsidio se lo lleva la escuela, y señaló que aquellos alumnos prioritarios que no asistan a un colegio adherido a los requerimientos de la subvención preferencial perderían la atención preferente del Estado.


Compartió en la necesidad urgente de otorgar una completa y oportuna información a los padres y apoderados de los establecimientos educativos, de manera de facilitarles la decisión de escoger el colegio para sus hijos. Asimismo, valoró la extensión de esta subvención a alumnos de primer nivel de transición.


A su vez, apoyó la idea de entregar la subvención al sostenedor en función del número de alumnos prioritarios que atiende, ya que ellos son el foco de atención. Explicó que si, por el contrario, se entregan estos recursos de acuerdo al tipo de establecimiento se podría generar una retención forzada de los alumnos en los respectivos establecimiento educacionales, con el fin de continuar percibiendo este apoyo adicional. Luego, se refirió a un estudio publicado por la Universidad de Chile que destaca que una política de subvenciones preferenciales por establecimiento aumentaría la desigualdad de recursos al interior de los grupos socioeconómicos de los estudiantes. En este sentido, sostuvo que la subvención preferencial por alumno sería la herramienta más adecuada para promover la igualdad de oportunidades.


Enseguida, hizo presente la inadecuada y excesiva intervención en la gestión de los establecimientos educacionales. Precisó que esta propuesta contiene una serie de exigencias y de elementos externos que interfieren en la gestión de los establecimientos educacionales que deseen participar en este régimen de subvención preferencial.


En relación con la obligación de contar con un Plan de Mejoramiento Educativo, señaló que no comparte la conveniencia de involucrar obligatoriamente en su diseño a organismos externos, como al Ministerio de Educación o a entidades privadas acreditadas. También formuló reparos respecto de la participación que se da a la comunidad en la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo y señaló que debe acotarse esta forma de participación, asignando roles y responsabilidades. 


En el caso de los establecimientos emergentes, precisó que este proyecto establece que el Ministerio de Educación deberá aprobar previamente su Plan de Mejoramiento, el cual se deberá ejecutar en un plazo máximo de 4 años. En el evento que no logren realizarse las acciones contenidas, continuó, se suspenderá el financiamiento otorgado a dicho establecimiento educacional. 


Con respecto a los establecimientos calificados en recuperación, comentó que el Plan de Mejoramiento Educacional será diseñado obligatoriamente con la participación de agentes externos y requerirá de la aprobación externa. En efecto, acotó que dicho Plan será definido por un equipo tripartito, conformado por un representante del Ministerio de Educación, el sostenedor y una entidad externa con capacidad técnica, que puede definir medidas de reestructuración del trabajo y de los equipos. Observó que le parece cuestionable entregar amplias facultades de participación al Ministerio de Educación y a los entes acreditados, porque no compartirán posteriormente la responsabilidad en caso que sus propuestas no sean efectivas. Destacó que la responsabilidad será únicamente del sostenedor, por tanto aconsejó que en él debiera recaer la decisión del Plan de Mejoramiento a implementar. Asimismo, observó que el Ministerio de Educación no conoce en forma directa la realidad y las necesidades de los establecimientos educacionales y, por ende, sugirió que la participación del Ministerio de Educación debiera centrarse en la supervisión de los resultados de estos planes. 


En relación con la rendición de cuentas de los recursos entregados por concepto de esta ley, comentó que esta iniciativa exige la rendición de cuentas anual ante el Ministerio de Educación y la comunidad escolar. Advirtió que con ello se podría correr el riesgo de la calificación de los usos de los recursos, lo que podría afectar a la autonomía de los colegios en la asignación de los mismos. 


Agregó que los colegios sometidos a este régimen deberán someterse a la supervisión y apoyo permanente de su desempeño pedagógico y a un control del cumplimientos de las obligaciones. Sobre este punto, previno que una excesiva supervisión y apoyo externo podría afectar las variables claves del quehacer de la escuela y su proyecto educativo, reduciendo fuertemente su autonomía, especialmente cuando se plantea que el procedimiento, periodicidad e indicadores se determinarán en un reglamento elaborado por el Ministerio de Educación.


Por otra parte, observó que el Convenio de Igualdad de Oportunidades obligará a los establecimientos educacionales pequeños a funcionar como conjunto sistémico y articulado, o en red, según lo dispone el artículo 11 del texto legal propuesto, lo que según él atentaría contra la autonomía de estos establecimientos.


Señaló que la facultad de seleccionar a las entidades de apoyo no se realizará en forma autónoma por las escuelas, ya que los colegios que lo requieran deberán elegir a esta entidad dentro de los inscritos en un registro público que llevará el Ministerio, debiendo previamente oír a este organismo.


A continuación, objetó la obligación que se impone al equipo directivo de la escuela -director, subdirector, inspector general, jefe de unidad técnico pedagógica y otros si los hubiere- de impartir a lo menos cuatro horas semanales de clases de aula, porque se les impide contar con la flexibilidad suficiente para implementar este compromiso educativo.


Además, expuso que este proyecto de ley refleja una fuerte desconfianza en las decisiones de los sostenedores y establece una serie de exigencias burocráticas, las que representan importantes costos para los establecimientos educacionales, que dificultarían el trabajo del sostenedor. A modo de ejemplo, comentó que se establece que la dirección de los colegios deberá llevar un libro diario de ingresos y gastos, sin considerar los costos asociados que podría representar esta obligación, especialmente si se debe diferenciar entre los gastos que se realizan exclusivamente para los alumnos prioritarios de los demás gastos. Asimismo, informó que adicionalmente se exigirá la rendición de cuentas del uso de los recursos.


En el ámbito del financiamiento, sostuvo que se debe revisar la condición del pago de esta subvención preferencial en función de la asistencia de los alumnos prioritarios, ya que dicha fórmula no es la más adecuada para la situación de estos alumnos, quienes presentan altas probabilidades de inasistencia, lo que según él podría afectar las posibilidades de costear las medidas que se hubieran implementado para atender sus necesidades educacionales especiales.


Precisó que el monto de esta subvención debe diferenciarse según el tipo de establecimiento y el curso correspondiente y no por grado de pobreza, porque de lo contrario arguyó se podría afectar la movilidad que se pretende dar a los estudiantes en situación de pobreza.


También, manifestó su disconformidad con los nuevos requisitos que exigen para los sostenedores, entre los cuales mencionó que éste debe contar con un título profesional que corresponda a una carrera que dura al menos 8 semestres. Destacó, enseguida, que dicha exigencia no necesariamente asegura una mejor gestión y administración del servicio educativo. Agregó que esta exigencia únicamente restringe el acceso de una serie de personas capacitadas para el cargo, que no cuentan con este nivel de estudios. Posteriormente, sugirió que los estudios que se exijan sean de nivel técnico. 


Por otra parte, comentó que este proyecto de ley elimina la movilidad de alumnos que asisten a los establecimientos educacionales calificados en recuperación, ya que según el artículo 26 del texto legal propuesto se establece que en caso que un alumno prioritario se traslade durante el año escolar de un establecimiento en recuperación a cualquier otro, no podrá impetrar la subvención preferencial ni los aportes adicionales en el nuevo establecimiento, durante ese año escolar.


También, reparó que en este proyecto de ley se establecen exigencias de resultados de aprendizaje para todo el colegio. No obstante, acotó que sólo entrega recursos para los alumnos prioritarios, exigiendo que sean destinados exclusivamente a su atención.


Al mismo tiempo, indicó que se restringen las posibilidades de selección de los alumnos entre pre-kinder a 4° básico año, la que sólo se autorizaría en el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada al establecimiento educacional. Al respecto, sostuvo que no establece con claridad qué se entiende por capacidad autorizada. Luego, señaló que tampoco existe claridad con respecto al ejercicio de esta facultad de selección, porque se prohíbe que ésta se rija por el rendimiento pasado o potencial de los postulantes, su estado civil, escolaridad o religión de los padres, entre otros. Acotó que dichas restricciones podrían dificultar el cumplimiento del proyecto educativo de algunos establecimientos, como aquellos que priorizan la excelencia académica o determinadas creencias religiosas.


Por otra parte, señaló que se obliga a los establecimientos educacionales a retener a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento, no pudiendo excluirlos por razones académicas. Sin embargo, se debería revisar si los recursos que se entregan para estos efectos, permiten efectivamente entregar una atención especial a los mencionados alumnos.


Luego, manifestó su preocupación en relación con la poca efectividad que prevé para esta propuesta, especialmente porque consideró que el monto fijado por alumno es insuficiente para generar el impacto deseado, de mejorar la calidad del aprendizaje de los alumnos prioritarios. Enseguida, advirtió que falta la justificación técnica del monto fijado para esta subvención y consultó al Ministerio de Educación sobre los criterios que utilizó para determinar este monto. Acto seguido, señaló que para otorgar una educación de calidad se requiere de una subvención que bordee los $ 68.000 por alumno y no $18.000 como está fijada actualmente.


En materia de sanciones, advirtió que la medida precautoria de retención de la subvención por 12 meses es muy drástica, porque podría afectar a los docentes y alumnos. Con respecto a la pérdida del reconocimiento oficial, indicó que es necesario compatibilizar esta sanción con la ley que consagra la Jornada Escolar Completa, en materia de garantías, situación laboral, situación académica y de continuidad de los estudios. A su vez, precisó que no se justifica que los nuevos establecimientos educacionales deban esperar dos años para incorporarse a este sistema.


En relación a los establecimientos que no opten por esta subvención preferencial, recomendó que no sean clasificados como colegios con necesidades de medidas especiales, porque esta calificación podría provocar el cierre de dicho establecimiento, lo que se contradice con la intención del proyecto.


El Honorable Senador señor Cantero consultó acerca de la fórmula que se utilizó para fijar una subvención de $ 68.000 por alumno.


El Presidente de la Corporación Nacional de los Colegios Particulares respondió que se realizó un estudio con la Sociedad de Instrucción Primaria, en el que se concluyó que se requiere de una subvención de $ 68.000 por alumno, para asumir los costos de una educación media. Precisó, enseguida, que estos costos aumentarían si se trata de la educación de los alumnos vulnerables, ya que sus necesidades educativas son mayores.

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que percibe dos problemas: uno, relativo al monto de la subvención y otro que se relaciona con los convenios que deben suscribir los sostenedores de los establecimientos que se acojan a este sistema. Con respecto a este segundo punto, consultó a los representantes de la Corporación Nacional de los Colegios Particulares el impacto que generaría la exigencia de someterse a este convenio.


El Secretario General de la Corporación Nacional de los Colegios Particulares señaló que este proyecto de ley debería contemplar una rendición de cuentas por resultado, para así destinar estos nuevos recursos y exigencias hacia los colegios que han obtenido malos resultados. De este modo, preciso que los establecimientos educacionales con buenos resultados no deben someterse a este Plan de Mejoramiento Educacional. Por otra parte, sostuvo que los Convenios deben ser voluntarios, para mantener la autonomía de los buenos colegios.


El Honorable Senador señor Núñez consultó sobre los criterios para definir a un alumno prioritario y sobre el rol del Estado en materia educacional.


El Presidente de la Corporación Nacional de los Colegios Particulares citó un estudio elaborado por la Universidad de Chile sobre el “Impacto Distributivo de la Subvención Preferencial”, en el cual se señalan los criterios para definir a un alumno prioritario. En cuanto al rol del Estado, respondió que éste debe asumir un rol más activo en las áreas más deficientes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro indicó que deberían establecerse mecanismos de autocontrol en la educación municipalizada. Luego, señaló que el pago de la subvención por asistencia aumenta la brecha entre los colegios particulares y los colegios municipalizados.


En relación a la exigencia de los directivos de hacer clases, precisó que esta obligación se establece con el fin de que los directivos se vinculen más con el aula y con el establecimiento. En materia de rendición de cuentas, observó que todos los empresarios deben llevar contabilidad de sus ingresos y egresos, por tal motivo arguyó que no vislumbra razón alguna para que los sostenedores se encuentren eximidos de esta obligación.


El Presidente de la Corporación Nacional de los Colegios Particulares señaló que existe una suerte de incoherencia entre el sistema descentralizado de la educación subvencionada y las políticas públicas centralizadas que se han adoptado. Acto seguido, advirtió que existe una gran desconfianza respecto al operador privado.


Por otra parte, comentó que CONACEP está diseñando un sistema de autorregulación de la calidad de la enseñanza para implementarlo entre sus asociados. Luego, sugirió modificar el sistema de pago de la subvención escolar por asistencia e indicó que no deberían considerarse como inasistencia las ausencias justificadas con certificado médico de los alumnos. Agregó que esta subvención debería ser general y no restringirse a los alumnos prioritarios, ya que todos los alumnos presentan necesidades educativas.


El Honorable Senador señor Cantero expuso que la calidad de la educación no se condiciona únicamente por la situación socio-económica de los alumnos, ya que también deben considerar otros factores como el entorno familiar y la emocionalidad de los niños. Precisó que falta una visión más sistémica para abordar el tema de la calidad de la educación.


El Vicepresidente de la Corporación Nacional de los Colegios Particulares, señor Alejandro Hasbún, señaló que no es efectivo que no exista ningún tipo de control respecto de los fondos entregados a los sostenedores, ya que mensualmente éstos deben entregar al Ministerio de Educación una serie de antecedentes sobre la inversión de estos recursos. Bajo este contexto, advirtió que este proyecto de ley, en este punto, sólo aporta el que esta información sea pública.


Para mejorar la educación, precisó que el Estado debe exigir calidad en la prestación de este servicio con objetivos y planes bien definidos. A su vez, sostuvo que deben fijarse resultados y estándares medibles y exigibles.


El Presidente de la Corporación Nacional de los Colegios Particulares observó que nuestro sistema actual sólo mide habilidades en el área del lenguaje y de las matemáticas. Comentó, también, que falta un enfoque de la educación más valórico e integral.


Por otra parte, comentó que esta subvención no beneficiará a todas las escuelas, porque los alumnos prioritarios se encuentran en su mayor parte en las escuelas municipalizadas más que en las de financiamiento compartido. 


El Honorable Senador señor Navarro señaló que debe haber una convivencia armónica entre la educación pública y la privada, junto con una fuerte presencia y supervisión del Ministerio de Educación sobre ambos sistemas. 


Luego, se refirió al caso del transporte público como un ejemplo en que coexiste el mundo privado y el público. Acotó que en el área de la educación se debería implementar un modelo similar, estableciendo un sistema de relación permanente entre el Ministerio de Educación y los actores regulados.


El Honorable Senador señor Chadwick observó que este proyecto de ley se orienta a mejorar a los colegios municipalizados.


A continuación, el Secretario General de la Corporación de los Colegios Particulares compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Chadwick y señaló que los buenos colegios no tienen ningún incentivo para adoptar este sistema.


Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que en esta materia no existe una visión única para mejorar la calidad de la educación. Agregó que esta iniciativa no tiene por objeto perjudicar a los colegios particulares, pero sí busca regular y controlar el sistema educativo, porque los malos resultados de nuestro sistema de enseñanza son generalizados.


Luego, solicitó un estudio sobre los costos adicionales para fijar una subvención de $ 68.000 y un perfil de los sostenedores y de los establecimientos educacionales que administran que se encuentren asociados a CONACEP.


El Director de del Departamento de Educación de la Universidad Alberto Hurtado, señor Juan Eduardo García Huidobro, señaló que este proyecto de ley intenta solucionar los grandes problemas que presenta la educación chilena. El primero de estos problemas, continuó, se refiere a la gran desigualdad de los logros de aprendizaje de los niños, el cual depende en gran parte de los niveles socioeconómicos de sus familias. Comentó que esta iniciativa propone dar más a los que tienen menos; para así compensar esta desventaja, destinando los mayores recursos hacia los sectores en que existen mayores carencias.


El segundo problema, prosiguió, se relaciona con la falta de control de los recursos que entrega el Estado para la educación. Con este proyecto de ley, afirmó, se busca establecer un sistema de control público y de mayor participación, de modo que existan sanciones e incentivos para las escuelas, según los resultados de aprendizaje de sus alumnos.

Y el tercero, precisó, se refiere a que actualmente hay escuelas que reciben recursos públicos y discriminan a sus alumnos: seleccionan alumnos y luego expulsan a los que poseen problemas de aprendizaje. Esta iniciativa de ley, continuó, propone que las escuelas suscriban y cumplan un “Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa” y uno de los requisitos para que los establecimientos educacionales puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, es el de aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1° hasta 4° año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.


A continuación, observó que todas las soluciones propuestas no enfrentan de manera directa las causas originales que motivaron la crisis en el área de la educación. Comentó que el sistema de subvenciones durante sus 25 años de vigencia nunca ha sido evaluado, pese a que los académicos y la misión de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico han señalado que no ha permitido mejorar la calidad de la educación y que ha sido la causante de las inequidades educativas y de la creciente segmentación que se observa en el sistema educativo nacional. Acotó que este proyecto de ley espera lograr más calidad y equidad en la educación de los pobres, insistiendo en el uso estricto de este mismo sistema y no se abre a alternativas mixtas de financiamiento.

Por otra parte, sostuvo que se aborda la educación de los niños más vulnerables sin ninguna referencia explícita a la educación municipal, en donde se educan 4 de cada 5 de estos alumnos. Reparó que este proyecto de ley trata a todas las escuelas como si fuesen iguales sin tomar en cuenta su realidad. Además, señaló que se establece una relación directa entre Ministerio de Educación y las escuelas, sin darle en la estrategia de mejoramiento un rol claro y protagónico a los sostenedores municipales.


También, indicó que este proyecto de ley posee una incongruencia entre la forma en que se asignan los recursos y el mejoramiento de las escuelas que se busca conseguir. Señaló que esta iniciativa define este problema como un asunto individual que padecen ciertos niños y no como un problema social que afecta a una porción significativa de la población escolar, que asiste a escuelas con una alta concentración de pobreza y sin las capacidades para atenderlos con eficacia. Agregó que se propone que cada escuela reciba recursos en proporción al número de niños vulnerables que asisten a sus aulas, sin ninguna consideración a la mayor complejidad del problema que enfrentan las escuelas con una alta concentración de niños vulnerables.


Luego, indicó que la centralidad que posee en la propuesta tanto el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y el Plan de Mejoramiento Educativo, reconoce que el mejoramiento educacional es una empresa colectiva. El presente proyecto, continuó, afirma que el mejoramiento de la educación se logrará en la medida en que hayan más instituciones educativas de genuina calidad. De este modo, señaló, que si se quiere aumentar la calidad de la educación para los alumnos prioritarios, se deberá mejorar las escuelas donde mayoritariamente asistan estos alumnos. 


Reparó en que este proyecto no reconoce que la complejidad y el costo que involucra un proceso de mejoramiento de la escuela, para atender mejor a los alumnos “prioritarios” que asisten a ella, varía según la concentración de este tipo de alumnos en cada escuela. 


Enseguida, mencionó el ejemplo de una escuela que cuenta sólo con un 15% de alumnos vulnerables, señalando que esta escuela, para atender bien a esos alumnos, no deberá alterar significativamente su proyecto educativo, ya que el hecho de compartir con un 85% de alumnos no vulnerables es una condición altamente favorable para el 15% de los alumnos prioritarios. Por el contrario, mencionó el caso de una escuela donde el 85% de los alumnos son prioritarios. Acotó que esta alta concentración de vulnerabilidad hace la tarea más complicada, poniendo en una situación de riesgo a toda la población escolar. Esta segunda escuela, prosiguió, para mejorar el nivel aprendizaje de sus alumnos deberá realizar un sinnúmero de actividades que suplan lo que el medio y sus familias no pueden otorgarle.


Dadas estas circunstancias, sugirió que los recursos de que dispone este proyecto de ley se entreguen a los establecimientos educacionales como un doble apoyo económico: por una parte, como una subvención escolar preferencial que se entrega según el número de alumnos vulnerables que atiende cada establecimiento y, por otra parte, como un aporte institucional variable, según la concentración de alumnos prioritarios que tiene cada escuela. Según esta propuesta, explicó que las escuelas que tienen 15% o menos de alumnos prioritarios no recibirán aporte institucional, las que superan el 15% y no llegan al 50% sólo recibirán un tipo de aporte y las que superan el 50% un aporte más significativo. Precisó que si se quiere mantener el gasto de esta propuesta el 60% de estos fondos se destinarían a subvención y la otra parte restante se asignaría a aporte institucional.


En el caso de las escuelas municipales, indicó que este proyecto de ley debería involucrar más al sostenedor municipal en el proceso de mejoramiento de la calidad de la educación. Sugirió que los sostenedores municipales firmen los convenios a los que se refiere el artículo 7º para todas sus escuelas y que asuman el compromiso de presentar un Plan de Mejoramiento Educativo para la toda comuna. Agregó que los planes del 10 o 20% de las comunas en mayor riesgo educativo podrían contar también con un apoyo financiero especial sujeto a la condición de asociarse con las comunas aledañas para el desarrollo de un plan general o la suscripción de un contrato de asistencia técnica.


Observó que el Ministerio de Educación deberá asumir una gran carga de trabajo, a vía de ejemplo indicó que se deben clasificar a más de 6.000 establecimientos educacionales. Asimismo, sostuvo que deberán supervisar la suscripción de los respectivos convenios, colaborar en la elaboración de los Planes de Mejoramiento y ser contraparte en la evaluación del sistema adoptado. Por otra parte, señaló que el Ministerio de Educación deberá confeccionar y mantener actualizado un directorio de personas e instituciones técnicamente idóneas para apoyar a los establecimientos educacionales en la confección de su Plan de Mejoramiento.


Afirmó que le parecía muy complicado que el Ministerio de Educación pudiera asumir simultáneamente todas estas nuevas tareas. Bajo este contexto, sugirió implementar un sistema progresivo, comenzando el primer año con unos 1.000 establecimientos focalizados por vulnerabilidad; en el segundo año, aumentar a la mitad de los establecimientos elegibles, y en el tercero, incorporar a todos los establecimientos que forman parte del sistema educativo. Acotó que un sistema progresivo de estas características permitiría al Ministerio de Educación diseñar con tiempo un mecanismo adecuado de instalación de este sistema.


También, sugirió eliminar la referencia al panel de expertos y la obligación del equipo directivo de hacer clases, según lo dispone el artículo 32 del texto legal propuesto. Luego, consultó sobre qué razón existía para una subvención inferior de 5° a 8° básico.


A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente del Colegio de Profesores, señor Jorge Pávez, quien señaló que si bien el nuevo articulado de este proyecto de ley recoge algunos aspectos importantes que fueron señalados no sólo por el colegio de profesores, sino también por diversas instituciones, académicos y parlamentarios, los alcances de fondo a su esencia se mantienen inalterables. Agregó que ésta es una señal preocupante, mucho más cuando varios temas sustantivos que toca esta iniciativa han sido abordados por el Consejo Asesor Presidencial y que están siendo estudiados por la señora Presidenta de la República.


Informó que el proyecto de ley aprobado por la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados corrigió los siguientes principales aspectos del proyecto original:


a) Extiende esta subvención al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y a toda la educación general básica;


b) En los montos de la subvención preferencial, no diferencia entre las tres categorías de establecimientos educacionales que reconoce esta norma;


c) Contempla una subvención adicional para los establecimientos en recuperación para ayudarlos a construir sus planes de superación;


d) Establece mayores exigencias para la rendición de cuentas públicas de los dineros destinados a la subvención preferencial, y


e) Limita, en parte, la selección de alumnos en lo referente a los alumnos prioritarios.


No obstante, precisó que este proyecto de ley mantiene la misma concepción de financiamiento y de control, que por años, no sólo no ha solucionado los problemas de calidad y equidad, sino que los ha agudizado.


En materia de financiamiento, comentó que este proyecto propone una subvención según la demanda de los alumnos prioritarios, lo que según él no resuelve el problema de inequidad ni de la necesidad de entregar mayores recursos a las escuelas que atienden una proporción mayor de alumnos con desventajas. 


Asimismo, señaló que el SIMCE, como principal instrumento de control de calidad y de los rendimientos susceptibles de ser estandarizados en algunos sectores del aprendizaje, no mide la formación integral de los educandos.


Por otra parte, objetó la lógica de control de los resultados y no en el seguimiento de los procesos educativos, que según su parecer son los que permiten apoyar la tarea educativa y los aprendizajes de los estudiantes.


En cuanto al rol subsidiario del Estado, indicó que los sostenedores se someterán voluntariamente a este sistema, suscribiendo con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, lo que en la práctica implicará que el Estado no asumirá su responsabilidad en el aseguramiento de una educación de calidad para todos, delegando esta responsabilidad en los sostenedores que acepten firmar dicho Convenio. 


Luego, señaló que el Ministerio de Educación no posee la capacidad necesaria para asumir las nuevas tareas que le encomienda esta iniciativa. Acotó que sólo cuenta con 760 supervisores, por lo cual prevé que difícilmente podrá asumir los roles de supervisión y de apoyo técnico pedagógico. Además, prosiguió, se le faculta para delegar muchas de estas funciones en entidades naturales o jurídicas, las que hasta la fecha han demostrado calidades muy diversas, ya que se rigen por reglas del mercado. Dadas estas circunstancias, precisó que este proyecto de ley no asume ni el financiamiento, ni la reestructuración del Ministerio de Educación para cumplir con todas las funciones que se le entregan. 


A su vez, observó que se mantiene el mismo sistema de los sostenedores municipales, a pesar de haberse demostrado su incapacidad de gestión y de administración de los establecimientos educacionales. Agregó que a estos sostenedores se les entregará la responsabilidad de realizar y de efectuar los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, siendo que ha quedado demostrado su ineficacia con los Planes de Superación Profesional contemplados en el Sistema de Evaluación Docente.


Además, señaló que a los municipios, a través de modificaciones al Estatuto Docente, se les entregarán nuevas facultades para modificar las plantas docentes y despedir a los profesores. Acotó que los municipios han sido incapaces de aplicar correctamente las normas establecidas actualmente por el Estatuto Docente y que han manifestado abiertamente su voluntad de incumplimiento a la actual legislación docente para el retiro de los profesores en edad de jubilar.


Enseguida, observó que se mantienen las condiciones laborales y profesionales de los docentes, puesto que no se consideran medidas concretas y específicas, mencionando entre otras el aumento de las horas docentes no lectivas, para asegurar los tiempos de trabajo requerido por los profesores para el desarrollo de planes de mejoramiento, perfeccionamiento en servicio, trabajo colectivo, y la disminución del número de alumnos por curso.


Advirtió que el presente proyecto de ley sigue sin asumir que el mayor causante de las inequidades educativas y de la creciente segmentación que se observa en el sistema es el régimen de subvenciones, cuya efectividad en el mejoramiento de la calidad no ha sido demostrada, razón por la cual sostuvo que se debe revisar esta forma de financiamiento, aspecto que fue no sólo debatido, sino también objeto de diversas propuestas ante el Consejo Asesor Presidencial.


Agregó que este proyecto aborda la educación de los niños más vulnerables sin ninguna referencia explícita a la educación municipal, donde se educan 4 de cada 5 de esos alumnos. Expresó, asimismo, que gran parte del problema que se quiere enfrentar se debe a la crisis del sistema municipal, el que nunca ha sido evaluado.


Con respecto al mecanismo de subvención por alumno, señaló que esta norma debe establecer un sistema que determine en forma precisa el carácter de prioritario de los alumnos más vulnerables. Llamó la atención sobre este punto, por los efectos estigmatizadores que podrían generar prácticas de este tipo, lo que se agrava en Chile por el carácter marcadamente clasista de nuestra cultura, especialmente en la escuela por ser una institución cerrada, en donde es difícil despejar los diversos prejuicios que dificultan el aprendizaje de los más pobres.


Precisó que la elección del dispositivo de subvención define el problema a resolver como una dificultad individual de ciertos niños y no como un problema social que afecta a una porción significativa de la población que asiste a escuelas con una alta concentración de pobreza y sin las capacidades para atenderla con eficacia. Este proyecto de ley, continuó, pretende hacer equidad entregando más recursos a los más necesitados, pero no considera la vulnerabilidad de las escuelas.


Asimismo, destacó que el financiamiento que se entrega es absolutamente insuficiente. Señaló que no existen estudios de costos convincentes sobre cuánto implicaría educar con calidad a los alumnos del sector municipalizado y mucho menos a los niños más pobres dentro del mismo. Acotó, enseguida, que todo indica que ese estándar es muy superior a la subvención base actual.


La evaluación vía SIMCE, continuó, comete el grave error de confundir los resultados de las escuelas con la calidad de sus servicios. De hecho, advirtió que con la información disponible es imposible determinar cuáles son las escuelas más efectivas en cuanto a los resultados de aprendizaje. En Chile, informó que las escuelas han estado compitiendo en un sistema que permite la selección de los estudiantes y que tolera una gran desigualdad de los recursos entre instituciones aparentemente similares. Al respecto, señaló que la mayor parte de las diferencias entre las escuelas detectadas por el SIMCE se explican mejor por este tipo de sesgos más que por su calidad pedagógica. 


Con todo, expresó que resulta incomprensible que se esté legislando un proyecto que efectivamente implica grandes recursos, cuando, simultáneamente, se supone que la señora Presidenta de la República y el propio Parlamento deberían estar conociendo y analizando las propuestas emitidas por el Consejo Asesor Presidencial respecto a los problemas estructurales y de fondo, que se arrastran desde la década de los 80’, cuando se impuso en nuestro país un nuevo rol del Estado, nuevas formas de financiamiento y administración de la educación, los cuales nunca han sido revisados.


Bajo este contexto, prosiguió, y entendiendo que el apuro de legislar para entregar mayores recursos a los establecimientos educacionales de los sectores más vulnerables es urgente, el Colegio de Profesores plantea que la presente ley debiera abocarse a entregar un financiamiento adicional a las escuelas más vulnerables, ya sean municipales o particulares subvencionadas, siempre que éstas sean gratuitas y por tanto no tengan financiamiento compartido, a través de un subsidio que varíe según la cuantía y el índice de vulnerabilidad de su matrícula.


Asimismo, planteó fortalecer el trabajo pedagógico en los establecimientos, con un trabajo colectivo, tanto del cuerpo directivo como de los docentes, con participación de todos los actores de la comunidad, que permita la elaboración de un proyecto educativo que concite el compromiso de todos. Además, sugirió dar apoyo técnico sistemático a las escuelas municipales que no funcionen bien, apoyando la ejecución de un plan de mejoramiento en el que los colegios comprometan metas de resultados y procesos de aprendizaje en los distintos sectores del aprendizaje, para lo cual deben incorporarse instrumentos diversos, y no sólo los resultados del SIMCE, como el desarrollo de variadas actividades no lectivas que ayuden a una formación integral del alumnado.


También, propuso mejorar las condiciones de trabajo de los docentes, fundamentalmente cambiando la proporción de las horas de docencia de aula en el contrato laboral, permitiendo que efectivamente se cuente con los tiempos para abordar el trabajo colectivo y los desafíos que implicarían los planes de mejoramiento. Del mismo modo, sugirió disminuir el número de alumnos por curso.


Lo anterior, agregó, permitiría responder urgentemente al objetivo fundamental de este proyecto de ley, cual es entregar más recursos a las escuelas que atienden a los alumnos más vulnerables para mejorar su educación, y darse un tiempo mayor para esperar las propuestas e iniciativas legislativas del Ejecutivo, y del propio Parlamento.


Acotó que luego de estudiar el Informe de la Comisión Presidencial para la Calidad de la Educación, destacó que estas iniciativas de ley deberían centrarse en los siguientes aspectos: responsabilidad del Estado en educación; sistema de subvenciones; propuestas de reestructuración del sistema municipal de administración de la educación; nueva institucionalidad del sistema educativo, y roles del Ministerio de Educación y de la Superintendencia de Educación.


En relación con la modificación que plantea este proyecto de ley al Estatuto Docente, señaló que el Consejo Asesor manifestó la necesidad de diseñar, articular y construir una carrera profesional, compromiso que desean asumir a cabalidad. Sin embargo, observó que no le parece adecuado que se intenten otras modificaciones que no han sido discutidas en el presente proyecto de ley, como el cambio de funciones que faculta el artículo 25 del presente texto legal, que obliga a los sostenedores de los establecimientos educacionales en recuperación, a someterse a un Plan de Mejoramiento Educativo, el que necesariamente deberá contener según su numeral 3), medidas de reestructuración que pueden consistir en: cambio de funciones; destinación a otro establecimiento del mismo sostenedor calificado de autónomo o emergente; desarrollo de planes de superación profesional, afectando total o parcialmente la jornada de trabajo del docente. Hizo presente que estas medidas pueden afectar a los docentes directivos, a los técnico-pedagógicos o a los docentes de aula.


Enseguida, objetó este cambio de funciones, porque implica una modificación en las condiciones de trabajo de los profesores, previamente establecidas en sus designaciones o contratos, que no permite el Estatuto Docente, en razón de importar una desregulación que puede significar un perjuicio o menoscabo, tanto moral como patrimonial, máxime que esta potestad no tiene restricciones, pudiendo ejercerse indiscriminadamente por los sostenedores.


Al mismo tiempo, reparó que las destinaciones a otro establecimiento se encuentran establecidas en el artículo 42 del Estatuto Docente, y sólo proceden a petición del profesor o como consecuencia del PADEM (Planes Anuales de Desarrollo Educativo Municipal), siempre y cuando no se produzca menoscabo tanto en su situación laboral como profesional. Asimismo, indicó que el docente afectado por una destinación que estime que le ha provocado menoscabo, tiene derecho a reclamar a la Contraloría General de la República o ante la Dirección del Trabajo, según corresponda. Agregó que resulta evidente que se está ante una modificación tácita del artículo 42 del Estatuto Docente, que lo vulnera, puesto que se facultan destinaciones al margen de la voluntad del docente y del PADEM, estableciéndose a priori de que no existe menoscabo por una destinación que no se sabe en qué grado afectará la situación laboral y profesional del educador. En la práctica, explicó que el docente que se viera afectado por esta medida se encuentra en la más absoluta desprotección e indefensión, desprovisto de mecanismo alguno que resguarde sus derechos laborales e integridad profesional.


Luego, reparó en la posibilidad de que a docentes directivos, técnico pedagógicos o de aula se les afecte toda o parte de su jornada de trabajo, para desarrollar planes de superación profesional, dejándolos al arbitrio de los sostenedores en cuanto al cumplimiento de sus obligaciones laborales docentes.


Por otra parte, señaló que el artículo 27 del texto de este proyecto de ley otorga a la autoridad la facultad de revocar el reconocimiento oficial de un establecimiento educacional. Sin embargo, precisó que nada se dice sobre las plantas docentes pertenecientes a estos establecimientos, y a los derechos que se cautelan en el Estatuto Docente. En el evento que se les reubique, comentó que no se señala en qué condiciones, ni menos se hace referencia a los eventuales menoscabos y perjuicios que se podrían derivar de una revocación del reconocimiento oficial ejecutoriada.

Asimismo, se refirió al artículo 37 que representa mayor gravedad para el magisterio, en razón de que permite el despido de un docente por incumplimiento grave de sus obligaciones, sin derecho a sumario, por acuerdo del Concejo Municipal, sin derecho a apelación alguna ante el empleador u órgano contralor. Informó que este artículo modifica expresamente al artículo 72 letra b) del Estatuto Docente, desglosando esta causal y definiendo, además, en qué casos se entiende que existe incumplimiento grave, incorporando elementos propios del Código del Trabajo en la normativa laboral docente. En la práctica, explicó que esta disposición terminaría con el derecho a sumario, por cuanto para los empleadores sería mucho más expedito despedir a un docente por incumplimiento grave y no por falta de probidad, causal que mantiene la exigencia del sumario previo para su aplicación.


Al quedar entregada la decisión del despido al Concejo Municipal, prosiguió, se facultaría a un ente político y de dudosa experticia técnica y educacional-pedagógica, a declarar esta causal, convirtiéndose en una especie de necesidad de la empresa, similar a la que existe en el Código del Trabajo, que permite despedir trabajadores sin expresión de mayores fundamentos, con el agravante de que en el caso del profesorado del sector municipal, no da derecho a indemnización por años de servicios. Bajo este contexto, afirmó que esta causal, tal como se pretende legislar, permitiría la persecución, el acoso y el eventual despido de todos aquellos docentes que ejercen funciones gremiales, que no tienen el amparo de un fuero legal. 


La señora Subsecretaria del Ministerio de Educación señaló que este proyecto de ley conlleva profundos cambios al sistema educativo. Agregó que se centra en poner fin a la desigualdad en los resultados educativos, entregándose más recursos a los establecimientos que atienden a niños vulnerables. Explicó que este aumento de recursos producirá un efecto escala proporcional al número de alumnos prioritarios, beneficiándose principalmente a los municipios, porque son ellos los que atienden a gran parte de los niños más vulnerables. 


Precisó, enseguida, que esta iniciativa cubrirá en forma paulatina a toda la enseñanza básica, centralizándose en las escuelas más deterioradas.


La Jefa de la División de Educación General indicó que este proyecto de ley adopta una visión integral de la educación y desarrolla planes para la educación preescolar y básica.


El Honorable Senador señor Chadwick consultó al Director de del Departamento de Educación de la Universidad Alberto Hurtado si percibe que este nuevo régimen constituye un desincentivo para los establecimientos particulares subvencionados.


El Director de del Departamento de Educación de la Universidad Alberto Hurtado respondió que esta iniciativa de ley debe ser entendida como un estímulo para el sector privado, porque le permitirá abrirse hacia los sectores más pobres.


El Honorable Senador señor Núñez advirtió que en esta materia se debe legislar responsablemente, porque los efectos e impactos que generan este tipo de normas en nuestra sociedad son de carácter general y profundo. Observó, enseguida, que falta conocer los ejemplos de otros países que tienen estructuras similares a la realidad nacional.


Luego, señaló que este proyecto de ley no resuelve el problema de fondo de la educación municipal. Agregó que este sistema ha fracasado y que los alcaldes no están preocupados de la educación municipal.


Por otra parte, indicó que no le queda claro cuál es el concepto de vulnerabilidad social que recoge esta norma, ni a qué niños está haciendo referencia, ya que el concepto de pobreza es muy genérico y poco manejable.


El Honorable Senador señor Navarro expuso que no entiende por qué el Ministerio de Educación insiste en mantener el sistema municipalizado, siendo que percibe que la mayoría de los alcaldes no desean continuar administrando el sistema educativo.


A su vez, señaló que falta una mayor definición de lo que entiende por alumnos prioritarios y sobre su condición de vulnerabilidad. Luego, consultó cuánto cuesta mejorar la calidad de la educación de un alumno.


El Honorable Senador señor Chadwick sostuvo que falta un mayor debate sobre los agentes proveedores de la educación del Estado, definiéndose si este rol lo asumirán los municipios, el Ministerio de Educación o las corporaciones de derecho privado. Expuso que existe un consenso general en aumentar la subvención escolar de los sectores más vulnerables. El problema, continuó, es determinar cual herramienta se utilizará para cumplir este cometido. Bajo este contexto, valorizó la idea de legislar sobre la materia. No obstante, manifestó sus reparos respecto del texto legal propuesto.


La señora Subsecretaria señaló que los alumnos prioritarios se determinarán teniendo en consideración si la familia a la cual pertenece el alumno está incorporada en el Sistema del Chile Solidario, o ha sido calificada como indigente por el instrumento de caracterización socioeconómica vigente, o ha sido clasificada en el tramo A del Fondo Nacional de Salud. En el evento que dichas familias no cuenten con ninguna caracterización económica, prosiguió, se considerarán los ingresos familiares y la escolaridad de sus padres o apoderados.


A continuación, precisó que este proyecto de ley no pretende solucionar los problemas que afectan a la educación chilena, sino que busca mejorar la asignación de los recursos en el ámbito escolar. Informó que las recomendaciones del Consejo Asesor Presidencial se concretizarán en tres grandes proyectos de ley que se presentarán en abril de este año, que principalmente modificarán a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, al Estatuto Docente y que crearán a una Superintendencia en materia educacional.


El Honorable Senador señor Cantero advirtió que debe transparentarse la información que tiene el Ministerio de Educación sobre la educación chilena. Luego, requirió los antecedentes que fundamentan las decisiones que adopta el Ministerio de Educación y un estudio de costos unitarios de lo que cuesta educar un niño. Asimismo, solicitó la evolución de las matrículas durante los últimos cinco años.


Por otra parte, observó que falta una visión integral de nuestro sistema educativo, porque no puede restringirse la precariedad de la educación a un asunto de índole socio-económico, ya que también deben considerarse otros factores como la segregación social, la falta de cohesión familiar, y los problemas afectivos emocionales de nuestros jóvenes.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó un desglose por regiones y sectores de los alumnos que posiblemente podrían ser calificados como vulnerables. A su vez, consultó al Ministerio de Educación cuánto cuesta educar a un alumno. A modo de ejemplo, pidió antecedentes sobre los costos de la educación de un niño que asiste al Colegio Nido de Águilas y de un niño que se educa en una escuela de la comuna de Antuco. También, requirió información sobre los 100 mejores colegios particulares del país.


El Presidente de la Comisión de Educación de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Pablo Zalaquett, señaló que la subvención preferencial tiene por objeto otorgar más recursos para el apoyo educativo de los niños más vulnerables, intentando con ello equiparar las carencias culturales de origen y en consecuencia hacer más equitativo el sistema educativo, e introducir un mecanismo de control, que se base en una estrategia de rendición de cuentas.


Enseguida, informó que en general comparte ambos objetivos. Sin embargo, expuso que tiene algunas aprehensiones respecto de su cumplimiento. En cuanto al primer objetivo, observó que le parece un tanto utópico, puesto que con los limitados recursos financieros que pretenden entregar jamás se podrá superar la brecha existente entre el sistema particular y el público.


Asimismo, indicó que eventualmente se podrían afectar los derechos de los niños prioritarios, porque se les limita su derecho a escoger el colegio al que deseen asistir, restringiendo su opción a los colegios que ingresen a este sistema.


En relación a la rendición de cuenta, comentó que este proyecto de ley intenta introducir mecanismos más cercanos a la intervención en la gestión educativa, que a una rendición de cuentas basada en los resultados de un determinado establecimiento educacional.


Precisó que es imposible pretender el logro de mejores aprendizajes en los estudiantes de las escuelas vulnerables, si se focalizan las acciones y no consideran los ambientes educativos. A su vez, indicó que tampoco se podrá implementar un proyecto educativo en beneficio de todos los alumnos del establecimiento educacional, porque los recursos son insuficientes para llevar a cabo el cúmulo de acciones a que obliga el presente proyecto de ley.


Informó que la subvención preferencial recibirá el mismo trato que la subvención regular, es decir, se asignará por asistencia media. Al respecto, observó que los alumnos vulnerables son los que tienden a faltar más a clases, por lo que se presume que esta modalidad de pago podrá afectar su proceso de aprendizaje. Dadas estas circunstancias, propuso que esta asignación sea entregada por alumno efectivamente matriculado, sin considerar su asistencia.


Con respecto del rol del Ministerio de Educación, advirtió el gran intervencionismo que busca alcanzar esta iniciativa legal, vulnerando aún más la autonomía de los establecimientos educacionales. Esta mayor intervención, continuó, se demuestra además en el número significativo de normas que se dejan a merced de un reglamento que será diseñado por el propio Ministerio y que solo requiere, como revisión externa, la toma de razón de la Contraloría General de la República.


En la definición de los alumnos prioritarios, señaló que se deben determinar los mecanismos para que los establecimientos uni, bi y tridocentes, funcionen como un conjunto sistémico y articulado, o en red, con otros establecimientos de similares características y de cercanía geográfica. Asimismo, precisó que deben definirse los procedimientos, la periodicidad y los indicadores, a través de los cuales el Ministerio de Educación acometerá la supervisión de los establecimientos adscritos a este régimen de subvención. También, expresó que falta la definición de un procedimiento para que un establecimiento escolar pueda modificar su actual categorización. Además, indicó que debe establecerse la forma y la modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que deberá contener.


A continuación, se refirió al artículo 7° letra f) del presente texto legal, que plantea que los sostenedores municipales deberán indicar en el Convenio de Igualdad de Oportunidades, cuál ha sido el aporte promedio en los últimos tres años y cuál será el aporte mínimo que entregará anualmente el municipio a cada uno de los establecimientos que reciba esta subvención preferencial. En relación a este punto, observó que el aporte que hacen los municipios al servicio educativo de su comuna en la mayoría de los casos se realiza para asumir el déficit financiero producido por el deprimente sistema de financiamiento. Llamó la atención de que esta norma sólo se exija a los sostenedores municipales, siendo que son los más afectados con la estructura administrativa y quienes asumen el servicio educacional a su cargo como una obligación ética y sin perseguir fines de lucro.


Por otra parte, mencionó el artículo 8°, el cual establece que el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo, que incluya acciones para elevar la calidad de la educación. No obstante, precisó que este plan involucra una gran cantidad de recursos para prestar apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; modificar el tamaño de los cursos, contar con profesores ayudantes; prestar apoyo a los alumnos rezagados en sus aprendizajes y en su desarrollo personal; estimular en el establecimiento educacional la vida cultural y científica de la sociedad local o nacional; fortalecer la formación valórica y cívica de los alumnos; dar apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejorar la convivencia y gestión del clima escolar; apoyar los aprendizajes de todos los alumnos; definir una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento; fortalecer los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como la biblioteca escolar, computadores, internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos. Bajo este contexto, afirmó que esta subvención es insuficiente para financiar todas las acciones que se deben implementar para alcanzar una educación en calidad.


En el artículo 11 último inciso de este texto legal, prosiguió, se exige que los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que suscriban los establecimientos educacionales uni, bi y tridocentes, deberán incluir, en aquellos casos en que sea posible, la obligación de funcionar como conjunto sistémico y articulado, o en red, con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el respectivo reglamento. Al respecto, señaló que falta mayor claridad en la determinación de los criterios para aplicar esta disposición, planteando que sería más conveniente hacer la salvedad de que esta norma procede siempre que los establecimientos en cuestión pertenezcan al mismo sostenedor.


Luego, indicó que si bien valora que se haya incluido como beneficiaros a los estudiantes del segundo ciclo de enseñanza básica, que habían sido marginados del proyecto inicial, repara en el valor de la subvención que se asigna para estos niños, el cual es significativamente menor al que se asigna a los niveles de transición y al primer ciclo. 


El artículo 32, continuó, establece que los miembros del equipo directivo deberán impartir a lo menos 4 horas semanales de clases de aula. Esta norma, prosiguió, en algunos casos podría ser beneficiosa pero en otros podría afectar al proceso de aprendizaje de los alumnos, pues existen casos en que los directivos no están en condiciones de asumir responsabilidades pedagógicas. A su vez, expuso que los docentes técnicos pedagógicos que disponen de mayor preparación, tienen un alto nivel de responsabilidad que difícilmente les permitiría asumir nuevas funciones pedagógicas. En consecuencia, sugirió que esta propuesta sea facultativa para los establecimientos educacionales.


Conforme al artículo 36 numeral quinto letra d), informó que se agrega la sanción de inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar en cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados. En el caso de los sostenedores municipales, que administran más de un establecimiento, consultó cómo se aplicaría esta sanción y qué sucedería con los alumnos y profesores que se desempeñan en dicha escuela.


También, sostuvo que este proyecto de ley pretende otorgar facultades extraordinarias al Ministerio de Educación, con el objeto de aumentar su intervención en las escuelas, acentuando su dualidad de funciones en el sistema educativo municipal.


Con respecto a la subvención normal, advirtió que la educación municipal tiene un déficit estructural, porque ésta no alcanza a cubrir todas las obligaciones que surgen de la aplicación del Estatuto Docente. En efecto, informó que la subvención normal es insuficiente para la operación normal de los colegios, para el pago de las remuneraciones y el perfeccionamiento docente. Bajo este contexto, acotó que la subvención preferencial no permitirá enfrentar el déficit que arrastra la educación municipal. De esta forma, sugirió que, también, se revise el monto de la subvención regular.


Señaló que para calcular el monto de la subvención preferencial se debe considerar que esta subvención es de carácter adicional y que se entregará a los niños más vulnerables que cursen entre prekinder a 8° básico. Asimismo, explicó que esta subvención se asignará por asistencia y no por niños vulnerables matriculados en un determinado colegio, lo que implicará que este monto se asigne teniendo presente que la asistencia promedio por alumno fluctúa entre un 92% a un 100%. 


Reparó en que los establecimientos para tener derecho a percibir esta subvención adicional tengan que suscribir un Convenio de igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa e implementar una Plan de Mejoramiento Educacional para mejorar el rendimiento escolar de todo el colegio. Opinó que si se asignan nuevos recursos que se deben destinar únicamente a mejorar la calidad de la educación de los niños vulnerables no se debe exigir un Plan de Mejoramiento Educativo para todos los alumnos. Informó que entre un 20% a un 25% de los alumnos de los colegios municipales podría gozar de esta subvención e indicó que los colegios se clasificarán en función de los resultados obtenidos en el SIMCE y según su calificación se determinará la subvención que reciban.


Sugirió que el cálculo de la subvención preferencial considerará el costo actual del funcionamiento del colegio por alumno vulnerable; el costo adicional por alumno focalizado que se asume por un programa especial y las horas profesionales que se destinan para los compañeros no priorizados; un 20% del costo de las horas de profesionales para reforzamiento, atención de especialistas e insumos didácticos, y todos los costos fijos que se exijan según la canasta básica de necesidades que conlleve la aplicación del Plan de Mejoramiento Educativo.


La señora Subsecretaria aclaró que los niños socio-económicamente vulnerables no faltan a clases, para no perder sus beneficios alimenticios. Explicó, enseguida que este proyecto de ley se concentra en los primeros años escolares, porque según experiencias extranjeras es en esta etapa cuando se pueden superar las diferencias sociales.


El Honorable Senador señor Núñez consideró que esta iniciativa de ley no vulnera la autonomía de los municipios para administrar la educación municipal.


El Presidente de la Comisión de Educación de la Asociación Chilena de Municipalidades señaló que los municipios no tienen autonomía para administrar la educación, porque el Ministerio de Educación fija las directrices de la educación y determina el monto de la subvención con que se financiará este sistema. 


El Honorable Senador señor Navarro consultó cual es el porcentaje de los Alcaldes que están comprometidos con la educación.

El Presidente de la Comisión de Educación de la Asociación Chilena de Municipalidades respondió que existe un 20% de Alcaldes que desean restituir la educación al Ministerio, un 40% que si bien están en una situación financiera deplorable, desean continuar con el sistema municipal, y un 40% que está conforme con este sistema.

La señora Ministra de Educación señaló que este proyecto de ley tiene por objetivo igualar las condiciones educacionales de los niños más vulnerables y mejorar el sistema de financiamiento de la subvención escolar. En efecto, expresó que favorece la equidad del sistema educacional, a través de la entrega de mayores recursos a las escuelas que cuentan con más alumnos vulnerables.
Luego, expuso que existen alrededor de 10.434 establecimientos educacionales que reciben aporte estatal. Informó que la educación municipalizada es administrada por 345 municipalidades y que tiene a su cargo 6.160 establecimientos. Dadas estas circunstancias, arguyó que alrededor de un 50% de los sostenedores corresponden a municipalidades. Agregó que 5.078 de estos establecimientos se encuentran bajo la Dirección de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal (DAEM) y unos 1.082 bajo la administración de una Corporación Municipal. Con respecto a la educación particular subvencionada, señaló que ésta es administrada por 3.278 sostenedores, que dirigen a 4.274 establecimientos educacionales.

Luego, indicó que la mayor parte de la matrícula de los establecimientos del sector municipal concentra a los estudiantes de los deciles de ingresos más bajos, mientras que los establecimientos particulares subvencionados tiene una proporción relativamente pareja de su matrícula. Sostuvo, asimismo, que todos los establecimientos subvencionados reciben financiamiento público por estudiante que asiste a clases, por nivel y modalidad de enseñanza y que este financiamiento se realiza mediante la Unidad de Subvención Educacional (USE), que corresponde al valor unitario mensual de la subvención por alumno.

A continuación, expresó que este proyecto de ley beneficia a los alumnos más vulnerables del país. Comentó que estos alumnos serán seleccionados a partir de una serie de criterios coherentes con las otras políticas sociales que ha implementado el Ejecutivo. Estos criterios, continuó, buscan fomentar la transparencia, evitar discrecionalidades y controlar posibles errores de exclusión. Informó que la Junta Nacional de Auxilio y Becas (JUNAEB) sería el organismo encargado de identificar a los alumnos prioritarios, lo que se justificaría por su amplia experiencia en la selección de alumnos en situación de vulnerabilidad y su experiencia en el manejo de los sistemas de información. 

Expuso que los criterios básicos para identificar a los alumnos prioritarios son la participación que tiene la familia del alumno en el Programa de Chile Solidario y la situación socio-económica de su familia, la que se definiría según el instrumento de caracterización social que aplique el Ministerio de Planificación. Agregó que estos instrumentos son la Ficha CAS y la Ficha de Protección Social. A su vez, señaló que existen criterios complementarios, como la clasificación de la familia en el Fondo Nacional de Salud y el grado de escolaridad de la madre y, en su defecto, del padre o apoderado. Destacó que estos antecedentes dicen relación con las condiciones socio-económicas y el capital cultural de las familias.

Luego, presentó la metodología de cómo operaría este proceso de selección si esta norma entrara en vigencia en el mes marzo del presente año. Refirió que esta información se obtuvo de la base de datos del Registro Nacional de Información Social del Estudiante (RENISE) que lleva la JUNAEB, que contiene toda la información del Registro de Estudiantes que lleva el Ministerio de Educación. Precisó que el RENISE, contiene la información de las bases de datos de FONASA, del Chile Solidario, de los puntajes de la Ficha CAS y de las encuestas de medición de vulnerabilidad de la JUNAEB. Comentó, enseguida, que en base a esta información la JUNAEB midió la condición de vulnerabilidad de sus usuarios. Reveló que de la metodología utilizada se obtuvo una cifra de 324.699 alumnos prioritarios para el primer ciclo básico y de 75.000 para los niños de pre-básica.

Con respecto a la hipótesis de que esta subvención debe pagarse por alumnos matriculados y no por asistencia, estimó que no existen grandes diferencias en materia de matrículas y porcentajes de asistencia entre los alumnos de los establecimientos municipales y de los establecimientos particulares subvencionados, ya que en ambos casos la correlación entre matrículas y asistencia es de un 0,999, lo que equivale a decir que la inasistencia de los alumnos impacta de manera similar en ambos tipos de escuelas.


La señora Subsecretaria señaló que el monto de esta subvención preferencial se obtuvo teniendo presente que se trata de una cifra compensatoria de las diferencias entre un estudiante promedio y un estudiante pobre de un establecimiento subvencionado. Agregó que esta compensación considera entre otros factores a los ingresos y al número de matrículas de los establecimientos, y el nivel socio-económico de las familias. Luego, señaló que este nuevo aporte de 18.000 pesos beneficiará al 70% de los alumnos del sector municipalizado.


La señora Ministra de Mideplan, señora Clarisa Hardy, observó que no puede concebirse la pobreza como un concepto lineal y estático. Acotó que el factor de la vulnerabilidad es más dinámico, por lo mismo indicó que se está reemplazando la Ficha CAS por la Ficha de Protección Social, que incluye el factor de la vulnerabilidad. Enseguida, sugirió eliminar el término “indigente” del artículo 2° letra b) del texto legal propuesto, ya que este concepto se relaciona con la visión lineal de la pobreza y no con el nuevo enfoque que esta dando la nueva Ficha de Protección Social, la cual mide las potencialidades reales para que una familia genere un ingreso. Mencionó que esta nueva ficha considera entre otros factores al nivel de escolaridad de los integrantes del grupo familiar, al tipo de trabajo que desempeñan, a los antecedentes familiares y al número de dependientes que conforman a la familia. Bajo este contexto, precisó que esta ficha no mide pobreza, ni indigencia.


Asimismo, reparó en la exclusión del Ministerio de Planificación para incidir en la determinación de la vulnerabilidad de los alumnos prioritarios.


La Directora Nacional Subrogante de la Junta Nacional de Auxilio y Becas, señora Amalia Cornejo, confirmó lo expuesto por la señora Ministra de Educación y acotó que la JUNAEB tiene una gran experiencia en materia de evaluación de la vulnerabilidad social.


La señora Ministra de Educación agregó que la información que maneja JUNAEB ha sido cruzada con los antecedentes del Programa Chile Solidario y precisó que este proyecto de ley se centra en la vulnerabilidad educativa.


El Honorable Senador señor Navarro consultó cómo se determinarán los márgenes entre los ingresos potenciales y los ingresos reales de las familias vulnerables.


La señora Ministra de Mideplan dijo que la Ficha de Protección Social mide vulnerabilidad y, por ende, usa criterios distintos a los que utiliza el Instituto de Estadística de Chile (INE). Precisó que esta ficha no mide las tasas de empleo, sino que los riesgos de la continuidad educacional de los niños.


El Honorable Senador señor Chadwick solicitó antecedentes sobre la forma y los criterios que se han utilizado para fijar el monto de la subvención preferencial. Luego, advirtió que se debe definir si este proyecto de ley busca igualar los resultados o los costos de la educación de un alumno vulnerable con uno no vulnerable. Por otra parte, consultó sobre la situación de los alumnos vulnerables que asisten a las escuelas de financiamiento compartido.


El Coordinador Nacional de la Unidad de Currículum y Evaluación, señor Pedro Montt, informó que aproximadamente unos 400.000 alumnos se beneficiarían con esta subvención preferencial, lo que corresponde a un tercio de los alumnos matriculados en el sistema educacional. Asimismo, señaló que este proyecto de ley costará 165.000 millones de pesos.


La señora Ministra de Educación señaló que esta iniciativa establece distintos criterios para determinar a los alumnos prioritarios que gozarán de la subvención preferencial y destacó que se trata de captar la vulnerabilidad educacional. Enseguida, afirmó que la subvención preferencial es más que la subvención normal y el financiamiento compartido.


La señora Subsecretaria indicó que el monto de la subvención preferencial se fijó usando una metodología econométrica, que consideró a toda la población escolar subvencionada y a los ingresos que perciben las escuelas municipalizadas y particulares subvencionadas. Agregó que se buscan igualar los resultados, especialmente los obtenidos en el SIMCE y no igualar los gastos de la educación de los alumnos.


El Honorable Senador señor Chadwick consultó en cuánto tiempo se proyecta alcanzar esta nivelación de resultados.


El Coordinador Nacional de la Unidad de Currículum y Evaluación respondió que la educación es un bien intangible, que depende de diversas variables, mencionando entre otras al sistema de financiamiento, a la capacidad de innovación y de gestión de cada escuela. Bajo este contexto, estimó que es muy difícil fijar un plazo para evaluar los resultados de este proyecto de ley. Luego, señaló que esta iniciativa tuvo como modelo a las escuelas que han obtenido los mejores resultados en el SIMCE.


El Honorable Senador señor Núñez sostuvo que le preocupa que los 18.000 pesos fijados como subvención preferencial sean los que realmente se requieren para igualar los resultados de los alumnos del sistema escolar subvencionado. Enseguida, observó que la fórmula empleada por el Ministerio de Educación para determinar la vulnerabilidad no considera la segregación social. Por otra parte, reparó en que este proyecto de ley se centra en el alumno y no en la escuela.


La señora Ministra de Mideplan comentó que el desafío actual es insertar los cambios que se realizarán en el ámbito educativo en un sistema más amplio de superación de la vulnerabilidad. Asimismo, informó que la Cartera que representa está elaborando un conjunto de mapas territoriales de la vulnerabilidad social sectorizados por regiones.


La señora Ministra de Educación expuso que esta iniciativa legal forma parte del Sistema Nacional de Protección Social y señaló que la ayuda que reciban las familias pertenecientes al Programa del Chile Solidario que se beneficien con esta subvención no alterará su calificación de vulnerabilidad.


El Honorable Senador señor Cantero expresó que se requiere de un trabajo más armónico o más articulado entre esta Comisión y el Ministerio de Educación y observó que el Ministerio de Educación debe compartir todos los datos y estadísticas que tiene sobre la vulnerabilidad educacional.


Con respecto a este presente proyecto de ley, declaró que no tiene profundos reparos. No obstante, advirtió que no ve coherencia entre los objetivos que se declaran y los instrumentos que se establecen para alcanzar estos objetivos. También, indicó que falta claridad en el tema del cálculo del monto de esta subvención. Observó que se debe precisar si esta iniciativa de ley beneficiará a los establecimientos de educación subvencionados o a los alumnos prioritarios. 


Comentó que muchos de los actores del proceso educativo piensan que este proyecto de ley constituirá un instrumento de segregación social, que fomentará la marginalidad, como ha ocurrido con los programas habitacionales. 


Expuso que percibe que no hay una correlación directa entre los datos que entrega el Ministerio de Educación en materia de asistencias de los alumnos y los antecedentes económicos de las familias. Afirmó que la mala calidad de nuestra educación y el entorno en que viven nuestros jóvenes vinculado a la droga han incidido en aumentar la marginalidad social. Señaló que en su región el flagelo de la droga incide en aumentar las tasas de inasistencia escolar.


Enseguida, observó que el problema de la vulnerabilidad es mucho más integral y sistémico de lo que platean el Ministerio de Educación y que falta un análisis más profundo de la JUNAEB y de la JUNJI sobre la vulnerabilidad social. 


Informó que la mayoría de los psicólogos cree que la mayor parte de los problemas psicosociales son perfectamente detectables y tratables con asistencia técnica profesional entre los 7 u 8 años. Agregó que los problemas de adaptabilidad social, según los expertos, son corregibles en edades tempranas y no a los 15 años cuando el adolescente ya ni siquiera puede ser controlado por sus padres.


Por otra parte, señaló que la JEC ha incidido en la proliferación de enfermedades cardiovasculares y en los problemas de obesidad que tienen nuestros niños.


A continuación, instó al Ministerio de Educación a presentar ante esta Comisión todos los informes y estudios que tenga sobre la segregación social, a fin de compartirlos y analizarlos en conjunto.


La señora Ministra de Educación dijo que en la etapa de preparación y diseño de este proyecto de ley se consideró la opinión de los sostenedores y comentó que alrededor de un 87% de ellos manifestó su adhesión a esta iniciativa. 


Luego, informó que este Ministerio ha implementado el Programa Habilidades para la Vida, mediante el cual se han incrementado los recursos para el año 2007 en el ámbito escolar, con el fin de disponer de profesionales para poder detectar y apoyar a los jóvenes que tienen problemas socio-emocionales en el establecimiento educacional. Esta iniciativa, continuó, apunta a fortalecer el sistema de protección social.


El Honorable Senador señor Navarro solicitó al Ministerio de Educación que remita los resultados del Programa P-900, JEC y Montegrande y planteó invitar a los directores de las escuelas para conocer su opinión sobre esta iniciativa de ley. 


Luego, advirtió que la inyección de nuevos recursos no necesariamente implicará elevar la calidad de la educación y sostuvo que no es recomendable entregar más recursos a un sistema que está siendo cuestionado. Opinó que existe una percepción generalizada de que la educación municipal ha fracasado, por lo cual expuso que no es conveniente entregar más de 165.000 millones a un sistema que estructuralmente tiene graves falencias. Recordó que el representante de la Asociación Chilena de Municipalidades señaló que sólo alrededor de un 40% de Alcaldes está de acuerdo con el sistema.


También, opinó que la voluntariedad de este sistema podría producir una gran incertidumbre, porque no se sabe con certeza cuántos establecimientos educacionales se acogerán a él y solicitó al Ministerio de Educación una proyección de los establecimientos que se acogerán a este sistema.


Por otra parte, señaló que este proyecto de ley no otorga incentivos reales para los profesores, quienes asumirán gran parte de la responsabilidad de cumplir los objetivos planteados por esta iniciativa. A su vez, consultó sobre los mecanismos de capacitación y mejoramiento de infraestructura a que se refiere este proyecto de ley y agregó que considera que los nuevos recursos serán insuficientes para capacitar y mejorar la gestión docente y para fortalecer la estructura escolar. Asimismo, solicitó información sobre cuánto cuesta renovar al 23% del profesorado que está en condiciones de jubilarse y, también, un estudio de seguimiento de los costos asociados a este proyecto de ley, como la contratación de asesoría externas para la confección de los planes de mejoramiento.


En materia de sanciones, precisó que la revocación del reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales constituye un desincentivo para que las escuelas se incorporen a este régimen. Por tal motivo, sugirió implementar un período de prueba y de aprendizaje para que las escuelas puedan optar si se incorporan o no a este sistema.


Observó que el SIMCE no puede ser el único instrumento de medición de los compromisos asumidos por los establecimientos educacionales adscritos a este sistema y, por lo mismo, sugirió incorporar otros mecanismos de medición, como las tasas de retención de los alumnos y los niveles de integración de los profesores y apoderados.


El Honorable Senador señor Chadwick luego de compartir lo expuesto por los Honorables Senadores Cantero y Navarro, recalcó la importancia de aclarar la forma en que se determina el monto de esta subvención preferencial.


La señora Subsecretaria destacó que esta subvención implica un incremento de un 50% de la subvención normal, lo que conlleva un aumento significativo del aporte estatal a la educación nacional.
A continuación, del Departamento de Economía de la Universidad de Chile, señor Osvaldo Larrañaga, señaló que este proyecto de ley pretende incrementar los recursos para mejorar la educación de los alumnos vulnerables, obligando a las escuelas participantes a firmar un convenio de conducta y un plan mejoramiento educativo. Agregó que también busca que las escuelas adscritas realicen una rendición de cuentas de los nuevos recursos asignados. 

Comentó que las escuelas se clasificarán en tres grupos: escuelas autónomas, emergentes y en recuperación. Explicó que dependiendo la categoría que corresponda a cada escuela tendrán más o menos regulación y supervisión de parte del Ministerio de Educación. 

Enseguida, indicó que el problema esencial de la educación chilena es su patrón regresivo, lo que implica que en promedio los alumnos de más alto nivel socio-económico reciben mayores recursos de los establecimientos educacionales a que asisten. Reflexionó que esta brecha se genera por el financiamiento compartido y por el régimen de una subvención educacional de carácter plana, que no distingue entre los distintos tipos de alumnos que beneficia. 

Bajo este contexto, expuso que considera que esta iniciativa de ley es un aporte en la medida que intenta revertir la desigualdad de los recursos educacionales. Señaló que esta política cambia la mirada hacia las escuelas más pobres, al estimularse su incorporación a este sistema. 

En el ámbito de la educación municipal, precisó que los aportes municipales son menores y que existe un déficit de financiamiento. Precisó que este proyecto de ley intenta revertir la desigualdad de los recursos de la educación subvencionada, asignándose más recursos por niño vulnerable, lo que debería mejorar la calidad de su educación por el denominado efecto “acogida”. Agregó que no existen estimaciones de cuánto logrará reducir la brecha de los resultados obtenidos, porque no se dispone de una relación entre los recursos y los estándares de calidad.

Enseguida, se refirió al mecanismo de selección de los alumnos prioritarios y observó que no se sabe cuántos alumnos se beneficiarán con este sistema. En efecto, indicó que no se conoce el criterio de aplicación de esta iniciativa, es decir, si se beneficiará al 30% de los alumnos más pobres o sólo a aquéllos que alcancen con el presupuesto disponible. 

En cuanto a los criterios de selección de los alumnos, advirtió sobre la necesidad de que los antecedentes socio-económicos de los alumnos estén disponibles en una base de datos accesible para las escuelas y opinó que el cuarto criterio referido al nivel escolar de la madre o padre del menor es inviable, porque estos antecedentes deben ser recolectados y analizados, ya que el Ministerio de Educación no cuenta con esta información. 

Con respecto a la participación de las escuelas, señaló que se propone una adscripción voluntaria a este nuevo régimen, que involucrará que el Ministerio de Educación tenga mayores injerencias en materias de regulación y supervisión sobre el establecimiento educacional inscrito. Acotó que el volumen de recursos dependerá de la cantidad de alumnos prioritarios que atienda cada escuela. Advirtió que las escuelas con niveles más altos de alumnos prioritarios recibirán mayores porcentajes de recursos.

En materia de regulación, sostuvo que las escuelas deberán respetar los procesos de selección y de retención que plantea esta iniciativa de ley. Asimismo, indicó que deberán suscribir un convenio de igualdad de oportunidades, debiendo cumplir todos los compromisos asumidos por el establecimiento. También, señaló que se exigirá diseñar un plan de mejoramiento educativo a las escuelas emergentes y en recuperación y llevar una serie de registros a fin de facilitar la tarea supervisora que tendrá el Ministerio de Educación. Reparó que estos planes de reestructuración no consideran la posibilidad de despedir los malos directivos y docentes, ni tampoco se contemplan los recursos necesarios para llevar a la práctica este tipo de acciones.

Observó que no es claro cómo los colegios podrán abordar simultáneamente el mejoramiento del aprendizaje de los alumnos prioritarios y del resto de los alumnos. Advirtió que deben compatibilizarse los Convenios y Planes de Mejoramiento Educativo con los actuales proyectos educacionales, tales como: los Planes Anuales de Desarrollo Educativo Municipal (PADEM), el proyecto educativo anual, la evaluación del desempeño directivo, las metas institucionales e individuales y los compromisos de gestión con los Departamentos Provinciales de Educación.


Comentó que los colegios con baja representación de alumnos prioritarios, como los colegios particulares subvencionados, tendrán menos incentivos para ingresar a este sistema, lo que podría generar su automarginación, aumentando así la segmentación social en la educación subvencionada. Precisó que los colegios con buenos resultados académicos también deben tener incentivos para ingresar al sistema de subvención preferencial, especialmente concediéndoles mayor autonomía en sus procesos de gestión, y permitiendo al Ministerio de Educación un mayor control de sus resultados.


Señaló que este proyecto de ley plantea un exceso de regulación en la gestión de las escuelas. No obstante, aprobó la normativa que se propone en materia de selección y de retención de alumnos, sugiriendo que estas reglas se amplíen a todos los establecimientos subvencionados. Por otra parte, observó que el Ministerio de Educación no cuenta con toda la capacidad para monitorear y supervisar a todas las escuelas que adscriban a este sistema.


Asimismo, sostuvo que el SIMCE sólo mide capacidades cognitivas y no los hábitos, ni los comportamientos, ni las actitudes de los alumnos. De este modo, sugirió incluir otros instrumentos de calificación de los establecimientos educacionales y de evaluación de resultados, como las pruebas con valor agregado, porque consideró que se podría correr el riesgo de exacerbar la discriminación entre los alumnos, si el instrumento no toma en cuenta las diferencias iniciales de habilidades.


Concluyó que se trata de un proyecto de ley necesario para empezar a revertir la desigualdad de oportunidades en la educación chilena. Sin perjuicio, consideró que existen varios temas que solucionar para que el proyecto de ley cumpla su objetivo principal. Advirtió que esta iniciativa de ley podría generar la exclusión de colegios con bajo porcentaje de alumnos prioritarios, una baja capacidad de los colegios para responder a los Planes de Mejoramiento y una baja capacidad del Ministerio de Educación para supervisar y constituirse en un órgano de apoyo técnico responsable.


Del Centro de Economía Aplicada del Departamento Industrial de la Universidad de Chile, el señor Pablo González explicó que el nivel socioeconómico y educacional de las familias está directamente relacionado con el nivel de aprendizaje de los alumnos. Este hecho, prosiguió, ha provocado que las escuelas prefieran a los alumnos provenientes de familias con mayor nivel socioeconómico y educacional, lo que se ha exacerbado con la publicación de los resultados del SIMCE. Agregó que se ha incentivado a las escuelas a expulsar a los alumnos de bajo rendimiento, porque tienden a bajar sus resultados en las pruebas. Estos comportamientos, continuó, se han provocado porque el sistema de financiamiento y de control existente fomenta este tipo de conductas. 


Expresó que este proyecto de ley viene a corregir un error de diseño que fomentaba la segmentación social y espacial de las ciudades. Acotó que al entregar mayores recursos para la educación de los alumnos más vulnerables, en teoría, se compensaría su desigualdad de oportunidades, asumiendo el Estado su mayor costo de educación. Explicó que si el valor de la subvención preferencial es correcto, el promedio del rendimiento de los estudiantes con derecho a ella debería ser similar al del resto de los estudiantes. No obstante, precisó que los bajos rendimientos de los alumnos vulnerables podría mantenerse, debido a la baja calidad de las escuelas a que asisten y a la insuficiencia del monto asignado para compensar esta desigualdad.


Refirió que este proyecto de ley busca hacerse cargo de las diferencias de calidad entre las escuelas y fortalecer al sistema de rendición de cuentas, dando mayor autonomía a las escuelas de mejor rendimiento y una mayor supervisión a las escuelas de menores resultados. 


Observó que el Ministerio de Educación debe avanzar prontamente en la creación de una Superintendencia de Educación, que otorgue garantías de calidad a todos los estudiantes que asisten a los establecimientos con financiamiento estatal. Acotó que debe asegurarse el derecho de los alumnos para aprender y que las normas e instituciones deben supeditarse a esta prerrogativa. Señaló que para alcanzar este gran objetivo se requerirá que la nueva institucionalidad contemple la posibilidad del Ministerio de Educación de cerrar e intervenir a los establecimientos educacionales que infrinjan este derecho, especialmente en las escuelas rurales. 


Afirmó que el deterioro paulatino de las escuelas se debe a la aplicación de las reglas del mercado en la educación. Comentó que las escuelas pueden entrar en largos procesos de decadencia, en los cuales se produce un retiro masivo de sus alumnos, agravando sus problemas de calidad educativa.


Bajo este contexto, expuso que es fundamental que esta iniciativa de ley incorpore medidas tendientes a garantizar la calidad de la educación. Por el contrario, argumentó que deben fortalecerse y complementarse estas medidas con la creación de una Superintendencia de Educación.


Por otra parte, explicó que podrían mantenerse los bajos rendimientos de los alumnos vulnerables por el denominado efecto “pares”, por el cual se entiende que los resultados académicos de estos alumnos no sólo dependen de las circunstancias individuales de cada uno, sino también de su entorno y comunidad. Comentó que algunas investigaciones recientes sobre los factores que explican los resultados de los alumnos en las mediciones de la calidad de los aprendizajes han incorporado a este efecto, a través de una variable que incluye las características de los compañeros de curso y del colegio. En estos estudios, prosiguió, se constata que esta variable tiene un efecto adicional a las características familiares del propio estudiante. 


En consecuencia, afirmó que para alcanzar la igualdad de oportunidades educacionales y lograr que todas las escuelas puedan potenciar a sus alumnos a su máxima capacidad no basta con incrementar los recursos asignados, porque para superar las características familiares de cada niño sería necesaria una compensación adicional por la concentración de alumnos vulnerables, lo que significaría aumentar la subvención de las escuelas con mayor proporción de alumnos vulnerables. Arguyó que si el efecto “pares” es real y no se corrige adecuadamente, los incentivos para terminar con la segmentación sólo serán atenuados y no se habrá avanzado hacia la igualdad de oportunidades.


El problema, prosiguió, con el efecto “pares” y la determinación del monto de la subvención preferencial es que se ignora su costo real. De este modo, observó que se debe reconocer esta ausencia de certeza y asumir que los montos con los cuales se iniciará este sistema son necesariamente provisorios, quedando pendiente la determinación definitiva de los mismos. Para determinar el monto de la subvención, sugirió, ensayar distintas fórmulas en diversas regiones del país, de modo de contar con mayores observaciones que proporcionen mayor información.


Enseguida, señaló que se debe considerar que mientras la subvención preferencial no esté en régimen y no haya logrado corregir la desigualdad de oportunidades y la segregación social será necesario asumir que los resultados continuarán siendo determinados por las características familiares de los estudiantes, lo que debería tenerse presente en la clasificación inicial de las escuelas en autónomas, emergentes y en recuperación. Asimismo, indicó que para romper con la relación entre los malos resultados de los estudiantes y la vulnerabilidad social se debe hacer un monitoreo permanente de los establecimientos, a fin de medir su éxito o fracaso y la necesidad de introducir modificaciones al plan de mejoramiento. 


Por otra parte, comentó que este proyecto de ley establece que para impetrar la subvención preferencial los establecimientos educacionales deberán firmar un convenio con el Ministerio de Educación, que les impediría seleccionar a sus alumnos y cobrar financiamiento compartido a los alumnos “prioritarios”. Al respecto, arguyó que esta norma debería tener el carácter de general y aplicarse a todos los establecimientos que reciban recursos públicos. En ningún sector de la actividad económica, prosiguió, se permite a las empresas seleccionar a sus clientes, salvo en los clubes privados. Observó también que este proyecto de ley deja pendiente el tema de la integración social, cuya solución requiere de una política integral que excede las fronteras de lo educacional.


La Presidenta de la Sociedad de Instrucción Primaria (SIP) Red de Colegios, señora Patricia Matte, expuso que la Corporación que representa es una sociedad sin fines de lucro, fundada en 1856 y que cuenta con 17 colegios en la ciudad de Santiago a los cuales asisten alrededor de unos 18.000 alumnos. Informó, también, que los resultados que han obtenido en la prueba SIMCE son notablemente superiores a los obtenidos por los colegios subvencionados y municipales y que el costo promedio por alumno de sus colegios asciende a 38.000 pesos.


Enseguida, expresó que comparte la necesidad de otorgar una subvención preferencial a los alumnos prioritarios, para que así se les permita acceder a colegios con buenos resultados. Asimismo, arguyó que era fundamental poner atención en los resultados educativos de los colegios y de los alumnos prioritarios y sostuvo que es necesario exigir una rendición de cuentas en base a los resultados obtenidos a los sostenedores. También, señaló que es necesario establecer la obligación de los establecimientos de informar a la comunidad, especialmente a los apoderados, del desempeño educativo de los colegios.


Por otra parte, manifestó su disconformidad con el hecho de que esta iniciativa de ley se centre más en la escuela que en el alumno, ya que son éstas las que se clasifican y las que reciben los recursos. También, declaró que no corresponde asociar la subvención preferencial con la rendición de cuentas, porque se trata de temas distintos que deben ser abordados en proyectos diversos. A su vez, reparó en la excesiva intervención del Ministerio de Educación en la gestión de los colegios, porque se tendería a diluir la responsabilidad frente al fracaso. Agregó que no todas las participaciones del Ministerio de Educación han demostrado buenos resultados y que prevé que este proyecto de ley aumentará la burocracia y los costos, pero no logrará mejorar los resultados. Precisó que no comparte la exigencia de llevar una contabilidad paralela para esta subvención preferencial, porque esto involucra un altísimo costo para los establecimientos. Agregó que le parece excesivo que las escuelas tengan que llevar un libro diario de ingresos y de gastos y una rendición detallada de cuentas por alumno.


Luego, indicó que falta un análisis más profundo del cálculo del monto de la subvención preferencial y que se considere que existen diversos costos para educar a los alumnos que tienen distintos grados de vulnerabilidad. Agregó que al entregar la subvención al establecimiento y no al alumno se restringen las alternativas de elección de los alumnos.


Con respecto al sistema de selección y de retención de los alumnos que impone este proyecto de ley, señaló que si bien comparte el principio rector de esta norma, considera que la libre entrada atenta contra el proyecto educativo de la corporación educacional que representa, porque para que un alumno pueda ingresar a esta red de colegios los apoderados deben aprobar el proyecto educativo de la Sociedad de Instrucción Primaria.


Señaló que la misión de la Sociedad de Instrucción Primaria es educar a los alumnos de escasos recursos, de ahí el especial interés que tienen en participar en este proyecto de ley. Sin embargo, acotó que no están dispuestos a aceptar rigideces que impliquen un perjuicio académico para sus alumnos. Reconoció, asimismo, el esfuerzo que ha hecho el Ejecutivo para aumentar los recursos asignados en la educación de los alumnos prioritarios. No obstante, advirtió que no se ha hecho un análisis profundo del costo real de la educación de un niño en condiciones de vulnerabilidad. Señaló que según información de la Sociedad de Instrucción Primaria este costo ascendería a unos 70.000 pesos.


El presente proyecto de ley, prosiguió, como está diseñado actualmente, les desincentiva a inscribirse en este nuevo régimen, debido a la excesiva intervención del Ministerio de Educación en la gestión y supervisión de los establecimientos educacionales, a la gran cantidad de definiciones y criterios de importancia que quedan al arbitrio de un reglamento y a la ausencia de procedimientos de selección para matricular a los alumnos. Afirmó que si esta iniciativa de ley estuviera únicamente focalizada en los resultados pedagógicos y en la retención de los alumnos prioritarios, la institución que representa estaría dispuesta a suscribir el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa.


La Gerente General de la Sociedad de Instrucción Primaria (SIP) Red de Colegios, señora Andrea Fuckslocher, señaló que la los colegios SIP gastan alrededor de unos 38.000 pesos por alumno, cifra que no incluye el costo capital y comentó que esta cifra aumenta a 69.000 pesos, si se incluye el costo capital. Informó que estos fondos se invierten en: desempeño docente, horas de profesor jefe, asesorías pedagógicas y evaluaciones, y la preparación y capacitación docente.


El Honorable Senador señor Núñez consultó sobre la presencia de los organismos del Ministerio de Educación que participan en el proceso de enseñanza.


La Presidenta de la Sociedad de Instrucción Primaria (SIP) Red de Colegios, indicó que, dado que tenemos un sistema de educación descentralizado, el Ministerio de Educación sólo debería velar por la calidad, fijar estándares y exigir el cumplimiento de estos supuestos. Sugirió que el Ministerio de Educación transparente los datos que tiene sobre las escuelas y oriente a los padres para que matriculen a sus hijos en los buenos colegios. Agregó que el Ministerio de Educación debe sancionar a los establecimientos en base a los resultados obtenidos y no entrometerse en los procesos educativos. Luego, planteó que este proceso sea a la inversa, es decir, que sean las escuelas las que apoyan al Ministerio de Educación y las que se responsabilicen de mejorar la calidad de la educación.


El Honorable Senador señor Cantero solicitó una explicación más profunda de los efectos “par” y “acogida”, y que se reflexione si la subvención preferencial aumentará la segregación social.


El Economista del Centro de Economía Aplicada del Departamento Industrial de la Universidad de Chile respondió que el efecto “par” tiene como base el resultado individual del niño y de su curso. De este modo, señaló que lo más recomendable sería crear dos subvenciones: una, para el niño vulnerable y otra para su curso. En este caso, prosiguió, sólo se establece una subvención preferencial para el niño prioritario. Por otra parte, arguyó que este proyecto de ley no apoya la integración social y que sólo es un incentivo para incorporar a los niños en condiciones de vulnerabilidad social.


El Honorable Senador señor Cantero manifestó sus dudas respecto a la suficiencia del monto propuesto por el Ejecutivo. Asimismo, reparó en la rigidez del sistema de control de gastos. Enseguida, advirtió que prevé que esta iniciativa aumentará la segregación social y la marginalidad como ha ocurrido con la política habitacional. 


El Economista del Departamento de Economía de la Universidad de Chile explicó que el efecto “acogida” implica que se generará un incentivo para que los colegios adscriban a este sistema de subvención preferencial, motivados principalmente por el aumento de sus recursos. Acotó que la calificación de niño prioritario no considera que la condición socio-económica es cambiante. Bajo este contexto, arguyó que es más recomendable adoptar una concepción más flexible de vulnerabilidad social. A su vez, sugirió flexibilizar el gasto de la subvención preferencial y no restringirlo a los gastos de la educación de los niños vulnerables. Advirtió que si los buenos colegios se marginan de este sistema probablemente se producirá el efecto contrario al buscado por esta norma, cual es nivelar las desigualdades de las oportunidades educacionales.


La Gerente General de la Sociedad de Instrucción Primaria (SIP) Red de Colegios precisó que es inviable que los recursos de la subvención preferencial sólo se gasten en los niños prioritarios, porque es imposible dividir los costos y llevar contabilidades paralelas. Comparte que la educación preferencial puede generar un efecto “acogida” y que todos los colegios se interesen en participar de este régimen. No obstante, señaló que le complica la rigidez de la normativa propuesta.


Agregó que los logros de este aumento de recursos deben medirse únicamente con los resultados pedagógicos y con las tasas de retención de los alumnos y limitar la intervención del Ministerio de Educación en la gestión educativa. Concluyó que se necesita autonomía educativa y no intervención.


El Economista del Centro de Economía Aplicada del Departamento Industrial de la Universidad de Chile comentó que con este proyecto de ley se corrige la segmentación para el sostenedor, porque tendrá igualdad de recursos para los alumnos pobres y medios.


La señora Subsecretaria destacó que este proyecto de ley tiene por objeto nivelar la desigualdad de recursos que tiene nuestro sistema educativo, entregando más recursos para la educación de los alumnos más pobres y exigiendo una rendición de cuenta a los sostenedores de gastos de los mismos. Sostuvo que actualmente se entregan las subvenciones sin tener ninguna información sobre cómo se gastan estos fondos. Explicó, enseguida, que iniciativa de ley junta estos dos objetivos porque se requiere con urgencia aumentar los recursos de los alumnos pobres y transparentar su gasto.


En materia de identificación de los alumnos prioritarios, señaló que la JUNAEB ha hecho simulaciones de los alumnos que se pueden clasificar como vulnerables y que por ende existe la información aproximada de los alumnos que se beneficiarán con esta subvención. Informó que para clasificar a las escuelas no sólo se utilizarán los resultados del SIMCE, sino también el nivel socio-económico de sus alumnos. En cuanto al monto de la subvención, precisó que se pensó en un delta que compensara en promedio los recursos en un 50 % y sostuvo que es imposible aumentar este monto.


También, señaló que el efecto “escala” contrarresta al efecto “par” y explicó que éste permite multiplicar los 18.000 pesos que se entregarán por concepto de subvención preferencial por todos los alumnos prioritarios que atiende un determinado colegio, conociéndose así el total de los nuevos recursos recibidos.


Por otra parte, precisó que la integración social se salvaguarda con el hecho de que estos recursos se asignan por alumno y no por escuela. Acotó que si estos fondos se entregaran por escuela se aumentaría la segregación social. Asimismo, indicó que el efecto “acogida” incentivaría la integración social.


Comentó que la idea es mejorar la relación entre el Ministerio de Educación y las escuelas, a fin de que las escuelas logren mejores resultados y en la medida que los alcancen adquirirán mayor autonomía en sus decisiones. Agregó que la idea es trabajar con las escuelas en forma ordenada, uniforme y con una metodología única.


El Honorable Senador señor Núñez expuso que el efecto “pares” no puede restringirse al curso del niño vulnerable, sino que también debe ampliarse al barrio, comuna y ciudad del menor. También, indicó que no se sabe quiénes son los niños vulnerables y cuáles han sido sus rendimientos en el SIMCE, ni en la PSU. A su vez, señaló que considera que es fundamental que el Ministerio de Educación intervenga en la gestión de los procesos educativos, porque es la única forma de controlar el destino de estos nuevos recursos. Luego, reflexionó sobre el fracaso de la educación municipalizada y reparó en que esta iniciativa pretenda entregar a los sostenedores municipales unos 145.000 millones de pesos más.


El Honorable Senador señor Navarro observó que no se puede mejorar el problema de la educación chilena únicamente con un aumento de los recursos asignados. Recalcó sobre la necesidad de realizar una revisión generalizada y profunda de nuestra educación, con el objeto de diseñar una estrategia uniforme y acorde a nuestra realidad nacional. Luego, consultó si consideran viable que la educación pública adopte el modelo de la educación privada, qué opinión tienen del Estatuto Docente y si existe voluntad del sector privado para ayudar a mejorar la educación pública.


En cuanto al monto de la subvención preferencial, sostuvo que la competencia para su fijación no se puede restringir al Ministerio de Hacienda, porque éste es un tema político de debate país y consultó al Ministerio de Educación cuánto cuesta realmente igualar las oportunidades educacionales de los niños vulnerables, prescindiendo de las consideraciones del Ministerio de Hacienda.


El Honorable Senador señor Cantero sostuvo que la idea es que en educación se dén más recursos a los que tienen menos. Luego, hizo hincapié en que se debe dar más autonomía a las escuelas, ya que considera que no es conveniente un intervencionismo exacerbado e insistió en que se tenga presente el efecto “pares” al momento de fijar el monto de esta subvención. Por otra parte, indicó que apoya la evaluación de los resultados, pero sugirió que se explicite la forma en que se hará esta evaluación.


La Presidenta de la Sociedad de Instrucción Primaria (SIP) Red de Colegios, indicó que en cualquier modelo de gestión no se pueden entregar recursos sin exigir resultados. Comentó, enseguida, que el sistema de educación municipalizado no ha fracasado, sino que se le ha hecho fracasar por el modelo de gestión que se le ha impuesto y por las trabas que ha generado la aplicación del Estatuto Docente. Agregó que los directores deben tener más autonomía y mayor disponibilidad de recursos. Compartió que no es conveniente dar más recursos a un modelo, cuya administración y gestión es restringida y en materia de Estatuto Docente, sugirió implementar una carrera docente, basada en el buen desempeño y no en los años y títulos que tengan los docentes. 


También, señaló que el Ministerio de Educación debe entregar las metas y directrices que debe seguir la educación, pero no entrometerse en la gestión directa de los procesos educativos. Luego, expuso que la solución al problema de la educación chilena no pasa por volver a una educación centralizada, sino que está en mejorar la carrera docente, en aumentar las remuneraciones de los profesores, en implementar una adecuada capacitación docente y en someterles a un sistema de evaluación de carácter obligatorio y permanente.


Acto seguido, propuso dar un rol más activo a los apoderados en el proceso educativo de sus hijos, proporcionándoles la información sobre los resultados de las escuelas a las que asisten sus hijos y señaló que es fundamental que cada escuela tenga su propio proyecto educativo.


El Economista del Centro de Economía Aplicada del Departamento Industrial de la Universidad de Chile indicó que es fundamental que se exija rendición de cuentas a todos los sostenedores que reciben aportes del Estado y no restringirlo a quienes perciban la subvención preferencial. Por otra parte, precisó que el Estatuto Docente genera una incapacidad para crear una adecuada política para los docentes, por tal motivo señaló que se requiere con urgencia revisar el texto legal del Estatuto Docente en otro proyecto de ley.


La señora Subsecretaria aclaró que las estimaciones de los costos de la subvención preferencial se han hecho únicamente por el Ministerio de Educación y destacó que el Estado aportará para la educación de un alumno prioritario la subvención normal, ascendente a unos 32.000 pesos, más esta subvención preferencial que corresponde a 18.000 pesos. Por tanto, el Estado entregará unos 50.000 pesos para que los niños en condición de vulnerabilidad puedan educarse en un plano de igualdad.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reflexionó acerca de la conveniencia de entregar la subvención por alumno o por escuela y enfatizó sobre la necesidad de dignificar la carrera docente. Agregó que el Ejecutivo debe vincular este proyecto de ley con las futuras reformas estructurales que se presentarán al Parlamento en el mes de abril de este año. Enseguida, requirió información sobre la ejecución de los proyectos que se han implementado por el Ministerio de Educación en los últimos años, especialmente de la JEC y del Plan 900.


Por otra parte, indicó que se debe definir quién administrará la educación chilena y si se mantendrá el sistema municipalizado. Señaló que se debe decidir si esta iniciativa tiene por objeto consolidar el sistema público o mantener el actualmente vigente.


Observó que falta determinar si este apoyo monetario beneficiará sólo a los alumnos o también favorecerá a los establecimientos educacionales. En materia de montos, precisó que falta conocer todos los costos de referencia para fijar el monto de esta subvención preferencial.


Advirtió que también se deberán destinar recursos para la evaluación docente y para reponer a los profesores que se acojan al sistema de despido voluntario.


El Honorable Senador señor Navarro precisó que se deben considerar todos los posibles supuestos de la aplicación de este proyecto de ley y fijar un plazo para medir sus resultados. Asimismo, indicó que se deben compatibilizar todas las incidencias que tendrá esta iniciativa con los proyectos de ley que reestructurarán a la educación chilena. Por otra parte, manifestó sus dudas respecto de la voluntad de los alcaldes de continuar administrando la educación pública y solicitó información sobre los resultados de los programas JEC, Montegrande y Plan 900.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que apoya la idea matriz de este proyecto de ley. No obstante, acotó que percibe que fomentará la segregación social, ya que mantiene la tendencia de que los más pobres tengan que educarse en los colegios municipalizados. Luego, insistió en que se debe transparentar y reformular el monto de esta subvención y compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Navarro en el sentido de que se requiere una visión amplia de parte del Ejecutivo sobre la armonización de este proyecto de ley con las reformas estructurales que se harán a la educación chilena.


Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez advirtió que se está legislando en un ambiente de crisis generalizado del sistema educativo chileno, en el cual existe apremio de parte de los alumnos, de los padres y de la sociedad en general. Enseguida, expuso que considera fundamental que el Ejecutivo establezca los objetivos estratégicos de la educación nacional de los próximos diez años y requirió información sobre las metas estratégicas propuestas en el ámbito educativo. También, consultó si el Ejecutivo ha sumido que se requiere de una transformación real de la educación nacional y propuso realizar un debate más profundo en el Parlamento sobre la educación chilena.


El Honorable Senador señor Cantero reparó que este proyecto de ley tiene dos objetivos diversos que no se complementan, cuales son, -igualar las oportunidades educacionales de los alumnos más pobres e implementar un sistema de rendición de cuentas,- y estimó que esta dualidad de objetivos dificultará el éxito de esta iniciativa legal. Asimismo, señaló que el monto de esta subvención es insuficiente, considerando que en la mayoría de las audiencias recibidas se ha propuesto como monto mínimo para asumir los costos de la educación de un alumno la cifra de 68.000 pesos. Por otra parte, dijo que mientras se mantenga la rigidez del Estatuto Docente será imposible mejorar la calidad de la educación. 


Agregó que este proyecto de ley busca aliviar la carga de los colegios municipalizados. No obstante, prevé que los buenos colegios no están interesados en participar en este sistema, ya que la norma entrega amplias prerrogativas al Ministerio de Educación para intervenir en su gestión educativa. Por otra parte, comentó que el proceso de rendición de cuentas debe centrarse en los resultados y no en los procesos. Bajo esta premisa, advirtió que los buenos colegios no deben ser obligados a someterse a un régimen de rendición de cuentas.


Observó que esta iniciativa legal no logrará fomentar una integración social, porque mantiene la tendencia de que los alumnos más pobres tengan que ingresar al sistema municipalizado. Luego, sostuvo que antes de aprobar esta iniciativa legal el Ejecutivo debe dar a conocer todos los proyectos de ley que modifican los lineamientos generales y estructurales de la educación chilena.


La señora Ministra de Educación destacó que este proyecto de ley no busca privilegiar a la educación municipalizada, ya que la idea central es igualar las oportunidades educativas de los niños más pobres y señaló que en el mes de abril del año en curso se presentarán al Parlamento el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación y el que modifica a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.


El Coordinador Nacional de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación comentó que la subvención preferencial aumenta en un 50% los recursos de la subvención normal. Por otra parte, precisó que se debe incluir en esta reforma a los docentes, ya que ellos son la pieza fundamental para mejorar la calidad de la educación chilena.


La señora Ministra de Educación indicó que este proyecto de ley busca equiparar las condiciones educacionales de los alumnos más pobres entregando recursos adicionales a las escuelas que atienden a estos alumnos. Explicó que el Ejecutivo ha solicitado la suma urgencia a la tramitación de este proyecto de ley para que los municipios puedan disponer cuanto antes de estos fondos.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se refirió a las diversas propuestas y comentarios que se han dado en la discusión de esta iniciativa de ley y señaló que en primer término se ha planteado que se debe definir si es conveniente entregar nuevos recursos al sistema municipalizado. También, sostuvo que se ha sugerido que se debe armonizar esta iniciativa con todos los proyectos que presentará el Ejecutivo, con el objeto de reformar la educación chilena. Luego, dijo que asimismo se ha propuesto separar en dos proyectos de ley la mejora de la calidad de la educación de los alumnos vulnerables y la rendición de cuentas de los sostenedores de los recursos entregados por el Estado.


Por otra parte, precisó que se ha sugerido que se debe buscar la fórmula más idónea para determinar el monto de la subvención preferencial. A su vez, comentó que se ha planteado que no existe claridad en la calificación de los alumnos vulnerables y que el SIMCE no puede ser el único instrumento medidor de los resultados. Asimismo, indicó que se ha propuesto que se debe definir si la subvención se entrega al establecimiento o al alumno y que en materia de rendición de cuentas se ha observado que se tiende a una excesiva burocratización, porque se exige que las escuelas lleven una contabilidad paralela para la subvención preferencial. También, refirió que se ha comentado que este proyecto de ley podría generar una excesiva intervención del Ministerio de Educación en la gestión de los establecimientos educacionales.


La señora Ministra de Educación recordó que S.E. la Presidenta de la República, en el mes de diciembre, anunció que durante el año 2007 se presentarían las iniciativas legales para crear una Superintendencia de Educación y reformar el marco regulatorio del sistema educacional chileno. Por otra parte, arguyó que no prevé la necesidad de suspender la tramitación de este proyecto de ley, porque es de suma urgencia mejorar la educación de los niños socio-económicamente vulnerables. Aclaró que el SIMCE no es el único medidor de resultados, ya que existen otros criterios como las tasas de retención de los alumnos, la evaluación docente, y la participación de los docentes y apoderados. En materia de rendición de cuentas, advirtió que el sistema de contabilidad paralela fue una modificación introducida en la Cámara de Diputados, al aprobarse una indicación formulada por el Honorable Diputado señor Montes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez señaló que el sistema municipal debe ser modificado y que este proyecto de ley debe armonizar sus criterios con la reforma a la educación chilena. Consideró que la mayor intervención del Ministerio de Educación en la gestión educativa es una necesidad y que el mejor instrumento para mejorar la calidad de la educación es la subvención estatal.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide observó que falta una visión más global de la educación. Agregó que dada las condiciones políticas es inviable realizar una revolución en el ámbito educacional. Bajo este contexto, indicó que lo más recomendable es centrar los esfuerzos en reformar los temas esenciales y prioritarios, como las subvenciones, la educación municipal, el rol del Estado, el compromiso de la educación privada y el mejoramiento de la gestión municipal.


La señora Ministra reflexionó sobre el sistema de subvenciones y la apertura de la educación pública al sector privado y reconoció que existen algunos sostenedores que no tienen la altura para administrar la educación pública. Agregó que hoy los recursos asignados a la educación pública han aumentado considerablemente y que éstos únicamente se han invertido en infraestructura y en mejorar la remuneración docente. Informó que se han mantenido todas las estructuras del sistema educacional de la década de los ochenta. Luego, explicó que este proyecto de ley modifica la estructura de financiamiento que caracteriza la educación pública, al asumir la diversidad y la inequidad de los niños vulnerables.


El Honorable Senador señor Chadwick estimó más coherente que esta iniciativa legal se tramite en forma simultánea junto con las otras reformas al sistema educacional y compartió que es necesario crear una subvención preferencial para los niños más pobres. 


Enseguida, recordó que los sostenedores del sector privado subvencionado indicaron que no se encuentran motivados para inscribirse en este sistema y que los sostenedores del sector municipalizado señalaron que el monto fijado para la subvención preferencial es insuficiente para mejorar la calidad de la educación. Arguyó que los agentes encargados de implementar esta norma no aprueban el texto del presente proyecto de ley y consultó al Ejecutivo si existe alguna posibilidad de flexibilizar el sentido de esta normativa para obtener una aplicación eficaz de la misma.


El Honorable Senador señor Cantero comentó que la educación municipal ha caído en descrédito, debido a la crisis y estancamiento que vive nuestro sistema educacional. Señaló que el sistema municipal debe ser reforzado, aumentando la capacidad de gestión de los Departamentos de Administración Municipal y de las Corporaciones Municipales. Refirió que la profunda crisis que experimenta la educación chilena se debe a la mantención de los modelos tradicionales de enseñanza, los cuales no potencian las competencias y habilidades que han adquirido nuestros jóvenes. Asimismo, reparó en la falta de políticas públicas en el ámbito de la educación.


La señora Subsecretaria informó que el Proyecto Enlace está trabajando en incorporar la tecnología de la informática a los métodos de enseñanza. Luego, indicó que no es factible entregar nuevos recursos si no se exige a cambio una rendición de cuentas y un mejoramiento de la gestión municipal. Observó que existe una necesidad de aumentar los recursos y de reformar la estructura general de financiamiento de la educación chilena. 


La señora Ministra de Educación, expuso que para la determinación del monto de la subvención preferencial se tuvo a la vista un estudio de costos que el Ministerio de Educación encargó en el año 2000 a un equipo de ingenieros industriales de la Universidad de Chile encabezados por el señor Pablo González y otro sobre el impacto del financiamiento compartido. En cuanto a la calificación de los alumnos vulnerables, comentó que ésta depende de varios indicadores, como el nivel educacional de los padres, si la familia pertenece al programa Chile Solidario o su calificación en FONASA. Con respecto a la excesiva intervención del Ministerio de Educación en la gestión de los establecimientos educacionales, advirtió que en los colegios calificados como establecimientos autónomos la intervención de la autoridad será mínima y aclaró que únicamente se plantea intervenir en los colegios clasificados en recuperación, con el objeto de ayudarlos a alcanzar ciertos estándares mínimos de logros.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que fundamenta un voto a favor y condicionado, porque este proyecto de ley no logra convencerlo respecto a su utilidad práctica en torno a las consecuencias que se esperan de él y de que consiga los objetivos que el presente proyecto de ley busca, es decir, si estos 18.000 pesos van a mejorar la calidad de los colegios municipalizados o de los particulares a los cuales se aplicará esta norma. Refirió que siente que este proyecto de ley en los términos en que está planteado será de bajo impacto y agregó que espera que durante el transcurso del debate se mejore. Informó que presentará un conjunto de indicaciones para reformular el texto de esta norma, a fin de garantizar la efectividad de este proyecto de ley.


Agregó que la mayoría de los alcaldes han planteado sus dudas respecto a la aplicación de esta iniciativa, en materia de montos, en el tipo de selección y particularmente en las condiciones que establece esta norma, lo que cree complicará su implementación, porque ellos son los encargados de aplicar este modelo. Expuso que el problema de la educación no se resuelve con más recursos. De este modo, señaló que el Ejecutivo se equivoca al presentar este proyecto de ley, como una forma de solucionar los problemas profundos que vive la educación, más aún si se considera el empecinamiento de aprobarlo antes de las grandes reformas a la educación. Advirtió que no comparte la señal política de transformar al 21 de mayo en un ícono político y que está por resolver el problema de fondo de los niños pobres de este país. Señaló que continúa esperando los informes de los resultados de la JEC, P900 y Montegrande. Observó que para aplicar este instrumento se debe conocer la eficiencia de los otros programas que se han aprobado, porque siente que en esta materia la evaluación de la aplicación de estos proyectos es bastante reveladora de las dificultades que tiene para su aplicación. Agregó que es esencial conocer estos antecedentes para ver si este instrumento que hoy se va a aprobar tendrá los resultados positivos esperados.


Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick indicó que comparte el objetivo de este proyecto de ley, porque permite a los niños más vulnerables tener la posibilidad de acceder a mejorar la calidad de su educación. También, apoyó que debe tenderse hacia un proceso educacional que evite la segmentación social y que propenda a la integración social. Precisó que deben fijarse los estándares y exigencias mínimas de la educación, y establecerse los mecanismos de control adecuados para fiscalizar la calidad educativa. En este sentido, expuso que considera necesario abordar y aprobar el objetivo propuesto en este proyecto de ley.


Desde un punto de vista general, señaló que le preocupa que el monto fijado para esta subvención preferencial sea insuficiente para mejorar la calidad de la educación de los niños vulnerables y recordó que todos los agentes educativos han manifestado su desacuerdo con este monto. Por otra parte, planteó la necesidad de incrementar el monto de la subvención normal, según lo expuesto por el Presidente de la Comisión de Educación de la Asociación de Municipalidades.


Agregó que falta una visión global del sistema educacional y no medidas transitorias que lo distorsionan. Acotó que debe haber armonía entre este proyecto de ley y las reformas que su S.E. la Presidenta de la República presentará este año, ya que entiende que se tratan temas similares, como los estándares de calidad y los procesos de selección de los alumnos.


Desde un punto de vista más particular, expuso que se debe crear un sistema integrador y no excluyente, en el cual se den las mejores opciones y condiciones de la educación de los niños más pobres. Advirtió que la obligación de suscribir los Convenios y Planes de Mejoramiento que propone esta iniciativa, podrían provocar que los colegios particulares subvencionados se excluyan de adscribirse en este sistema, lo que podría redundar en aumentar la segregación social, ya que únicamente las malas escuelas serían las interesadas en percibir esta subvención preferencial.


A su vez, precisó que debe exigirse la calidad de la enseñanza en todo el sistema escolar. Planteó que la labor del Ministerio de Educación debe centrarse en prestar apoyo técnico y orientador a los establecimientos, respetando su autonomía en la gestión educativa. Asimismo, señaló que el Ministerio de Educación debe fijar los estándares de calidad y los objetivos del sistema educacional. También, indicó que este Ministerio debe fiscalizar y sancionar a quienes no cumplan con los criterios fijados por la autoridad.


Sostuvo que deben implementarse controles eficaces y transparentes respecto de la utilización de los recursos que proporciona el Estado, ya que debe exigirse que estos fondos se destinen efectivamente al fin propuesto. No obstante, advirtió que este sistema de control debe evitar todo tipo de burocracia y de trabas y reparó en la obligación de llevar una contabilidad paralela para la subvención preferencial. Insistió en implementar un sistema de control adecuado y eficaz para el proceso educativo. Apoyó la idea de transparentar absolutamente la información que se entrega a los padres y apoderados. Luego, acompañó una propuesta de un proyecto de ley alternativo para la subvención preferencial.


El Honorable Senador señor Cantero insistió en la falta de instrumentos funcionales para cumplir los objetivos planteados en este proyecto de ley. Precisó que se requieren objetivos más acotados y específicos que permitan alcanzar las metas propuestas. Consideró que esta iniciativa legal tenderá a una mayor desigualdad y segmentación social e impone una excesiva injerencia del Ministerio de Educación.


Con respecto al monto de la subvención preferencial, comentó que este monto es insuficiente para mejorar la calidad de la educación de los niños vulnerables, más aún si se tiene presente que esta cifra se obtiene a partir de la subvención normal. Señaló que para mejorar la calidad de la educación se requieren al menos unos 68.000 pesos por alumno vulnerable.


Enseguida, comentó que mejorar la calidad de la educación no pasa únicamente por un aumento de recursos. Agregó que este proyecto de ley profundizará la segregación social, porque implicará que los niños más pobres se tengan que educar en las escuelas más pobres. Asimismo, observó que falta una discusión más amplia, para delimitar el sentido que debe tener la educación chilena, especialmente considerando los malos resultados obtenidos.


Señaló que a pesar de todos los reparos que tiene respecto a este proyecto de ley aprobará la idea de legislar, porque apoya sus objetivos, aunque considera que los instrumentos utilizados no son lo suficientemente idóneos para alcanzarlos.


El Honorable Senador señor Núñez compartió que faltó una discusión global y profunda sobre la educación chilena y señaló que han existido ciclos que han marcado a nuestra sociedad, en donde todos los actores involucrados han tenido la posibilidad de participar de las reformas educativas, como en el caso de la discusión que precedió a la educación primaria obligatoria que involucró a todas las fuerzas políticas de la época y que permitió al ex Presidente de la República don Pedro Aguirre Cerda dictar un decreto que proclamara la educación primaria obligatoria. Agregó que durante los otros gobiernos radicales se fortaleció la educación pública, especialmente la de los Liceos Públicos. Aclaró que en esa época hubo un consenso general sobre la importancia de la educación fiscal y no hubo una discusión ideológica tan exacerbada como la que hubo durante el gobierno del ex Presidente Allende, en el cual no se pudo discutir el proyecto de la ENU. Acotó que la ENU fue planteada en un marco de exacerbación ideológica en el que se estigmatizó los logros que pretendía esta iniciativa, que no alcanzó a presentarse al Parlamento.


Durante los gobiernos de la Concertación, observó que la Comisión que presidía José Joaquín Brünner no incorporó a los profesores egresados del Pedagógico de la Universidad de Chile por razones políticas e ideológicas. Precisó que en esta Comisión no participaron todos los actores sociales, políticos y culturales del país. Comentó que dadas estas circunstancias no se siente interpretado por el Informe que elaboró esta Comisión.


Señaló que este Senado la única vez que tuvo la posibilidad de debatir sobre los objetivos fundamentales, el sentido estratégico y la calidad de la educación chilena fue a propósito de la discusión sobre los objetivos fundamentales y los contenidos mínimos de la educación. Arguyó que en este debate se tuvo un profundo desencuentro político, ideológico, cultural y filosófico, del cual se concluyó que la religión católica era la religión fundamental del país, después de más de 80 años transcurridos desde que la Iglesia se había separado del Estado. Continuó, indicando que en esta oportunidad tampoco se ha tenido la oportunidad de debatir sobre este tema, a pesar de que se han presentado importantes proyectos de ley en la materia. 


Expuso que considera fundamental darle un rol más protagónico al Estado en materia de Educación. Opinó, también que cree en una educación pública, gratuita, laica y democrática. Advirtió que esta aspiración es plenamente legítima en una sociedad democrática como en la que vivimos, especialmente si tenemos en cuenta que los países más desarrollados que pueden enfrentar los procesos de globalización y que están a la cabeza de los procesos innovativos en el ámbito científico y tecnológico tienen un sistema con un rol fundamental del Estado, sean gobiernos de derecha o de izquierda, como sucede con las estados más desarrollados de Estados Unidos, los países europeos, Japón y Korea del Sur.


Por otra parte, comentó que no comparte que el sistema de subvención, como se ha planteado, sea el camino más adecuado para mejorar la calidad de nuestra educación. Observó que algunos consideran que la educación es una mercancía, lo que a su juicio es un grave error, ya que ésta es el mecanismo a través del cual la sociedad transmite sus valores más esenciales, y el sentido ético de la vida y de pertenencia. Asimismo, precisó que nuestra realidad no permite concluir que la subvención se ha convertido en el factor que ha permitido mejorar la calidad de nuestra educación, porque hoy Chile no cuenta con una educación a la altura de lo que se merece nuestro país según sus niveles de crecimiento.


Tampoco, prosiguió, se ha discutido sobre la municipalización de la educación pública. Acotó que los municipios nunca han cumplido un rol educativo y que no están capacitados, ni tienen interés en asumir tareas educativas. Señaló que no tenemos una buena educación municipalizada ni buenos municipios. Asimismo, advirtió que el sistema municipal tiene graves problemas de financiamiento. Agregó que no conoce alcaldes, ni Departamentos de Administración de la Educación Municipal que tenga como prioridad gestión y fiscalización de la educación. Bajo este contexto, arguyó que el sistema municipal fue distorsionado durante el gobierno del régimen militar para así revolucionar a la sociedad chilena. Aclaró que no es partidario de que toda la educación sea estatal, ya que apoya la existencia de educación privada, cuyo origen se remonta a la fundación de la Universidad de San Luis y a los colegios de monjas del siglo XIX, destinado a educar al 80% de las mujeres que podrían acceder a algún establecimiento educacional en Chile.


Sobre el financiamiento compartido, indicó que votó a favor de este sistema. No obstante, observó que se están sacando 240 millones de pesos a todos los chilenos para destinarlos a la educación. Agregó que esta cifra se aumenta considerablemente si se multiplica por todos los años en que se ha aplicado este modelo.


En cuanto a la formación docente, sostuvo que si bien no conoce en forma detallada lo que acontece en la educación superior, estimó que la formación de nuestros profesores tiene graves problemas y dificultades, lo que tiene alguna incidencia en el tema de la calidad de la educación. Señaló que consideró que la dictación del Estatuto Docente es un avance, porque se constituyó en una herramienta para reivindicar la falta de respeto a la dignidad de los docentes y para mejorar sus condiciones salariales. Observó que objetivamente el Estatuto Docente no es un mecanismo que ayude a resolver los problemas que enfrenta la educación chilena.


También, valoró la política educacional de nuestro país y destacó algunos de sus avances, entre otros: la ampliación de la cobertura escolar a un 100% para los niños mayores de 5 años, la instalación de 800 salas cunas, el aumento a 200.000 raciones alimenticias, la entrega de más de 14.000 textos escolares y la incorporación de la informática en un porcentaje enorme de colegios y liceos. Informó que más de 3 millones de alumnos tienen la posibilidad de acceder a Internet, lo que implica que existe un promedio de 29 alumnos por computador, lo que nos ubica dentro de los países latinoamericanos con mayor acceso a este medio en el nivel escolar. Advirtió que en el ámbito de la educación superior aún se tienen muchas dudas, no obstante consideró que algo se ha avanzado en ello.


Con respecto a este proyecto de ley, reparó en la utilización del dispositivo de la subvención para asignar estos nuevos recursos, tanto a los colegios municipalizados, como a los colegios particulares subvencionados. Comentó que preferiría que este aumento de fondos sólo se entregara al sistema municipal y no a los colegios particulares subvencionados, porque los establecimientos municipalizados son discriminados respecto de los colegios particulares, ya que tienen costos más altos, reciben menos aportes y tienen mayor nivel de exigencias al estar obligados a recibir a los niños más vulnerables de Chile. Dado que el objetivo central de este proyecto de ley es atender a los jóvenes más vulnerables de la sociedad chilena por la vía de la subvención que les permita enfrentar de mejor manera su vida educativa, consideró que estos fondos deberían radicarse únicamente en el sistema municipal. Acotó que en esta iniciativa legal no se habla de un sistema mixto de financiamiento. 


Luego, valoró el quehacer del Ministerio de Mideplan en su función de diseñar e implementar un sistema adecuado para determinar las características y rasgos culturales que tiene la población chilena. Agregó que la pobreza en Chile tiene una base territorial y no sólo una base social y cultural, por ende, advirtió que no se puede hacer una escala de la pobreza de las comunas, porque ésta podría dejar afuera alguna variable que altere los flujos normales de la pobreza. Bajo este contexto, señaló que prefiere una mayor flexibilidad en la asignación de los recursos, incluyéndose también la dimensión social o territorial de la pobreza de estos niños. Estimó que debe implementarse un sistema de financiamiento más flexible. Por otra parte, comentó que no existe fundamento para justificar una subvención inferior del 5° al 8° año básico.


A continuación, consultó sobre la situación de las escuelas que tienen baja representación de alumnos prioritarios. Previó que estos colegios tendrán pocos incentivos para ingresar a este sistema, lo que podría incidir en aumentar las tasas de discriminación y de segregación social. 


Enseguida, manifestó su apoyo a las nuevas responsabilidades que se entregan al Ministerio de Educación. No obstante, indicó que no le queda claro cómo este Ministerio ejercerá sus facultades de fiscalización o cómo generará condiciones para que efectivamente estos recursos se destinen a los jóvenes vulnerables. Comentó que aprueba que los colegios tengan que suscribir un Convenio y un Plan de Mejoramiento para tener derecho a esta subvención adicional.


Luego, se refirió al anuncio que hizo su S.E. la Presidenta de la República sobre los proyectos de ley que presentará que modifican la LOCE y que crean la Superintendencia de Educación. Señaló que mira con gran expectativa estas iniciativas, porque conllevarán una discusión de fondo en el tema de la educación. Instó a buscar un consenso en materia educacional, asumiendo que se tienen visiones distintas de la educación que necesita el país.


Por último, planteó que debe darse una dimensión más regional a la educación chilena. Reparó que los chilenos no conocen su historia regional, ni provincial, salvo las personas de Chillán. Advirtió que el currículum no puede ser el mismo para todas las regiones del país y que deben crearse entidades regionales, dependientes del Ministerio de Educación.


Finalmente, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que aprobará la idea de legislar sobre la materia, pero coincidió en que hace falta una discusión profunda sobre la materia con el fin de fijar la orientación que debe tener el sistema educativo chileno.


- Puesto en votación general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

LEY DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

TÍTULO I

RÉGIMEN DE LA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

Párrafo 1°

Subvención Preferencial


Artículo 1º.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los establecimientos educacionales subvencionados, que se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.


Artículo 2º.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.


La calidad de alumno prioritario será calificada por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.


b) Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando hayan sido caracterizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar vigente.


c) Los alumnos de familias no comprendidas en las letras anteriores tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.


d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, en la forma que establezca el reglamento.


La calidad de alumno prioritario será informada por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno.


Artículo 3º.- La forma de realizar la calificación de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.


Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención escolar preferencial los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en adelante “Ley de Subvenciones”, que impartan enseñanza regular diurna, cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º. Esta subvención se pagará por los alumnos prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15. 


Artículo 5º.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, la subvención escolar preferencial se regirá por las normas de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones. La pérdida de los requisitos para percibir las subvenciones de dicha ley, y la privación o suspensión del pago de la misma, tendrán como efecto la suspensión o privación, según sea el caso, de la subvención preferencial y de los aportes regulados en esta ley.


Artículo 6º.- Para que los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, así como de cualquier cobro que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento.


b) Aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º hasta 4º año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.


En el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente a un proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo institucional a que alude la letra c) siguiente, el que en ningún caso podrá considerar la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita la discriminación arbitraria de éste. En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, por sorteo.


Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por prioridad familiar que el alumno postulante tenga hermanos matriculados o sea hijo de un docente o no docente del establecimiento educacional.


c) Informar a los padres y apoderados del proyecto educativo institucional y del reglamento interno del establecimiento, entendiéndose que al concretarse la postulación hay una aceptación de los padres y apoderados a dicho proyecto y reglamento interno.


d) Retener en el establecimiento a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar su rendimiento escolar, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas.


e) Destinar los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el plan de mejoramiento educativo en beneficio de los alumnos prioritarios.


Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, los sostenedores deberán suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período mínimo de cuatro años, que podrá renovarse por períodos iguales.


Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a los siguientes compromisos esenciales:


a) Presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley. Dicho informe deberá contemplar la rendición de cuentas respecto de todos los recursos recibidos por concepto de esta ley.


b) Acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, del Consejo de Profesores y del Centro General de Padres y Apoderados, el que no requerirá gozar de personalidad jurídica.


c) Acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento y asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas.


d) Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde prekinder hasta octavo básico en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


e) Establecer y cumplir las metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, concordadas con el Ministerio de Educación, en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, de acuerdo a lo establecido en el decreto a que se refiere el artículo 10.


f) En el caso de los sostenedores municipales, señalar en el convenio cuál ha sido el aporte promedio en los últimos tres años e indicar cuál será el aporte mínimo que entregará anualmente el municipio a cada uno de los establecimientos que reciba subvención preferencial.


g) Cumplir con cada una de las obligaciones que impone esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento.


h) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de este convenio, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico.


i) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, dentro de los primeros quince días del año escolar, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares.


j) Contar en su malla curricular con actividades artísticas y/o culturales y deportivas que contribuyan a la formación integral de los alumnos.


En el caso de los establecimientos educacionales municipales, el convenio antes referido pasará a formar parte de los compromisos de gestión a que se refiere el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:


1. Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos; modificación del tamaño de cursos o contar con profesores ayudantes; apoyos a alumnos rezagados en sus aprendizajes y desarrollo personal; giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento de los objetivos educativos, entre otras.


2. Acciones en el área de liderazgo escolar, tales como fortalecimiento del Consejo de Profesores; participación en el establecimiento de personalidades de la vida cultural y científica y de profesionales o dirigentes de la sociedad local o nacional; proyección de la escuela en la comunidad; fortalecimiento de la formación valórica y cívica de los alumnos, entre otras.


3. Acciones en el área de convivencia escolar, tales como apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejoramiento de la convivencia y gestión del clima escolar; fortalecimiento del Consejo Escolar; fortalecimiento de las familias y de los apoderados en el vínculo educativo y afectivo con los alumnos y la escuela; apoyos a los aprendizajes de todos los alumnos, entre otras.


4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.


Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, deberán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.


El Ministerio de Educación entregará orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y podrá hacer recomendaciones para mejorar dicho Plan. Asimismo, entregará orientaciones para la ejecución de las acciones antes señaladas y realizará su seguimiento y evaluación anualmente, por sí o a través de entidades acreditadas incluidas en el registro del artículo 29.


Artículo 9º.- Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en alguna de las siguientes categorías:


a) Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


b) Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquéllos que no hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


c) Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


Los establecimientos educacionales que postulen al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en las categorías de las letras a), b) o c) del inciso precedente, en la oportunidad de que trata el artículo 12.


Los establecimientos educacionales nuevos podrán incorporarse al régimen de subvención escolar preferencial cuando cuenten con dos mediciones de acuerdo a los instrumentos mencionados, salvo que, a juicio del Ministerio, existan antecedentes suficientes para considerar que reúnen las condiciones para dar una educación de calidad a sus alumnos vulnerables.

Artículo 10.- Los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior se establecerán mediante decreto supremo del Ministerio de Educación y deberán ser actualizados a lo menos cada 5 años.


El procedimiento para la determinación y verificación de los resultados educativos, para los efectos de esta ley, será establecido en el reglamento. La calificación de los resultados educativos deberá aplicarse desde el primer año de subvención preferencial y en todos los niveles desde 1º a 8º básico.


Artículo 11.- Con el objeto de permitir la clasificación en las categorías que señala el artículo 9º, de aquellos establecimientos cuya matrícula de 4° y 8º básico, según corresponda, sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, medidos conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación adecuará el mecanismo de evaluación antes referido para las características de estos establecimientos.

Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y brindarles apoyo y supervisión pedagógica especial, acorde con sus necesidades, ya sea otorgada por sí o mediante entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.


El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, deberá incluir, en aquellos casos en que sea posible, la obligación de funcionar como conjunto sistémico y articulado, o en red, con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento.


Artículo 12.- La postulación para ingresar al régimen de subvención escolar preferencial se realizará en el mes de agosto de cada año en la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, para incorporarse a dicho régimen a partir del año escolar siguiente.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda, de acuerdo al artículo 9º. Cuando esa clasificación hubiere ocurrido previamente, según lo establece el artículo 66 de la Ley de Subvenciones, ésta será considerada como antecedente para los efectos de la postulación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que establezca la clasificación indicada en el artículo 9º, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al postulante, y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de la notificación.


Artículo 14.- La subvención escolar preferencial tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno prioritario, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º:


Valor Subvención en USE

	
	DDesde 1º nivel de transición de la educación parvularia hasta 4º año de la educación general básica
	55º y 6º 

aaño básico
	77º y 8º 

aaño básico

	 A: Establecimientos educacionales autónomos
	11,4
	00,93
	00,47

	BB: Establecimientos educacionales emergentes
	00,7
	00,465
	00,235



Artículo 15.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como autónomos o emergentes percibirán mensualmente la subvención escolar preferencial establecida en esta ley. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.


En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Ley de Subvenciones, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.


El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren los incisos anteriores, será aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.


Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención serán sometidos por el Ministerio de Educación a una supervisión y apoyo permanentes de su desempeño en los aspectos pedagógicos y a un control del cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.


Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.

Párrafo 2°

Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 17.- En los establecimientos autónomos se evaluará el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4° y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


La evaluación de estos establecimientos, según los logros académicos antes referidos, se realizará por el Ministerio de Educación al menos cada 3 años.


Si el resultado de esa evaluación, en lo referido a los logros académicos, indica que han cumplido con las obligaciones del inciso anterior, mantendrán la categoría de Autónomos. En caso contrario, dichos establecimientos pasarán a la categoría de Emergentes o de Establecimientos en Recuperación a que se refiere el párrafo 4° de este Título.

Párrafo 3°

Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 18.- El sostenedor del establecimiento educacional clasificado como emergente deberá cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º y asumir los compromisos adicionales que a continuación se indican, los que, una vez suscritos, quedarán incorporados al Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa:


1. Elaborar durante el primer año un Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes que profundice el Plan presentado de acuerdo al artículo 8º, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación, para ser ejecutado en un plazo máximo de 4 años.


Este Plan deberá contener al menos:


a) Un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento y del proceso de enseñanza y aprendizaje de todos sus alumnos, así como una evaluación respecto de los recursos humanos, técnicos y materiales con que cuenta el establecimiento.


b) Un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan. En todo caso, al cumplirse el plazo de ejecución del Plan, el establecimiento educacional deberá lograr los estándares nacionales.


2. Coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales competentes para detectar, derivar y tratar problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios.


3. Establecer actividades docentes complementarias a los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos prioritarios, para mejorar su rendimiento escolar.


Artículo 19.- Los establecimientos educacionales clasificados como Emergentes tendrán derecho a percibir, para el diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo para emergentes a que se refiere el artículo anterior, un aporte adicional de recursos para contribuir al financiamiento de dicho Plan, que será objeto de un convenio complementario.


Para la implementación del Plan a que se refiere el inciso anterior, los establecimientos allí señalados podrán utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una entidad externa con capacidad técnica al respecto, la que en todo caso deberá estar incluida en el registro indicado en el artículo 29.


La suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo, por los niveles que se especifican en el inciso siguiente.


Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.


No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan aprobado por el Ministerio de Educación, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere el inciso anterior, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 18, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que sea aprobado el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose éste último con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.


A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.


De la resolución a que se refiere el inciso anterior podrá apelarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su emisión, ante el Subsecretario de Educación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse sobre la apelación.


El reglamento a que alude el artículo 3° establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto en pesos del aporte adicional y de las proporciones de dicho aporte a que se refieren los incisos cuarto y quinto.


Artículo 20.- El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos emergentes que desarrollan su Plan de Mejoramiento Educativo.


Asimismo, el Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al respectivo establecimiento.


Artículo 21.- Si las evaluaciones señaladas en el artículo anterior, en lo referido a logros académicos, indican que un establecimiento educacional emergente ha alcanzado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10, el sostenedor podrá solicitar al Ministerio de Educación que dicho establecimiento sea clasificado en esta categoría, debiendo el Ministerio responder dentro del plazo de quince días hábiles, transcurrido el cual, si no lo hiciere, se entenderá aceptada la solicitud, conforme al procedimiento que para este efecto fije el reglamento de esta ley.

Párrafo 4°

Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 22.- El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para los establecimientos educacionales emergentes. Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.


También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 18. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan aprobado, no lo apliquen, situación que será verificada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20.


La clasificación de un establecimiento en la categoría en Recuperación podrá ser efectuada a partir del segundo semestre del primer año de suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


El establecimiento que sea clasificado en la categoría en Recuperación mantendrá dicha clasificación y estará sujeto a las obligaciones que esta ley impone a dichos establecimientos por tres años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fue clasificado en tal categoría.


Artículo 23.- La resolución que clasifique a un establecimiento educacional en la categoría en Recuperación, conforme a lo señalado en el artículo anterior, pondrá término al derecho a impetrar la subvención preferencial por parte del sostenedor del establecimiento, a partir del año escolar siguiente, sin perjuicio del aporte a que se refiere el artículo 26.


Dicha resolución será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su notificación.


Artículo 24.- Las escuelas que sean clasificadas en Recuperación, en relación con lo establecido en el artículo 22, y que hayan apelado de ello de conformidad al articulo 23, serán evaluadas por un panel de expertos con el objetivo de emitir un informe respecto de dicha clasificación, el cual deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel tomará en cuenta los antecedentes de las escuelas evaluadas y otros relevantes a juicio del panel.


Este panel estará conformado por tres expertos, designados uno por el Ministerio de Educación, otro por el sostenedor del establecimiento y otro por una entidad evaluadora externa de aquellas a que se refiere el artículo 29.


Artículo 25.- Los sostenedores de los establecimientos educacionales en Recuperación deberán cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º. Además, tendrán las siguientes obligaciones:


1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de tres años a partir del año escolar siguiente al de la resolución del artículo anterior, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.


2) Cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 29. 


Dicho plan surgirá de un Informe de Evaluación de la Calidad Educativa del establecimiento, propuesto por la entidad externa antes referida.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas, y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 22.


3) Aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan.


En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa en el personal del establecimiento educacional, el sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:


a) Redestinación de tareas y/o funciones.


b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor que tenga la calificación de Autónomo o Emergente.


c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada.


Artículo 26.- Para diseñar y llevar a cabo las actividades señaladas en el artículo anterior, el Ministerio de Educación dispondrá de un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en Recuperación a que se refiere el artículo 22.


La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14, por el promedio de los alumnos prioritarios matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.


Estos recursos deberán ser aplicados a medidas de mejoramiento contenidas en el Plan mencionado en el artículo anterior. La rendición de estos recursos deberá ser visada por la entidad externa.


Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan aprobado.


En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 en el nuevo establecimiento, durante ese año.


El reglamento a que alude el artículo 3º establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.


Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la firma del convenio complementario.


Artículo 27.- Si concluido el plazo de tres años establecido en el Nº 1 del artículo 25, el establecimiento educacional en Recuperación alcanza los objetivos planteados con la reestructuración será clasificado como Emergente o Autónomo, según corresponda. Esta clasificación tendrá efecto a partir del año escolar siguiente.


Por otra parte, si el establecimiento en Recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, podrá el Ministerio de Educación revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada. 


Procederá recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, en el plazo de quince días hábiles contados desde la notificación de la resolución.

Párrafo 5°

Responsabilidades del Ministerio de Educación


Artículo 28.- La administración del régimen de la subvención escolar preferencial estará a cargo del Ministerio de Educación.


En tal virtud, le corresponderá:


a) Clasificar a los establecimientos educacionales en las categorías del artículo 9º e informar de ello a los establecimientos, a los Consejos Escolares, a los padres y apoderados, a la comunidad escolar y al público en general;


b) Suscribir los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y los convenios complementarios, y verificar su cumplimiento;


c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los planes de mejoramiento educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento;


d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial;


e) Realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función;


f) Proponer planes y metodologías de mejoramiento educativo a los sostenedores;


g) Establecer la forma y periodicidad en que los sostenedores de establecimientos educacionales deberán informar al Consejo Escolar y a los padres y apoderados sobre la situación de los establecimientos bajo el régimen de subvención escolar preferencial, especialmente respecto de los compromisos adquiridos y el cumplimiento de los mismos;


h) Formar e integrar el equipo tripartito que se señala en el artículo 25;


i) Aplicar las sanciones referidas en el artículo 34, y


j) Realizar todas las demás acciones necesarias para el cumplimiento y fines de esta ley.


Artículo 29.- El Ministerio de Educación elaborará un Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que podrán ser personas naturales o jurídicas y estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25; para lo indicado en el artículo 19 y para todas las demás funciones señaladas en el artículo 25.


El registro podrá contemplar categorías según las especialidades técnicas de las entidades, pudiendo éstas optar a todas o sólo a algunas de ellas.


El reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas y entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. El Ministerio de Educación deberá mantener este registro con información actualizada sobre la asesoría proporcionada a los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial.

El establecimiento educacional que requiera la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, conforme a lo señalado en el inciso primero, podrá elegir entre las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que formen parte del registro a que se refiere el citado inciso, oyendo al Ministerio de Educación.


Los sostenedores de zonas geográficas contiguas o de similares características podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma entidad registrada.


Los honorarios de cada entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.


Las entidades registradas que presten asesoría a los establecimientos educacionales Emergentes y en Recuperación, y que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley, podrán ser eliminadas del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Regirán respecto de estas personas y entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 30.- El Ministerio de Educación entregará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados un informe describiendo las acciones y evaluando los avances en cada uno de los establecimientos educacionales con más de quince por ciento de alumnos prioritarios, y los aportes educativos y de todo tipo que haya efectuado la instancia responsable de dicho Ministerio.

Párrafo 6º

Responsabilidades de la dirección de los establecimientos


Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá llevar un libro diario de ingresos y gastos.


En los ingresos deberán incluirse todas las transferencias del Ministerio de Educación, de la municipalidad o de otras fuentes.


En los gastos deberán incluirse los sueldos y demás desembolsos por concepto de mantención, adquisición de materiales, giras de estudio, u otros.


Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento (director, subdirector, inspector general, jefe de unidad técnico-pedagógica y otros, si los hubiere) deberán impartir a lo menos cuatro horas semanales de clases de aula.

Párrafo 7º

De las Infracciones y Sanciones


Artículo 33.- Son infracciones graves a la presente ley, además de las consignadas en la oración final de la letra c) del inciso segundo y en el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Subvenciones.

1) El incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6º y de los compromisos esenciales señalados en el artículo 7º;


2) El incumplimiento de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y


3) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.


Artículo 34.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.


Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones y aportes de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.


Artículo 35.- En todo lo no previsto en este párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de la Ley de Subvenciones.

TÍTULO II

OTRAS NORMAS


Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación:


1) Sustitúyese, en todas sus disposiciones, la mención “Educación Parvularia (segundo nivel de transición)” por “Educación Parvularia (primer y segundo nivel de transición)”.


2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.


b) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:


“El sostenedor o su representante legal deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres.


b) No estar inhabilitado para ser sostenedor por haber cometido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 de la presente ley.


c) No haber sido condenado por crimen o simple delito.


Tratándose de una persona jurídica, cada uno de sus socios, representantes legales, gerentes, administradores o directores, deberán cumplir con los requisitos señalados en el inciso anterior.


Además, serán solidariamente responsables ante los padres y apoderados de las obligaciones civiles que se deriven por cobros indebidos realizados por el establecimiento educacional a éstos.”.


3) Agrégase a la letra f) del artículo 6º el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso, podrá tener obligaciones pendientes derivadas de cobros indebidos a padres o apoderados o deudas laborales o previsionales, originadas por la prestación de servicios educacionales realizados con anterioridad, sea que haya sido sostenedor persona natural, o socio, director o miembro de la persona jurídica que detentaba la calidad de sostenedor de la o las administraciones en que nacieron las obligaciones que se encuentran pendientes.”.


4) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la letra d), la siguiente letra e) nueva:


“e) Incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65;”;


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la letra h), la siguiente letra i) nueva:


“i) Permanecer dos años a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificado en la categoría de establecimiento con Necesidad de Medidas Especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 66, sin haber aplicado las medidas propuestas por el Ministerio de Educación para superar dicha categoría.”.


5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:


“Las sanciones consistirán en:


a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.


b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.


En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.


c) Revocación del reconocimiento oficial, y


d) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.


6) Agrégase en el artículo 52 al final de su inciso tercero lo siguiente:


“El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado de los sostenedores y de los representantes legales, directores, socios o miembros de sostenedores personas jurídicas que hayan sido inhabilitados por aplicación de esta ley.”.


7) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Una vez notificado el sostenedor o su mandatario de la resolución que ordena instruir proceso, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá, como medida precautoria, ordenar, mediante resolución fundada, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.”.


8) Agréganse los siguientes artículos 64, 65, 66 y 67:


“Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.


Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.


Los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación necesaria para la mantención de esta base de datos, y en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.


Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que ésta deberá contener.


Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 


La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 


La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 


El reglamento determinará la periodicidad, modalidad e información que deberá contener la Ficha Escolar.


Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según las diversas características que establezca el reglamento. Dicha clasificación deberá contemplar una categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales que incluirá a aquellos que hayan obtenido resultados reiteradamente deficientes en el rendimiento de sus alumnos en función de los estándares nacionales que se establezcan para tal efecto en el decreto a que se refiere el artículo 8º de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.


Para determinar la clasificación de los establecimientos se deberán considerar los resultados de aprendizaje de sus alumnos, medidos a través de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para tal efecto. El número de mediciones en las cuales se muestren dichos resultados en ningún caso podrá ser inferior a dos.


Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se determinarán los criterios y el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales de que trata este artículo.


Asimismo, dicho decreto supremo establecerá los plazos en que los establecimientos educacionales serán sometidos a evaluaciones sucesivas que permitan reclasificarlos en otra categoría, si fuese procedente.


La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.


De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.


Artículo 67.- En el caso de los Establecimientos Educacionales con Necesidades de Medidas Especiales señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá proponer, anualmente, medidas para que dichos establecimientos superen esa categoría.


Los establecimientos que impartan a lo menos hasta cuarto año de educación general básica que permanezcan más de dos años en esta categoría a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificados, perderán el derecho a impetrar toda subvención, a menos que asuman las obligaciones y adopten las medidas establecidas en el artículo 22 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, caso en el cual tendrán derecho de recibir los apoyos establecidos en el párrafo 4º de la misma ley.”.


Artículo 37.- Modifícase el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, en la letra b), la frase “o incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función”.


2) Introdúcese la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d), y así sucesivamente:


“c) Por incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia del docente a sus labores en forma reiterada, impuntualidades reiteradas del docente, incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir, abandono injustificado del aula de clases o delegación de su trabajo profesional en otras personas.


Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada del docente faltar sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días en igual periodo, y por impuntualidades reiteradas cuando éstas excedan el uno por ciento del total de horas contratadas semanalmente, según el modo de cómputo que establezca el reglamento.


La solicitud de remoción de un docente por esta causal deberá presentarse ante el Concejo por el Alcalde, por el Jefe del Departamento de Administración Educacional Municipal o por el Director del establecimiento, acompañando un informe fundado. El Concejo deberá pronunciarse dentro del plazo de quince días, debiendo contar con la aprobación de los dos tercios de sus miembros.”.

Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que representen las subvenciones a que se refiere el artículo 14, el aporte adicional a que se refiere el artículo 19 y el aporte económico extraordinario del artículo 26, se financiará con cargo a los recursos que contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. El mayor gasto que represente esta ley para el Ministerio de Educación, por sobre la subvención y aportes anteriormente señalados, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de dicho Ministerio.

Artículos Transitorios


Artículo primero.- Los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:


a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento correspondiente.


Además, deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;


b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y

e) Evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.


En el mismo período señalado en el inciso primero, la clasificación a que se refiere el artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de este y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.


Artículo segundo.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:


a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.


b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.


Además deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;


b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y

e) Evaluación del cuerpo docente.


En tanto no se establezcan los estándares nacionales a que se refiere el artículo 10 de esta ley, la clasificación prevista en su artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


El mismo procedimiento se aplicará para clasificar a los establecimientos educacionales con Necesidad de Medidas Especiales señalados en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


En todo caso, el decreto supremo a que alude el artículo 10 deberá ser dictado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo tercero.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación o la señalada en el inciso primero del artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


Artículo cuarto.- En el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la aplicación de los mecanismos establecidos en su artículo 11, los establecimientos educacionales referidos en dicho artículo serán considerados, para efectos de la subvención escolar preferencial y del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, como Emergentes. En tanto no se apliquen dichos mecanismos, no podrán cambiar de categoría.


Artículo quinto.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1º y 14 de esta ley, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial y de los aportes complementarios establecidos en ella, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


Para estos efectos se suscribirá un convenio complementario sobre estos recursos.


Artículo sexto.- El aporte extraordinario establecido en el artículo 26, referido a los establecimientos clasificados en la categoría en Recuperación, será de 0,93 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,47 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 7º y 8º año de la educación general básica.


Este aporte será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.


Artículo séptimo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley, los establecimientos educacionales podrán postular para ese año al régimen de subvención escolar preferencial, sin que les sea aplicable el plazo del artículo 12. En ese evento la subvención escolar preferencial y los aportes complementarios previstos en esta ley se pagarán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º.


Artículo octavo.- El reglamento referido en el artículo 3º deberá ser dictado dentro del plazo de seis meses, contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo noveno.- La presente ley regirá a contar del primer mes del año escolar 2007.".

- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 3, 10, 11, 17, 18 y 24 de enero y 7 y 14 de marzo de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain y Ricardo Núñez Muñoz.

Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2007.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE CHILE Y ECUADOR Y EL ACUERDO POR CAMBIO DE NOTAS QUE CORRIGE ESE CONVENIO

(4734-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de 11 de septiembre de 2006.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión del 6 de marzo de 2007, disponiéndose su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Lissette García Bustamante; el Asesor Jurídico de esa entidad, señor Pedro Contador, y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.
----------


Se hace presente que el proyecto debe ser aprobado con quórum calificado, de conformidad con el inciso segundo del número 18° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso tercero del artículo 66, de esa misma Carta Fundamental.

----------





Cabe señalar que por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

----------

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República.- En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el Gobierno, consciente de la situación que afecta a los trabajadores migrantes en el orden previsional, ha suscrito Convenios de Seguridad Social con diferentes naciones europeas y americanas.


Agrega que el presente Convenio se enmarca en el contexto de dicha política, con el objetivo primordial de que los trabajadores de los Estados contratantes puedan beneficiarse de las cotizaciones efectuadas por ellos en ambos Estados, manteniendo así la continuidad en su historia previsional, fundamento básico que permitirá el goce de los beneficios que otorga la Seguridad Social en cada uno de los Estados contratantes.


Estos beneficios, otorgados por uno de los Estados Contratantes, podrán percibirse en el otro Estado, sin exigencias de residencia en el primero de ellos y sin que el monto del beneficio sufra reducciones. Esto es lo que en términos internacionales se ha denominado “exportación de pensiones”.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la Honorable Cámara de Diputados el día 19 de diciembre de 2006, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesiones efectuadas los días 2 y 9 de enero de 2007, aprobando por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en estudio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 24 de enero de 2007, aprobó el proyecto con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes.





4.- Descripción del Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de 30 artículos, distribuidos en tres Títulos, cuyo contenido se reseña a continuación:


En lo esencial, el presente Convenio recoge los principios jurídicos de universal aceptación en materias de Seguridad Social, cuales son, la Igualdad de Trato, la Totalización de Períodos de Seguro, la Exportación de Beneficios, la Asistencia Mutua, entre otros.


El Título I, que comprende los artículos 1° al 11°, define en el artículo 1º una serie de conceptos o términos de uso frecuente: “Autoridad competente”, “Organismo de enlace”, “Institución competente”, “Pensión”, “Período de seguro”, “Trabajador dependiente”, “Trabajador independiente”, etc., conceptos cuya descripción uniformará la base para una correcta interpretación del sentido que deba darse a cada una de las normas de este instrumento internacional.


Por su parte, los artículos 2° y 3° determinan el ámbito de aplicación material y personal del Convenio, respectivamente, delimitando el marco jurídico que cada una de las Partes Contratantes deberá utilizar en el otorgamiento de los derechos previsionales de que se trate, como asimismo, los sujetos destinatarios de ellos.


En este aspecto cabe precisar que, en el caso de Chile, el Convenio se aplicará tanto al sistema de pensiones basado en la capitalización individual como a los regímenes de pensiones de las antiguas Cajas de Previsión, hoy fusionadas en el Instituto de Normalización Previsional.


El artículo 4° contiene el principio de la Igualdad de Trato, que permite a los nacionales de una Parte que residen en el territorio de la otra Parte tener los mismos derechos y obligaciones que los nacionales de esta última.


El artículo 5°, se refiere a la Exportación de Pensiones que reviste enorme importancia ya que permitirá a nuestros nacionales que se hubieren pensionado o que se pensionen en el futuro en Ecuador, percibir en Chile –o aún en un tercer Estado- sus pensiones sin exigencia de residencia en aquel país, y sin reducciones por este concepto.


En esta materia, debe tenerse presente que Chile jamás ha sujetado el goce de los derechos previsionales que, conforme a su legislación confiere, al requisito de la residencia, a diferencia de lo que acontece en la gran mayoría de los otros Estados, en que si bien, el derecho se adquiere, su percepción resulta condicionada a la residencia en el territorio del ente otorgante del beneficio.


Igualmente, tampoco nuestro país reduce el monto de las pensiones por el hecho de que el beneficiario resida en el territorio del otro Estado, lo que también ocurre en numerosos países.


El Capítulo II contiene, en sus artículos 6° al 11°, las diversas disposiciones que determinan la legislación aplicable, consagrando, en esta materia, la regla general, y normas de excepción. La regla general atiende a la aplicación de la legislación del Estado en cuyo territorio se realiza la actividad laboral (artículo 6°).


El artículo 7° se refiere a la situación especial de los trabajadores desplazados, es decir, aquéllos que son enviados por su empleador a prestar servicios en el territorio del otro Estado, por un período de tiempo limitado, quienes tienen derecho a continuar cotizando en su país de origen.


Luego, el artículo 8° alude a los trabajadores al servicio del Estado y al personal diplomático y consular.


Seguidamente, el artículo 9° legisla acerca de la situación de los trabajadores que prestan servicios a bordo de una nave o aeronave.


Por su parte el artículo 10° regula respecto de la situación del personal acompañante de los trabajadores a que se refieren los artículos 7°, 8° y 9°.


Más adelante, el artículo 11°, faculta a las Autoridades Competentes de los Estados Contratantes, para establecer, de común acuerdo, excepciones a las disposiciones de los artículos 6° a 9°, a petición del trabajador y del empleador.


El Título II contiene disposiciones relativas a las diversas categorías de prestaciones que otorga el Convenio. Así, en su Capítulo I, el artículo 12°, Prestaciones de Salud para Pensionados, establece que las prestaciones de salud para pensionados serán otorgadas en forma unilateral por nuestro país, a las personas que residan en el territorio de Chile y perciban pensiones conforme a la legislación del Ecuador.


La razón de establecer esta norma atendió a que la parte ecuatoriana planteó como una diferencia insalvable el sistema de financiamiento de la salud para pensionados, puesto que en Chile el aporte para salud del 7% es obligatorio para todos los pensionados residentes en nuestro país, mientras que en Ecuador los pensionados no cotizan para salud, y un eventual descuento de salud para pensionados chilenos en ese país, significaría infringir su Constitución, porque de acuerdo a ella, la salud para pensionados es gratuita, lo que traería como consecuencia la inconstitucionalidad del Convenio.


Ahora bien, lo expuesto no significa que los pensionados chilenos en Ecuador queden desprovistos de la obtención de prestaciones de salud, por cuanto podrán acceder gratuitamente al sistema público de salud ecuatoriano, dado que ello es un derecho constitucional consagrado en el artículo 43 de su Carta Fundamental.


A continuación, en el Capítulo II, el artículo 13° alude a la Totalización de Períodos de Seguro. Conforme a esta disposición, los períodos de seguro cumplidos en un Estado, se suman a los cotizados en el otro Estado, para generar el derecho a un beneficio previsional en cualesquiera de ellos.


A su turno, el artículo 14° regula acerca de la situación de períodos de seguro inferiores a un año.


Por su parte, el artículo 15° otorga un beneficio muy importante en esta clase de instrumentos internacionales, cual es la Asimilación de Períodos de Seguro, esto significa que, la calidad de imponente activo o de pensionado que se tenga en uno de los Estados Contratantes, se asimila a la calidad de imponente activo en el otro Estado, lo que es particularmente importante para nuestro país, donde, para tener derecho a algún beneficio en los regímenes administrados por el INP se requiere encontrarse en actividad al momento en que ocurre el evento (vejez, invalidez, muerte).


Seguidamente, el artículo 16° se refiere a la Calificación de la Invalidez. Dicha norma señala cuáles son las instituciones encargadas de efectuar esta calificación, la legislación aplicable y los costos y forma de pago de los exámenes correspondientes.


Más adelante, los artículos 17° y 18° reglamentan la aplicación de la legislación ecuatoriana y de la chilena, respectivamente, señalando –entre otras cosas- quiénes tendrán derecho a los beneficios y cómo éstos se calcularán.


A su vez, el Título III trata diversas materias, tales como la presentación de solicitudes; la asistencia recíproca que deben prestarse las Partes Contratantes; idioma que se usará en el Convenio; protección de la información; la exención de impuestos y de trámites de legalización que puede beneficiar las solicitudes y documentos que se presenten con motivo de la aplicación de este documento internacional; la moneda y lugar de pago de los beneficios previsionales; las atribuciones que tienen las Autoridades Competentes y la forma que se regulan las controversias que pudieran surgir en la aplicación de este Convenio. En esta última situación, la norma del artículo 26° dispone que las diferencias de interpretación que pudieran surgir se resolverán por las Autoridades Competentes –en Chile el Ministro del Trabajo y Previsión Social- mediante negociaciones directas, y si ello no fuera posible, se someterán al conocimiento y resolución de una Comisión Arbitral, cuya composición y funcionamiento se fijarán de común acuerdo por las Partes Contratantes.


Luego, el Capítulo II de este Título dispone en los artículos 27° y 28°, sobre los períodos de seguro y las contingencias acaecidos antes de la vigencia de este texto internacional, respectivamente. Respecto a la cobertura que este instrumento entregará a aquellos hechos ocurridos con anterioridad a su entrada en vigencia, si bien el Convenio se aplicará a las contingencias ocurridas con anterioridad a su entrada en vigor, el derecho al pago de las prestaciones que de ellas se deriven, sólo se adquirirá a partir de la entrada en vigencia de éste.

El Capítulo III, relativo a Disposiciones Finales, trata en el artículo 29° la duración que tendrá este Convenio; la forma en que podrá ser denunciado y las garantías que existirán en caso de denuncia.


Finalmente, el artículo 30° regula la entrada en vigor de este Convenio.

Acuerdo que corrige el texto del Convenio.


Mediante el Acuerdo adoptado por Cambio de Notas, fechadas en Santiago el 25 y 29 de mayo de 2006, las Partes corrigieron ciertos errores materiales detectados en el Convenio, que consisten en agregar en la primera página, luego del “Título I” y a reglón seguido, “Capítulo I”; y reemplazar en la página siete donde dice “Título III” por “Título II” y, en la página trece, donde dice “Título IV” por “Título III”.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Roberto Muñoz Barra, agradeció la presencia de los invitados y procedió a otorgar el uso de la palabra a la Subsecretaria de Previsión Social, señora Lissette García. La citada autoridad señaló que el objetivo central del Convenio persigue que los trabajadores de los Estados contratantes puedan beneficiarse de las cotizaciones efectuadas por ellos en ambos Estados y conseguir la continuidad en la historia previsional.





Agregó que el Convenio se aplica en Chile a los regímenes de pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia del sistema de reparto administrado por el Instituto de Normalización Previsional, y del sistema de capitalización individual, en tanto que en Ecuador se aplica a los regímenes previsionales establecidos en la Ley de Seguridad Social del Ecuador y su Reglamento General.





En cuanto a las personas que serán protegidas por el Convenio, manifestó que lo serán los trabajadores chilenos y ecuatorianos que presten o hayan prestado servicios en uno o en ambos países, y los trabajadores de cualquier otra nacionalidad que presten o hayan prestado servicios en uno o ambos países contratantes.





Señaló la Subsecretaria que el Convenio otorga diversos beneficios, destacó el derecho a obtener una pensión en cada uno de los Estados Contratantes, cuyo monto se determinará conforme a la legislación interna de cada país; también otorga el derecho a percibir la pensión fuera del país otorgante, sin disminución, suspensión o extinción, por el hecho de residir en el territorio de la otra Parte Contratante.





Informó que otorga también derecho a la totalización de periodos de seguro, es decir, a sumar los periodos de seguro que se reconocen en cada uno de los Estados contratantes, para acceder a la pensión. Entrega también derecho a realizar los exámenes médicos en el país de residencia, a fin de calificar de invalidez en el otro Estado contratante.





Indicó que permite también la presentación de solicitudes en el país de residencia para obtener beneficios previsionales en el otro Estado contratante. Asimismo evita la doble cotización, tratándose de trabajadores desplazados, que son aquellos enviados por una empresa con sede en el territorio de un Estado a prestar servicios al territorio del otro Estado, por un periodo limitado, quienes tienen derecho a continuar sometidos a la legislación previsional del Estado de origen.





Destacó que este Convenio presenta dos particularidades, la primera es que las prestaciones de salud para pensionados serán otorgadas en forma unilateral por nuestro país a las personas que residan en el territorio de Chile y perciban pensiones conforme a la legislación del Ecuador, dado que en Ecuador la Constitución garantiza salud gratuita a los pensionados. La segunda, es que los beneficios reparatorios por gracia otorgados en Chile por violaciones a los derechos humanos, no se considerarán ingresos para los efectos del presente Acuerdo.





Señaló la señora Subsecretaria que el Convenio beneficiará a aproximadamente a 14.700 chilenos y 11.000 ecuatorianos.





Finalmente, recordó que hay veinte Convenios similares ratificados con diversos países.





A continuación, el Honorable Senador señor Coloma consultó acerca de si el presente Convenio es similar a los anteriores o tiene alguna particularidad.





La señora Subsecretaria respondió que no todos son exactamente iguales, porque deben adaptarse a las características de las diversas legislaciones internas. En todo caso, señaló que, de todos ellos, el Acuerdo con Perú es especial, porque permite el traspaso de los fondos.





El Honorable Senador señor Coloma manifestó que el Convenio con Perú debería ser la referencia a seguir, ya que hay una continuidad real en la historia previsional. Añadió que en el Acuerdo en estudio simplemente surgen derechos, pero que en el caso del Tratado con Perú se acumulan realmente los fondos, por lo que es más moderno.





Coincidió la señora Subsecretaria que el Convenio con Perú representa un hito en este tipo de acuerdos. En todo caso, advirtió que no todos los países tienen sistemas previsionales similares. Añadió que Ecuador tiene un sistema de reparto, por lo que se hace imposible la acumulación.





El Honorable Senador señor Letelier consultó cómo opera el Convenio con los trabajadores afiliados al sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, habida consideración que Ecuador tiene un sistema de reparto, y, además, qué beneficios pueden obtener los trabajadores chilenos con este Acuerdo.





La señora Subsecretaria contestó que se benefician del sistema chileno en cuanto a pensión mínima con garantía estatal, por cuanto hay continuidad de prestaciones. Además tendrán derecho a que se les pague la pensión en el otro Estado proporcionalmente a lo allí trabajado, pudiendo también recibirla en el Estado que reside, en general, que se le trate en las mismas condiciones que si hubiese trabajado en Chile.





Finalmente, el Honorable Senador señor Letelier afirmó que sería conveniente la existencia de una institucionalidad multilateral en materia de previsión.





Indicó la señora Subsecretaria que el tema tiende a hacerse cada vez más universal como consecuencia de la movilidad laboral, y que se está estudiando la posibilidad de llegar a una Convención Panamericana de Seguridad Social.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Coloma, Letelier, Muñoz Barra, y Romero.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébanse el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República del Ecuador suscrito en Santiago el 23 de enero de 2006 y el Acuerdo que lo corrige, adoptado por las Partes mediante intercambio de notas, fechadas en Santiago el 25 y 29 de mayo de 2006.".

----------





Acordado en sesión celebrada el día 13 de marzo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Juan Pablo Letelier Morel y Sergio Romero Pizarro.





Sala de la Comisión, a 14 marzo de 2007.

(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO,

Secretario
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE CONSTITUCIÓN Y OPERACIÓN DE SOCIEDADES DE GARANTÍA RECÍPROCA

(3627-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros el nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.


La iniciativa ingresó al Senado el día 30 de agosto de 2005. Fue aprobada en general por el Senado en sesión de 09 de agosto del año 2006. 

- - -


Cabe destacar que, en sesión del Senado de 24 de enero del año en curso, el proyecto fue aprobado en particular, con excepción de los artículos 32 y 33 aprobados en particular por la Comisión de Hacienda, respecto de los cuales la Sala acordó que volvieran a la Comisión de Economía para nuevo segundo informe. 


Por tanto, se hace presente que este nuevo segundo informe se refiere exclusivamente a dichas normas.

- - -


A la sesión en que la Comisión estudió este asunto asistieron, especialmente invitados por la Comisión, del Ministerio de Economía, el asesor jurídico, señor Carlos Rubio, y la asesora de la Subsecretaria, señora Verónica Bate.


Cabe dejar constancia que Su Excelencia la Presidenta de la República, hizo presente urgencia para en el despacho del proyecto que nos ocupa, en el carácter de “simple”.


DISCUSIÓN EN PARTICULAR


En cumplimiento del acuerdo de la Sala, la Comisión de Economía se abocó al estudio de los artículos 32 y 33 del proyecto aprobados en particular por la Comisión de Hacienda.


El artículo 32 faculta a los organismos y servicios públicos autorizados para disponer de recursos para fomento y financiamiento de las micro y pequeñas empresas, para que, de acuerdo a las respectivas normas que rigen su funcionamiento, proporcionen recursos a las Instituciones de Garantía Recíproca, mediante el otorgamiento de créditos cuyo reembolso podrá quedar subordinado a la verificación o cumplimiento de alguna condición determinada.


Para estos efectos, las Sociedades de Garantía Reciproca y las cooperativas que dediquen sus actividades a este giro, serán consideradas instituciones financieras.

Por su parte el artículo 33 dispone que las entidades señaladas en el artículo anterior, y además las personas naturales o las personas jurídicas que no formen parte de la administración del Estado, podrán aportar recursos financieros a uno o más fondos con la única finalidad de afianzar las obligaciones que, por su parte, la Institución afiance y que constituyan el objeto del fondo, de conformidad con los fines, condiciones, modalidades y especificaciones que establezca la normativa interna del mismo.


Estos fondos constituirán patrimonios independientes del de la Institución respectiva y las operaciones de cada cual serán efectuadas por la Institución a nombre y por cuenta y riesgo de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes e inversiones a ellos aportados. 


Estos fondos se regirán, en cuanto fuere aplicable, conforme a las normas del Título V de la presente ley y del Título VII de la ley N° 18.815, con excepción del inciso cuarto del artículo 41, y de los artículos 42 y 43, sin perjuicio del reglamento que se dicte, para la aplicación de la presente ley.


Para todos los efectos legales, los fondos de garantía contra cuyos recursos la Institución hubiere otorgado reafianzamientos, cofianzas o subfianzas por cuenta de estos fondos, seguirán el régimen jurídico que la presente ley ha establecido para las contragarantías que rindan los beneficiarios.


En discusión, el Honorable Senador señor García indicó que sus dudas respecto de los artículos señalados se generan pues ellos dan lugar a que organismos como FOSIS, INDAP y CORFO, puedan entregar créditos a estas nuevas entidades de garantía recíproca. Le parece extraño que éstas últimas tengan que recurrir a créditos de órganos fiscales para realizar sus operaciones. Por ello se abstuvo en relación a estos artículos en la Comisión de Hacienda.


Considera que en la formación de estas sociedades deben invertirse capitales propios, y ser esos recursos los que se arriesguen. Los inversionistas que son los que eventualmente pueden obtener una ganancia, son los que asumen el riesgo, y, por lo tanto, la inversión y aportes debería hacerla el sector privado, con sus capitales. 


Además, planteó que al facultar a organismos y servicios públicos, de acuerdo con la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, se incluye a todos los organismos y servicios públicos que pueden otorgar crédito, como asimismo a las empresas del Estado. Siendo así, en principio el BancoEstado también quedaría facultado para conceder créditos a las nuevas entidades. 


Señaló que en el manejo de los recursos públicos es necesario tener enorme cuidado, porque muchas veces al establecer una disposición como esta, se abre la puerta, y luego podría haber una mala administración por parte de los responsables.


El asesor jurídico del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, por su parte, se refirió a estos y otros temas que motivaron el presente nuevo segundo informe.


En primer término, se refirió al concepto de “los organismos y servicios públicos”, contenido en el artículo 32 del proyecto. Ello pues de acuerdo a la ley N°18.575, Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley N°1/19.653, la referencia a organismos o servicios públicos incluye a las empresas públicas, y dentro de éstas, al Banco del Estado. De modo que pareciera que a través de esta norma se otorga una facultad especial al Banco del Estado, en detrimento de otros Bancos. 


Al respecto, precisó que ello no es efectivo, lo que resulta claro de la lectura del artículo 2° del decreto ley N° 2079, que fija el texto de la ley orgánica del Banco del Estado de Chile.


En efecto, dicha norma prescribe literalmente que: “El Banco se regirá preferentemente por las normas de esta ley orgánica y, en lo no previsto en ella, por la legislación aplicable a las empresas bancarias y demás disposiciones que rijan para el sector privado. No le serán aplicables, por tanto, las normas generales o especiales relativas al sector público, salvo que ellas dispongan de modo expreso que han de afectar al Banco del Estado de Chile”. 


En consecuencia, el artículo 32 del proyecto, no se aplica al Banco del Estado, lo que ha sido ratificado por la Unidad de Estudios de dicho Banco.


No obstante, hizo presente que tanto el Banco del Estado, así como cualquier banco, podría otorgarles créditos a las instituciones de garantía recíproca, aún subordinados a la verificación o cumplimiento de una condición, de acuerdo a las normas generales.


Ahora bien, en cuanto a si  se justifica que los servicios y organismos públicos puedan otorgar los créditos citados a las sociedades de garantía recíproca, indicó que es necesario que estas sociedades cuenten con recursos líquidos para enfrentar las contingencias de pago, de muy corto plazo, mientras se liquidan las contragarantías, cuando el deudor las ha rendido.


Además, es necesario demostrar el compromiso del Estado con el sistema  que se está proponiendo, y esta norma apunta en ese sentido. Lo anterior estando comprobado, con experiencias como el  FOGAPE y las garantías CORFO, que el otorgamiento de garantías es más “rendidor” y conlleva menos pérdidas para el Estado que los créditos o subsidios directos a las empresas. La eliminación de estos artículos dejaría al proyecto sin uno de sus motores.


El Honorable Senador señor García manifestó su aprehensión respecto de la responsabilidad que asumen los funcionarios públicos que adoptan la decisión de entregar esos recursos a las instituciones de garantía recíproca, en las respectivas reparticiones. 


El señor Rubio precisó que en este caso, la responsabilidad es la general de los administradores de recursos públicos, no hay norma especial.


Hizo presente que la norma se refiere a organismos y servicios públicos. Pero este concepto se limita con la frase que sigue, en cuanto se exige que estén “autorizados para disponer de recursos para fomento y financiamiento de las micro y pequeñas empresas…”. Adicionalmente, señaló, este otorgamiento de créditos a las instituciones de garantía recíproca, lo efectuará cada organismo o servicio público, que cumpla con el requisito ya señalado, de acuerdo a las normas que rigen su operación y funcionamiento.


Lo señalado también se aplica, en lo referido a los organismos  y servicios públicos, en el caso del artículo 33, que los faculta para hacer aportes a a los fondos de garantía, cuyo objeto es servir de contragarantía.


En relación al artículo 33, el señor Rubio indicó que nuevamente se plantea si se justifica que dichos organismos puedan efectuar aportes a los fondos de garantía. Asimismo se objetó el establecimiento de una norma especial para el Banco del Estado, en detrimento del resto de los bancos, lo que ya se aclaró a propósito del artículo 32.


Señaló que la existencia de estos fondos incrementa la  capacidad de garantías del sistema y permite que se beneficien empresarios que no cuenten con ellas o si las tienen sean insuficientes. Insistió que es necesario que el Estado pueda colaborar con el sistema, sin tener que aportar al patrimonio de la sociedad, sino sólo colaborar con el desarrollo de sus operaciones, que es necesario demostrar el compromiso del Estado con el sistema que se está proponiendo.


La experiencia internacional en materia de conformación de sistemas de garantía para créditos comerciales, incluyendo a la Sociedades de Garantía Recíproca, demuestran que no es posible darle el impulso inicial a los mismos sin la participación de recursos públicos que apoyen la partida del sistema. Tal es el caso de Italia, España y Argentina, además de otros países latinoamericanos y, en el caso chileno, el propio FOGAPE y las garantías administradas por CORFO, son claros ejemplos de aquello.


Estos fondos, continuó,  permitirán enfrentar las contingencias de pago, de muy corto plazo, mientras se liquidan las contragarantías, cuando el deudor las ha rendido. Por ello estos fondos de garantía se traducen en depósitos en ”papeles”, y también, al menos una parte de ellos, estarán probablemente invertidos en bienes de fácil liquidación.


Por último reiteró que está comprobado que el otorgamiento de garantías es mas “rendidor” y conlleva menos pérdidas que los créditos o aportes directos.


Este tipo de operaciones no pueden ser realizadas por la banca, porque en general no está autorizada a realizar inversiones en fondos de inversión. Ello, según se explicó, incluye al Banco del Estado, pues la norma no le es  aplicable.


El Honorable Senador señor Vásquez destacó que, con esta norma, se conduce a la formación de un fondo de garantía que se pone a disposición de las SGR, que a su vez garantiza otras obligaciones.  En el caso de los servicios y organismos públicos esta constituye, en su opinión, una forma de fomento que conlleva un menor riesgo para dichos organismos.


El Honorable Senador señor García indicó que, al tratarse de un fondo de garantía, los aportantes pudieren eventualmente perder el monto de sus aportes.


Al respecto, el señor Rubio destacó que el Fondo de Garantía no forma parte del patrimonio de la sociedad, y si se ve obligado a responder por ella, se trata de una obligación de un tercero, y por tanto tendrá derecho al reintegro del dinero por parte de la sociedad. La posibilidad de pérdida del aporte es una posibilidad poco probable.


La señora Verónica Bate, por su parte, agregó que esos aportes se podrían entregar con un mandato específico en el sentido que se destinen a contragarantizar a un determinado sector, o a deudores especiales, lo que será en función del riesgo que está dispuesto a asumir el dueño de los recursos.


En relación al artículo 33, el Honorable Senador señor García solicitó determinar a quienes se aplicaría, pues se trata de una norma bastante amplia. Respecto de los servicios y organismos públicos, entiende que se aplican las limitantes analizadas a propósito del artículo 32. Pero en materia de privados, consultó si entraría todo el sistema financiero, ya que se incluye a todas las personas naturales o jurídicas que no formen parte de la administración del Estado. 


El Honorable Senador señor Vásquez en relación a lo manifestado por el Honorable Senador señor García, precisó que, al ser esta una norma de carácter general, no vulnera las normas propias de las entidades privadas, y en caso de colisión, primaría la norma particular, por lo tanto esta norma no permitiría la creación de fondos de garantía por parte de los bancos, pues la propia ley general de bancos no lo permite. Asimismo señaló que, de acuerdo a la normativa actualmente vigente, los privados tienen libertad para efectuar aportes a un fondo de garantía como el que se propone, razón por la que la norma es, a lo sumo, innecesaria.


Con el fin de aclarar la disposición, cuyo único objeto es precisar que en este caso los fondos pueden tener un origen público o privado, y dado el carácter reiterativo de la misma, atendidas las normas generales, la Comisión, a proposición del Honorable Senador señor García, estimó conveniente efectuar la siguiente modificación al artículo 33: 


Eliminar, en su inciso primero, lo siguiente: “, y además las personas naturales o las personas jurídicas que no formen parte de la administración del Estado,”.


-- En votación, la Comisión aprobó la modificación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Flores y Vásquez. (Artículo 121 del Reglamento del Senado).


A proposición del Honorable Senador señor Vásquez, la Comisión acordó dejar expresa constancia, para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que la modificación al artículo 33, tiene como única finalidad evitar interpretaciones erradas de la norma, de acuerdo a lo expuesto precedentemente.

MODIFICACIONES:


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros aprobar en particular los artículos 32 y 33, ya aprobados en particular por la Comisión de Hacienda, con la siguiente modificación:

ARTÍCULO 33


-- Eliminar, en su inciso primero, la siguiente frase: “, y además las personas naturales o las personas jurídicas que no formen parte de la administración del Estado,”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad). (3X0).

- - -


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

De la Constitución y Características de las Instituciones de Garantía Recíproca


Artículo 1º.- Autorízase el establecimiento de Sociedades Anónimas de Garantía Recíproca o “S.A.G.R.”, las que deberán regirse por las normas contenidas en la ley Nº 18.046. Su objeto exclusivo será el que señala el artículo 3º de esta ley.


Sus accionistas podrán ser personas naturales o jurídicas que participan de la propiedad del capital social, tendrán los derechos y obligaciones que les confiere la ley y podrán optar a ser afianzados por la sociedad para caucionar determinadas obligaciones que contraigan, de conformidad a las normas de la presente ley.


Podrán además, desarrollar el giro de Sociedad de Garantía Recíproca, aquellas cooperativas que se constituyan especialmente para tal efecto, previa autorización del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Su constitución se regirá por las normas aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito y su fiscalización se hará de conformidad con las normas aplicables a las cooperativas de importancia económica, sin perjuicio de lo señalado en el Título V de la presente ley.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Beneficiarios: las personas naturales o jurídicas que de conformidad al estatuto de la Institución pueden optar a ser afianzados por ésta para caucionar sus obligaciones, de acuerdo con las normas de la presente ley.

b) Contrato de Garantía Recíproca: el celebrado entre los beneficiarios que soliciten el afianzamiento de sus obligaciones y la Institución, que establece los derechos y obligaciones entre las partes.


c) Certificado de Fianza: el otorgado por la Institución mediante el cual se constituye en fiadora de obligaciones de un beneficiario para con un acreedor.


d) Contragarantía: las cauciones entregadas por los beneficiarios a la Institución como respaldo del cumplimiento de las obligaciones que, a su vez, ésta se obligue a garantizar o que les  hubiese garantizado frente a terceros acreedores.


e) Institución (es) o Entidad (es) de Garantía Recíproca: Las sociedades anónimas y cooperativas de garantía recíproca.

Artículo 3°.- Las Instituciones de Garantía Recíproca de que trata esta ley, se regirán por las siguientes reglas específicas:


a) Su objeto será exclusivo, y consistirá en el otorgamiento de garantías personales a los acreedores de sus beneficiarios, con la finalidad de caucionar obligaciones que ellos contraigan, relacionadas con sus actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales.


Asimismo, podrán prestar asesoramiento técnico, económico, legal y financiero a los beneficiarios y administrar los fondos a que se hace referencia en el artículo 33 y las contragarantías que se hayan rendido a su favor de conformidad con los pactos que se celebren entre las partes. 


b) El nombre deberá contener la frase “Sociedad Anónima de Garantía Recíproca”, o la abreviación “S.A.G.R”, en el caso de las sociedades, y “Cooperativa de Garantía Recíproca” o la abreviación “CGR”, para el caso de las cooperativas. La sigla de fantasía que adopte, en su caso, deberá también contener la señalada frase o su abreviación.

c) El capital social mínimo inicial deberá ser una suma equivalente a 10.000 unidades de fomento. En todo momento estas instituciones deberán mantener un patrimonio a lo menos equivalente al capital social mínimo inicial.


d) Estas instituciones no requerirán el acuerdo de la junta de accionistas para garantizar obligaciones de terceros, cuando la garantía sea otorgada en cumplimiento del objeto social. En todo caso los estatutos sociales podrán establecer prohibiciones y exigencias especiales para el otorgamiento de cauciones en casos determinados.

Tal excepción será asimismo aplicable a las cooperativas constituidas para los efectos de esta ley.


Las instituciones  podrán garantizar obligaciones de dar, hacer o no hacer en las cuales el beneficiario sea deudor principal y cuyo origen debe encontrarse dentro del giro de las actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales de éste. 


Con todo, las instituciones podrán garantizar los actos o contratos mediante los cuales el beneficiario transfiera créditos que posea contra terceros, adquiridos en el ejercicio de sus actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales y de los cuales deriven obligaciones subsidiarias o solidarias, aun cuando el beneficiario no sea deudor principal.

Artículo 4º.- Está prohibida la concesión de créditos directos por parte de la Institución a sus accionistas o terceros. Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale.


Los directores y ejecutivos que hayan participado en la decisión de conceder un crédito en contravención a lo dispuesto por el inciso anterior, serán solidariamente responsables por los perjuicios que ésta irrogue.

Artículo 5°.- Los estatutos de la Institución de Garantía Recíproca deberán contener, además de las señaladas en el artículo 4º de la ley N° 18.046, las siguientes materias:


1. Las condiciones generales aplicables a las garantías que otorgue la entidad y a las contragarantías que se constituyan a su favor.


2. Los porcentajes máximos de las garantías que la entidad podrá otorgar, en relación con su patrimonio, con el valor de los fondos de garantía que administre o con las contragarantías que se le haya rendido.


3. La relación máxima entre el capital social que aporte cada accionista beneficiario y el importe máximo de las deudas cuya garantía éste solicite de la sociedad, con cargo a sus acciones.

Los estatutos podrán establecer requisitos para adquirir la calidad de accionistas y de beneficiario.

TÍTULO II

De la Inversión de los Recursos y de los Fondos


Artículo 6°.- Los recursos de la Institución de Garantía Recíproca deberán ser invertidos en los instrumentos y otros bienes expresamente autorizados por su respectivo estatuto. Sin perjuicio de esto, la entidad tendrá la facultad de adquirir todos los bienes y servicios necesarios para iniciar sus operaciones y mantenerse en funcionamiento.


Salvo disposición en contrario del estatuto, al menos el 50% de la reserva patrimonial, sólo podrá ser invertido en los instrumentos financieros señalados en los números 1), 2), 3) y 4) del artículo 5º de la ley Nº 18.815.


A menos que sus aportantes acuerden unánimemente una regla distinta, la inversión de los fondos de garantía contemplados en el artículo 33 de la presente ley, que la entidad administre, seguirá la regla precedente.

Artículo 7°.- La Institución de Garantía Recíproca deberá constituir un fondo de reserva patrimonial con cargo a los resultados de su operación, de un valor equivalente, al menos, al 20% del capital, que tendrá como única finalidad absorber las pérdidas futuras que generen las operaciones propias del giro.


La entidad sólo podrá repartir dividendos si la reserva patrimonial que mantiene es igual o superior al veinte por ciento del capital pagado.


Una vez completado el porcentaje del 20% del capital, el fondo señalado en este artículo se incrementará con los montos que se generen por la parte proporcional de las utilidades que correspondan a los accionistas o socios beneficiarios, debiendo destinarse a lo menos un 25% de ese monto para aumentar dicho fondo.


En caso de disolución de la entidad, el fondo de reserva patrimonial o su saldo, si existiere, después de pagadas las deudas sociales, será distribuido entre los accionistas o socios en la forma que establece la ley.
TÍTULO III

De las Obligaciones y Derechos de los Accionistas


Artículo 8°.- El accionista o socio beneficiario no podrá gravar ni enajenar sus aportes de capital a ningún título, excepto a beneficio de la entidad, mientras tenga obligaciones vigentes o con saldo insoluto afianzadas por ésta.


Artículo 9º.- Para tener derecho a la distribución de dividendos o excedentes, los accionistas o socios beneficiarios de servicios de afianzamiento no podrán encontrarse en mora en el cumplimiento de las obligaciones que la entidad les hubiese caucionado a la fecha en que tal distribución se acuerde. En este último caso, el monto de los dividendos o excedentes que le hubiere correspondido se aplicará al pago del interés moratorio pactado o, en caso de no estarlo, al máximo convencional sobre el saldo insoluto, y el remanente, si lo hubiere, al pago del capital adeudado.

Artículo 10.- Los demás derechos sociales de los accionistas o socios beneficiarios se suspenderán de pleno derecho en caso de mora o simple retardo en el cumplimiento de obligaciones que tuvieren con la entidad o de las afianzadas por ésta.

TÍTULO IV

Del Certificado de Fianza y la Contragarantía


Artículo 11.- Las personas que soliciten a la Institución de Garantía Recíproca el afianzamiento de sus obligaciones, suscribirán previamente con ésta un contrato denominado “Contrato de Garantía Recíproca”, en el cual se deberá dejar establecido, a lo menos, lo siguiente:


a) Los bienes, cauciones y derechos que el beneficiario entregue para garantizar a la entidad las fianzas que ésta, a su vez, le proporcione por sus respectivas obligaciones;


b) El monto máximo de las obligaciones que la entidad podrá afianzar al beneficiario;


c) El plazo de duración del contrato, que podrá ser indefinido;


d) Las modalidades y características de las garantías que rinde el beneficiario a la entidad, pudiendo pactarse una cláusula de garantía general, limitada a un monto máximo;


e) Los derechos y obligaciones de las partes, y


f) Las demás menciones que las partes acuerden.


No obstante lo señalado en este artículo, de conformidad con su estatuto, la entidad podrá otorgar certificados de fianza sin la existencia de contragarantías.


El Contrato de Garantía Recíproca deberá protocolizarse ante notario o extenderse con la firma electrónica avanzada de los contratantes con anterioridad a que se inicie su ejecución. 


En ningún caso la inexistencia de este contrato, su cumplimiento o incumplimiento o los vicios o errores que éste contuviere, relativos a su formalización, suscripción o contenido, afectarán la validez del certificado de fianza, ni sus efectos contra la entidad o terceros.

Artículo 12.- La garantía que la Institución de Garantía Recíproca otorgue a sus beneficiarios se extenderá mediante la emisión de uno o más Certificados de Fianza, en el cual se consignará la individualización de la entidad, del afianzado y del acreedor, la singularidad de las obligaciones afianzadas y el monto determinado o determinable al cual se extienda la fianza, sin perjuicio de los documentos o menciones adicionales que las partes convengan.


Con la autorización previa de la institución, el deudor beneficiario de la garantía podrá encargar la administración del Certificado de Fianza a alguna entidad especializada, la cual podrá, previas instrucciones del afianzado, dividir el monto afianzado entre diversas obligaciones y uno o más acreedores mediante operaciones materiales o electrónicas.


Podrán afianzarse obligaciones futuras, siempre que éstas se encuentren determinadas singularmente en el certificado respectivo.


El beneficiario quedará obligado frente a la entidad por los pagos que ésta efectúe en cumplimiento de las obligaciones garantizadas.


Los créditos afianzados en la forma establecida por la presente ley gozarán del privilegio establecido por el artículo 2481, N°1, del Código Civil.


En caso de pérdida, extravío o destrucción del Certificado de Fianza, se aplicarán las disposiciones contenidas en el párrafo 9º del Título I de la ley Nº 18.092, de 1982, que se condigan con la naturaleza de este título.


El Certificado de Fianza tendrá mérito ejecutivo para su cobro.


En el juicio ejecutivo la demanda se notificará válidamente en el domicilio que la entidad haya fijado en el correspondiente Certificado de Fianza. En la resolución respectiva, el juez decretará la orden de embargar bienes del fiador en cantidad suficiente para cubrir la deuda con sus intereses y las costas, si no pagare en el acto del requerimiento. 


La entidad podrá oponerse, dentro del plazo de cinco días. Su oposición se tramitará como incidente y sólo será admisible cuando se funde en alguna de las siguientes excepciones:


1) Pago de deuda;


2)  Prescripción;


3) No empecer el título al ejecutado. En ésta, no podrá discutirse la existencia de la obligación; y 


4) Concesión de prórrogas o esperas. 


Para que las excepciones señaladas en los números 3) y 4), sean admitidas a tramitación, deberán fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestidas de fundamento plausible. Si no concurrieron estos requisitos, el tribunal las desechará de plano. 


La apelación de las resoluciones que se dicten en contra del demandado en este procedimiento se concederá en el solo efecto devolutivo. El tribunal de alzada a petición del apelante y mediante resolución fundada, podrá dictar orden de no innovar. Las peticiones de orden de no innovar se resolverán en cuenta. 


Si no se formulare oposición, o si formulada, se hubiere desechado las excepciones, se procederá al remate. Éste, se anunciará por medio de avisos publicados cuatro veces en días distintos y debiendo mediar veinte días a lo menos, entre el primer aviso y la fecha de la subasta, en un periódico de la comuna en que se siguiere el juicio y, si allí no lo hubiere, en uno de la capital de la provincia. Las publicaciones podrán hacerse tanto en días hábiles, como inhábiles. 


Llegado el día del remate, el acreedor se pagará de su crédito sobre el precio del remate. 


El mínimo y las demás condiciones del remate serán fijados por el juez sin ulterior recurso, a propuesta del acreedor; pero el mínimo del primer remate no podrá ser inferior al monto del capital adeudado, intereses y costas judiciales.


Los gastos del juicio serán tasados por el juez.


Cuando haya de procederse a nuevo remate, el número de avisos y el plazo que deba mediar entre la primera publicación y la fecha de la subasta, se reducirán a la mitad.


Salvo lo dispuesto en la presente ley, la fianza se regirá por lo dispuesto en el Título XXXVI, del Libro Cuarto del Código Civil.


Artículo 13. El Certificado de Fianza podrá emitirse por medios inmateriales, sin que sea necesaria la impresión de una lámina física en la que conste la fianza respectiva a efectos de su constitución, entrega, archivo o cobro, pero en tal caso, los certificados emitidos bajo esta modalidad, deberán depositarse en un depósito centralizado de valores autorizado por la ley Nº 18.876, o en una institución financiera autorizada para ejecutar este tipo de comisiones. 


Las Instituciones de Garantía Recíproca que opten por utilizar la emisión inmaterial señalada en este artículo, deberán solicitar la apertura de una cuenta destinada al depósito de dichos certificados y al registro de los beneficiarios y sus respectivos acreedores, en la entidad en que depositen el Certificado de Fianza.


No obstante lo anterior, en el caso que los beneficiarios de dichos certificados así lo requieran, la entidad deberá solicitar la apertura de cuentas individuales a nombre de aquéllos. 


Las operaciones que se realicen para el otorgamiento de la fianza serán efectuadas por cuenta de la entidad, quien será la obligada por los instrumentos respectivos.


Con todo, si por alguna razón legítima fuere requerida la impresión física de un documento en el que conste la fianza, éste contará con las características necesarias para impedir su falsificación y los costos de impresión serán de cargo del requirente. El Certificado impreso deberá llevar la firma del gerente de la empresa depositaria o de quien éste designe, será nominativo, no negociable y tendrá igualmente mérito ejecutivo para su cobro, a cuyo efecto podrá transferirse como valor en cobro.

Artículo 14.- Si el beneficiario no cumpliere con las obligaciones afianzadas por la Institución de Garantía Recíproca, ésta procederá al pago de ellas, pudiendo optar entre:


a) Continuar con el calendario y demás modalidades de pago pactadas originalmente por el beneficiario con el acreedor. En este caso, si la entidad pagare las deudas o cuotas vencidas a la fecha del requerimiento, dentro de los 30 días que siguen a éste, la cláusula de aceleración de la deuda que se hubiere pactado entre el acreedor y el deudor principal no se aplicará a la entidad, mientras ésta cumpla, en lo sucesivo, con la obligación afianzada en la forma pactada;


b) Pagar el saldo insoluto de la obligación, en forma anticipada, de conformidad con el contrato respectivo o las disposiciones legales aplicables, y


c) Pactar, de común acuerdo con el acreedor, modalidades distintas de pago.


Para estos efectos, el acreedor deberá requerir de pago de la entidad dentro de los seis meses siguientes al incumplimiento de la obligación por parte del beneficiario. El requerimiento deberá efectuarse por notario público o mediante carta certificada dirigida al domicilio de la institución.


La Institución de Garantía Recíproca no gozará del beneficio de excusión que establece la ley.


Sin perjuicio de lo establecido en el Nº 3° del artículo 1610 del Código Civil en virtud del pago de todo o parte de la fianza comprometida, la Institución de Garantía Recíproca se subrogará en los derechos respectivos del acreedor, de conformidad a los contratos que liguen a las partes y a su calidad de fiador, pudiendo hacer exigible el valor total de la fianza otorgada al deudor principal y a sus codeudores o avalistas, cualesquiera que sean las modalidades con que la referida Institución pague las obligaciones afianzadas.


Artículo 15.- La obligación de la Institución de Garantía Recíproca para con el tercero acreedor se extingue por:


a) El pago de la obligación principal caucionada.


b) Modificación o novación de la obligación principal, sin intervención y consentimiento de la entidad.


c) Las causas de extinción de las obligaciones en general y las obligaciones accesorias en particular.


Artículo 16.- Para acceder a la fianza de la Institución, el accionista o socio beneficiario podrá constituir en favor de ésta, prenda sobre las acciones o cuotas de capital que posea en el capital de la misma. A tales efectos, serán aplicables las disposiciones de la ley N° 4.287 de Prenda Bancaria sobre Valores Mobiliarios.

La entidad podrá adquirir acciones o cuotas de capital de su propia emisión, sin necesidad de un acuerdo de la junta de accionistas o socios, en el caso de ejecución de la garantía que señala el presente artículo o de dación en pago de las acciones o cuotas prendadas, sin perjuicio de las normas generales que rigen la materia.
TITULO V

De la Regulación de las Instituciones de Garantía Recíproca


Artículo 17.- Para ejercer el giro de Institución de Garantía Recíproca, se deberá acreditar previamente ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: 


a) Que se encuentran constituidas legalmente y tienen como giro exclusivo el desarrollo de las actividades a que se refiere esta ley; y que sus administradores no han sido condenados por crimen o simple delito, y 


b) Que tienen un patrimonio igual o superior a 10.000 unidades de fomento, acreditado en conformidad a las instrucciones que imparta la Superintendencia. 


Estas mismas circunstancias deberán ser acreditadas, además, anualmente ante la Superintendencia.


Artículo 18.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevará un Registro de Instituciones de Garantía Recíproca en el cual éstas se clasificarán en categorías A o B. 


Se incluirán en la Categoría A aquellas que, además de cumplir con todos los requisitos indicados en el artículo anterior, cuenten con un informe favorable de evaluación emitido por una entidad independiente de la sociedad, especializada en la materia, por lo menos en dos épocas distintas del año. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, en cualquier momento la Superintendencia podrá ordenar a una entidad evaluadora que efectúe una revisión a determinada Institución, con cargo a ésta. 


Los informes de evaluación de estas entidades evaluadoras deberán responder a los requerimientos que la Superintendencia determine. 


Las entidades evaluadoras deberán estar inscritas en el Registro abierto con tal fin por la Superintendencia, y quedarán sujetas para estos efectos a su reglamento y control. 


Las Instituciones que no cumplan con lo expuesto en el inciso segundo de este artículo se incluirán en la Categoría B.


Artículo 19.- La Superintendencia sólo considerará, para los efectos de la calificación de las garantías a las entidades bancarias y financieras, los certificados de fianza emitidos por las Instituciones de Garantía Recíproca incluidas en la Categoría A del registro a que se refiere el artículo anterior. Estos certificados servirán de garantía para los efectos de la ampliación del límite individual de crédito a que se refiere el artículo 84, N° 1 de la Ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 3 del año 1997, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 20.- Los estados financieros anuales de las Instituciones de Garantía Recíproca deberán ser auditados por auditores externos independientes inscritos en el registro de auditores a cargo de la Superintendencia de Valores y Seguros. En su dictamen, los auditores deberán emitir un juicio razonado sobre el cumplimiento, por parte de la respectiva Institución, de las normas de regulación referidas en el artículo precedente.


Artículo 21.- Los bancos, instituciones financieras y cooperativas de ahorro y crédito, deberán proporcionar a su respectivo ente fiscalizador, toda la información y antecedentes que éste les solicite, respecto de las obligaciones que se encuentren garantizadas por las Instituciones de Garantía Recíproca.

Asimismo, los acreedores de obligaciones que sean garantizadas por una Institución deberán proporcionar a ésta toda la información que les solicite sobre aquellas y acerca del comportamiento del deudor en el cumplimiento de sus compromisos, de manera veraz, suficiente, oportuna y completa.


El incumplimiento del acreedor a lo establecido en el inciso anterior lo hará responsable de los perjuicios que ello causare a la Institución, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondieren por las infracciones cometidas.


Artículo 22.- La Superintendencia podrá dictar instrucciones generales para la aplicación de la presente ley.

TITULO VI

Medidas para enfrentar Situaciones de Inestabilidad Financiera e Insolvencia


Artículo 23.- Cuando en una Institución de Garantía Recíproca ocurrieren hechos que pongan en riesgo su situación financiera o solvencia y su directorio no hubiere normalizado tal situación dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de elaboración del estado financiero correspondiente, su administración procederá en la forma que dispone este artículo.


El directorio deberá convocar dentro del quinto día hábil, contado desde el vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, a la junta de accionistas o socios de la Institución, que deberá celebrarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la convocatoria, para que ésta acuerde el aumento de capital que resulte necesario para su normal funcionamiento. La convocatoria señalará el plazo, forma, condiciones y modalidades en que se emitirán las acciones o cuotas y se enterará dicho aumento.


Si la junta de accionistas o socios rechazare el aumento de capital en la forma propuesta o, si aprobado éste, no se enterare dentro del plazo establecido en el acuerdo respectivo, la Institución no podrá aumentar el monto global de las garantías otorgadas que aparezca del estado financiero a que se refiere el inciso primero de este artículo ni podrá efectuar inversiones, cualquiera que sea su naturaleza, salvo en instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile.


Se presumirá, en todo caso, que en una Institución de Garantía Recíproca han ocurrido hechos que afectan su situación financiera o solvencia, cuando:


a) Su patrimonio, después de deducidas las pérdidas acumuladas durante el ejercicio que aparezcan en un estado financiero, sea inferior al capital mínimo señalado en el artículo 3º.


b) Por efecto de pérdidas acumuladas durante el ejercicio, que aparezcan en dos estados financieros consecutivos, se desprenda que, de mantenerse el aumento proporcional de ellas en los siguientes seis meses, la Institución quedará en alguna de las situaciones previstas en la letra a) precedente.


c) Se hubiere otorgado garantías a un mismo beneficiario, dentro del giro, por sumas que sean superiores al 10% del patrimonio, sin las contragarantías que aseguren razonablemente la recuperación de los valores.


Artículo 24.- Si una Institución de Garantía Recíproca cesa en el pago de una obligación, el gerente dará aviso inmediato al Directorio, quien deberá cumplir con lo establecido en el artículo 101 de la ley N° 18.046, sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en la presente ley. Lo anterior no obsta al derecho de los acreedores afectados.


Artículo 25.- El Directorio de una Institución de Garantía Recíproca que revele problemas de solvencia que comprometan el pago oportuno de sus obligaciones, deberá presentar proposiciones de convenio a sus acreedores dentro del plazo de diez días contado desde que se haya detectado la falta de solvencia.


Artículo 26.- En caso que en la Institución respectiva ocurriere alguno de los hechos o situaciones previstas en el artículo 24, el gerente de la misma deberá comunicarlo a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, tan pronto esos hechos llegaren a su conocimiento. El incumplimiento de esta obligación podrá ser sancionado por la señalada Superintendencia de conformidad a lo previsto en el inciso segundo del artículo 19° de la ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 3, del año 1997, del Ministerio de Hacienda.

En caso que la sociedad hubiese garantizado obligaciones contraídas con cooperativas de ahorro y crédito, dicha comunicación deberá dirigirse también al Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.
Título VII

De la Disolución, Fusión y División de las Instituciones de Garantía Recíproca


Artículo 27.- La disolución, liquidación, división, fusión y quiebra de las Instituciones de Garantía Recíproca se regirá por las normas aplicables a las sociedades anónimas, salvo las excepciones establecidas en la presente ley.


Artículo 28.- La disolución, división y fusión de una Institución de Garantía Reciproca requerirá contar con la autorización previa y por escrito de los dos tercios de los acreedores del total de las deudas garantizadas por la misma en el ejercicio de su giro.


Las Instituciones de Garantía Recíproca sólo podrán fusionarse entre sí.


Artículo 29.- Salvo pacto en contrario de la Institución con los acreedores de las obligaciones afianzadas, las entidades que surjan de una fusión o división de una Institución de Garantía Recíproca responderán solidariamente por las fianzas otorgadas por esta última con anterioridad a los acuerdos de fusión o división.


Artículo 30.- En caso de liquidación de una Institución de Garantía Recíproca por quiebra de la misma, el síndico a cargo procederá a la transferencia de la totalidad de las fianzas que accedan a obligaciones vigentes, en la forma que determine, a través de una o más licitaciones públicas en las que sólo podrán participar otras Instituciones de Garantía Recíproca que no se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el Titulo VI de la presente ley, la que deberá realizarse en no más de ciento veinte días contados desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declare la quiebra. Mientras penda este plazo y el deudor se encuentre cumpliendo la obligación de conformidad con las modalidades pactadas, el acreedor no podrá declarar el vencimiento de la obligación por la quiebra o insolvencia del deudor o fiador o por no cumplir el deudor con la obligación de prestar una nueva fianza.


No obstante, el síndico, con los acreedores de las obligaciones principales garantizadas de conformidad a esta ley, podrán concordar formas distintas para extinguir las fianzas.


La transferencia de las fianzas se hará, en todo caso, conjuntamente con las contragarantías rendidas por los respectivos deudores, en las mismas condiciones en que se encuentren pactadas a la fecha de la sentencia que declare la quiebra, y hasta su extinción de conformidad a la presente ley, lo que deberá constar en las bases de la licitación. Todo lo anterior con sujeción a las normas de la ley de Quiebras y a las referidas a la prelación de créditos contenidas en el Código Civil.


La Institución que adquiera la calidad de fiadora se subrogará en todos los derechos y obligaciones que hubieren sido pactados entre la fallida, el deudor y los acreedores de éste.


No será necesario que los beneficiarios de fianzas que sean transferidas a otras Instituciones de Garantía Recíproca se constituyan en accionistas o socios de éstas, aun cuando sus estatutos impongan tal obligación.


Asimismo, en el caso que una o más fianzas no fueren transferidas conforme al procedimiento señalado en el inciso primero de este artículo, el síndico, con el acuerdo de los acreedores del deudor respectivo, que tuviesen créditos afianzados por la Institución, podrán transferirles a éstos las contragarantías que el señalado deudor haya constituido a favor de la Institución en quiebra, siempre que este último no tenga otras obligaciones vencidas con la misma.


En todo caso, las contragarantías rendidas por los beneficiarios caucionarán exclusivamente el pago de las obligaciones propias afianzadas por la Institución.


Artículo 31.- Transcurridos seis meses contados desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que declare la quiebra, las fianzas que caucionen obligaciones vigentes caducarán por el solo ministerio de la ley, de manera que las contragarantías que no se hubiesen transferido o extinguido por cualquier causa, pasarán de pleno derecho y con sus mismas calidades a garantizar las obligaciones del beneficiario, afianzadas por la Institución.


En caso que, según la ley, la transferencia de estos bienes, cauciones o derechos haya debido efectuarse mediante inscripción en un Registro Público, el síndico inscribirá en el mismo la resolución que declara la quiebra, acompañada de la certificación del secretario del tribunal respectivo de que han transcurrido más de seis meses desde que la sentencia quedó ejecutoriada sin que la fianza se haya transferido o extinguido de conformidad con lo señalado precedentemente. Esta nueva inscripción deberá anotarse al margen de la inscripción original a través de la cual se constituyó el respectivo derecho.


Para la realización de las garantías indicadas en los incisos precedentes, los acreedores del beneficiario cuyos créditos se hubieren afianzado por la que ha caído en quiebra actuarán, respecto de estos bienes, cauciones o derechos, sin ninguna preferencia unos respecto de otros, pagándose con ellos a prorrata de sus acreencias.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el síndico a cargo de la quiebra deberá poner en conocimiento de cada uno de los acreedores el nombre, rol único tributario y domicilio de los demás acreedores del respectivo beneficiario, debiendo ser citados todos en cada ejecución particular en la que se vaya a realizar alguna de estas garantías.


Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, el beneficiario podrá pactar con sus acreedores la sustitución de las garantías a que se refieren los incisos anteriores, de conformidad con las reglas generales o las normas de la presente ley.

Título VIII

Disposiciones Varias


Artículo 32.- Facúltase a los organismos y servicios públicos autorizados para disponer de recursos para fomento y financiamiento de las micro y pequeñas empresas, para que, de acuerdo a las respectivas normas que rigen su funcionamiento, proporcionen recursos a las Instituciones de Garantía Recíproca, mediante el otorgamiento de créditos cuyo reembolso podrá quedar subordinado a la verificación o cumplimiento de alguna condición determinada.


Para estos efectos, las Sociedades de Garantía Reciproca y las cooperativas que dediquen sus actividades a este giro, serán consideradas instituciones financieras.

Artículo 33.- Las entidades señaladas en el artículo anterior podrán aportar recursos financieros a uno o más fondos con la única finalidad de afianzar las obligaciones que, por su parte, la Institución afiance y que constituyan el objeto del fondo, de conformidad con los fines, condiciones, modalidades y especificaciones que establezca la normativa interna del mismo.


Estos fondos constituirán patrimonios independientes del de la Institución respectiva y las operaciones de cada cual serán efectuadas por la Institución a nombre y por cuenta y riesgo de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes e inversiones a ellos aportados. 


Estos fondos se regirán, en cuanto fuere aplicable, conforme a las normas del Título V de la presente ley y del Título VII de la ley N° 18.815, con excepción del inciso cuarto del artículo 41, y de los artículos 42 y 43, sin perjuicio del reglamento que se dicte, para la aplicación de la presente ley.


Para todos los efectos legales, los fondos de garantía contra cuyos recursos la Institución hubiere otorgado reafianzamientos, cofianzas o subfianzas por cuenta de estos fondos, seguirán el régimen jurídico que la presente ley ha establecido para las contragarantías que rindan los beneficiarios.

Artículo 34.- Autorízase al Fondo de Garantía del Pequeño Empresario, establecido mediante el decreto ley N° 3.472, de 1980, para reafianzar las garantías que otorguen las Instituciones a que se refiere esta ley, según los márgenes y procedimientos que al efecto establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Para estos efectos, las Instituciones deberán participar en las licitaciones contempladas en el artículo 5° del decreto ley señalado precedentemente.


En cumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero la referida Superintendencia podrá establecer normas destinadas a regular:


a) Modalidades de asignación de garantía, requisitos de las Instituciones que opten al reafianzamiento, y mecanismos de asignación del mismo.


b) Márgenes globales e individuales de reafianzamiento, de la cartera de fianzas otorgadas por la Institución y de sus afianzados, respectivamente.


c) Requisitos y condiciones para otorgar el reafianzamiento, en materias tales como la tasa de cobertura de la garantía, elegibilidad de deudores reafianzados, comisiones de utilización y administración, montos y plazos máximos de créditos reafianzados, complementariedad de garantías, garantías adicionales y exclusiones.


d) Procedimientos de constitución del reafianzamiento y de cobro de la garantía.


De todas estas materias se deberá dejar constancia en las bases de las licitaciones respectivas.


En ningún caso el monto total de la garantía directa otorgada por el Fondo de Garantía del Pequeño Empresario, sumada al monto del reafianzamiento que éste otorgue a una Institución de Garantía Recíproca  podrá exceder para un mismo deudor, de los límites individuales de garantía contemplados en el decreto ley Nº 3.472, de 1980.


Artículo 35.- Las Instituciones de Garantía Recíproca que reciban contragarantías que se encuentren garantizando obligaciones de sus beneficiarios ante instituciones financieras, podrán garantizar el otorgamiento de la fianza por las obligaciones respectivas, mediante una Carta de Garantía, que asegurará dicho otorgamiento por el período que medie entre la inscripción de las contragarantías a favor de la institución y el afianzamiento correspondiente. 


Para este efecto, la Carta de Garantía deberá expresar:


a) La individualización de la institución; 


b) La individualización del beneficiario;


c) La obligación de extender el Certificado de Fianza; 


d) La condición para la entrega del Certificado de Fianza, consistente en la inscripción de las contragarantías a favor de la institución; y 


e) Los antecedentes de la obligación a garantizar.


La Carta de Garantía así extendida, tendrá mérito ejecutivo para su cobro, para el que se aplicará el procedimiento descrito en el artículo 12 de la presente ley.”.

- - -


Acordado en sesión de 13 de marzo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente accidental), Fernando Flores Labra y Guillermo Vásquez Úbeda. 


Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2007.

(Fdo.) PEDRO FADIC RUIZ,

Abogado Secretario de la Comisión
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE EN LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL LAS ADECUACIONES NECESARIAS PARA ADAPTARLAS A LA LEY Nº 20.050, QUE REFORMA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

(3962-07)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.





A las sesiones destinadas por la Comisión a cumplir el encargo de la Sala de evacuar un nuevo segundo informe, asistieron la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso, el Subsecretario de dicha Secretaría de Estado, señor Edgardo Riveros, y la abogada asesora de la misma, señora Susana Rioseco.





Cabe dejar constancia de que las diferentes modificaciones propuestas por el artículo único de la iniciativa tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales por contener disposiciones que inciden en una ley de tal rango, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 52, 54, 55, 74 y 128 de la Constitución Política. En consecuencia, para su aprobación requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.

Es dable reiterar que a la Moción que dio origen al presente proyecto de ley se incorporó como indicación, por razones de técnica legislativa, un proyecto de ley del Honorable Senador señor Romero que también proponía modificar la Ley Orgánica del Congreso Nacional con el objeto de ajustarla a las recientes enmiendas constitucionales (Boletín N° 3.966-07).
ANTECEDENTES





En sesión del Senado de fecha 3 de enero del año en curso, se dio cuenta del segundo informe de la Comisión recaído sobre el proyecto de ley en estudio.





En esa oportunidad, el Honorable Senador señor Espina planteó la conveniencia de volver el proyecto a Comisión con la finalidad de perfeccionar algunos de sus preceptos.





La Sala acogió dicha proposición y envió los antecedentes a la Comisión para un nuevo segundo informe, fijándose un plazo para presentar indicaciones al texto del proyecto propuesto en el segundo informe hasta el lunes 15 del mismo mes. Dichas indicaciones debían entregarse en la Secretaría de la Comisión.
CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se complementa lo consignado en el segundo informe, dejándose constancia de lo siguiente:


1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: del artículo único, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los numerales 1, 2, 6, 7, 11, 12, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 25 y 26.


2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 6.


3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5, 9, 13 y 14.


4.-
Indicaciones rechazadas: 1, 2, 3, 4, 7, 8, 10, 11 y 12.


5.-
Indicaciones retiradas: no hubo.


6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.


Es dable consignar que la Comisión advirtió la necesidad de introducir enmiendas a algunos preceptos, lo que acordó hacer en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación. De ello se dará cuenta en cada caso.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas durante este nuevo lapso, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

Artículo único

Número 3





Este numeral modifica el artículo 5° A de la ley N° 18.918. El texto vigente de esta norma es el siguiente:





“Artículo 5º A. Los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de  probidad y transparencia, en los términos que señalen la Constitución Política, esta ley orgánica constitucional y los reglamentos de ambas Cámaras.





El principio de probidad consiste en observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular.





El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten.”.





En la discusión en general, el Senado acordó sustituir el inciso final por los siguientes:





“El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores, las Cámaras y sus órganos internos, así como de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.





Las sesiones de las Cámaras o de sus comisiones, los documentos y antecedentes de las mismas, las actas de sus debates y las votaciones serán públicas. Sin embargo, cuando la publicidad de alguna de ellas afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados presentes o, en su caso, de los senadores o diputados presentes integrantes de la comisión, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración.





En todo caso, dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.”.





En su segundo informe, la Comisión propuso reemplazar dicho inciso final, por los siguientes:





“El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.



Las sesiones de Sala de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas.



Serán públicos los acuerdos adoptados por las comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la asistencia de los Parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas. Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios.



Los informes de comisión serán públicos desde que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizado.



Las sesiones de comisión se realizarán sin la asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por los dos tercios de sus miembros presentes.



Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados por la Sala y las comisiones afectaren el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.



Dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.”.





En relación a los nuevos incisos propuestos por la Comisión en su segundo informe, se presentaron las indicaciones números 1 a 3.





La número 1, del Honorable Senador señor Bianchi, agrega, en el nuevo inciso cuarto, a continuación de la palabra “Sala”, la expresión “y de Comisión”.





La número 2, del mismo señor Senador, suprime el nuevo inciso séptimo propuesto.





La número 3, del Honorable Senador señor Coloma, agrega la siguiente oración al inciso final del artículo 5° A:



“También serán secretas las votaciones o elecciones que recaigan en nombramientos o designaciones de personas respecto de los cuales las leyes exijan el acuerdo del Senado.”.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, puso en discusión las indicaciones transcritas.





En relación a las dos primeras, la Comisión tuvo presentes las consideraciones expuestas en su segundo informe relativas a la conveniencia de contar con las necesarias condiciones de privacidad que requiere el trabajo de las comisiones legislativas, de manera de posibilitar el proceso de reflexión, de acercamiento de posiciones y de búsqueda de acuerdos que se da en el seno de las mismas.





Al respecto, se estimó conveniente mantener idénticos criterios y, en consecuencia, desestimar las indicaciones números 1 y 2. Este acuerdo se adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.





Enseguida, el Honorable Senador señor Coloma, autor de la indicación número 3, fundó su proposición en la particular relevancia que tiene la participación del Senado en el nombramiento o designación de las autoridades que la Constitución le encomienda. Si bien concordó en que la regla general para las actuaciones de los órganos del Estado debe ser la publicidad, indicó que existen casos especiales, como los recién señalados, que deben tratarse con otro criterio.





En efecto, explicó, debe evitarse toda suerte de influencias ilegítimas o presiones indebidas que pudieran afectar a un Parlamentario al momento de tomar su decisión, como podría ser el caso de las órdenes de partido.





Sostuvo que el Parlamentario, por sobre todo, debe tomar su decisión en conciencia. Planteó que si ya se consideró importante y justificado disponer el secreto para tratar las rehabilitaciones de ciudadanía, más necesario parece consagrarlo respecto de los señalados nombramientos y designaciones.





Destacó que cree en la independencia con que los Parlamentarios ejercen esta tarea y en la libertad de conciencia con que adoptan sus decisiones. Consideró que precisamente para mantener estos valores, para estos casos específicos es conveniente adoptar el criterio del secreto, el cual se ha utilizado largamente con resultados muy positivos.





El Honorable Senador señor Espina destacó la validez de los argumentos precedentemente expuestos. Indicó que, efectivamente, en forma natural la persona cuya postulación se aprueba puede sentir alguna suerte de compromiso con quienes lo apoyaron y, por el contrario, será entendible que se genere una sensación de incomodidad con quienes votaron en su contra. Aún así, señaló que prefería el principio ya adoptado por la Comisión en cuanto a mantener el secreto únicamente para los casos de rehabilitación de ciudadanía.





Opinó que en el modelo democrático las autoridades deben estar llanas a explicar los fundamentos de cualquier decisión que adopten.





El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, resaltó que al estudiar este artículo 5° A de la Ley Orgánica, la Comisión tuvo muy en cuenta lo dispuesto por el artículo 8° de la Constitución Política y que por ello, el texto que en definitiva se aprobó refleja las exigencias del citado precepto constitucional. Concluyó que por esta razón, a su juicio, no procede introducirle nuevas modificaciones.





El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que la Corte Suprema, al comunicar los nombres que integran las quinas o ternas para designar ministros de Corte, sólo da a conocer el resultado de la votación mas no el proceso que llevó a cabo para llegar a ese resultado. Por otra parte, indicó que en el caso de las rehabilitaciones, pese a la reserva con que se discuten y votan, siempre es conocido el nombre de la persona involucrada, que incluso figura en las citaciones y en las tablas de las respectivas sesiones.





En la misma línea de argumentación, destacó la importancia de la elección del Presidente de una corporación legislativa y, por tanto, la procedencia de aplicar en esos procesos el principio del secreto de manera que los Parlamentarios voten con autonomía. Así, por lo demás, dijo, ocurre en la práctica en diversos Parlamentos, en que el principio de transparencia se aplica a las decisiones que se adoptan como corporación, respetándose el secreto para la elección de sus Presidentes.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, recordó que este punto se discutió largamente con ocasión de la emisión del segundo informe de la Comisión. En esta oportunidad, reiteró sus argumentos en favor de la publicidad de este tipo de decisiones e instó a desechar esta indicación.





Puesta en votación la indicación número 3, fue rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votó favorablemente el Honorable Senador señor Coloma. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Número 4





Este número modifica el artículo 5° B de la ley N° 18.918. El texto vigente de este precepto es el que sigue:





“Artículo 5º B. Los miembros de cada una de las cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive, o a las personas ligadas a ellos por adopción. Con todo, podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellas, o las personas mencionadas, tengan en el asunto.





No regirá este impedimento en asuntos de índole general que interesen al gremio, profesión, industria o comercio a que pertenezcan, en elecciones o en aquellas materias que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones exclusivas de la respectiva Cámara.”.





Este precepto no fue objeto de enmiendas en la discusión general en el Senado.





En su segundo informe, la Comisión propuso en este número 4 incorporar al artículo 5° B el siguiente inciso tercero:





“Los diputados y senadores no podrán actuar en juicios o gestiones que se tramiten ante los Tribunales Superiores de Justicia o el Tribunal Constitucional, salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado y a las personas ligadas a él por adopción.”.




A este numeral se presentaron las indicaciones números 4 y 5.





La número 4, del Honorable Senador señor Coloma, propone eliminar del inciso tercero propuesto la expresión “o el Tribunal Constitucional”.





La número 5, del Honorable Senador señor Espina, propone reemplazar el señalado inciso tercero por los siguientes:





“Los diputados y senadores no podrán ejercer como abogados patrocinantes ni apoderados ante los Tribunales Superiores de Justicia, salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado y a las personas ligadas a él por adopción.




Asimismo, podrán ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante dichos Tribunales, tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública.”.





El recién mencionado señor Senador explicó que esta disposición motivó su petición de volver el asunto a Comisión, pues, a su juicio, el texto aprobado para este numeral en el segundo informe daba lugar a ciertas dudas.





Sostuvo, específicamente, que la prohibición para “actuar en juicio” representaba una restricción excesiva a la labor de los Parlamentarios, quienes en no pocas ocasiones deben denunciar o presentar querellas por irregularidades detectadas en el cumplimiento de sus labores propias.





Precisó que el propósito central de esta disposición es impedir en forma explícita a los Parlamentarios que son abogados el ejercicio de su profesión ante los tribunales de segunda instancia, salvas las excepciones que la misma norma enumera, atendido el hecho de que, tratándose de Senadores, participan en la designación de los miembros de la Corte Suprema. Por esta razón, acotó, redactó la indicación en análisis en los términos transcritos.





Estimó que a las situaciones en que sería admisible el ejercicio de los Parlamentarios como abogados patrocinantes o apoderados, era necesario agregar otras tres, referidas a la persecución de delitos terroristas, los  tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas y aquellos cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública.





En estos casos, agregó, debería tratarse de un ejercicio gratuito de la profesión. Sobre este particular, puso de relieve que, tal como lo señaló en el segundo informe, en su experiencia ha podido constatar que es difícil contar con abogados que asuman gratuitamente la defensa de víctimas de los referidos delitos.





El Honorable Senador señor Coloma compartió los planteamientos del Honorable Senador señor Espina. Sin embargo, observó que el inconveniente más grave que ofrece la norma es impedir que los Parlamentarios actúen en gestiones ante el Tribunal Constitucional. Añadió que si la Constitución Política los habilita para suscribir un requerimiento y concurrir ante el Tribunal Constitucional, no puede la ley impedirles que aleguen la respectiva causa, más aún si se trata de defender un interés público. Por esa razón, su indicación propone eliminar la alusión al Tribunal Constitucional.





El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, coincidió con la redacción de la indicación propuesta por el Honorable Senador señor Espina, connotando que nunca estuvo en el ánimo de la Comisión –al elaborar su segundo informe- impedir que un Parlamentario pudiera denunciar un delito. 





En relación a la indicación número 4, consideró que es de toda lógica que un Parlamentario no pueda alegar ante el Tribunal Constitucional porque no es dable tener una doble competencia en esta materia, es decir, en un momento votar en contra de una norma y, si ésta prospera, defender después personalmente la inconstitucionalidad de la misma ante el Tribunal Constitucional.





El Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, dijo que aun cuando la norma no había tenido origen en una iniciativa del Ejecutivo, éste compartía su objetivo y espíritu. También concordó con la proposición del Honorable Senador señor Espina en la medida en que ella coincide con la prohibición contenida en el inciso segundo del artículo 60 de la Carta Fundamental de actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco. Sugirió utilizar la terminología de este precepto para dejar atrás las dudas que pudo generar la redacción propuesta por el segundo informe.





Respecto de la indicación del Honorable Senador señor Coloma, sostuvo que la sede de discusión de las iniciativas legales son las Cámaras Legislativas. Es allí, acotó, donde se vierten las argumentaciones básicas del debate legislativo y, también, donde se resuelve la integración de la Corte Suprema y de parte del Tribunal Constitucional. No parece adecuado, en consecuencia, que un Parlamentario pueda ejercer profesionalmente ante dichos órganos jurisdiccionales.





Refiriéndose a la indicación del Honorable Senador señor Espina, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, aseguró que los términos utilizados en el artículo 5° B propuesto en el segundo informe no inhiben al Parlamentario de efectuar denuncias. En su opinión, lo que debe aclararse es que no procede que, en un juicio, una de las partes cuente con la asesoría de un abogado que es al mismo tiempo Legislador. Por esta razón, apoyó en este punto las limitaciones impuestas por la señalada indicación.





Luego, en cuanto a la indicación del Honorable Senador señor Coloma, consideró que no es procedente actuar en gestiones ante el Tribunal Constitucional cuando se ha participado en la discusión legislativa de la correspondiente norma. Explicó que estima inadecuado que la misma persona que ha participado en el debate político en el Congreso Nacional concurra, en una segunda etapa y después de haber sido desestimada su posición, a realizar un alegato jurídico ante dicho Tribunal. Opinó que esta última tarea debe encomendarse a otros abogados. Afirmó que estos son los términos razonables para entender esta situación y los que aseguran la transparencia que nuestro sistema político necesita.





El Honorable Senador señor Coloma consideró que siendo razonable lo expuesto por el Honorable Senador señor Gómez, la lógica constitucional es aún más fuerte, toda vez que una de las labores de un Parlamentario es formular determinados requerimientos al Tribunal Constitucional. Siendo esta una función pública relevante regulada por la propia Carta Fundamental, mal podría la ley inhibirla o limitarla.





La Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso, apoyó la prohibición planteada en el segundo informe porque, en su concepto, la participación de los Parlamentarios en la designación de miembros de la Corte Suprema y del Tribunal Constitucional es incompatible con la actuación de esos mismos Parlamentarios ante estos órganos, ahora en su condición de abogados.





Por otra parte, aseguró que la indicación no tiene justificación si se trata de evitar la indefensión de las víctimas. En el ámbito, dijo, actúan las Corporaciones de Asistencia Judicial, y en el penal, la Defensoría Penal Pública.





Tampoco es un argumento atendible que el Parlamentario se desempeñe en estos casos en forma gratuita, puesto que, luego, igualmente participará en la designación de las referidas autoridades jurisdiccionales.





Puesta en votación la indicación número 4, se produjo un empate de dos votos a favor y dos en contra. A favor votaron los Honorables Senadores señores Coloma y Espina. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Gómez y Muñoz, don Pedro. Repetida la votación, se obtuvo el mismo resultado. Reiterada posteriormente la votación en los términos del artículo 182 del Reglamento del Senado, la indicación fue rechazada por dos votos a favor y tres votos en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina y Larraín. Se pronunciaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro.




Fundamentando su voto, el Honorable Senador señor Larraín expresó que si la Constitución Política faculta a los Parlamentarios para presentar requerimientos ante el Tribunal Constitucional, lo lógico es que luego puedan acudir ante él a alegarlos. Por esa  razón, apoyó la indicación del Honorable Senador señor Coloma.





A su vez, el Honorable Senador señor Espina sostuvo que debía considerarse que los alegatos ante el Tribunal Constitucional, se hacen ante Ministros ya nombrados en dichos cargos. Por ello, no puede haber lugar a presiones indebidas de ninguna naturaleza, como sí podrían darse si se tratara de un alegato ante una Corte de Apelaciones. Por otra parte, consideró que es de la esencia de un buen ejercicio de la justicia constitucional el que la parte que recurre a ella pueda acudir posteriormente en forma personal a hacer valer sus puntos de vista, trátese de la inconstitucionalidad de una norma como también de su constitucionalidad. Insinuó que otra fórmula podría consistir en limitar la intervención de los Parlamentarios ante el Tribunal Constitucional sólo a los requerimientos suscritos por ellos mismos, idea con la que concordó el Honorable Senador señor Larraín.





La Honorable Senadora señora Alvear señaló que desde la perspectiva del principio de la transparencia no resulta adecuado que un Parlamentario pueda acudir a alegar ante el Tribunal Constitucional. Además, acotó, resulta difícil distinguir si el requerimiento tiene origen en un interés particular o en una postura de carácter general que éste tiene frente a una determinada norma o materia.





Frente al primero de los argumentos del Honorable Senador señor Espina, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, hizo notar que el inciso tercero del artículo 92 de la Carta Fundamental admite un caso de reelección de miembro del Tribunal Constitucional. Es la situación de quienes reemplazan a los titulares por un período menor a cinco años. En consecuencia, connotó, estos Ministros están a la expectativa de ser nombrados en calidad de titulares.





Por otra parte, resaltó que no existen restricciones para que abogados que no sean Parlamentarios se hagan cargo de tramitar y alegar las causas ante el Tribunal Constitucional.





Por estas consideraciones, desestimó la indicación.





El Honorable Senador señor Prokurica apoyó los planteamientos del Honorable Senador señor Espina, advirtiendo que el argumento de que los Parlamentarios participan en el nombramiento de los Ministros del Tribunal Constitucional no es atendible, puesto que estos Ministros, por regla general, no son reelegibles y, por otra parte, no son susceptibles de ser acusados constitucionalmente.





Ante el rechazo de la indicación número 4, del Honorable Senador señor Coloma, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, aclaró que al mantenerse la prohibición de los Parlamentarios para ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional, correspondía definir la forma de consagrarla en el texto del artículo 5° B. Para ello, propuso votar, en primer lugar, el reemplazo del inciso tercero por los dos incisos sugeridos por la indicación número 5 y, luego, pronunciarse por la incorporación de un inciso final conteniendo tal prohibición. De este modo, explicó, se posibilitará que, si es pertinente, la Sala emita pronunciamientos separados sobre estas dos proposiciones.





La Comisión acogió este planteamiento.





En consecuencia, por las razones antes expuestas, la indicación número 5 fue votada en forma dividida, de la manera que a continuación se consigna:





- En primer lugar, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, se aprobó la sustitución del inciso tercero por los nuevos incisos tercero y cuarto antes transcritos.





- En segundo lugar, por tres votos a favor y dos en contra, se acordó incorporar la prohibición de los Parlamentarios de ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional en un nuevo inciso final. Votaron a favor de este nuevo inciso final los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

Número 5





En su segundo informe, la Comisión acordó incorporar a la ley N° 18.918 el siguiente artículo 5° E, nuevo:





“Artículo 5° E.- Es deber de los parlamentarios asistir a las sesiones de la Cámara a que pertenezcan, salvo que la ocurrencia de una causa grave justifique su ausencia.





El Reglamento de la respectiva Corporación establecerá las causales que justificarán tales ausencias, así como las sanciones que procederán en caso de incurrirse en inasistencias injustificadas.”.





En relación a esta disposición se presentó la indicación número 6, del Honorable Senador señor Coloma, para eliminar su inciso segundo.





El mencionado señor Senador explicó que su indicación obedece a una profunda reflexión acerca de las funciones que competen al Parlamentario, la naturaleza de la representación política que ejerce y la forma como debe cumplir sus deberes constitucionales de representar, actuar como jurado y colegislar. Indicó que de lo anterior, fluye en forma evidente que lo esencial es la forma como el Parlamentario desarrolla su mandato y no el número de sesiones a que asiste.





A la luz de estas consideraciones, opinó que debe dejarse al criterio de los propios Parlamentarios la calificación de las circunstancias que motivan una inasistencia. Dichas circunstancias, connotó, son múltiples y de índoles muy diversas, de manera que no se pueden reducir a una enumeración reglamentaria. Recordó, por ejemplo, la ocurrencia de una catástrofe natural en la región que él representa, que muy justificadamente, le impidió asistir a una sesión.





En esta misma línea de argumentación, puso de relieve que la asistencia de los Parlamentarios chilenos a las sesiones legislativas fluctúa entre el 93 y el 94% y, en consecuencia, es muy alta en comparación con otros Parlamentos.





La Ministra Secretaria General de la Presidencia concordó con los planteamientos anteriores, resaltando que no debe perderse de vista la naturaleza política de los cargos parlamentarios y que, por lo tanto, la evaluación de su desempeño también debe hacerse mediante una decisión política como es el sufragio de sus electores.





El Honorable Senador señor Espina abundó en esta misma línea. Indicó que parte importante de las funciones del Parlamentario consisten en representar a la comunidad ante otras autoridades. Frente una catástrofe climática, dijo, es un deber del Parlamentario colaborar, en coordinación con otras entidades e instituciones, en la solución de los problemas. Si lo anterior, añadió, ocasiona inasistencia al trabajo legislativo, la ponderación de la causal no puede quedar entregada al Reglamento, sino que a otro mecanismo, como podría ser la Comisión de Régimen Interior. 





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez expresó que si bien era dable estudiar medidas en relación a las inasistencias injustificadas a sesiones legislativas, en el marco de este proyecto era suficiente el inciso primero del precepto en análisis.





Puesta en votación la indicación número 6, ella fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Gómez.
Números 8 y 9





Estos numerales se refieren a los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.918. Ambos regulan la obligación de determinadas instituciones de proporcionar informes y antecedentes al Parlamento.





Por abordar estas dos disposiciones una misma materia y ser complementarias, la Comisión resolvió tratarlas en forma conjunta de modo de adoptar, en relación con las indicaciones presentadas a su respecto, resoluciones coherentes y sistemáticas.





El texto vigente del artículo 9° de la mencionada ley prescribe lo que sigue:





“Artículo 9°.- Los organismos de la Administración del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras o por los organismos internos autorizados por sus respectivos reglamentos, con excepción de aquéllos que por expresa disposición de la ley tengan el carácter de secretos o reservados.





Los informes y antecedentes solicitados que revistan el carácter de secretos o reservados por su naturaleza o por disposición especial que no tenga fuerza de ley, serán proporcionados por el servicio, organismo o entidad por medio del Ministro del que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el gobierno, manteniéndose los respectivos documentos en reserva. Si tales informes y antecedentes fueren secretos, por comprometer la seguridad nacional, afectar la actividad económica o financiera del país, o por otro motivo justificado, el Ministro sólo los proporcionará a la comisión respectiva o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.





Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto en el inciso segundo del número 1) del artículo 48 de la Constitución.”.





El Senado, en la discusión en general, acordó sustituir este artículo por el siguiente:





“Artículo 9°.- Los organismos de la administración del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras o por los organismos internos autorizados por sus respectivos reglamentos, con excepción de aquellos que por expresa disposición de una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos o reservados.





Los informes y antecedentes solicitados que revistan carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo prescrito en el artículo 8° de la Constitución Política de la República, serán proporcionados por el respectivo servicio, organismo o entidad, por medio del Ministro de que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno, a la comisión o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.





Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto en el inciso segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.





En su segundo informe, la Comisión propuso introducirle las siguientes enmiendas:





a) Reemplazar el inciso primero del artículo 9°, por el siguiente:





“Artículo 9°.- Los órganos del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras, por los parlamentarios o por los organismos internos en conformidad a sus respectivos reglamentos, con excepción de aquellos que por expresa disposición de una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos o reservados.”, y



b) Intercalar en su inciso segundo, después de la forma verbal “proporcionados”, la expresión “en esa misma calidad”, y agregar la siguiente oración final:





“Los documentos, informes y antecedentes proporcionados de conformidad a este inciso serán mantenidos en reserva o secreto.”.





Por su parte, el número 9 del artículo único del proyecto se relaciona con el artículo 10 de la ley N° 18.918. El texto vigente de este precepto es el siguiente:





“Artículo 10.- El jefe superior del respectivo órgano de la Administración del Estado, requerido en conformidad al artículo anterior, será responsable del cumplimiento de lo ordenado en esa disposición, cuya infracción será sancionada, previo el procedimiento administrativo que corresponda, por la Contraloría General de la República, cuando procediere, con la medida disciplinaria de multa equivalente a una remuneración mensual. En caso de reincidencia, se sancionará con una multa equivalente al doble de la indicada. Asimismo, será responsable y tendrá idéntica sanción por su falta de comparecencia, o la de los funcionarios de su dependencia, a la citación de una comisión de alguna de las Cámaras.”.





Durante la discusión en general, el Senado acordó agregarle el siguiente inciso:





“Igual sanción será aplicable a los representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que no concurran ellos o el personal de su dependencia a la citación de una comisión especial investigadora o no proporcionen los antecedentes que se les solicitaren.”.





En su segundo informe, la Comisión propuso sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 10.- El jefe superior del respectivo órgano del Estado, requerido en conformidad al artículo anterior, que no diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República, previo el procedimiento administrativo que corresponda según la ley N° 19.880, con la medida disciplinaria de multa equivalente a una remuneración mensual. Asimismo, será responsable y tendrá idéntica sanción por su falta de comparecencia a la citación de una comisión de alguna de las Cámaras, o la de los funcionarios de su dependencia, cuando la ausencia de éstos le sea imputable.





Igual sanción será aplicable a los representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que no concurran a la citación de una comisión especial investigadora o no proporcionen los antecedentes que se les solicitaren o no hayan dispuesto medidas efectivas para la concurrencia o envío de antecedentes por el personal de su dependencia.





Para los efectos del cobro de la multa, la Contraloría General de la República oficiará directamente a la oficina pagadora del respectivo órgano público o empresa a fin de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado las cantidades correspondientes y a enterarlas en arcas fiscales, acompañando los comprobantes al Órgano Contralor.





Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se diere cumplimiento al nuevo plazo que fije la Contraloría General, el infractor podrá ser sancionado con la suspensión del empleo desde treinta días a tres meses, con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo, o con la destitución o el término del contrato, según resultare del mérito de los antecedentes.





En caso que en el respectivo órgano público o empresa cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción que corresponda, de conformidad a la ley N° 19.880.”.





Las indicaciones presentadas a estas dos disposiciones, son las siguientes:





Al numeral 8 se presentó la indicación número 7, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “órganos del Estado” por “organismos de la Administración del Estado.”.





Al numeral 9 se presentaron las indicaciones números 8 y 9.





La número 8, de S.E. la señora Presidenta de la República, propone sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 10.- El jefe superior del respectivo órgano del Estado, requerido en conformidad al artículo anterior, que no diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República, previo el procedimiento administrativo que corresponda según la ley N° 19.880, con la medida disciplinaria de multa equivalente a una remuneración mensual. Asimismo, será responsable y tendrá idéntica sanción por su falta de comparecencia a la citación de una comisión de alguna de las Cámaras, o la de los funcionarios de su dependencia, cuando la ausencia de éstos le sea imputable.





Para los efectos del cobro de la multa, la Contraloría General de la República oficiará directamente a la oficina pagadora del respectivo órgano público o empresa a fin de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado las cantidades correspondientes y a enterarlas en arcas fiscales, acompañando los comprobantes al Órgano Contralor.





Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se diere cumplimiento al nuevo plazo que fije la Contraloría General, el infractor podrá ser sancionado con la suspensión del empleo desde treinta días a tres meses, con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo.





En caso que en el respectivo órgano público o empresa cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción que corresponda, de conformidad a la ley N° 19.880.”.



La indicación número 9, del Honorable Senador señor Prokurica, agrega al inciso cuarto de esta disposición la siguiente oración:



“En aquellos casos en que no pueda aplicarse la medida de destitución o término de contrato por ser incompatible con la modalidad de cesación en el cargo contemplada por la Constitución Política, la Contraloría General oficiará a la autoridad llamada a disponer la expiración de funciones y a la Cámara de Diputados, para los efectos que procedan constitucionalmente.”.





Iniciado el debate de estas indicaciones, la Ministra Secretaria General de la Presidencia hizo notar que diversas entidades, como el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional y el Banco Central son órganos que, por la autonomía que les reconoce la Constitución Política, quedan excluidas del ámbito de este precepto. Atendido ese carácter autónomo, subrayó, no tendría sustento constitucional una solicitud de información o antecedentes a esos organismos por parte de las Cámaras Legislativas.





Destacó que el texto actualmente vigente del artículo 9º de la Ley del Congreso Nacional se refiere a los “organismos de la Administración del Estado”, precisamente porque se ajusta a lo dispuesto por la Carta Fundamental y al artículo 1° de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado. Hizo presente que la enumeración que este último precepto hace de los órganos que integran la Administración del Estado deja fuera a aquellos que cuentan con autonomía constitucional. Es decir, añadió, esta disposición se basa en el principio de la separación de los Poderes y de la autonomía constitucional que se asegura a determinados órganos.





El Honorable Senador señor Espina expresó su total desacuerdo con la indicación presentada por el Ejecutivo al artículo 9°. Fundó su posición en diversas consideraciones. Desde luego, dijo, aún tratándose de determinados organismos autónomos existe justificación constitucional para solicitar antecedentes o informes. A modo de ejemplo, se refirió al evento de actuar como jurado en una acusación constitucional en contra de Ministros de la Corte Suprema o de Cortes de Apelaciones. En estos casos, explicó, es perfectamente posible que, para resolver con justicia y ejercer adecuadamente esa función, se necesite información que está en poder de los tribunales. En ese caso, continuó, parece razonable que el Parlamentario o el Senado, antes de resolver una acusación constitucional, soliciten que se les remitan antecedentes para acreditar la efectividad de la información en que se basa la acusación.





En el caso del Ministerio Público, agregó, ocurre una situación análoga. Durante la discusión de una iniciativa legal referida a delitos, afirmó, normalmente aparece la necesidad de pedir a esta entidad que informe, por ejemplo, sobre estadísticas de delitos cometidos u otros antecedentes relacionados con los mismos. Estos datos, dijo, suelen ser esenciales para legislar adecuadamente. No se trata, aclaró, de interferir en investigaciones en curso o en causas pendientes, porque el Congreso o los Parlamentarios no pueden pretender intervenir en investigaciones o juicios que están en marcha.





En relación con el Banco Central sucede lo mismo, afirmó. Si un proyecto de ley persigue modificar la legislación del Banco Central o si se decidiera elaborar un proyecto de ley que incida en el ámbito de las funciones de ese organismo, es preciso disponer de la información que el propio Banco Central tiene sobre las respectivas materias.





Recordó, además, que si la información solicitada ha sido calificada de reservada o secreta, la misma Ley Orgánica del Congreso Nacional contempla un procedimiento para que se remitan los antecedentes asegurando mantener ese carácter.





En definitiva, calificó de injustificada la restricción que la indicación pretende imponer a la función legislativa, por lo que se manifestó partidario de rechazarla.





El Honorable Senador señor Larraín hizo notar que este debate ya se efectuó durante la discusión particular habida recientemente, por lo que no se explicaba por qué se había presentado una nueva indicación sobre un tema ya resuelto.





Resaltó que el nuevo plazo fijado para presentar indicaciones fue una medida extraordinaria que se justifica sólo para corregir algún error o para adicionar algo necesario, mas no para volver a plantear temas discutidos y convenidos. Sin perjuicio del ejercicio del derecho a la iniciativa legislativa que corresponde al Ejecutivo y a todo Parlamentario, opinó que en este caso, en que la Comisión rechazó una indicación del Gobierno, lo que corresponde a una adecuada técnica legislativa no es reabrir debates en Comisión, sino que el Ejecutivo ejerza su derecho a renovar la indicación en la Sala y a insistir en sus planteamientos en esa oportunidad. Por lo anterior, propuso rechazar la indicación.





La señora Ministra replicó a la intervención anterior señalando que no fue el Ejecutivo quien pidió la apertura de un nuevo plazo para presentar indicaciones, sino que un representante de la Alianza por Chile. En segundo lugar, resaltó que la solicitud de un plazo adicional se justificó solamente en la necesidad de corregir redacciones y que, no obstante, se ha utilizado para iniciar nuevas discusiones.





Ante ello, dijo, el Gobierno decidió presentar indicaciones referidas a los temas que -aunque se hayan discutido en Comisión- se buscará hacer presente en la Sala.





En el caso concreto del artículo 9° en discusión, sostuvo, el Gobierno desea dejar constancia en la Sala de su criterio de que lo aprobado por la Comisión es inconstitucional por cuanto las normas despachadas no solamente buscan pedir información, sino que, además, en caso de incumplimiento, permiten sancionar a órganos que cuentan con autonomía constitucional, como el Tribunal Constitucional, el Ministerio Público o el Poder Judicial.





Insistió en que no se condice con dicha autonomía la circunstancia de que otro órgano, de acuerdo a su propia ley, le pueda pedir información y, todavía más, en conformidad a la misma ley del órgano solicitante, se pueda sancionar al organismo autónomo.





El Honorable Senador señor Espina hizo presente que fue él quien pidió la apertura de un nuevo plazo para presentar indicaciones con el objeto de tener la oportunidad de corregir la redacción del artículo que prohíbe a los Parlamentarios actuar en determinados juicios.





El señor Riveros, Subsecretario General de la Presidencia, pidió dejar constancia de que los representantes del Ejecutivo no estuvieron presentes durante la discusión que esta Comisión realizó en torno a la norma que faculta a las Cámaras y a sus organismos para solicitar informes y antecedentes. Por esta razón, agregó, el Gobierno propuso nuevas redacciones cuando se abrió la nueva oportunidad de presentar indicaciones.





El Honorable Senador señor Espina solicitó avanzar en el despacho del nuevo informe encargado por la Sala, discutiendo y votando las indicaciones conforme lo dispone el Reglamento de la Corporación.





El Honorable Senador señor Larraín propuso, adicionalmente, adoptar el criterio de rechazar las indicaciones referidas a materias ya estudiadas y resueltas por la Comisión en su informe anterior, salvo que se presentara algún antecedente nuevo.





En relación a la indicación número 8, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Veloso, explicó que el texto del artículo 10, sobre el cual ésta recae, presenta dos órdenes de ideas que es menester considerar. El primero es el alcance de la norma, es decir, si ella afectará a los organismos de la Administración del Estado o a los órganos del Estado. El segundo se refiere a la aplicación de sanciones a empleados de empresas del Estado que se rigen por el Código del Trabajo. Señaló que la indicación presentada se ocupa de estos dos aspectos, aun cuando el primero ya se abordó en esta discusión, a propósito del estudio del artículo 9° de la ley en estudio.





Sostuvo que es improcedente establecer sanciones para el personal de las referidas empresas del Estado, que, como se ha dicho, se ciñe al Código del Trabajo. Agregó que, además, las sanciones propuestas presentarían dificultades en su aplicación y resultan extraordinariamente severas, especialmente la de término de contrato.





La abogada asesora de la señora Ministra, señora Rioseco, connotó que la indicación número 8 no pretende suprimir las sanciones que se había acordado establecer para la no comparecencia a las comisiones investigadoras, sino que éstas se trasladan al artículo 54, de manera de separarlas de aquellas que castigan la no entrega de información en virtud del artículo 9º, disposición que contempla facultades distintas. Recordó que las comisiones investigadoras tienen un título aparte nuevo en este proyecto de ley, en el cual se regulan sus atribuciones y funcionamiento y donde procede, en consecuencia, insertar estas sanciones, que son las mismas que la Comisión había acordado.





Por otra parte, puso de relieve que la sanción de destitución sólo es aplicable a los funcionarios públicos y que en esta redacción se estaría extendiendo a personas que no tienen esa calidad.





El Honorable Senador señor Larraín estimó pertinente mantener sin alteraciones el texto de las disposiciones en estudio. En cuanto a la indicación del Honorable Senador señor Prokurica, consideró que ella se hace cargo de un vacío que era necesario aclarar, en el sentido de establecer expresamente que no se aplicará la medida de destitución a aquellos funcionarios que son de la confianza del Ejecutivo.





En relación con los empleados de las empresas públicas, explicó que indiscutiblemente ellos tienen responsabilidades ante organismos públicos como el Parlamento y que, justamente por tratarse de empresas del Estado, están sujetas a la obligación de transparencia.





El Subsecretario General de la Presidencia, señor Riveros, puso de relieve que los trabajadores de las empresas del Estado no se rigen por el Estatuto Administrativo, sino por el Código del Trabajo y que, de mantenerse el texto aprobado en general para el artículo 10, se estaría agregando una causal de despido no contemplada actualmente en dicho Código, la que, además, sería aplicada por la Contraloría General de la República.





Recordando los debates anteriormente desarrollados en torno a esta disposición y el parecer del Honorable Senador señor Larraín en cuanto a que esta ley vendría a modificar el Código del Trabajo, la Ministra señora Veloso sostuvo que, efectivamente, una ley puede modificar otra anterior.





Sin embargo, prosiguió, cuando hay dos normas contradictorias sobre una misma materia, como ocurriría en la especie, es necesario acudir a los principios que ayudan a determinar cuál ley prima, que son el de jerarquía, el de especialización y el de tiempo. Expresó que una norma posterior deroga una anterior; sin embargo, cuando se trata de la misma materia y la norma posterior es de carácter general o versa sobre otras materias, no deroga la anterior. Por lo tanto, en el caso en estudio este principio no se podría aplicar. Tampoco el de jerarquía, porque una ley orgánica constitucional no está por sobre una ley de quórum simple. Entonces, concluyó, el único principio aplicable en este caso es el de la especialidad y, desde este punto de vista, la especialidad estaría en la norma del Código del Trabajo.





En consecuencia, afirmó, si se quiere agregar una nueva causal de despido, tendría que hacerse directamente en dicho Código.





El Honorable Senador señor Gómez concordó en que el sistema  contemplado por este precepto puede resultar complejo. En efecto, dijo, es llamativo que la Contraloría General de la República pueda poner término a un contrato de trabajo regulado por el Código del ramo, como se propone. Por el contrario, estimó que la aplicación de multas no ofrece dificultades.





Ante una observación de la asesora señora Rioseco en cuanto a que podría entenderse que las sanciones se aplicarán de pleno derecho, el Honorable Senador señor Larraín previno contra el riesgo de inferir en exceso del texto de la disposición en estudio. Explicó que, analizada la norma, se constata que ella establece ordenadamente las distintas situaciones que pueden darse, el procedimiento a seguir, las atribuciones de la Contraloría General de la República y las correspondientes sanciones, entre las cuales, como medida final, se contempla el término del contrato de trabajo o la destitución. No se produce, en consecuencia, coligió, lo aseverado por la señora Rioseco.





La mencionada asesora insistió en que es problemático mantener la expresión “órganos del Estado” ya  que con ella se abarca no sólo a los trabajadores de empresas públicas, sino que también a los directivos superiores de órganos públicos que gozan de autonomía. Se preguntó, por ejemplo, quién aplicaría la sanción al Fiscal Nacional o al Presidente del Tribunal Constitucional y si puede operar una causal de cesación fijada en esta ley respecto de un cargo cuyo estatuto está regulado en la Constitución.





El señor Subsecretario resaltó que los artículos 9º y 10 regulan la atribución de solicitar informaciones con carácter coercitivo. Admitió que todo Parlamento tiene derecho a solicitar informaciones de todos los órganos del Estado, atribución implícita en la función de esta institución. En este contexto, el artículo 10 regula cuándo esa facultad se ejerce con coacción.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, sostuvo que debía reconsiderarse la aplicación de sanciones a la totalidad de “los órganos del Estado”, como se está proponiendo en las normas en estudio, y evaluarse la posibilidad de diferenciar a aquellos que tienen autonomía constitucional, sin por ello dejar de preservar la atribución del Congreso Nacional de pedir las informaciones que necesita.





Indicó que lo razonable era respetar dicha autonomía, entendiendo, sin embargo, que estos órganos autónomos tienen deberes y que no se encuentran situados sobre la ley.





La señora Rioseco admitió que el Congreso Nacional cuenta con la facultad de pedir antecedentes y que seguirá disponiendo de ella. No obstante, agregó, considerada la autonomía que tienen los Poderes del Estado y ciertas instituciones, en este punto convendría guiarse preferentemente por un principio de deferencia y no por la aplicación de sanciones.





El Honorable Senador señor Gómez replicó que lo que interesa es que el órgano del Estado quede obligado a entregar la información que se le solicita y que, cuando ésta sea reservada o secreta, mantenga ese carácter. Lo que resta por resolver, agregó, es si en caso de incumplimiento, las sanciones serán diferenciadas atendida la naturaleza del respectivo órgano.





Para avanzar en esta definición, el Honorable Senador señor Larraín hizo presente que era útil, una vez más, precisar que los organismos de la Administración del Estado se enumeran en el artículo 1° de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el cual contempla los ministerios, las intendencias, las gobernaciones y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos la Contraloría General de la República, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades y las empresas públicas creadas por ley.





Connotó que, sin embargo, la Constitución utiliza la expresión “órganos del Estado”, la cual incluye, además de los mencionados, instituciones como los Poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Constitucional y el Ministerio Público.





Sostuvo que lo que se pretende a través de los artículos 9° y 10 es comprometer a la totalidad de los órganos del Estado a proporcionar la información que el Parlamento necesita, aún cuando sea dable distinguir la sanción aplicable en caso de incumplimiento según se trate de organismos autónomos o de aquellos pertenecientes a la Administración.





Desde otro punto de vista, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, señaló que también cabía distinguir las facultades que el Congreso Nacional tiene frente a los organismos que integran la Administración.





Explicó que un tipo de atribuciones dice relación con la actividad de coordinación, de complementación y de buena relación en el desarrollo del trabajo colegislativo entre el Ejecutivo y el Parlamento.





El otro se vincula a la actividad fiscalizadora en el marco de las comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados, en virtud de la cual éstas tienen la atribución de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.





Esta última, puntualizó, se refiere a los organismos de la Administración y ello explica el sentido de las indicaciones presentadas tanto a los artículos 9° y 10 como al artículo 54.





Agregó que distinta es la situación de los demás Poderes del Estado y de otros órganos que por imperio constitucional tienen autonomía y un estatuto especial que es válido también frente a las atribuciones del Parlamento. En la relación del Parlamento con este tipo de instituciones hay otros elementos, que van más allá del imperio legal, como una buena relación que favorezca el intercambio de información para alcanzar un adecuado funcionamiento del aparato público. Ello, dijo, no es propio de las regulaciones que pueda establecer la ley orgánica constitucional de un determinado órgano o Poder del Estado.





Manifestó que tanto en doctrina como en las buenas prácticas se privilegia una relación de esta índole antes que la imposición de normas de imperio que, al momento de aplicarse, pueden enfrentar dificultades prácticas derivadas de la autonomía de esos órganos del Estado.





Complementando la anterior intervención, la señora Rioseco citó lo dispuesto en la letra c) del número 1) del artículo 52 de la Carta Fundamental, reiterando que el ámbito de las comisiones investigadoras son “los actos del Gobierno” y que esa expresión excluye los actos de otros Poderes del Estado.





En segundo término, añadió, ese precepto establece expresamente que las personas, autoridades y funcionarios que están obligados a comparecer y a proporcionar antecedentes ante las comisiones investigadoras son los ministros de Estado, los demás funcionarios de la Administración y el personal de las empresas del Estado o de aquellas en que éste tenga participación mayoritaria.





El Honorable Senador señor Espina señaló que la autonomía que la Constitución otorga a ciertos órganos no puede excusarlos de la obligación de remitir al Parlamento la información que éste requiera. Dicha autonomía, añadió, no los deja fuera del sistema institucional del cual forman parte y al que deben necesariamente contribuir. Aclaró que aun cuando no se fijen explícitamente respecto a ellos sanciones como las que se han propuesto, ya la propia Carta Fundamental contempla la forma de sancionar situaciones como el notable abandono de deberes, la infracción de la Constitución o las leyes o el dejar éstas sin ejecución.





Por ello, planteó, en definitiva, establecer respecto de estas autoridades o instituciones que el incumplimiento de la obligación de proporcionar información al Parlamento podrá constituir antecedente para hacer efectivas las responsabilidades de la respectiva autoridad.





Hubo coincidencia entre los miembros de la Comisión en torno a este criterio.





En este punto de la discusión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, recapituló lo debatido e instó a la Comisión a precisar los criterios centrales con que debían resolverse las cuestiones planteadas.





La Comisión resumió los acuerdos consignados en su segundo informe en torno a los artículos 9° y 10. Enseguida, confrontó los criterios allí contenidos con los planteamientos del Ejecutivo y tuvo en cuenta, además, las opiniones remitidas por el Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena, con fecha 2 de marzo de 2007, referidas a los alcances y constitucionalidad de las normas en estudio desde la perspectiva de los organismos a los cuales la Carta Fundamental garantiza la autonomía.





El Honorable Senador señor Larraín aludió a los reparos planteados por el señor Fiscal Nacional en cuanto a que las atribuciones del Congreso Nacional contempladas en el artículo 9° aprobado en el segundo informe afectarían la autonomía del Ministerio Público y vulnerarían la reserva e independencia con que los fiscales deben efectuar su labor investigadora, al obligarlos a remitir información que por ley es secreta.





El señor Senador discrepó de este punto de vista. Explicó que efectivamente la Constitución y la ley reconocen ámbitos de reserva a ciertos órganos para el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, aclaró que las normas en análisis no pretenden incidir en dicha reserva. Es el caso del Banco Central, dijo, cuyas decisiones, en muchos casos, deben adoptarse reservadamente puesto que lo contrario puede causar consecuencias perjudiciales al normal funcionamiento del sistema financiero. Es adecuado que así sea, recalcó, y que así se mantenga. No obstante, agregó, tomada la decisión en forma autónoma, ella debe darse a conocer, conjuntamente con sus fundamentos. Y todo ello debe ser accesible para el Parlamento puesto que son antecedentes que pueden necesitarse no solamente para los fines de fiscalización, sino que para el cumplimiento de las funciones propias de un Parlamentario, como es la elaboración y el estudio de los proyectos de ley.





Este proceder, afirmó, en nada altera el funcionamiento del organismo ni la autonomía con que desarrolla su función y adopta sus decisiones. Lo propio ocurre con las investigaciones dirigidas por los fiscales, acotó.





Por otra parte, consideró erróneo entender que las atribuciones contempladas en estas normas se enmarcan en las labores fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, que tienen su regulación específica tanto en la Carta Fundamental con en la Ley Orgánica en estudio. Precisó que los artículos 9° y 10 en estudio nada tienen que ver estas últimas, sino que son instrumentos para el cumplimiento de las labores legislativas de los Parlamentarios, cuyo desarrollo se enmarca en los principios de publicidad y transparencia del artículo 8° de la Constitución Política. 





El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con los planteamientos anteriores y agregó que no debe perderse de vista que si se trata de informes o antecedentes de carácter secreto o reservado habrá de seguirse el procedimiento previsto en los citados artículos 8° de la Constitución y 9° de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, de manera de cautelar que mantengan ese carácter. En consecuencia, concluyó, no hay sustento jurídico que ampare la negativa a proporcionar antecedentes e informaciones, cualquiera sea su carácter.


En definitiva, sobre la base de este análisis, la unanimidad de los miembros de la Comisión resolvió consagrar en los artículos 9° y 10 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional los siguientes criterios:

A.- Mantener como universo de instituciones obligadas por estas normas a la totalidad de los órganos del Estado y no sólo a aquellos que integran la Administración del mismo;

B.- Diferenciar en cuanto a las sanciones aplicables por el incumpliendo de las obligaciones impuestas por estas normas a los órganos constitucionalmente autónomos que no forman parte de la Administración del Estado. En relación a ellos, se acordó establecer que dicho incumplimiento podrá constituir antecedente para hacer efectivas las responsabilidades pertinentes. En consecuencia, en el caso, por ejemplo, del Poder Judicial, del Tribunal Constitucional o del Ministerio Público, se entenderá que están afectos a tales obligaciones, bajo el apercibimiento indicado más arriba, no procediendo respecto de ellos la aplicación de la escala de sanciones contempladas en el artículo 10;

C.- Hacer aplicable la referida escala de sanciones consagrada en el artículo 10 a los organismos que integran la Administración del Estado, entendiendo por tales a aquellos considerados  por el artículo 1° de la Ley Orgánica sobre Bases Generales de la Administración. Estos son: los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios creados para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos la Contraloría General, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades y las empresas públicas creadas por ley. A este conjunto de entidades se acordó agregar las empresas del Estado y aquéllas en que éste tiene participación mayoritaria.

D.- No obstante lo anterior, se acordó precisar que la sanción de destitución o término de contrato no procederá respecto de personas con cuya modalidad de cesación en el cargo ésta resulta incompatible. Ello no obstará, se aclaró, a la aplicación de las restantes sanciones previstas en esta norma, como la multa y la suspensión en el cargo. En esta situación quedan, por ejemplo, los Ministros de Estado y los funcionarios de exclusiva confianza;

E.- Se resolvió, asimismo, contemplar en forma expresa, como procedimiento para la aplicación de sanciones por parte de la Contraloría, las normas del sumario administrativo;

F.- Enseguida, hubo acuerdo para dedicar los artículos 9° y 10 de manera exclusiva a la regulación de la obligación de proporcionar antecedentes e informes que las Cámaras, los parlamentarios y ciertos organismos internos de estas Corporaciones requieran para el adecuado cumplimiento de sus tareas legislativas, reservando la reglamentación de las peticiones de antecedentes que efectúen las comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados al título nuevo que se incorpora a esta Ley Orgánica para este efecto, y

G.- Finalmente, se optó por mantener los criterios adoptados anteriormente por la Comisión en cuanto a tipificar como infracción el incumplimiento de la obligación de proporcionar al Congreso Nacional los antecedentes e informes que éste solicite; conferir atribuciones a la Contraloría General de la República para aplicar el procedimiento y las sanciones que el artículo 10 establece para las instituciones que esa misma norma señala; prever la forma de hacer efectivo el cobro de la multa y regular del caso del reemplazo de la autoridad afecta a dicha obligación.





Los textos que recogen los criterios precedentemente expuestos se consignan en el capítulo de este informe en que se proponen las modificaciones.





Los acuerdos de la Comisión fueron los siguientes:





- La indicación número 7 relativa al artículo 9°, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Larraín.





- En mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó reemplazar el texto del artículo 9° propuesto en el segundo informe con el fin de introducirle dos enmiendas. La primera, consistente en establecer que los informes y antecedentes pedidos a organismos autónomos que revistan carácter secreto o reservado serán remitidos en esa misma calidad por la autoridad superior de la institución o por quien la represente. La segunda, para intercalar un inciso tercero que prescribe que el incumplimiento de las obligaciones previstas en esta norma podrá constituir antecedente para iniciar el procedimiento destinado a hacer efectivas las responsabilidades del caso. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez , Larraín y Muñoz, don Pedro.




- La indicación número 8 relativa al artículo 10, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.





- Finalmente, la indicación número 9, también relativa al artículo 10, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Número 10





Este numeral modifica el artículo 13 de la ley N° 18.918. El texto vigente de esta disposición es el siguiente:





“Artículo 13.- Deberá darse cuenta en sesión de sala de la respectiva Cámara de todo proyecto, en forma previa a su estudio por cualquier órgano de la corporación.





En ningún caso se dará cuenta de mociones que se refieran a materias que, de acuerdo con la Constitución Política, deben tener origen en la otra Cámara o iniciarse exclusivamente por mensaje del Presidente de la República.”.





En su segundo informe, la Comisión propuso agregarle el siguiente inciso final: 





“En caso que, por la mayoría absoluta de sus  miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir al Presidente de la República el envío de un mensaje referido a las materias señaladas en el inciso anterior, éste último deberá responder la solicitud, afirmativa o negativamente, por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del plazo de 30 días. En caso de no evacuarse dicha respuesta en el plazo indicado, se hará efectiva contra el respectivo Secretario de Estado la responsabilidad a que alude el artículo 10.”.





En relación con este numeral, S.E. la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 10, para suprimir en el nuevo inciso propuesto la oración que sigue al punto seguido, pasando éste a ser punto final: “En caso de no evacuarse dicha respuesta en el plazo indicado, se hará efectiva contra el respectivo Secretario de Estado la responsabilidad a que alude el artículo 10.”.





El Subsecretario General de la Presidencia, señor Riveros, explicó que en nuestro sistema a los Ministros de Estado pueden hacérseles exigibles responsabilidades civiles, penales y administrativas, mas no políticas. En estas circunstancias, añadió, la oración que se propone suprimir resulta impropia.





La asesora señora Rioseco indicó que, en principio, no procede hacerlos cargo de esta función, dado el carácter de colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República que tienen los Ministros de Estado. Precisó que en los Ministerios, para todos los efectos administrativos el jefe superior de Servicio es el Subsecretario.





El Honorable Senador señor Larraín consideró injusto sancionar al Subsecretario por el incumplimiento de una tarea que corresponde realizar al Secretario de Estado. En efecto, dijo, ponderar si conviene o es oportuno legislar en un sentido o momento determinado les compete directamente al Primer Mandatario y al Ministro, mas no al Subsecretario.





El Honorable Senador señor Prokurica planteó que en este punto lo que se busca no es algo de tanta envergadura: se trata, dijo, únicamente de obtener una respuesta a la solicitud presentada por alguna de las Cámaras sobre una materia que es relevante. Recordó que los debates anteriores de la Comisión dan cuenta extensamente de las argumentaciones que justificaron la incorporación de esta disposición.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez afirmó que el mecanismo del denominado “patrocinio” no quedaba completo si no se aseguraba una respuesta, cualquiera fuera su contenido, de manera que era necesario consagrar una consecuencia para el caso de no evacuarse ésta. Consideró que sobre la base de los argumentos expuestos sobre la responsabilidad que les cabe a Ministros de Estado y a las sanciones que son procedentes respecto de ellos, parecía procedente buscar un camino distinto al propuesto por la norma para obtener dicha respuesta.





La Honorable Senadora señora Alvear sugirió valerse de una fórmula análoga a la utilizada en los artículos 9° y 10, de manera de señalar que respecto de los Ministros de Estado podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.





Por estas consideraciones, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, desechó la indicación número 10. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.




Por la misma unanimidad se acordó, suprimir en esta norma la alusión al sistema de responsabilidades previsto en el artículo 10 y establecer la fórmula propuesta por la Honorable Senadora señora Alvear. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Número 13





En su segundo informe, la Comisión propuso incorporar el siguiente artículo 17 bis a la ley N° 18.918:





“Artículo 17 bis.- La sala, a propuesta de la comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados en esa cámara, siempre que todos se encuentren en el primer trámite constitucional y sus ideas matrices o fundamentales tengan entre sí relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.”.





S.E. la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 11, para reemplazar en el nuevo artículo 17 bis que este numeral incorpora, la oración “En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.”, por la siguiente: “En todo caso, para refundir proyectos de ley iniciados en Mensaje del Ejecutivo, se requerirá el acuerdo previo del Presidente de la República.”.





El Subsecretario señor Riveros fundó la indicación en la conveniencia de contar con el acuerdo del Jefe de Estado cuando uno de los proyectos que se trata de refundir es de autoría del Gobierno y versa sobre materias de su iniciativa exclusiva.





Sin perjuicio de lo anterior, informó que el actual Gobierno está siendo extremadamente riguroso en el cuidado de la autoría de las iniciativas. En efecto, sostuvo, en el último tiempo se está dejando constancia con claridad, en las oportunidades en que es procedente, de la autoría parlamentaria de las mismas.





El Honorable Senador señor Espina hizo presente que una de las situaciones que motivó la incorporación de este nuevo artículo 17 bis es la experiencia que se ha observado en no pocas oportunidades en que anteproyectos de ley elaborados por Parlamentarios se han transformado más tarde en iniciativas legislativas suscritas por el Gobierno. Manifestó que este precepto tienen tanta justificación que debería mantenerse en sus mismos términos.





El mismo señor Senador rebatió lo dicho por el señor Subsecretario, informando que en materia de seguridad ciudadana hace un tiempo atrás se pidió al Gobierno hacer suya más de una decena de iniciativas y que éste no sólo no las patrocinó, sino que elaboró un proyecto nuevo en base a las mismas ideas, lo que, además de ser irregular, le permitió beneficiarse indebidamente frente a la opinión pública.





Por otra parte, hizo notar que no es posible fusionar iniciativas parlamentarias con mensajes sobre materias de iniciativa exclusiva del Gobierno toda vez que las primeras simplemente se declaran inadmisibles y no pueden iniciar la tramitación legislativa.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, sostuvo que podría considerarse la fijación de un plazo dentro del cual el Jefe de Estado podría prestar su acuerdo para refundir proyectos cuando alguno de éstos se origine en un mensaje presidencial. Transcurrido éste, agregó, la Cámara respectiva podría proceder sin dicho acuerdo, siguiendo un criterio semejante al del artículo 77 de la Carta Fundamental.





Considerados estos planteamientos, en definitiva, la Comisión optó por mantener el texto propuesto por el segundo informe, dejando constancia de que, naturalmente, el término “autores” incluye al Gobierno. 





En consecuencia, la indicación número 11 fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Larraín.

Número 15





Este numeral modifica el artículo 20 de la ley N° 18.918.





El texto vigente de esta disposición es el siguiente:





“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 67 y 68 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de cada una de las Cámaras, en conformidad a lo que establezcan las normas reglamentarias que acuerden éstas, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los senadores y diputados; serán presididas por el senador que elija la mayoría de la comisión, y formarán quórum para sesionar con la mayoría de los miembros de cada corporación que las integren.”.





En su discusión en general, el Senado acordó sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de cada Cámara, conforme a lo que establezcan las normas reglamentarias que ambas acuerden, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los senadores y diputados.


Estas comisiones serán presididas por el senador o diputado que elija la mayoría de ellas y se reunirán alternativamente, por asunto, en las salas de comisiones del Senado o de la Cámara de Diputados, y podrán entrar en sesión con la mayoría de los miembros de cada corporación que las conformen.”.





El numeral 15 propuesto en el segundo informe de la Comisión sustituyó el inciso segundo de este precepto por el siguiente:





“Estas comisiones serán presididas por el senador que presida la respectiva Comisión del Senado, se reunirán en las salas de comisiones del Senado y podrán entrar en sesión con la mayoría de los miembros de cada corporación que las conformen.”.





S.E. la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 12, para suprimir este número 15, corrigiéndose la numeración de los siguientes numerales.





El Honorable Senador señor Larraín señaló que la indicación del Ejecutivo carecía de justificación puesto que a todas luces es necesario que la ley orgánica contenga las reglas contempladas en este inciso segundo.





Hizo presente, además, que el texto propuesto en el segundo informe no hace más que recoger la práctica y lo que dispone el Reglamento del Senado, lo que ha permitido que las comisiones mixtas funcionen normalmente, sin dificultades de ninguna especie.





Puesta en votación la indicación, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Sabag.

Número 24





Este numeral intercala en la ley N° 18.918 un Título V, nuevo, integrado por los artículos 53 a 58, referidos a las comisiones especiales investigadoras de la Cámara de Diputados. De ellos, sólo se transcriben las disposiciones que fueron objeto de indicaciones, esto es, los artículos 54 y 58.

Artículo 54





El Senado, en su discusión en general, aprobó para esta norma el siguiente texto:





“Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligado a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que aquéllas estimen indispensables para el cumplimiento de su cometido.





Sin embargo, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.





Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.





Las citaciones o peticiones de antecedentes podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación o solicitud a este último para el solo efecto de su conocimiento.





Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de las personas que designe el órgano de administración correspondiente.





En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.





Las autoridades, funcionarios y personas citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la comisión.





Asimismo, al comparecer, dichas personas deberán suministrar los antecedentes y las informaciones que les solicite la comisión y que se refieran al cometido de ésta, salvo que se trate de asuntos que conforme a una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos. En este último caso, dichos antecedentes sólo podrán proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro de cuya cartera dependa o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario requerido, o por la persona que ostente la representación legal de la empresa en que labora la persona requerida.





Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o al jefe superior del servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes ostenten su representación legal. Si se tratare de antecedentes que de conformidad a una ley de quórum calificado, tuvieren el carácter de secretos, sólo podrán proporcionarse en sesión secreta por el respectivo Ministro o representante legal de la empresa.”.





En su segundo informe, la Comisión propuso sustituirlo por siguiente:





“Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos por aquéllos y que se refieran a su cometido. En caso de incumplimiento de estas obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el artículo 10. Sin perjuicio de lo anterior, todos quienes participen en el desempeño de estas comisiones estarán obligados a decir verdad.





Los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.





Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.



Las citaciones podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación a este último para el solo efecto de su conocimiento.



Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de las personas que designe el órgano de administración correspondiente.



En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.



Las autoridades, funcionarios y personas citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la comisión.



Si los antecedentes y las informaciones que les solicite la comisión se refieran a asuntos que conforme a una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos, sólo podrán proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro de cuya cartera dependa o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario requerido, o por el representante legal de la empresa en que labora la persona que deba proporcionarlos.



Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o al jefe superior del servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes ostenten su representación legal.”.





En relación a esta disposición, S.E. la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 13, que sustituye su inciso primero por los siguientes:





“Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos por aquéllos y que se refieran a su cometido.





El incumplimiento de estas obligaciones por los funcionarios de la Administración del Estado, será sancionado de conformidad a lo dispuesto en artículo 10. Del mismo modo serán sancionados los representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que no concurran a la citación de una comisión especial investigadora o no proporcionen los antecedentes que se les solicitaren o no hayan dispuesto medidas efectivas para la concurrencia o envío de antecedentes por el personal de su dependencia.”.





La Comisión advirtió que la indicación del Ejecutivo tiene dos consecuencias: la primera, excluir la obligación de decir verdad por parte de quienes participan en el desempeño de las comisiones investigadoras y, la segunda, dejar fuera del sistema de sanciones por el incumplimiento de las obligaciones que esta norma establece a los Ministros de Estado.





En relación al deber de decir verdad, el Honorable Senador señor Espina informó que, en efecto, la norma propuesta en el segundo informe podría ser cuestionada por resultar contradictoria con el principio largamente aceptado en nuestro orden penal en el sentido de admitir que el declarante no se autoinculpe. Incluso, agregó, se acepta que el inculpado cambie los términos de su declaración y que no sea obligado a inculpar a ciertos parientes. Por esta razón, de mantenerse esta obligación de decir verdad, sostuvo que convendría dejar constancia, para los efectos de la historia fidedigna de la ley, que ello no afectará el ejercicio posterior de los derechos del declarante en un eventual proceso penal. Alternativamente, planteó establecer que la declaración que se preste ante las comisiones investigadoras no constituirá antecedente para la tipificación del delito de perjurio.





El Honorable Senador señor Prokurica enfatizó la importancia de asegurar que las declaraciones prestadas ante las mencionadas comisiones sean serias y veraces. De lo contrario, conjeturó, la nueva normativa frustrará los objetivos que se buscan.





Expuso que si bien, a lo menos en el caso de los funcionarios públicos, existe la obligación de decir verdad, frecuentemente se ha constatado que ello no se cumple, con lo cual se desvirtúa el trabajo de estas comisiones, que representan una función muy relevante del trabajo del Parlamento.





Abundando sobre lo aseverado, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, citó el artículo 212 del Código Penal, que sanciona como delito al que faltare a la verdad en declaración prestada bajo juramento o promesa exigida por ley.





Como mejor solución, el Honorable Senador señor Larraín propuso reemplazar la obligación de decir verdad por la exigencia de que los antecedentes e informaciones requeridos por las comisiones especiales investigadoras se suministren “en forma veraz y completa”.





Esta proposición fue acogida por los restantes miembros de la Comisión.





Enseguida, en cuanto al castigo aplicable por el incumplimiento, hubo consenso en cuanto a mantener el sistema de sanciones establecido en el artículo 10 para el personal de los organismos de la Administración del Estado, de las empresas del Estado y de aquellas en que éste tenga participación mayoritaria. En relación a los Ministros de Estado, se acordó reiterar los criterios adoptados a propósito de los artículos 9° y 10, estableciendo, por último, que respecto de dichas autoridades podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.





En consecuencia, la indicación número 13 fue aprobada con las modificaciones necesarias para incorporar los criterios recién explicados. Votó en este sentido la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

Artículo 58





El texto aprobado en general por el Senado para este precepto es el siguiente:





“Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento interno de la Cámara de Diputados.



Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.”.





En su segundo informe, la Comisión propuso agregar al inciso primero la siguiente oración:





“Sin perjuicio de lo anterior, en caso de concluirse que existen responsabilidades políticas derivadas de los hechos que fueron materia de su investigación, el informe deberá individualizar a quienes afecta tal responsabilidad y la forma en que ella se concreta.”.




A esta disposición se presentó la indicación número 14, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 58 por el siguiente:





“Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento interno de la Cámara de Diputados.





Las eventuales responsabilidades políticas que pudieren desprenderse de las conclusiones de una comisión especial investigadora, serán establecidas y perseguidas a través de los mecanismos constitucionales o legales que procedan.





Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.”.





El Subsecretario señor Riveros explicó que la indicación está en íntima relación con la fijación de las atribuciones de las comisiones especiales investigadoras que consagra la letra c) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Político.





En efecto, dijo, la Carta Fundamental faculta a estas comisiones para “reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno”, mas no para establecer responsabilidades precisas, lo cual escapa a su cometido.





Previno contra el riesgo de transformar el trabajo de estas comisiones en una suerte de procedimiento judicial.





El Honorable Senador señor Espina aclaró que la redacción propuesta por la Comisión no contradice el texto constitucional por cuanto simplemente prescribe que en caso de concluirse que existen responsabilidades políticas, se individualizará a quienes ésta afecta. En consecuencia, agregó, no se trata de establecer responsabilidades civiles ni penales. Como se sabe, añadió, estas investigaciones pueden ser el paso previo necesario para hacer efectiva una acusación constitucional.





El Honorable Senador señor Larraín coincidió en que las referidas comisiones no establecen las aludidas responsabilidades civiles y penales, sino que orientan su acción a configurar responsabilidades de tipo político. En segundo lugar, aclaró que estas comisiones especiales investigadoras carecen de la facultad de sancionar, pero, evidentemente, deben poder individualizar al responsable cuando hay mérito para ello.





Esta es la conclusión lógica del trabajo de estas comisiones, aseguró. Ahora bien, hacer efectivas tales responsabilidades corresponde a una fase posterior que se materializará según los mecanismos constitucionales pertinentes.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, enfatizó que no es razonable que si se investiga y aparecen responsabilidades, éstas no se atribuyan a personas determinadas. Hizo presente que dichas responsabilidades podrían tener una naturaleza distinta a la política y ser, por ejemplo, de índole penal, civil o administrativa. Por ello, planteó que la norma podría no calificar el tipo de responsabilidad, de manera que posteriormente operen los mecanismos que correspondan.





El Honorable Senador señor Sabag estimó que si la comisión detecta la existencia de responsabilidades, habría que indicar las personas involucradas.





El Honorable Senador señor Larraín sugirió acoger la indicación número 14, manteniendo, sin embargo, en el texto del artículo 58 la oración que dice “Sin perjuicio de lo anterior, en caso de concluirse que existen responsabilidades políticas derivadas de los hechos que fueron materia de su investigación, el informe deberá individualizar a quienes afectan tal responsabilidad y la forma en que ella se concreta.”.





La Comisión acogió este planteamiento.





En consecuencia, por las razones antes expuestas, la indicación número 14 fue votada en forma dividida de la manera que a continuación se consigna:





- En primer lugar, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Sabag, se aprobó la sustitución del texto del artículo 58 en la forma propuesta por esta indicación.





- En segundo lugar, por tres votos a favor y una abstención, se acordó incorporar, como inciso segundo, la oración recién transcrita sobre individualización de los responsables. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Sabag. Se abstuvo el Honorable Senador señor Gómez.

° ° °

Artículo 62





El Senado aprobó en general el siguiente texto para este precepto:





“Artículo 62.- En el curso del trámite de su aprobación, cada Cámara podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado, siempre que ellas procedan en conformidad a lo previsto en el propio tratado o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.





El Congreso Nacional declarará en la parte dispositiva del proyecto de acuerdo correspondiente, cuales han sido las reservas o declaraciones interpretativas que ha tenido en consideración al momento de aprobar el tratado, ya sean las que el Presidente de la República tenga el propósito de confirmar o formular, o las que el Congreso Nacional decida sugerirle, en conformidad con lo dispuesto por el inciso tercero del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política.”.





En su segundo informe, la Comisión propuso reemplazar su inciso segundo por el siguiente:





“El Congreso Nacional declarará en la parte dispositiva del proyecto de acuerdo correspondiente, en numeral aparte, cuales han sido las reservas o declaraciones interpretativas que ha tenido en consideración al momento de aprobar el tratado, en conformidad a lo dispuesto por el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política.”.





El Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, recordó que las últimas reformas introducidas a la Constitución Política modificaron las normas sobre aprobación de los tratados internacionales, facultando al Congreso Nacional para introducir reservas.





Explicó que recientemente se aplicó por primera vez esta nueva atribución con ocasión de la aprobación de un Convenio sobre Diversidad Cultural. En esa oportunidad, el Senado, en segundo trámite constitucional, sugirió una reserva acerca de un procedimiento de conciliación, comunicando a la Cámara de Diputados el texto del proyecto de acuerdo y el de esta reserva. Lo anterior se hizo en el entendido de que cada Cámara podía efectuar estas sugerencias, parecer que la Cámara de Diputados no compartió, estimando que ellas deben ser acordadas por ambas Corporaciones, por cuanto el párrafo tercero del número 1) del artículo 54 de la Carta Fundamental prescribe que es “El Congreso” el que puede sugerir la formulación de reservas.





Manifestó que el texto del artículo 62 de esta Ley Orgánica avalaría la tesis del Senado, en cuanto dispone que “cada Cámara podrá sugerir la formulación de reservas”.





Ante esta situación, continuó señalando, es necesario aclarar si las Cámaras, separadamente, estarán habilitadas para ejercer esta atribución.





El Honorable Senador señor Larraín hizo notar que después de las últimas reformas introducidas a la Constitución Política, el Congreso Nacional como tal se reúne en forma muy excepcional, casi exclusivamente los días 21 de mayo para recibir la cuenta anual del Presidente de la República. En consecuencia, dijo, ya no es un órgano deliberante, sino que expresa su voluntad a través de sus Cámaras. Por lo tanto, añadió, en este caso debería entenderse que basta la voluntad de una de ellas para sugerir una reserva. Sin embargo, advirtió, no puede desconocerse que ello podría influir la voluntad de la otra Cámara para dar su aprobación al respectivo tratado.





Con todo, le pareció razonable entender que cada Cámara estará habilitada para sugerir reservas. Esta postura, indicó, presenta la ventaja de dar mayor flexibilidad a la tramitación de los tratados internacionales y coincide con el principio central de que quien adopta la resolución final en esta materia es el Presidente de la República.





Finalmente, recomendó revisar la redacción del inciso segundo de este artículo para aclarar que la mención que allí se hace de las reservas atiende a una situación diferente, que es el retiro de las mismas.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, planteó que otro camino sería buscar una fórmula para alcanzar una voluntad común entre ambas Cámaras, como ocurre con las comisiones mixtas respecto de los asuntos legislativos. Sin embargo, coincidiendo luego con el Honorable Senador señor Prokurica, estimó que tratándose de meras sugerencias, ello resultaba improcedente, máxime si se considera que quien resuelve en forma definitiva acerca de la viabilidad de la reserva es el Jefe de Estado.





El Honorable Senador señor Coloma afirmó que el propósito de esta nueva normativa referida a tratados internacionales es reforzar las atribuciones de cada Cámara Legislativa.





Manifestó que, sin perjuicio de mantener en el Presidente de la República la decisión acerca de las reservas con que se aprobarán los tratados internacionales, desde un punto de vista conceptual lo relevante es conferir estas nuevas atribuciones a las Cámaras. En este sentido, acotó, para rescatar aquel principio rector, debe entenderse que cada Cámara podrá sugerirlas en forma independiente, no procediendo que una de ellas suspenda la tramitación del respectivo tratado a la espera de que la otra acoja su sugerencia.





El Honorable Senador señor Espina destacó que si bien durante la discusión de las reformas constitucionales se acordó someter los tratados a los trámites de una ley, en esta materia el propósito fue facultar a cada una de las Cámaras para expresar sus sugerencias en forma separada. Ello buscó, también, facilitar al Ejecutivo la tramitación de estos instrumentos.





En definitiva, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, acordó mantener el texto del inciso primero de este precepto, entendiendo que al utilizar éste la expresión “cada Cámara”, está dando cuenta con fidelidad del propósito buscado por el Constituyente en esta materia, en el sentido de que es potestad de cada Corporación Legislativa sugerir en forma independiente las reservas que estime convenientes.





En cuanto al inciso segundo de este mismo artículo, se acordó introducirle algunas enmiendas de redacción, de manera de precisar que su sentido está referido al retiro de las reservas contemplado en el párrafo octavo del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política y no al proceso de formulación de las mismas.





Estas enmiendas fueron acordadas en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la misma unanimidad.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS





Como consecuencia de los acuerdos antes consignados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar las siguientes enmiendas al texto propuesto en su segundo informe:

Artículo único

Número 4





Sustituirlo por el siguiente:





“4.- Incorpóranse al artículo 5° B, como incisos tercero, cuarto y quinto, los siguientes:





“Los diputados y senadores no podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante los Tribunales Superiores de Justicia, salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado y a las personas ligadas a él por adopción.





Asimismo, podrán ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante dichos Tribunales, tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública. 





Los diputados y senadores tampoco podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.”.”.





(Indicación número 5: votación dividida. Los nuevos incisos tercero y cuarto del artículo 5° B fueron aprobados 5 x 0. El nuevo inciso quinto fue aprobado 3 x 2).

Número 5





Reemplazarlo por el siguiente:





“5.- Incorpórase el siguiente artículo 5° E, nuevo: 





“Artículo 5° E.- Es deber de los parlamentarios asistir a las sesiones de la Cámara a que pertenezcan, salvo que la ocurrencia de una causa grave justifique su ausencia.”.”. (Indicación número 6, 3 x 0).
Número 8





Reemplazarlo  por el siguiente:





“8.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:





“Artículo 9°.- Los órganos del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras, por los parlamentarios o por los organismos internos en conformidad a sus respectivos reglamentos.





Los informes y antecedentes solicitados que revistan carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo prescrito en el artículo 8° de la Constitución Política de la República, serán proporcionados en esa misma calidad por el respectivo servicio, organismo o entidad, por medio del Ministro de que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno o, en caso de organismos autónomos, por la autoridad superior de la institución o por quien la represente, a la comisión o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre. Los documentos, informes y antecedentes proporcionados de conformidad a este inciso serán mantenidos en reserva o secreto.





El incumplimiento de las obligaciones contempladas en los incisos precedentes podrá constituir antecedente para iniciar el procedimiento destinado a hacer efectivas las responsabilidades del caso.





Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto en el inciso segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.”. (Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, 5 x 0).
Número 9





Sustituirlo  por el que sigue:





“9.- Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:





“Artículo 10.- Tratándose de los organismos que constituyen la Administración del Estado en los términos del artículo 1° de la ley N° 18.575, el jefe superior, requerido en conformidad al artículo anterior, que no diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República con la medida disciplinaria de multa equivalente a una remuneración mensual. Asimismo, será responsable y tendrá idéntica sanción por su falta de comparecencia a la citación de una comisión de alguna de las Cámaras, o la de los funcionarios de su dependencia, cuando la ausencia de éstos le sea imputable. Para estos efectos, la Contraloría General aplicará las normas del sumario administrativo previstas en el Título V de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





Igual sanción será aplicable a los representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que no concurran a la citación de una comisión o no proporcionen los antecedentes que se les soliciten o no dispongan medidas efectivas para la concurrencia o envío de antecedentes por el personal de su dependencia.





Para los efectos del cobro de la multa, la Contraloría General de la República oficiará directamente a la oficina pagadora del respectivo órgano público o empresa a fin de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado las cantidades correspondientes y a enterarlas en arcas fiscales, acompañando los comprobantes al Órgano Contralor.





Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se diere cumplimiento al nuevo plazo que fije la Contraloría General, el infractor podrá ser sancionado con la suspensión del empleo desde treinta días a tres meses, con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo, o con la destitución o el término del contrato, según resultare del mérito de los antecedentes.





En caso que en el respectivo órgano público o empresa cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción que corresponda, de conformidad al referido Título V de la ley N° 18.834.





En aquellos casos en que no pueda aplicarse la medida de destitución o término de contrato por ser incompatible con la modalidad de cesación en el cargo contemplada por la Constitución Política, la Contraloría General, sin perjuicio de imponer las demás sanciones señaladas en los incisos anteriores, oficiará a la autoridad llamada a disponer la expiración de funciones y a la Cámara de Diputados, para los efectos que procedan constitucionalmente.”.”. (Indicación número 9, 5 x 0).
Número 10





Reemplazarlo  por el que sigue:





“10.- Agrégase al artículo 13 el siguiente inciso final:





“En caso que, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir al Presidente de la República el envío de un mensaje referido a las materias señaladas en el inciso anterior, éste último deberá responder la solicitud, afirmativa o negativamente, por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del plazo de 30 días. En caso de no evacuarse dicha respuesta en el plazo indicado, podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.”.”. (Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, 5 x 0).
Número 24

Artículo 54





Reemplazar el inciso primero del texto propuesto para el artículo 54 en el segundo informe, por el que sigue:





“Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar en forma veraz y completa los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos y que se refieran a su cometido. En caso de incumplimiento de estas obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el artículo 10. Tratándose de Ministros de Estado, podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.”. (Indicación número 13, 5 x 0).
Artículo 58





Reemplazar el texto propuesto para el artículo 58 en el segundo informe, por el que sigue:





“Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento interno de la Cámara de Diputados.





Sin perjuicio de lo anterior, en caso de concluirse que existen responsabilidades políticas derivadas de los hechos que fueron materia de su investigación, el informe deberá individualizar a quienes afecta tal responsabilidad y la forma en que ella se concreta.





Las eventuales responsabilidades políticas que pudieren desprenderse de las conclusiones de una comisión especial investigadora, serán establecidas y perseguidas a través de los mecanismos constitucionales o legales que procedan.




Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.”.





(Indicación número 14: votación dividida. El inciso segundo fue aprobado por 3 a favor y 1 abstención. Los restantes incisos fueron aprobados, 4 x 0).

Artículo 62





Reemplazar el texto propuesto en el segundo informe para el inciso segundo del artículo 62, por el que sigue:





“Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo octavo del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política, el Presidente de la Cámara de origen, en la comunicación que informe al Presidente de la República la aprobación del tratado por el Congreso Nacional, consignará las reservas que éste ha tenido en consideración al momento de aprobarlo.”. (Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, 5 x 0).
- - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO





Como consecuencia de las modificaciones propuestas tanto en el segundo informe cuanto en este nuevo segundo informe, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional:


1.- Modifícase el artículo 2º en la siguiente forma:


a) Sustitúyese su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Quedarán sujetas a las normas de esta ley, además de lo dispuesto en el artículo anterior, la tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.”, y


b) Reemplázase, en su inciso séptimo, la expresión “de acuerdo al Reglamento”, por “en su calidad de jefes superiores de Servicio”.


2.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5º por los tres siguientes:


“Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.


El cuadrienio que se inicia con la instalación del Congreso Nacional constituirá un período legislativo.


La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la de instalación.”.


3.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A, por los siguientes:


“El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.


Las sesiones de Sala de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas.


Serán públicos los acuerdos adoptados por las comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la asistencia de los Parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas. Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios.


Los informes de comisión serán públicos desde que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizado.


Las sesiones de comisión se realizarán sin la asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por los dos tercios de sus miembros presentes.


Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados por la Sala y las comisiones afectaren el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.


Dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.”.




4.- Incorpóranse al artículo 5° B, como incisos tercero, cuarto y quinto, los siguientes:





“Los diputados y senadores no podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante los Tribunales Superiores de Justicia, salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado y a las personas ligadas a él por adopción.





Asimismo, podrán ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante dichos Tribunales, tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública. 





Los diputados y senadores tampoco podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.”.





5.- Incorpórase el siguiente artículo 5° E, nuevo: 



“Artículo 5° E.- Es deber de los parlamentarios asistir a las sesiones de la Cámara a que pertenezcan, salvo que la ocurrencia de una causa grave justifique su ausencia.”.



6.- Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6º.- Cada período de sesiones del Congreso se extenderá entre el 11 de marzo de cada año y el 10 de marzo del año siguiente.



Las reuniones que celebren el Senado, la Cámara de Diputados o el Congreso Pleno se denominarán sesiones.”.


7.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, el guarismo “58” por “61”.





8.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:





“Artículo 9°.- Los órganos del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras, por los parlamentarios o por los organismos internos en conformidad a sus respectivos reglamentos.





Los informes y antecedentes solicitados que revistan carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo prescrito en el artículo 8° de la Constitución Política de la República, serán proporcionados en esa misma calidad por el respectivo servicio, organismo o entidad, por medio del Ministro de que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno o, en caso de organismos autónomos, por la autoridad superior de la institución o por quien la represente, a la comisión o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre. Los documentos, informes y antecedentes proporcionados de conformidad a este inciso serán mantenidos en reserva o secreto.





El incumplimiento de las obligaciones contempladas en los incisos precedentes podrá constituir antecedente para iniciar el procedimiento destinado a hacer efectivas las responsabilidades del caso.


Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto en el inciso segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.





9.- Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:





“Artículo 10.- Tratándose de los organismos que constituyen la Administración del Estado en los términos del artículo 1° de la ley N° 18.575, el jefe superior, requerido en conformidad al artículo anterior, que no diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República con la medida disciplinaria de multa equivalente a una remuneración mensual. Asimismo, será responsable y tendrá idéntica sanción por su falta de comparecencia a la citación de una comisión de alguna de las Cámaras, o la de los funcionarios de su dependencia, cuando la ausencia de éstos le sea imputable. Para estos efectos, la Contraloría General aplicará las normas del sumario administrativo previstas en el Título V de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





Igual sanción será aplicable a los representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que no concurran a la citación de una comisión o no proporcionen los antecedentes que se les soliciten o no dispongan medidas efectivas para la concurrencia o envío de antecedentes por el personal de su dependencia.





Para los efectos del cobro de la multa, la Contraloría General de la República oficiará directamente a la oficina pagadora del respectivo órgano público o empresa a fin de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado las cantidades correspondientes y a enterarlas en arcas fiscales, acompañando los comprobantes al Órgano Contralor.





Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se diere cumplimiento al nuevo plazo que fije la Contraloría General, el infractor podrá ser sancionado con la suspensión del empleo desde treinta días a tres meses, con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo, o con la destitución o el término del contrato, según resultare del mérito de los antecedentes.





En caso que en el respectivo órgano público o empresa cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción que corresponda, de conformidad al referido Título V de la ley N° 18.834.


En aquellos casos en que no pueda aplicarse la medida de destitución o término de contrato por ser incompatible con la modalidad de cesación en el cargo contemplada por la Constitución Política, la Contraloría General, sin perjuicio de imponer las demás sanciones señaladas en los incisos anteriores, oficiará a la autoridad llamada a disponer la expiración de funciones y a la Cámara de Diputados, para los efectos que procedan constitucionalmente.”.





10.- Agrégase al artículo 13 el siguiente inciso final:



“En caso que, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir al Presidente de la República el envío de un mensaje referido a las materias señaladas en el inciso anterior, éste último deberá responder la solicitud, afirmativa o negativamente, por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del plazo de 30 días. En caso de no evacuarse dicha respuesta en el plazo indicado, podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.”.


11.- Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- La declaración de inadmisibilidad de un proyecto de ley o de reforma constitucional o de la solicitud que formule el Presidente de la República en conformidad al artículo 68 de la Constitución Política será efectuada por el presidente de la sala. No obstante, la sala podrá reconsiderar dicha declaración.


La circunstancia de que no se haya declarado tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla. Dicha declaración podrá ser revisada por la sala.


En ningún caso se admitirá a tramitación proyecto alguno que proponga conjuntamente normas de ley y de reforma constitucional, o que no cumpla con los requisitos establecidos en los artículos anteriores.”.



12.- Sustitúyese en el artículo 16 el guarismo “74” por “77”.


13.- Incorpórase, como artículo 17 bis, nuevo, el siguiente:


“Artículo 17 bis.- La sala, a propuesta de la comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados en esa cámara, siempre que todos se encuentren en el primer trámite constitucional y sus ideas matrices o fundamentales tengan entre sí relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.”.



14.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 19 la frase “antes del término de la legislatura ordinaria” por la siguiente: “dentro del mes de septiembre de cada año”.



15.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:



“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de cada Cámara, conforme a lo que establezcan las normas reglamentarias que ambas acuerden, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los senadores y diputados.



Estas comisiones serán presididas por el senador que presida la respectiva Comisión del Senado, se reunirán en las salas de comisiones del Senado y podrán entrar en sesión con la mayoría de los miembros de cada corporación que las conformen.”.


16.- Incorpórase, como inciso segundo del artículo 24, el siguiente, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Las indicaciones podrán expresar sus fundamentos, los cuales serán incorporados en los respectivos informes.”.


17.- Sustituir el artículo 25, por el siguiente:


“Artículo 25.- Corresponderá al presidente de la sala o comisión la facultad de resolver la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de las indicaciones a que se refiere el artículo anterior. No obstante, a petición de cualquiera de sus miembros, la sala o la comisión, en su caso, podrá reconsiderar de inmediato la resolución de su presidente.


La declaración de inadmisibilidad puede ser hecha por el presidente de la Cámara respectiva o de una comisión, de propia iniciativa o a petición de algún miembro de la corporación, en cualquier momento de la discusión del proyecto.


La circunstancia de que no se haya planteado la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación durante la discusión general en la sala, no obsta a la facultad del presidente de la comisión para hacer la declaración correspondiente o para consultar a la comisión en caso de duda.


Una vez resuelta por la sala o por su presidente la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación, ella no podrá ser revisada en comisiones.


La cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de indicaciones resuelta en comisiones no obsta a la facultad del presidente de la Cámara respectiva para hacer la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de tales indicaciones o para consultar a la sala, en su caso.”.



18.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 26 por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser cuarto y quinto, respectivamente:



“Artículo 26.- El Presidente de la República, de conformidad con el artículo 74 de la Constitución, podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.



La calificación deberá hacerla en el correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.”.



19.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:



a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 27.- Cuando un proyecto sea calificado de simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia, ese plazo será de quince días, y si se solicitare discusión inmediata, será de seis días.”.



b) Agrégase en el inciso segundo, sustituyendo el punto final por un punto seguido, la siguiente oración:



“Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.



20.- Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:



a) Reemplázanse en el inciso segundo los términos “cuatro días” y “tres días” por “cinco días”.



b) Sustitúyense en el inciso tercero los términos “un día” y “uno” por los siguientes: “dos días” y “dos”, respectivamente.



21.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- El término del respectivo período de sesiones dará lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan presentado en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.”.


22.- Agrégase al inciso tercero del artículo 32, la siguiente oración:


“La circunstancia de que no se haya declarado tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla. Dicha declaración podrá ser revisada por la sala.”.



23.- Sustitúyese en los artículos 37, 39 y 47 el guarismo “48” por “52”.



24.- Intercálanse, a continuación del artículo 52, los siguientes Títulos V y VI, nuevos, pasando los actuales artículos 53, 54, 55 y 56 del Título Final, a ser 65, 66, 67 y 68, respectivamente, sin modificaciones.

Título V

DE LAS COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS



“Artículo 53.- La Cámara de Diputados creará, con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio, comisiones especiales investigadoras con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.



Estas comisiones, ni aún por la unanimidad de sus integrantes, podrán extender su cometido al conocimiento de materias no incluidas en el objeto o finalidad para el que se creen.



Las comisiones especiales de investigación estarán integradas por el número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados, quienes serán elegidos por sorteo.



La competencia de estas comisiones se extinguirá al expirar el plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de su vencimiento.



La última sesión que una comisión especial investigadora celebre dentro del plazo, se entenderá prorrogada hasta por quince días, exclusivamente para que aquella acuerde las conclusiones y proposiciones sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.



En todo caso, el término del respectivo período legislativo importará la disolución de las comisiones especiales investigadoras.


Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar en forma veraz y completa los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos y que se refieran a su cometido. En caso de incumplimiento de estas obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el artículo 10. Tratándose de Ministros de Estado, podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.


Los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.


Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.


Las citaciones podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación a este último para el solo efecto de su conocimiento.


Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de las personas que designe el órgano de administración correspondiente.


En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.


Las autoridades, funcionarios y personas citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la comisión.


Si los antecedentes y las informaciones que les solicite la comisión se refieran a asuntos que conforme a una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos, sólo podrán proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro de cuya cartera dependa o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario requerido, o por el representante legal de la empresa en que labora la persona que deba proporcionarlos.


Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o al jefe superior del servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes ostenten su representación legal.


Artículo 55.- Las personas citadas por una comisión especial investigadora que se encontraren en alguna de las situaciones de excepción descritas en los artículos 302, 303 y 305 del Código Procesal Penal, no estarán obligadas a prestar declaración. Sin embargo, deberán concurrir a la citación y dejar constancia de los motivos que dan origen a la facultad de abstenerse que invoquen.


Artículo 56.- Si fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por acuerdo de la mayoría de los miembros se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los antecedentes que se estimen pertinentes y necesarios para el cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.


Artículo 57.- Quienes concurran a las sesiones de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañados de un asesor o letrado con el fin de que les preste asesoría  y les proporcione los antecedentes escritos u orales que necesiten para responder a las consultas que se les formulen.


Al Presidente de la comisión especial investigadora le corresponderá cuidar porque se respeten los derechos de quienes concurran a sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo especial, velará porque no se les falte el respeto debido con acciones o palabras descomedidas o con imputaciones mediante las cuales se les atribuyan intenciones o sentimientos opuestos a sus deberes; y porque se salvaguarden el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los demás derechos constitucionales. Para la filmación y transmisión televisiva de las sesiones que celebren las comisiones especiales investigadoras se requerirá del acuerdo de la mayoría simple de sus integrantes.

Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, el Presidente podrá adoptar medidas destinadas a resguardar los derechos de las personas citadas o mencionadas en la investigación, tales como hacer llamados al orden, suspender la sesión, excusar temporalmente al afectado de permanecer en la sesión, prescindir de la declaración de quien ha incurrido en la falta o solicitar la amonestación o censura del o los diputados infractores, en conformidad al reglamento.


Las personas ofendidas o injustamente aludidas en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar tales alusiones, si así lo estimaren pertinente.


La comparecencia de una persona a una comisión especial investigadora, constituirá siempre justificación suficiente cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para cumplir obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.





Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento interno de la Cámara de Diputados.





Sin perjuicio de lo anterior, en caso de concluirse que existen responsabilidades políticas derivadas de los hechos que fueron materia de su investigación, el informe deberá individualizar a quienes afecta tal responsabilidad y la forma en que ella se concreta.





Las eventuales responsabilidades políticas que pudieren desprenderse de las conclusiones de una comisión especial investigadora, serán establecidas y perseguidas a través de los mecanismos constitucionales o legales que procedan.




Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.

Título VI

DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES


Artículo 59.- La aprobación de un tratado requerirá de los quórum que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 54 y 66 de la Constitución Política de la República, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.



Para los efectos del inciso anterior, las Cámaras se pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación única y con el quórum más elevado que corresponda a las materias reguladas por sus normas, dejando constancia de cuales son las que han requerido quórum calificado u orgánico constitucional.



Durante la discusión de los tratados, sólo podrá corregirse el texto de la parte dispositiva del proyecto de acuerdo propuesto por el Presidente de la República, con el único objeto de precisar el título o composición formal del tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en el texto autenticado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, sometido a la consideración del Congreso Nacional.



Artículo 60.- Si el tratado contiene alguna disposición que incida en la organización y atribuciones de los tribunales, deberá oírse previamente a la Corte Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución.



Artículo 61.- El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.


Artículo 62.- En el curso del trámite de su aprobación, cada Cámara podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado, siempre que ellas procedan en conformidad a lo previsto en el propio tratado o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.


Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo octavo del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política, el Presidente de la Cámara de origen, en la comunicación que informe al Presidente de la República la aprobación del tratado por el Congreso Nacional, consignará las reservas que éste ha tenido en consideración al momento de aprobarlo.


Artículo 63.- Si el Presidente de la República adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste.



El Congreso dará a conocer su opinión, por escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita dicha opinión. Transcurrido este lapso sin que el Congreso emita su parecer, el Presidente de la República podrá prescindir de éste para efectuar la denuncia o el retiro.



La Cámara a la que se le pida opinión en primer término deberá emitir su parecer en un plazo no superior a quince días, al término del cual, con o sin su pronunciamiento, pasará a la otra para que se manifieste dentro del mismo plazo.



Producida la denuncia o el retiro, el Presidente de la República deberá informar de ello, dentro de los quince días siguientes, al Congreso Nacional.


Artículo 64.- El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste en conformidad con lo establecido en la presente ley.



El oficio por el cual el Presidente de la República solicita el acuerdo señalado en el inciso anterior será presentado a una de las Cámaras, la que deberá aprobarlo o rechazarlo en un plazo no superior a quince días contados desde la recepción del oficio pertinente, al término de los cuales, habiéndose aprobado la solicitud o sin haberse pronunciado sobre la misma, pasará a la otra para que se manifieste dentro de igual plazo. Si transcurridos treinta días desde que fuere recibido el oficio sin que el Congreso Nacional se pronuncie, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva, debiendo el Presidente de la Cámara en que se presentó la petición comunicar tal circunstancia al Presidente de la República.”.


25.- Reemplázase, en el artículo 3° transitorio, el guarismo “48” por “52”.



26.- Agrégase el siguiente artículo transitorio, nuevo:



“Artículo 4º.- No obstante la modificación incorporada por esta ley al inciso primero del artículo 9º y lo previsto en el nuevo artículo 54, de conformidad  a la disposición cuarta transitoria de la Constitución, se entenderá que cumplen con la exigencia de quórum calificado, los preceptos legales actualmente vigentes y dictados con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.050, que establecen secreto o reserva respecto de determinados actos o documentos.”.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 23 de enero y 13 de marzo de 2007, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (Hosain Sabag Castillo), y señores Hernán Larraín Fernández (Juan Antonio Coloma Correa), Alberto Espina Otero y Pedro Muñoz Aburto.





Sala de la Comisión, a 19 de marzo de 2007.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Abogada Secretaria
_924333119

